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B O L I V I A

CONTEXTO

Capital Pol ít ica:  La Paz

Capital Legal:  Sucre

Población: 8'340.000

Moneda: Boliviano

De  conformidad  con  su  Constitución  Polí t ica  (Ley  2650  del  13  de 

abri l  de  2004),  Bol ivia  es  un  Estado  Social  y  Democrático  de 

Derecho,  organizado  en  forma  de  República  Unitaria ,  l ibre, 

independiente,  soberana,  mult iétnica  y  pluricultural ,  que  adopta  para 

su  gobierno  la  forma  democrática  representativa  y  part icipativa.  La 

soberanía  reside  en  el  pueblo;  y  su  ejercicio  está  delegado  a  los 

poderes  Legislat ivo,  Ejecutivo  y  Judicial ,  que  no  pueden  ser  reunidas 

en el mismo órgano.

Organización Administrat iva:

Se  divide  en  nueve  departamentos:  La  Paz,  Oruro,  Potosí ,  Cuquisaca, 

Santa  Cruz,  Cochabamba,  Torija ,  Beni  y  Pando,  que  gozan  de  plena 

autonomía  siguiendo  la  Ley  de  Descentral ización  Administrat iva  de 

1995;  112 provincias y 327 municipal idades.
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EL PODER EJECUTIVO

El  Jefe  de  Estado  y  el  Jefe  de  Gobierno  es  el  Presidente  de  la 

República.   El  poder  ejecutivo  está  compuesto  por  los  Ministros, 

Viceministros  y  Directores  Generales  nombrados  por  el  Presidente. 

Carlos  Mesa  G  (17  de  octubre  de  2003),  asumió  la  presidencia  tras  la 

renuncia  de  Gonzalo  Sánchez  para  completar  el  periodo  de  5  años 

hasta el 6 de agosto de 2007;  Vicepresidente acéfalo.

EL PODER LEGISLATIVO

Reside  en  el  Congreso,  compuesto  por  dos  cámaras:  Una  de 

Diputados  (130 miembros)  y  otra  de  Senadores  (27 miembros).  Todos 

elegidos  por  sufragio  universal ,  para  un  periodo  de  5  años.   El 

Presidente  nato  del  H.  Congreso  Nacional  es  el  Vicepresidente  de  la 

República.

EL PODER JUDICIAL

El poder judicial  de Bolivia está integrado por:

•La  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la  Nación  que  es  el  máximo 

tribunal  de  justicia  ordinaria,  contenciosa  y  contenciosa 

administrat iva  de  la  República.  Compuesta  por  12  magistrados 

elegidos  por  el  Consejo  de  la  Judicatura,  para  un  periodo  de  10 
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años.  Tiene la facultad de juzgar en la vía  ordinaria,   contenciosa y 

contenciosa-administrat iva y hacer juzgar lo juzgado.

•Las  Cortes  Superiores  de  Distrito  y  Tribunales  Ordinarios  de 

Justicia .  

•El  Tribunal  Constitucional:  integrado  por  cinco  magistrados, 

designados  por  el  Congreso  Nacional  por  un  periodo  de  10  años, 

t iene a su cargo el  control  de consti tucional idad. 

•El  Consejo  de  la  Judicatura  presidido  por  el  Presidente  de  la 

Corte  Suprema  de  Justicia  e  integrado  por  4  consejeros  de  la 

judicatura,  designados  por  el  Congreso  Nacional  para  un  periodo 

de  10  años,  es  el  órgano  administrat ivo  y  disciplinario  del  Poder 

Judicial .

PROGRAMAS ANTICORRUPCIÓN

En Bolivia,  la  lucha  contra  la  corrupción  se  ha  convertido  en  uno  de 

los  principales  objetivos  que  t iene  el  Estado,  por  lo  que  se  ha 

implementado  la  oficina  de  lucha  contra  la  corrupción,  nombrándose 

un  representante  Presidencial  Anticorrupción,  así  como  las 

designaciones  de  Fiscales  Anticorrupción  en  los  diferentes 

departamentos.
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DPA- Delegación Presidencial Anticorrupción

Creada con la  misión  de promover  y  coordinar  polí t icas  y  acciones  de 

prevención y lucha contra la corrupción en defensa de los intereses de 

la sociedad y del Estado.

En  su  plan  de  acción  2004-2007,  incorpora  un  amplio  programa  de 

difusión de las Convenciones Interamericanas y de Naciones Unidas.

Secretaría de Lucha contra la Corrupción

Creada  en  agosto  de  2002,  la  entidad  t iene  como  función  conocer 

denuncias  de  la  población  o  de  algunas  insti tuciones  públ icas  o 

privadas.   Vigi la  el  cumplimiento  de  las  tareas  asignadas  a  las 

entidades  especial izadas  en  la  prevención  y  lucha  contra  la 

corrupción.
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C O L O M B I A

CONTEXTO

Capital :  Bogotá

Población: 43.834.115

Moneda: Peso

De  conformidad  con  lo  consagrado  en  el  art ículo  1º   de  la 

Constitución  Polí t ica  de  1991,  "Colombia  es  un  Estado  Social  de 

derecho  organizado  en  forma  de  República  unitaria ,  descentralizada, 

con  autonomía  de  sus  entidades  terri toriales,  democrática, 

part icipativa  y  plural ista,  fundada  en  el  respeto  de  la  dignidad 

humana,  en  el  trabajo  y  la  sol idaridad  de  las  personas  que  la  integran 

y  en  la  prevalencia  del  interés  general".   La  soberanía  reside 

exclusivamente en el pueblo del  cual  emana el  poder públ ico.

Organización  Administrat iva:  32  Departamentos  y  un  Distrito  capital 

(Bogotá),  además  del  Distri to  Turíst ico  y  Cultural  de  Cartagena  de 

Indias,  el  Distrito Turíst ico y Cultural  e  Histórico de Santa Marta y  el 

Distri to Especial ,  Industrial  y Portuario de Barranquil la .
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EL PODER EJECUTIVO

El  Presidente  de  la  República  es  Jefe  de  Estado,  Jefe  de  Gobierno  y 

Suprema  autoridad  administrat iva.  El  Gobierno  Nacional  está 

formado por el  Presidente de la  República,  los  ministros del  despacho 

y  los  directores  de  departamentos  administrat ivos.    Álvaro  Uribe 

Vélez  asumió  la  Presidencia  para  el  periodo  2002-2006  y  el 

Vicepresidente de la  República Francisco Santos,  fue elegido por voto 

popular y t iene el mismo periodo del  presidente.

EL PODER LEGISLATIVO

Reside  en  el  Congreso,  compuesto  por  dos  cámaras:   El  Senado  de  la 

República  está  integrado  por  100  miembros  elegidos  en 

circunscripción  nacional  y  la  Cámara  de  Representantes  que  se  el ige 

en circunscripciones terri toriales y circunscripciones especiales.

EL PODER JUDICIAL

La Constitución Polít ica  de  1991,  produce importantes  variaciones  en 

la  administración  de  justicia,  crea  la  jurisdicción  constitucional,  y 

autoriza  al  legislador  para  implementar  la  jurisdicción  especial  de  los 

Pueblos  Indígenas  y  Jueces  de  Paz.   Establece  el  Consejo  Superior  de 

la Judicatura y crea la Fiscalía General de la Nación.
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El poder judicial  de Colombia está integrado por:

La  Corte  Suprema  de  Justicia  que  es  el  máximo  tribunal  de  la 

jurisdicción  ordinaria,  actúa  como  tribunal  de  casación,  y  sus 

funciones  están  consagradas  en  el  art ículo  235  de  la  Constitución 

Polít ica.

El  Consejo  de  Estado  es  el  Tribunal  Supremo  de  lo  Contencioso-

Administrat ivo.   Se  divide  en  salas  y  secciones  para  separar  las 

funciones jurisdiccionales de las demás que le asigna la Constitución y 

la  Ley.  La  Ley  446  de  1998  introduce  la  f igura  de  los  jueces 

administrat ivos,  los  cuales  no  han  entrado  aún  a  funcionar.  Cuando 

el lo  ocurra,  la  jurisdicción  de  lo  contencioso  administrat ivo  quedará 

integrada  por  tres  niveles:  los  jueces  administrat ivos,  los  tr ibunales 

administrat ivos y el  Consejo de Estado.

A  la  Corte  Constitucional  se  le  confía  la  guarda  de  la  integridad  y 

supremacía  de  la  Constitución  y  los  fal los  que  dicte  en  ejercicio  del 

control  jurisdiccional  hacen  tránsito  a  cosa  juzgada  constitucional. 

Los  Magistrados  que  la  componen  son  elegidos  por  el  Senado  de  la 

República.

Los magistrados de la Corte Constitucional,  de la Corte Suprema y del 

Consejo  de  Estado  son  elegidos  par  periodos  individuales  de  ocho 

años y no pueden ser reelegidos.

El  Consejo  Superior  de  la  Judicatura  está  conformado  por  dos  salas: 

La  Sala  Administrat iva,  ( integrada  por  6  magistrados)  encargada  de 

administrar  los  recursos   materiales  y  humanos  del  poder  judicial  y  la 
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Sala  Discipl inaria  ( integrada  por  7  magistrados),  encargada  de 

examinar  y  sancionar  las  faltas  discipl inarias  cometidas  por  los 

funcionarios  judiciales  y  abogados  en  el  ejercicio  de  su  profesión. 

Existen  21  consejos  Seccionales  de  la  Judicatura,  ubicados  en  las 

capitales  de  los  Departamentos  principales,  con  estructura  y 

funcionamiento análogo a los del  Consejo Superior de la Judicatura.

La  Fiscalía  General  de  la  Nación  integrada  por  el  Fiscal  General ,  los 

f iscales  delegados  y  los  demás  funcionarios  que  determine  la  ley,  está 

encargada  de  investigar  del itos,  cal if icar  los  procesos  y  acusar  a  los 

presuntos  infractores  ante  los  jueces  y  tr ibunales  competentes,  así 

como  de  asegurar  su  competencia  e  inclusive,  de  calificar  y  declarar 

precluidas las investigaciones.

La  Corte  Constitucional,  la  Corte  Suprema  de  Justicia ,  el  Consejo  de 

Estado,  el  Consejo Superior  de  la  Judicatura,  la  Fiscalía  General  de  la 

Nación,  los  tr ibunales  y  los  jueces,  administran  justicia.   También  lo 

hace  la  just icia  penal  mil itar .   El  Congreso  ejerce  determinadas 

funciones judiciales  (art ículo 116 C.P./91).

REFORMA JUDICIAL

El  nuevo  Código  Penal  (Ley  599  de  2.000),  pretende  acondicionar  las 

pautas  señaladas en la  C.P.  de 1991,  en donde se fi jan los principios a 

part ir  de  los  cuales  el  legis lador  debe  regular  las  diversas  áreas  del 

derecho, acorde con la consagración de un estado social  de Derecho.  
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La  Ley  600  de  2.000,  l leva  a  la  expedición  del  Nuevo  Código  de 

Procedimiento  Penal,  también  tratando  de  acondicionar  las  etapas  del 

proceso  penal  a  un  sistema  acusatorio,  pero  se  forma  un  proceso  de 

naturaleza   mixta  ( inquisit ivo  -  acusatorio),  en  donde  se  radica  la 

investigación  en  la  Fiscal ía ,  con  funciones  judiciales  y  prima  un 

proceso  escrito,  para  luego  acusar  ante  el  juez  de  conocimiento  y  dar 

inicio a un proceso oral.

Este  s istema  procesal ,  l levó  a  presentar  variadas  crít icas  a  la  Fiscalía 

General  de  la  Nación,  al  considerar  que  se  manejaba  un  poder 

omnímodo  para  investigar,  privar  de  la  l ibertad,  enjuiciar  e  influir 

decis ivamente  en  la  sentencia  de  condena.  Situación  que  l leva  al 

legis lador  a  expedir  el  Acto  Legislat ivo  3  de  2.002,  que  reformó  el 

art ículo  250  de  la  Constitución  Nacional ,  modif icando  las  funciones 

de  la  Fiscal ía  General  de  la  Nación,  ordenándose  implementar  el 

s istema acusatorio en el país .

En  desarrol lo  de  tal  mandato  consti tucional  se  expide  la  Ley  906  de 

2.004,  Código de Procedimiento Penal ,  que entró a  regir  en  Colombia 

de  manera  gradual  por  regiones,  a  part ir  del  1°  de  enero  de  2.005  y 

hasta  enero  de  2.008,  que  se  t iene  previsto  el  cubrimiento  en  todo  el 

terri torio  nacional.   Esta  Ley  f i ja  un  cambio  trascendental   y  una 

transformación  en  la  f i losofía  de  la  investigación,  la  l ibertad  del 

imputado  y  la  forma  de  adelantar  los  procesos  penales  en  Colombia. 

La  Fiscal ía  recaudará  los  elementos  materiales  probatorios,  que 

evaluados  por  el  Juez,  darán  lugar  a  la  detención  o  restricción  de  la 

l iberta de las personas.  
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El  principio  fundamental  es  la  ORALIDAD,  se  restringe  el  uso  de 

papel,  dando  paso  a  uti l izar  cualquier  medio  técnico  de  registro  que 

permita  obtener  la  memoria  del  juicio,  para  lograr  la  celeridad  de  la 

investigación  y  el  juzgamiento.  Las  pruebas  son  las  que  se  practiquen 

en  la  audiencia  oral ,  concentrada  con  inmediación  que  se  real iza  ante 

el  Juez, quién tomará la decis ión dentro de un plazo corto.

PROGRAMAS ANTICORRUPCIÓN

Programa Presidencial de Lucha contra la Corrupción

Creada en noviembre de 1998,  responde al  compromiso del  Presidente 

de  la  República  de  atacar  las  causas  estructurales  que  favorecen  la 

existencia  de  fenómenos  de  la  corrupción  en  la  administración 

pública.
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E C U A D O R

CONTEXTO

Capital :  Quito

Población:12'156.608

Moneda: Dólar

De  acuerdo  con  la  Constitución  Polít ica  de  la  República  del  Ecuador 

de  1998,  Ecuador  es  un Estado Social  de  derecho,  soberano,  unitario, 

independiente,  democrático,  pluricultural  y  mult iétnico.  Su  gobierno 

es  republicano,  presidencial ,  electivo,  representativo,  responsable, 

a l ternativo,  part icipativo  y  de  administración  descentralizada.  La 

soberanía  radica  en  el  pueblo,  cuya  voluntad  es  la  base  de  la 

autoridad,  que  ejerce  a  través  de  los  órganos  del  poder  público  y  de 

los medios democráticos previstos en esta Constitución. 

EL PODER EJECUTIVO

El  Presidente  de  la  República  ejerce  la  Función  Ejecutiva,  es  jefe  del 

Estado y  del  gobierno,  y  responsable  de  la  administración pública.  Su 

período  de  gobierno,  que  durará  cuatro  años,  se  iniciará  el  15  de 
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enero  del  año  siguiente  al  de  su  elección  de  acuerdo  con  lo 

consagrado  en  la  Constitución.  Alfredo  Palacio  González  presidente 

actual de Ecuador.

EL PODER LEGISLATIVO

La Función Legislat iva es  ejercida por el  Congreso Nacional,  con sede 

en  Quito.  Es  unicameral  y  está  conformado  por  dos  categorías  de 

diputados:  nacionales  y  provinciales.  Los  diputados  nacionales  (doce) 

son  elegidos  por  todos  los  electores  para  un  periodo  de  cuatro  años, 

mientras  que los  provinciales,  son elegidos  en  la  provincia  respectiva, 

para un periodo de dos años.  

EL PODER JUDICIAL

El  ejercicio  de  la  potestad  judicial  corresponde  a  los  órganos  de  la 

función  judicial .   De  conformidad  con  el  art ículo  191  de  la  C.P./98. 

se establecerá la unidad jurisdiccional .

Los órganos de la función judicial  son;

•La  Corte  Suprema  de  Justicia:  Máximo  órgano  de  la  función 

jurisdiccional  del  Ecuador.   Actúa  como corte  de  casación a  través 

de  las  salas  especial izadas.  Los  magistrados  de  la  Corte  Suprema 

de  Justicia  no  estarán  sujetos  a  período  fi jo  en  relación  con  la 

duración  de  sus  cargos.  Cesarán  en  sus  funciones  por  las  causas 

determinadas en la Constitución y la ley
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•Las Cortes,  Tribunales  y  Juzgados que establezcan la  constitución 

y la ley

•El  Consejo  Nacional  de  la  Judicatura,  que  es  el  máximo  órgano 

de gobierno, administrat ivo y disciplinario de la función judicial

•De acuerdo con la  ley habrá jueces de  paz encargados  de resolver 

en equidad,  conflictos individuales,  comunitarios o vecinales

PROGRAMAS ANTICORRUPCIÓN

Comisión De Control Cívico De La Corrupción (CCCC)

Tiene  como  misión,  "combatir  la  corrupción  en  representación  de  la 

sociedad  civi l ,  mediante  la  prevención  e  investigación,  con  la 

cooperación  de  los  organismos  de  control  y  juzgamiento  para  la 

construcción  de  un  país  honesto  que  garantice  el  desarrol lo  humano 

de los ecuatorianos".

La  C.C.C.C.  es  un  organismo  representante  de  la  sociedad  civil 

ecuatoriana,  según  el  art ículo  220  de  la  C.P.  de  la  República,  t iene 

entre  sus  objetivos  diseñar,  ejecutar,   administrar  y  evaluar  proyectos 

de  prevención  de  la  corrupción.  La  Comisión  está  conformada  por 

representantes  de  los  ciudadanos,  agrupa  siete  colegios  electorales, 

conforme lo establece la  Ley.  Cada colegio elige su representante para 

la CCCC, que recibe el  mandato por un período de cuatro años.
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Dentro  de  sus  programas  se  destacan:  "Hacia  una  cultura  de 

Honestidad",  que  abarca  proyectos  de  formación  ciudadana; 

"Veedurías,  tarea  de  todos  y  todas",  que  permite  el  ejercicio  de 

derechos  y  deberes  ciudadanos;  y  "Redes  Cívicas",  que  impulsa 

estrategias de sostenibi l idad de la propuesta de la C.C.C.C.
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P E R U

CONTEXTO

Capital :  Lima

Población: 5'662.000

Moneda: Nuevo Sol

De acuerdo con el  art ículo  43  de   la  Constitución Polí t ica  de  1993,  la 

República  del  Perú  es  democrática,  social ,  independiente  y  soberana. 

Su  gobierno  es  unitario,  representativo  y  descentralizado  y  se 

organiza según el  principio de la separación de poderes.

El  s istema  presidencial  es  una  forma  de  gobierno  representativa, 

donde  los  poderes  del  Estado  están  separados  en  Ejecutivo, 

Legislat ivo  y  Judicial ,  siendo  cada  uno  de  el los  autónomo  e 

independiente.  El  Poder  Ejecutivo  y  el  Legislat ivo  son  elegidos  por 

sufragio popular.

EL PODER EJECUTIVO

El  Presidente  de  la  República  es  el  Jefe  de  Estado  y  personif ica  a  la 

Nación (art ículo 110 C.P./93),  se el ige por  sufragio directo.  A su vez, 

como  Jefe  de  Gobierno,  es  quien  dirige  la  polí t ica  gubernamental, 
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respaldado  por  la  mayoría  polí t ico-electoral .  Presidente  actual : 

Fernando Toledo Manrique hasta el 2006.

El  mandato  presidencial  es  de  cinco  años,  no  hay  reelección 

inmediata.  Transcurrido otro periodo constitucional,  como mínimo, el 

ex  presidente  puede  volver  a  postular,  sujeto  a  las  mismas 

condiciones. Tiene dos Vice - presidentes.

EL PODER LEGISLATIVO

El  Poder  Legislat ivo  cuenta  con  un  Parlamento  unicameral 

conformado  por  120  miembros.  El  Congreso  se  el ige  por  un  período 

de  cinco  años  mediante  un  proceso  electoral  organizado  conforme  a 

ley.  Los  candidatos  a  la  presidencia  no  pueden  integrar  las  l istas  de 

candidatos  a  congresistas.  Los  candidatos  a  vicepresidentes  pueden 

ser s imultáneamente candidatos a una representación a Congreso.

EL PODER JUDICIAL

El  Poder  Judicial  está  integrado  por  órganos  jurisdiccionales  que 

administran  justicia  en  nombre  de  la  Nación,  y  por  órganos  que 

ejercen su gobierno y administración. 

Los  órganos  jurisdiccionales  son:  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la 

República;  Cortes  Superiores  de  Justicia ,  en  los  respectivos  Distritos 

Judiciales;  los  Juzgados  Especial izados  y  Mixtos,  en  las  Provincias 

respectivas; los Juzgados de Paz Letrados,  en la ciudad o población de 

18



su  sede;  y  los  Juzgados  de  Paz  y  las  demás  cortes  y  juzgados  que 

determine su ley orgánica.

Administrat ivamente  el  poder  judicial  se  encuentra  organizado  en 

cuatro niveles jerárquicos:

Juzgados de Paz 

Juzgados de Primera Instancia

Salas Superiores de Justicia

Corte Suprema de Justicia

La  Corte  Suprema  de  Justicia:  Es  el  máximo  órgano  del  Poder 

Judicial .   Su  competencia  se  extiende  a  todo  el  terri torio  del  país, 

s iendo  su  sede  en  la  ciudad  de  Lima.  El  Presidente  de  la  Corte 

Suprema  lo  es  también  del  Poder  Judicial .   Se  compone  de  tres  Salas 

Supremas:  Sala  Civil ,  Sala  Penal  y  Sala  Constitucional   y  Social . 

Corresponde  a  la  Corte  Suprema  fallar  en  casación,  o  en  últ ima 

instancia,  cuando  la  acción  se  inicia  en  una  Corte  Superior  o  ante  la 

propia  Corte  Suprema conforme  a  ley.  Asimismo,  conoce  en  casación 

las  resoluciones  del  Fuero  Mili tar ,  con  las  l imitaciones  que  establece 

el  Artículo 173 de la Constitución Polí t ica de 1993.

Fiscalía de la Nación

El Consejo Nacional  de  la  Magistratura se  encarga de la  selección y  el 

nombramiento  de  los  jueces  y  f iscales,  salvo  cuando  éstos  provengan 

de elección popular.
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El Tribunal Constitucional  es el  órgano de control  de la Constitución. 

Es  autónomo  e  independiente.  Se  compone  de  siete  miembros 

elegidos por cinco años.

PROGRAMAS ANTICORRUPCIÓN

Comisión Nacional Anticorrupción

Propone  polí t icas  nacionales  de  prevención  y  lucha  contra  la 

corrupción.  Las  funciones  de  la  Comisión  Nacional  de  Lucha  contra 

la  Corrupción  y  Promoción de  la  Ética  y  Transparencia  en  la  Gestión 

Pública  y  la  Sociedad,  conocida  mayormente  como  "Comisión 

Nacional  Anticorrupción"  son:  proponer  la  pol ít ica  nacional  de 

prevención  y  lucha  contra  la  corrupción;  promover  la  ét ica  y  la 

transparencia  en  la  gestión  pública;  prevenir  y  denunciar  ante  el 

Ministerio  Público;  así  como  presentar  propuestas  legislat ivas  que 

contribuyan a reducir la corrupción.
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A N E X O  I I . a

C O R R U P C I Ó N  E N  E L  S E C T O R 

P Ú B L I C O  E N R I Q U E C I M I E N T O 

I L Í C I T O
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B O L I V I A

LEYES  Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA.

En Bolivia  la  lucha contra  la  corrupción,  de  un t iempo a  esta  parte  se 

ha convertido en uno de los principales  objetivos que t iene el  Estado, 

ya  que  esta  claro  que  la  corrupción  como  tal ,  va  quebrantando  todas 

las  estructuras  de  una  sociedad,  haciendo  que  estas  se  debil iten 

causando grandes perjuicios al  país en su conjunto,   es por el lo que se 

ha  implementado  la  oficina  de  lucha  contra  la  corrupción, 

nombrándose  un  representante  Presidencial  Anticorrupción,  así  como 

las  designaciones  de  Fiscales  anticorrupción  en  los  diferentes 

departamentos,  sin  embargo,   debo  manifestar  que,  s i  bien   el  del ito 

de  corrupción  no  esta  t ipif icado  como  tal ,   empero  existen  muchas 

conductas  t ípicas  anti jurídicas,  culpables  que  tocan  este  punto, 

plasmadas en el ordenamiento  penal  en  Bolivia.

El  enriquecimiento ilícito  con este  nomen juris,  no  se  encuentra  en 

nuestra  legislación,  s in  embargo  esta  f igura  podemos  adecuarlo  a  lo 

dispuesto  en  el  Art.  142  del  Código  Penal,  la  misma  que  t ipif ica  el 

peculado.
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TIPIFICACION PENAL

Art. 142 (Peculado)

El  funcionar io  públ ico  que  aprovechando  de l  cargo  que  desempeña  se  apropiare  

de  dinero,  valores  o  bienes  de  cuya  adminis tración,  cobro  o  custodia  se  hal lare  

encargado,  será sanc ionado con privación de l ibertad de tres  a ocho años y multa  

de sesenta a dosc ientos  días .

Art. 143 (Peculado culposo)

El  func ionario  públ ico  que  culposamente  di ere  lugar  a  la  comis ión  de  di cho  

de l i to ,  será  sancionado con pres tac ión de  trabajo  de  un mes a un año y  multa  de  

vente  a c incuenta días .
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C O L O M B I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA.

Los  del itos  contra  la  Administración  Pública,  están  contemplados  en 

Nuestro  Código  Penal ,  en  su  Libro  Segundo,  Título  XV,  capítulos  I  a 

XI, art ículos 397 a 434.

TIPIFICACION PENAL

CAPITULO SEXTO
DEL ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO

Art. 412 Enriquecimiento il ícito

El servidor  públ ico  que  durante  su  vinculación  con  la  adminis trac ión públ i ca ,  o  

quién  haya  desempeñado  funciones  públ i cas  y  en  los  dos  años  s iguientes  a  su  

desvinculación ,  obtenga,  para  s í  o  para  o tro,  incr emento  patr imonial  

injust i f i cado,  s iempre  que  la  conducta  no  const i tuya  otro  de l i to ,  incurri rá  en  

pri s ión  de  se is  (6)  a  diez  (10)  años ,  multa  equivalente  al  doble  de l  valor  de l  

enriquecimiento  s in  que  supere  e l  equival ente  a  c incuenta  mi l  (50.000)  sa larios  

mínimos  legal es  mensual es  v igentes ,  e  inhabi l i tac ión para  e l  e j er c i c io  de  derechos  

y func iones públ icas de se i s  (6) a diez (10) años .
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INTERPRETACIONES JURISPRUDENCIALES

Constitucionalidad.  Alcances  del  del ito  de  enriquecimiento  i l íc ito  de 

servidor  oficial .  Corte  Constitucional ,  Sentencia.  C-319,  junio  18/96. 

M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. 
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E C U A D O R

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA.

Se encuentra contemplado en el  Título III  del  Código Penal ,  que trata 

sobre  los  DELITOS  CONTRA  LA  ACTIVIDAD  JUDICIAL,  que  en 

su  Capítulo  (VIII.1)  (Arts.  296.1  a  296.3)  t ipif ica  y  sanciona  los 

diferentes casos de este acto i l íc i to.

Código  de  Procedimiento  Penal  (Publicado  el  13-I-2000).-  Sistema 

Acusatorio desde el 2001 (Antes s istema inquisi t ivo C.P.P.  1983)

TIPIFICACION PENAL

Art. 296.1 Enriquecimiento ilícito:

“Const i tuye  enriquec imiento  i l í c i to  e l  incremento  in just i f i cado  de l  patr imonio  de  

una  persona,  producido  con  ocas ión  o  como  consecuencia  de l  desempeño  de  un  

cargo  o  func ión  públ i ca ,  que  no  sea  e l  r esul tado  de  sus  ingresos  l ega lmente  

perc ib idos”.

Nota:  El  art ículo  8  del  Reglamento  para  la  presentación  y  control  de 

la declaración juramentada (RO 119:  13-jul-2000) dispone: 
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Art. 8 Presunción de enriquecimiento ilícito 

La Contralor ía General  examinará las dec larac iones patr imonial es  presentadas.  

Si  de l  examen  de  és tas  se  es tablec iere  un  incremento  no  just i f i cado  en  e l  

patr imonio,  concederá  al  dec larante  60  días  para  just i f i car  di cho  incremento,  s i  

no  lo  just i f i care ,  La  Contralor ía  General  presumirá  enriquecimiento  i l í c i to  y  

comunicará  e l  par t icular  al  Minis ter io  Públ ico  para  e l  t rámite  procesal  penal  

r espec t ivo,  En  igual  forma  procederá  s i  la  persona  que  c esare  en  su  cargo  o  

func ión no entregare la dec larac ión al  f inal izar la misma, habiendo transcurrido  

60 días .

La  Contralor ía  General ,  de  ser  necesario,  so l i c i tará  a  la  Super intendencia  de  

Bancos  la  in formac ión  de  las  cuentas  bancarias  de  las  personas  cuyas  

dec laraciones  sean  su je tas  a  examen,  as í  como  también  a  cualquier  o tra  

inst i tución de l  se c tor públ ico o  privado que se  requiera para ta l  propós i to .”

Art. 296.2 Sanciones

“El  enr iquecimiento  i l í c i to  se  sancionará  con  la  pena  de  dos  a  c inco  años  de  

pri s ión  y  la  res t i tuc ión  de l  dobl e  de l  monto  de l  enriquec imiento  i l í c i to ,  s iempre  

que no const i tuya o tro  de l i to”.  
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Art. 296.3  Manejo de fondos del Banco Central, Sistema de 
Crédito y del IESS:

Son  apl i cables  los  dos  ar t í culos  innumerados  anter ior es ,  a  quienes ,  como 

func ionarios  o  empleados ,  manejen fondos  de  los  Bancos  Central ,  de l  Sis tema de  

Crédi to  de  Fomento  y  Comercia les  y  de l  Inst i tu to  Ecuatoriano  de  Seguridad 

Socia l .  
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P E R U

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Código Penal Peruano: Artículo 401°,  401° –A,  401° – B 

Código de Procedimientos Penales:  Artículo  207° y s iguientes

Regula  el  proceso  de  trámite  ordinario,  con  sus  respectivas 

modificatorias,  s iendo  la  más  reciente  el  Decreto  Legislat ivo  N°  959 

del  17 de Agosto de 2004

TIPIFICACION PENAL

Artículo 401°  Enriquecimiento Il ícito

El  func ionario  o  servidor  públ ico  que  i l í c i tamente  incrementa  su  patr imonio,  

r espec to  de  sus  ingresos  l eg í t imos  durante  e l  e j erc i c io  de  sus  func iones  y  que  no  

pueda  just i f i car  razonablemente ,  será  reprimido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  

no  menor  de  c inco  ni  mayor  de  di ez  años  e  inhabi l i tac ión  con forme  a  los  inc isos  

1 y 2 de l  art í culo  36 de l  Código Penal .

Si  e l  agente  es  un func ionario  públ ico  que  haya ocupado cargos  de  a l ta  direc c ión  

en las ent idades u organismos de la adminis trac ión públ ica o empresas es tata les ,  

o  es té  somet ido  a  la  prerrogat iva  de l  ante ju ic io  y  la  acusac ión  const i tucional ,  la  
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pena será no menor de ocho ni  mayor de die c io cho años e  inhabil i tac ión con forme 

a los  inci sos  1 y 2 de l  ar t í culo  36 de l  Código Penal .

Se  considera  que  exis te  indi c io  de  enr iquecimiento  i l í c i to  cuando  e l  aumento  de l  

patr imonio  y/o  de l  gasto  e conómico  personal  de l  funcionario  o  servidor  públ i co ,  

en  consideración  a  su  dec larac ión  jurada  de  bienes  y  r entas ,  es  notoriamente  

super ior  a l  que  normalmente  haya  podido  tener  en  vir tud  de  sus  sue ldos  o  

emolumentos  perc ib idos ,  o  de  los  incrementos  de su capi tal ,  o  de  sus  ingresos  por  

cualquier o tra causa l í c i ta .

Artículo 401°A Decomiso

En todo caso ,  los  donat ivos ,  dádivas o  presentes  serán decomisados .

Artículo 401°B  Adjudicación al Estado de bienes decomisados

Los  bienes  decomisados  e  incautados  durante  la  inves t igación  pol i c ia l  y  proceso  

judi c ia l ,  serán  puestos  a  di spos i c ión  de l  Minis ter io  de  Just i c ia ;  e l  que  los  

as ignará  para  su  uso  en  serv ic io  of i c ia l  o  de l  Poder  Judi c ia l  y  e l  Minis ter io  

Públ i co ,  en su caso,  bajo  responsabi l idad.  

De  di ctarse  sentenc ia  judi c ia l  absolutor ia  se  d ispondrá  la  devo luc ión  de l  b ien  a  

su  propie tario.  Los  bi enes  decomisados  o  incautados  de f in it ivamente  serán  

adjudicados  a l  Estado  y  a fe c tados  en  uso  a  los  mencionados  organismos  

públ i cos .  

Aquel los  bi enes  que  no s irvan para  es te  f in  serán  vendidos  en públ i ca  subasta  y  

su produc to const i tuirá ingresos  de l  Tesoro Públ i co .
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INTERPRETACIONES JURISPRUDENCIALES

La  novísima  jurisprudencia  establece  que  tratándose  de  un  del ito 

especial  propio,  cabe  la  posibi l idad  del  concurso  de  terceros  para  su 

consumación,  s in  que  tal  condición  implique  la  ruptura  del  t í tulo  de 

imputación,  pero  solamente  a  t ítulos  de  partícipes,  en  tanto  no  son 

funcionarios  o  servidores  públ icos,  que  es  lo  que  el  t ipo  exige  para  la 

autoría,  es  el  caso  de  di lucidar  el  momento  de  la  intervención  del 

part ícipe  y  el  momento de consumación del  del ito  de  enriquecimiento 

i l íc ito,  en  consecuencia,  el  acto  del  cómplice  a  la  contribución  del 

hecho delictuoso a de ser  anterior o simultánea en tanto sea úti l  parta 

la  ejecución  del  plan  del  autor,  pero  nunca  posterior  y  habrá 

complicidad  cuando  los  extranei  intervienen  para  lograr  el 

enriquecimiento  i l íc ito  del  agente,  lo  que  incluye  conductas  tendentes 

a  ocultar  o  disimular  el  enriquecimiento  propiamente  dicho  del 

intraneus.
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A N E X O  I I . b

C O R R U P C I Ó N  E N  E L  S E C T O R 

P U B L I C O

C O H E C H O
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B O L I V I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Código Penal:  Artículo 145, 158 y 173 bis

Ley  del  Régimen  de  la  Coca  y  Sustancias  Controladas:  Artículo  66  y 

67

TIPIFICACION PENAL

Art. 145 (Cohecho pasivo propio) 

El  funcionar io  públ ico  o  autoridad  que  para  hacer  o  de jar  de  hacer  un  ac to  

r e lat ivo  a  sus  funciones  o  contrario  a  los  deberes  de  su  cargo,  re c ib iere  

d irec tamente  o  por  in terpuesta  persona,  para  s i  o  un  ter cero ,  dádivas  o  

cualquier  otra  venta ja  o  aceptare  of re c imientos  o  promesas ,  será  sanc ionado  con  

pres id io  de dos a se i s  años y multa de tr e inta a c i en días .
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Art. 158 (Cohecho activo) 

El  que  direc tamente  o  por  interpuesta  persona,  di ere  o  promet i ere  a  un  

func ionario  públ i co  o  autoridad,  dádivas  o  cualquier  o tra  venta ja,  para  hacer  o  

de jar  de  hacer  a lgo  re lat ivo  a  sus  func iones ,  será  sanc ionado  con  la  pena  de l  

Art .  145,  disminuida  en  un  terc io .  Quedará  exento  de  pena  por  es te  de l i to  e l  

part i cular  que  hubiera  acc edido  ocas ionalmente  a  la  so l i c i tud  de  dádiva  o  

venta ja r equerida por autor idad o funcionario  públ i co  y  denunc iare  e l  hecho a la 

autoridad  competente  antes  de  la  apertura  de l  corr espondiente  procedimiento  

penal .

Art. 173 bis (Cohecho pasivo del juez)

El juez que aceptare  promesa o  dádiva para dic tar ,  demorar u omit ir  d i c tar una  

resolución  o  fa l lo ,  en  asunto  somet ido  a  su  competenc ia ,  será  sanc ionado  con  

rec lus ión de tres  a ocho años y con multa de dosc ientos  a quinientos días .

LEY DEL REGIMEN DE LA COCA Y SUSTANCIAS 
CONTROLADAS

Art. 66 (Cohecho pasivo) 

El  func ionario  o  autoridad,  que  para  hacer  o  de jar  de  hacer  a lgo  con  re fer encia  

a la presente  l ey ,  re c ib ier e  direc ta o  indirec tamente  para s i  o para otros ,  dádivas  

o  aceptare  of re c imientos ,  o  promesas ,  será  sanc ionado  con  pres id io  de  8  a  12 

años  y  de  dos  mil  a  c inco  mi l  d ías  multa .  La  sanc ión  será  de  12  a  20  años  de  
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pres id io  y de  tr es  mil  a  se i s  mil  d ías  multa s i  se  tratare  de un juez,  magis trado,  

r epresentante  de l  Minis ter io  Públ i co  o  miembro  de  los  órganos  encargados  de  la  

r epres ión  al  narcotrá f i co .  En  todos  los  casos  a  que  se  r e f ier e  és te  ar t i culo  se  

impondrá inhabi l i tac ión de f init iva .

Art. 67 (Cohecho activo) 

En casos  comprobados ,  e l  que  direc ta  o  indirec tamente ,  d i ere  u  o fre c iere ,  auque  

no  fueren  aceptadas,  dadivas  o  recompensas  de  cualquier  t ipo  a  un  func ionario,  

empleado  públ i co  o  autoridad  para  é l  o  un  tercero,  con  e l  propós i to  de  que  haga  

u  omita,  un  ac to  re f er ente  a l  cumpl imiento  de  la  presente  l ey ,  será  sancionado  

con  4  a  8  años  de  pres idio  y  de  1.000  a  2.000  días  multa .  Si  la  dádiva  o  

r ecompensa  se  hi c i ere  u  o fre c ier e  a  un  Juez,  Magis trado,  Representante  de l  

Minis ter io  Públ ico  o  miembro  de  los  órganos  de  repres ión  o  in terdic c ión  al  

narco trá f i co ,  la  pena  será   de   8  a  12  años  de  pres id io  y  3.000  a  6.000  días  

multa .
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C O L O M B I A

LEYES  Y/O  INSTRUMENTOS LEGALES,  VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Los  del itos  contra  la  Administración  Pública,  están  contemplados  en 

el  Código  Penal ,  en  su  Libro  Segundo,  Título  XV,  capítulos  I  a  XI, 

art ículos 397 a 434

TIPIFICACION PENAL

CAPITULO TERCERO. DEL COHECHO

Art. 405 Cohecho propio

El  servidor  públ ico  que  rec iba  para  s í  o  para  otro,  d inero  u  o tra  ut i l idad,  o  

acepte  promesa  remuneratoria,  di rec ta  o  indirec ta,  para  re tardar  u  omit i r  un  

ac to  propio  de  su  cargo,  o  para  e j e cutar  uno  contrar io  a  sus  deberes  o f i c ial es ,  

incurri rá  en  pri s ión  de  c inco  (5)  a  ocho  (8)  años ,  multa  de  c incuenta  (50)  a  

c ien  (100)  sa larios  mínimos  lega les  mensual es  v igentes ,  e  inhabil i tac ión  para  e l  

e j er c i c io de derechos y funciones públ i cas de c inco (5) a ocho (8)  años .
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Art. 406 Cohecho impropio

El  serv idor  públ ico  que  acepte  para  s í  o  para  otro ,  d inero  u  otra  ut i l idad  o  

promesa  remuneratoria,  di rec ta  o  indirec ta,  por  acto  que  deba  e j e cutar  en  e l  

desempeño  de  sus  funciones ,  incurri rá  en  pri s ión  de  cuatro  (4)  a  s i e t e  (7)  años ,  

multa  de  c incuenta  (50)  a  c ien  (100)  sa larios  mínimos  lega les  mensuales  

v igentes ,  e  inhabil i tac ión  para  e l  e j erc i c io  de  derechos  y  funciones  públ i cas  de  

c inco  (5)  a ocho (8) años .

El  serv idor  públ ico  que  rec iba  dinero  u  otra  ut i l idad  de  persona  que  tenga  

interés  en  asunto  somet ido  a  su  conoc imiento ,  incurrirá  en  pr is ión  de  dos  (2)  a  

c inco  (5)  años ,  multa  de  tre in ta  (30)  a  c incuenta  (50)  sa larios  mínimos  lega les  

mensuales  v igentes ,  e  inhabil i tac ión  para  e l  e j erc i c io  de  derechos  y  funciones  

públ i cas por  c inco  (5) años .”

INTERPRETACIONES JURISPRUDENCIALES

Jueces  que  aceptan  invitaciones.  Ausencia  de  anti juridicidad  material .

Corte  Suprema  de  Justicia,  Casación  Penal,  Sent.  Abril  26/89.  Rad. 

3306.

M.P. Gustavo Gómez Velásquez.
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Art. 407 Cohecho por dar u ofrecer

El  que  dé  u  ofr ezca  dinero  u  o tra  ut i l idad  a  servidor  públ ico,  en  los  casos  

prev is tos  en  los  dos  art í culos  anter iores ,  incurr irá  en  pri s ión  de  tres  (3)  a  se is  

(6)  años ,  multa  de  c incuenta  (50)  a  c ien  (100)  sa larios  mínimos  lega les  

mensuales  v igentes ,  e  inhabil i tac ión  para  e l  e j erc i c io  de  derechos  y  funciones  

públ i cas de c inco (5) a ocho (8)  años .”

INTERPRETACIONES JURISPRUDENCIALES

Cohecho  activo  por  dar  u  ofrecer.  Configuración  t ípica  como  deli to 

de mera conducta.

Corte  Suprema  de  Justicia,  Casación  Penal,  Sentencia,  Nov.26/03. 

Rad.17.674. M.P. Mauro Solarte Porti l la .  
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E C U A D O R

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES,  VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

DISPOSICIÓN GENERAL:  CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LA REPÚBLICA

Art. 121 (Norma de responsabilidad pública)

 “Las  normas  para  es tablec er  la  responsabi l idad  adminis trat iva,  c iv i l  y  penal  

por  e l  manejo  y  adminis trac ión  de  fondos ,  b ienes  o  recursos  públ i cos ,  se  

apl i carán  a  los  d ignatarios ,  funcionarios  y  servidores  de  los  organismos  e  

inst i tuciones de l  Estado.

Los  dignatarios  e l eg idos  por  votación  popular,  l os  de legados  o  r epresentante  a  

los  cuerpos  col egiados  de  las  inst i tuc iones  de l  Estado  y  los  funcionar ios  y  

servidores  públ icos  en general ,  es tarán suje tos  a las sanciones es tablec idas por la  

comis ión  de  los  de l i tos  de  peculado ,  cohecho,  concusión  y  enriquecimiento  i l í c i to .  

La  acc ión  para  perseguir los  y  las  penas  correspondientes  serán  imprescr ipt ib les  

y ,  en  es tos  casos ,  l os  juic ios  se  in ic iarán  y  cont inuarán  aun  en  ausencia  de  los  

acusados .  Estas  normas  también  se  apl i carán  a  quienes  part ic ipen  en  es tos  

de l i tos ,  aunque  no  tengan  las  cal idades  antes  señaladas ;  e l l os  serán  sanc ionados  

de acuerdo a su grado de responsabi l idad”.
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Art. 122 Declaración patrimonial juramentada

 “Los  funcionar ios  de  l ibre  nombramiento  y  r emoc ión,  los  des ignados  para  

período f i jo ,  los  que  manejen recursos  o  bienes  públ i cos  y  los  c iudadanos e l eg idos  

por  votac ión popular ,  deberán  presentar,  a l  inic io  de  su ges t ión,  una dec laración 

patr imonial  juramentada,  que  inc luya  act ivos  y  pasivos ,  y  la  autorizac ión  para  

que,  de  ser  necesario,  se  l evante  e l  s i g i lo  de  sus  cuentas  bancarias .  De  no  

hacer lo ,  no  podrán  poses ionarse  de  sus  cargos .  También  harán  una  dec larac ión  

patr imonial  los  miembros  de  la  fuerza  públ ica  a  su  ingreso  en  la  inst i tución,  

prev iamente  a la obtenc ión de ascensos ,  y  a su re t i ro .

Al  terminar  sus  funciones  presentarán  también  una  dec laración  patr imonial  

juramentada,  que  inc luya  igualmente  act ivos  y  pasivos .  La  Contralor ía  General  

de l  Estado  examinará  las  dos  dec laraciones  e  inves t i gará  lo  casos  en  que  se  

presuma enriquecimiento  i l í c i to .  La fa l ta  de  presentación  de  las  dec laraciones  a l  

t érmino de las func iones hará presumir enriquec imiento  i l í c i to .

Cuando  exis tan  graves  indic ios  de  ut i l ización  de  un  tes ta ferro ,  la  Contralor ía  

podrá  sol i c i tar  dec laraciones  s imilares ,  a  ter ceras  personas  vinculadas  con  quien  

e j erza o  haya e j er c ido una función públ ica”.
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DELITOS ANALIZADOS

EL COHECHO

Se encuentra contemplado en el  Título III  del  Código Penal ,  que trata 

sobre  los  DELITOS  CONTRA  LA  ADMINISTRACIÓN  PÚBLICA, 

que  en  su  Capítulo  VII  (Arts.  285  a  291)  t ipif ica  y  sanciona  los 

diferentes casos de este acto i l íc i to. 

TIPIFICACIÓN PENAL

a) Art. 285 Cohecho

“Todo  func ionario  públ ico  y  toda  persona  encargada  de  un  serv ic io  públ i co  que  

aceptare  of er ta  o  promesa,  o  rec ib i eren  dones  o  presentes ,  para  e j e cutar  un  acto  

de  su  empleo  u  o f i c io ,  aunque  sea  justo,  pero  no  suje to  a  r e tr ibuc ión,  serán  

repr imidos  con  pri s ión  de  se is  meses  a  tres  años  y  multa  de  ocho  a  diec isé i s  

dó lares  de  los  Estados  Unidos  de  Norte  América ,  a  mas  de  la  res t i tuc ión  de l  

duplo  de lo que hubier e  per c ibido.

Serán  reprimidos  con  pri s ión  de  uno  a  c inco  años  y  multa  de  se i s  a  tre in ta  y  un  

dó lares  de los  Estados Unidos  de Norte  América ,  a mas  de  res t i tuir e l  t r ip le  de  

lo  perc ib ido ,  s i  han  aceptado  o fertas  o  promesas ,  o  rec ib ido  dones  o  presentes ,  

b i en  sea  por  e j e cutar  en  e l  e j er c i c io  de  su  empleo  u  o f i c io  un  ac to  

mani f i es tamente  injusto ;  b i en  por  abstenerse  de  e j e cutar  un  ac to  de  su  

obl igación”.
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b) Art. 286 Cohecho Agravado

“Todo  func ionario  públ ico  y  toda  persona  encargada  de  un  serv ic io  públ i co  que ,  

por  of er tas  o  promesas  aceptadas ,  por  dones  o  presentes  re c ib idos ,  hubieren  

e j e cutado,  en e l  e j er c i c io  de  su cargo,  un  acto  injusto ,  o  se  hubieren abstenido de  

e j e cutar  un  ac to  que  entraba  en  e l  orden  de  sus  deberes ,  serán  reprimidos  con  

tr es  a  se i s  años  de  rec lus ión  menor  y  con  multa  de  di e c i sé is  a  se tenta  y  s ie t e  

dó lares  de  los  Estados  Unidos  de  Norte  Améri ca ,  a  mas  de l  tr ipl e  de  lo  que  

hayan rec ib ido”.

c) Art. 287 Cohecho para cometer un delito

“El culpable  será condenado a rec lus ión mayor  de cuatro  a ocho años y multa de  

di e c i sé is  a  c i ento  c incuenta  y  se i s  dólares  de  los  Estados  Unidos  de  Norte  

América ,  s i  ha  aceptado  o fertas  o  promesas ,  o  r ec ibido  dones  o  presentes  por  

cometer ,  en e l  e j er c i c io de su cargo ,  un de l i to”.

d) Art. 288 Cohecho de jueces o árbitros

“El  juez,  e l  árbitro  o  componedor,  e l  jurado  que  se  hubier e  de jado  cohechar  o  

sobornar ,  serán  reprimidos  con  cuatro  a  ocho  años  de  rec lus ión  mayor  y  

privación de l  e j erc i c io de la abogacía,  en su caso”.

e) Art. 289 Pena pecuniaria a juez o árbitro culpado de cohecho

“El juez,  e l  árbi tro  o  e l  jurado culpados  de  cohecho serán condenados ,  a  mas  de  

las  penas  arriba  mencionadas,  a  una  multa  igual  al  tr ip le  de l  d inero  o  valor  de  

la  recompensa.  En  ningún  caso  es ta  mul ta  podrá  ser  menor  de  ocho  dólares  de  

los  Estados Unidos de Norte  Amér ica”.
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f)  Art.  290  Amenazas  u  ofertas  tendientes  a  corromper  a  un  

funcionario público

“Los  que  hubieren  compel ido  por  v io lenc ias  o  amenazas,  corrompido  por  

promesas ,  o f er tas ,  dones  o  presentes ,  a  un  func ionario  públ i co ,  a  un  jurado,  a  

un  árbi tro  o  componedor,  o  a  un  apersona  encargada  de  un  serv ic io  públ i co ,  

para  obtener  un  acto  de  su empleo  u  of i c io ,  aunque  fuera  justo ,  pero  no  suje to  a  

r e tr ibuc ión,  o  la  omis ión  de  un  ac to  correspondiente  al  orden  de  sus  deberes ,  

serán  reprimidos  con  las  mismas  penas  que  e l  funcionar io ,  jurado,  árbi tro  o  

componedor culpados de haberse  de jado cohechar”.  

g)  Art.  291  Prohibición  de  devolver  al  corruptor  las  cosas 
entregadas

“No  se  res t i tu irá  al  corruptor ,  en  ningún  caso,  las  cosas  entregadas  por  é l ,  ni  

su  valor ;  y  serán  comisadas  y  puestas  a  di spos ic ión  de l  Pres idente  de  la  

Repúbl i ca ,  para  que  las  des t ine  a  los  es tablec imientos  de  as is tencia  públ i ca  que  

juzgue conveniente”.
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P E R U

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES,  VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Código Penal Peruano: Artículos 393° al  398°

Código de Procedimientos Penales:  207° y s iguientes

Regula  el  proceso  de  trámite  ordinario,  con  sus  respectivas 

modificatorias,  s iendo  la  más  reciente  el  Decreto  Legislat ivo  N°  959 

del  17 de Agosto de 2004

TIPIFICACION PENAL

Art. 393° Cohecho pasivo propio

El  funcionar io  o  serv idor  públ ico  que  acepte  o  rec iba  donat ivo,  promesa  o  

cualquier  otra  venta ja   o   bene f i c io ,  para  r eal izar  u omit i r  un  ac to  en  vio lac ión  

de  sus  obl igaciones  o  e l  que  las  acepta  a  consecuenc ia  de  haber  fa l tado  a  e l las ,  

será  reprimido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  c inco  ni  mayor  de  

ocho  años  e  inhabil i tac ión  con forme  a  los  inci sos  1  y  2  de l  art í culo  36  de l  

Código Penal .

El  func ionario  o  servidor  públ ico  que  sol i c i ta ,  d i rec ta  o  indirec tamente ,  

donat ivo ,  promesa  o  cualquier  otra  venta ja  o  bene f i c io ,  para  rea l izar  u  omit ir  
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un  ac to  en  v io lac ión  de  sus  obl i gac iones  o  a  consecuenc ia  de  haber  fa l tado  a  

e l las ,  será  reprimido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  se i s  n i  mayor  

de  ocho  años  e  inhabi l i tac ión  conforme  a  los  inci sos  1  y  2  de l  ar t í culo  36  de l  

Código Penal .

El  funcionar io  o  serv idor  públ ico  que  condic iona su conducta func ional  der ivada  

de l  cargo  o  empleo  a  la  entrega  o  promesa  de  donat ivo  o  venta ja,  será  reprimido  

con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  ocho  ni  mayor  de  di ez  años  e  

inhabil i tac ión con forme a los  inci sos  1 y 2 de l  art í culo  36 de l  Código Penal .

Art. 394° Cohecho pasivo impropio

El  funcionar io  o  serv idor  públ ico  que  acepte  o  rec iba  donat ivo,  promesa  o  

cualquier  otra  venta ja  o  bene f i c io  indebido  para  rea l izar  un  acto  propio  de  su  

cargo o  empleo,  s in  fa l tar  a  su obl i gac ión,  o  como consecuenc ia  de l  ya  rea l izado,  

será  reprimido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  cuatro  ni  mayor  de  

se i s  años  e  inhabi l i tac ión  con forme  a  los  inc isos  1  y  2  de l  art í culo  36  de l  

Código Penal .

El  func ionario  o  servidor  públ ico  que  sol i c i ta ,  d i rec ta  o  indirec tamente ,  

donat ivo ,  promesa  o  cualquier  otra  venta ja  indebida  para  rea l izar  un  ac to  

propio  de  su  cargo  o  empleo ,  s in  fa l tar  a  su  obl i gac ión,  o  como  consecuencia  de l  

ya  rea l izado,  será  reprimido con pena pr ivat iva de  l ibertad no menor  de  c inco  n i  

mayor  de  ocho años  e  inhabil i tac ión  conforme a  los  inc isos  1 y  2 de l  art í culo  36 

de l  Código Penal .
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Art. 395° Cohecho pasivo específico

El  Magis trado ,  Árbitro ,  Fisca l ,  Peri to ,  Miembro  de  Tr ibunal  Adminis trat ivo  

o  cualquier  otro  análogo  a  los  anter iores  que  bajo  cualquier  modal idad acepte  o  

r ec iba  donat ivo ,  promesa  o  cualquier  otra  ventaja  o  bene f i c io ,  a  sabiendas  que  

es  hecho  con  e l  f in  de  inf luir  o  dec id ir  en  asunto  somet ido  a  su  conocimiento  o  

competenc ia ,  será  r epr imido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  se i s  ni  

mayor  de  quince  años  e  inhabi l i tac ión  conforme  a  los  inc isos  1  y  2  de l  art í cu lo  

36  de l  Código  Penal  y  con  c iento  ochenta  a  tresc ientos  sesenta  y  c inco  días-

multa .

El  Magis trado ,  Árbitro ,  Fisca l ,  Peri to ,  Miembro  de  Tr ibunal  Adminis trat ivo  

o  cualquier  otro  análogo  a  los  anter iores  que  bajo  cualquier  modal idad  so l i c i t e ,  

d i rec ta  o  indirec tamente ,  donat ivo ,  promesa  o  cualquier  otra  venta ja  o  bene f i c io ,  

con  e l  f in  de  inf luir  en  la  dec i s ión  de  un  asunto  que  es té  somet ido  a  su  

conoc imiento,  será  reprimido con pena pr ivat iva  de  l ibertad  no  menor  de  ocho  ni  

mayor  de  quince  años  e  inhabi l i tac ión  conforme  a  los  inc isos  1  y  2  de l  art í cu lo  

36 de l  Código Penal y  con tresc ientos  sesenta y c inco a se te c ientos  días-mul ta."

Art. 396° Corrupción pasiva de auxiliares jurisdiccionales

Si  en  e l  caso  de l  ar t í culo  395,  e l  agente  es  se c re tario  judi c ia l ,  re lator ,  

espec ia l i s ta,  auxi l iar  juri sdic c ional  o  cualquier  o tro  análogo  a  los  anter iores ,  

será  reprimido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  c inco  ni  mayor  de  

ocho  años  e  inhabil i tac ión  con forme  a  los  inci sos  1  y  2  de l  art í culo  36  de l  

Código Penal ."
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Art. 397° Cohecho activo genérico

El  que,  bajo  cualquier  modal idad,  o fre c e ,  da  o  promete  a  un  func ionario  o  

servidor  públ i co  donat ivo ,  promesa,  venta ja  o  bene f i c io  para  que  rea l i ce  u  omita  

ac tos  en  v io lac ión  de  sus  obl i gac iones ,  será  r epr imido  con  pena  privat iva  de  

l ibertad no menor de cuatro n i mayor  de se i s  años .

El  que,  bajo  cualquier  modal idad,  o fre c e ,  da  o  promete  donat ivo ,  ventaja  o  

bene f i c io  para que e l  funcionario o servidor públ ico rea l i ce  u omita ac tos  propios  

de l  cargo o  empleo,  s in  fa l tar  a  su obl igación ,  será  reprimido con  pena privat iva  

de l ibertad no menor de tres  ni  mayor de c inco años ."

Art. 398° Cohecho activo específico

El  que,  bajo  cualquier  modal idad,  o fre c e ,  da  o  promete  donat ivo ,  ventaja  o  

bene f i c io  a  un  Magis trado,  Fisca l ,  Per i to ,  Árbitro ,  Miembro  de  Tribunal  

Adminis trat ivo  o  análogo  con  e l  obje to  de  inf luir  en  la  dec is ión  de  un  asunto  

somet ido  a  su  conoc imiento  o  competenc ia ,  será  reprimido  con  pena  pr ivat iva  de  

l ibertad  no  menor  de  c inco  ni  mayor  de  ocho  años  e  inhabi l i tac ión  ac cesor ia  

con forme a los  inci sos  2 ,  3,  y  4 de l  ar t í culo  36 de l  Código Penal .

Cuando  e l  donat ivo ,  promesa,  v enta ja  o  bene f i c io  se  o fre c e  o  entr ega  a  un 

sec re tario,  r e lator ,  espec ia l i s ta ,  auxil iar  jur isdic c ional ,  t es t igo ,  traductor  o  

intérpre te  o  análogo ,  la  pena  privat iva  de  l iber tad  será  no  menor  de  cuatro  ni  

mayor de ocho años e  inhabil i tac ión ac cesor ia con forme a los  inci sos  2 ,  3 y 4 de l  

art í cu lo 36 de l  Código Penal .

49



Si  e l  que  o fre c e ,  da  o  corrompe  es  abogado  o  forma  parte  de  un  es tudio  de  

abogados ,  la pena pr ivat iva de l ibertad será  no menor de  c inco  n i  mayor  de  ocho  

años  e  inhabi l i tac ión  acc esor ia  conforme  a  los  inc isos  1,  2,  3  y  8  de l  Código  

Penal y  con c i ento ochenta a tresc ientos  sesenta y c inco días-multa ."

INTERPRETACIONES JURISPRUDENCIALES

En  este  t ipo  de  del itos,  el  acopio  de  actos  de  investigación  que  se 

traducen  en  pruebas  al  ser  incorporadas  al  proceso  legalmente, 

solamente  podrán  ser  inval idadas  (prueba  prohibida)  s i  su  obtención 

se  hizo  violando  garantías  de  la  persona  humana  previstas  en  la 

Constitución.

La  f igura  del ict iva  exige,  como  en  todo  injusto,  la  intención  dolosa 

para  realizar  el  soborno,  caso  contrario,  la  inexistencia  de  esta 

característ ica da lugar a la absolución del  procesado.

La  simple  imputación  no  corroborada  con  otras  pruebas  no  es 

suficiente  para  un  fallo  condenatorio,  es  decir ,  no  solamente  se 

requiere  la  imputación del  test igo directo en este  t ipo de  f iguras,  s ino 

que  además,  durante  el  proceso  se  acopien  otros  medios  probatorios 

igualmente  pál idos  (pericias,  test imoniales,  prueba  documental  o 

di l igencias  especiales)  que  rat if iquen  o  rectif iquen  la  val idez  de  la 

imputación,  de  lo  contrario  se  absolverá  por  insuficiencia  de  pruebas 

al  procesado.
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A N E X O  I I . c

C O R R U P C I Ó N  E N  E L  S E C T O R 

P Ú B L I C O  E L  P E C U L A D O
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B O L I V I A

LEYES  Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

CODIGO PENAL

TIPIFICACION PENAL

Art. 142 (Peculado)

El  funcionar io  públ ico  que  aprovechando  de l  cargo  que  desempeña  se  apropiare  

de  dinero,  valores  o  bienes  de  cuya  adminis tración,  cobro  o  custodia  se  hal lare  

encargado,  será sanc ionado con privación de l ibertad de tres  a ocho años y multa  

de sesenta a dosc ientos  días .

Art. 143 (Peculado culposo)

El  func ionario  públ ico  que  culposamente  di ere  lugar  a  la  comis ión  de  di cho  

de l i to ,  será  sancionado con pres tac ión de  trabajo  de  un mes a un año y  multa  de  

vente  a c incuenta días .
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C O L O M B I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Los  del itos  contra  la  Administración  Pública,  están  contemplados  en 

el  Código  Penal ,  en  su  Libro  Segundo,  Título  XV,  capítulos  I  a  XI, 

art ículos 397 a 434

TIPIFICACION PENAL

CAPITULO PRIMERO
DEL PECULADO

Art. 397. “Peculado por apropiación.

El servidor públ ico que se  apropie  en provecho suyo o  de un tercero de bienes  de l  

Estado  o  de  empresas  o  inst i tuciones  en  que  es te  t enga  parte  o  de  bienes  o  

fondos  paraf is ca les ,  o  de  bienes  de  part iculares  cuya  adminis tración,  t enencia  o  

custodia  se  l e  haya  con f iado  por  razón  o  con  ocas ión  de  sus  func iones ,  incurr irá  

en  pr is ión  de  se i s  (6)  a  quince  (15)  años ,  multa  equivalente  a l  valor  de  lo  

apropiado  s in  que  supere  e l  equivalente  a  c incuenta  mil  (50.000)  sa larios  

mínimos  lega les  mensual es  v igentes ,  e  inhabil idad para  e l  e j erc i c io  de  derechos  y  

func iones públ icas por e l  mismo término
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Si  lo  apropiado  supera  un  valor  de  dosc ientos  (200)  salar ios  mínimos  l ega les  

mensuales  v igentes ,  d icha  pena  se  aumentará  hasta  en  la  mitad.  La  pena  de  

multa  no  superará  los  c incuenta  mi l  sa larios  mínimos  legal es  mensuales  

v igentes .

Si  l o  apropiado  no  supera  un  valor  de  c incuenta  (50)  salar ios  mínimos  l ega les  

mensuales  v igentes  la  pena  será  de  cuatro  (4)  a  diez  (10)  años  e  inhabi l i tac ión  

para  e l  e j erc i c io  de  derechos  y  func iones  públ icas  por  e l  mismo  término  y  multa  

equival ente  a l  valor de lo apropiado.”

JURISPRUDENCIA

Disponibil idad  respecto  de  los  bienes  y  autoría.  Disponibil idad 

material  y  jurídica.  Corte  Suprema  de  Justicia ,  Casación  Penal ,  Sent. 

Mayo 9/2.003, rad.16569.  M.P.  Marina Pul ido Barón.

Art. 398 Peculado por uso

“El  servidor  públ ico  que  indebidamente  use  o  permita  que  o tro  use  bi enes  de l  

Estado  o  de  empresas  o  inst i tuciones  en  que  es te  t enga  parte ,  o  bi enes  de  

part i culares  cuya  adminis tración ,  t enencia  o  custodia  se  l e  haya  conf iado  por  

razón  o  con  ocas ión  de  sus  funciones ,  incurri rá  en  pris ión  de  uno  (1)  a  cuatro  

(4)  años e  inhabil i tac ión para e l  e j erc i c io  de derechos y func iones públ i cas por e l  

mismo término”.
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JURISPRUDENCIA

El  del ito  se  configura  aunque  no  se  cause  daño.   Corte  Suprema  de 

Justicia ,  Casación  Penal,  enero  24/96.  Rad.11114,  M.P.  Dídimo  Páez 

Velandia.

Art. 399 Peculado por aplicación oficial diferente

“El  servidor  públ ico  que  dé  a  los  b i enes  de l  Estado  o  de  empresas  o  

inst i tuciones en que és te  t enga parte ,  cuya adminis tración ,  t enencia o  custodia se  

l e  haya  conf iado  por  razón  o  con  ocas ión  de  sus  funciones ,  apl i cac ión  o f i c ia l  

d i f erente  de  aquel la  a  que  es tán  des t inados ,  o  comprometa  sumas  super iores  a  

las  f i jadas  en  e l  presupuesto ,  o  las  invier ta  o  ut i l i c e  en  forma  no  previs ta  en  

és te ,  en  per jui c io  de  la  invers ión  soc ia l  o  de  los  sa larios  o  pres tac iones  soc ia les  

de  los  servidores  ,  incurr irá  en pri s ión de uno (1)  a tres  (3)  años ,  mul ta de  diez  

(10)  a  c incuenta  (50)  sa larios  mínimos  lega les  mensuales  v igentes ,  e  

inhabil i tac ión  para  e l  e j erc i c io  de  derechos  y  func iones  públ i cas  por  e l  mismo  

término.”

JURISPRUDENCIA

Corte  Suprema  de  Justicia ,  Sala  Casación  penal ,  abri l  8  de  2.003. 

rad.16778.M.P.  MARINA PULIDO  BARON.  Rebaja  de  pena  al  autor 

del  deli to de peculado por apl icación oficial diferente.
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Art. 400 Peculado culposo.

“El  servidor  públ ico  que  respecto  a  los  bi enes  de l  Estado  o  de  empresas  o  

inst i tuciones  en  que  és te  t enga  parte ,  o  bi enes  de  par t iculares  cuya  

adminis trac ión,  t enenc ia  o  custodia  se  l e  haya  con f iado  por  razón  o  con  ocas ión  

de  sus  func iones ,  por  culpa  dé  lugar  a  que  se  extrav íen,  p ierdan  o  dañen,  

incurri rá  en  pri s ión  de  uno  (1)  a  tres  (3)  años ,  multa  de  diez  (10)  a  c incuenta  

(50)  sa larios  mínimos  legal es  mensuales  v igentes  e  inhabi l i tac ión  para  e l  

e j er c i c io de funciones públ i cas por  e l  mismo término señalado.”

JURISPRUDENCIA.

Estructura  t ípica  del  peculado  culposo.  Corte  Suprema  de  Justicia , 

Sentencia,  sep 16/97, Rad.12655.  M.P.  Jorge Aníbal Gómez Gallego.

Art. 401 Circunstancias de atenuación punitiva.

“Si  antes  de  ini c iarse  la  inves t igación ,  e l  agente ,  por  s í  o  por  terc era  persona,  

hi c i ere  cesar  e l  mal  uso ,  r epare  lo  dañado  o  r e integrare  lo  apropiado,  perdido  ,  

extrav iado,  o  su valor ,  la pena se  d isminuirá a la mitad.

Si  e l  re integro  se  e f e c tuare  antes  de  di c tarse  sentencia  de  segunda  instancia,  la  

pena se  d isminuirá en una ter cera parte .

Cuando  e l  re integro  fuere  parc ia l ,  e l  Juez  deberá  proporc ionalmente ,  d isminuir  

la pena en una cuarta parte .”
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JURISPRUDENCIA

Requisitos  para  la  rebaja  de  pena  por  reintegro.  Corte  Suprema  de 

Justicia ,  Casación  Penal,  Sent.  Octubre  13/2.004.  Rad.22778.  M.P. 

Yesid Ramírez Bastidas.

Art. 402 Omisión del agente retenedor o recaudador

“El  agente  re tenedor  o  autorre tenedor  que  no  consigne  las  sumas  re ten idas  o  

autorre ten idas  por  concepto  de  re tenc ión en la fuente  dentro  de  los  dos  (2)  meses  

s i guientes  a  la  f e cha  f i jada  por  e l  Gobierno  Nacional  para  la  presentación  y  

pago  de  la  r espec t iva  dec larac ión  de  re tenc ión  en  la  fuente  o  quien  encargado  de  

r ecaudar  tasas  o  contr ibuciones  públ icas  no  las  cons igne  dentro  de l  t érmino  

l ega l ,  incurr irá  en  pri s ión  de  tres  (3)  a  se i s  (6)  años  y  multa  equivalente  a l  

dobl e  de  lo  no  consignado  s in  que  supere  e l  equival ente  a  c incuenta  mil  

(50.000) sa larios  mínimos legal es  mensuales  v igentes .

En  las  misma  sanc ión  incurri rá  e l  responsable  de l  impuesto  sobre  las  ventas  

que ,  t eni endo  la  obl igación  legal  de  hacer lo ,  no  consigne  las  sumas  r ecaudadas  

por dicho concepto,  dentro de los  dos (2) meses  s i gu ientes  a la f e cha f i jada por e l  

Gobierno  Nacional  para  la  presentación  y  pago  de  la  respect iva  dec larac ión  de l  

impuesto sobre las  ventas .

Tratándose  de  soc i edades  u  o tras  ent idades ,  quedan  somet idas  a  esas  mismas  

sanc iones  las  personas  naturales  encargadas  en  cada  ent idad  de l  cumpl imiento  

de dichas obl i gac iones .

PAR.  El  agente  re tenedor  o  autorre tenedor,  responsable  de l  impuesto  a  las  

ventas  o  e l  re caudador  de  tasas  o  contr ibuc iones  públ icas ,  que  ext inga  la  
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obl igación  tr ibutaria  por  pago  o  compensac ión de  las  sumas adeudadas,  según e l  

caso,  junto  con  sus  correspondientes  intereses  prev is tos  en  e l  es tatuto  tr ibutario,  

y  normas  lega les  respec t ivas ,  se  hará  bene f i c iario  de  resolución  inhibitor ia ,  

prec lus ión  de  la  inves t i gac ión,  o  cesac ión  de  procedimiento  dentro  de l  proceso  

penal  que  se  hubier e  ini c iado  por  ta l  mot ivo,  s in  per jui c io  de  las  sanc iones  

adminis trat ivas a que haya lugar .”

NOTA.  La  mencionada  norma  debe  interpretarse  acorde  con  las 

disposiciones del  Estatuto Tributario Ley 633 de 2.000.

Art. 403 Destino de recursos del tesoro para el estímulo o 
beneficio indebido de explotadores y comerciantes de metales 
preciosos

“El  serv idor  públ ico  que  des t ine  r ecursos  de l  t esoro  para  es t imular  o  bene f i c iar  

direc tamente  o  por  in terpuesta  persona,  a  los  explotadores  y  comerciantes  de  

metales  prec iosos ,  con  e l  obje to  de  que  dec laren  sobre  e l  or igen  o  procedenc ia  de l  

mineral  prec ioso ,  incurr irá  en  pri s ión  de  dos  (2)  a  c inco  (5)  años ,  en  mul tas  de  

c ien  (100)  a  quinientos  (500)  sa larios  mínimos  lega les  mensual es  v igentes ,  e  

inhabil i tac ión  para  e l  e j erc i c io  de  derechos  y  func iones  públ i cas  por  c inco  (5)  

años .

En  la  misma  pena  incurri rá  e l  que  r ec iba  con  e l  mismo  propós i to  los  re cursos  

de l  t esoro ,  o  quien  dec lare  producc ión de  metal es  prec iosos  a favor  de  munic ip ios  

d i s t intos  a l  produc tor .”
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CAPITULO SEGUNDO.
DE LA CONCUSION.

Art. 404 Concusión

“El  serv idor  públ ico  que  abusando  de  su  cargo  o  de  sus  funciones  constr iña  o  

induzca  a  alguien  a  dar  o  prometer  al  mismo  servidor  o  a  un  terc ero,  dinero  o  

cualquier  o tra  ut i l idad  indebidos ,  o  los  so l i c i t e ,  incurr irá  en  pri s ión  de  se is  (6)  

a di ez (10) años ,  multa de c incuenta (50) a c ien (100) sa larios  mínimos lega les  

mensuales  v igentes ,  e  inhabil i tac ión  para  e l  e j erc i c io  de  derechos  y  funciones  

públ i cas de c inco (5) a ocho (8)  años .”

JURISPRUDENCIA

Momento  de  consumación.  Deli to  de  mera  conducta.  Corte  Suprema 

de  Justicia ,  Casación  Penal ,  Auto  feb.12/02.  Rad.18798.  M.P.  Jorge 

Aníbal  Gómez Gallego.
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A N E X O  I I I

C O R R U P C I Ó N  P R I V A D A  Y 

R E S P O N S A B I L I D A D  D E  L A S 

P E R S O N A S  J U R Í D I C A S
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B O L I V I A

CORRUPCIÓN PRIVADA

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES,  VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

La corrupción privada no está codif icada como figura delict iva.

TIPIFICACION PENAL

La  corrupción  privada  es  aquella  cometida  por  privados  entre 

privados,  s in  relación  alguna  con  el  sector  públ ico.  Corrupción 
privada:  Es aquel la  que  violenta  las  normas  y  valores  para  obtener 

ventajas  frente  a  otros,  en  nuestro  país  no  existe  esta  figura,  mas  sin 

embargo  no  deja  de  exist ir  sobre  todo  en  muchas  de  aquellas 

empresas  que  a  causa  de  la  corrupción  privada,  l levaron  a  la  quiebra 

de las mismas.
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RESPONSABILIDAD DE LAS PERSONAS JURÍDICAS

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA.

En  Bolivia  la  responsabil idad  de  las  personas  jurídicas  se  encuentra 

establecida en las s iguientes disposiciones legales.

Ley  Nº  1178  publicada  en  fecha  20  de  jul io  de  1990  del  Sistema  de 

Administración  y  Control  Gubernamentales,  conocida  en  nuestro 

medio como Ley SAFCO, Art.  28.

TIPIFICACION PENAL

La Ley  Nº  1178  publ icada  en  fecha  20  de  julio  de  1990  del  Sistema 
de  Administración  y  Control  Gubernamentales ,  conocida  en 

nuestro medio como Ley SAFCO ,  en su Art.  28  Señala lo s iguiente:

"Todo servidor  públ ico  responderá  de  los  resu l tados emergentes  de l  desempeño de  

las func iones ,  deberes  y  atr ibuc iones as ignados a su cargo”. A este  e f e c to :

a .  La  responsabi l idad  adminis trat iva,  e j e cut iva,  c iv i l  y  penal  se  determinará  

tomando en cuenta los  resul tados de la ac c ión u omis ión.  

b .  Se  presume  la  l i c i tud  de  las  operac iones  y  act iv idades  rea l izadas  por  todo  

servidor públ ico,  mientras no se  demuestre  l o contrar io .  
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c .  El  término  "serv idor  públ i co"  ut i l izado  en  la  presente  Ley,  se  re f i ere  a  los  

d ignatarios ,  func ionarios  y  toda  otra  persona  que  presente  servi c ios  en  re lac ión  

de  dependenc ia  con  autoridades  es tata les ,  cualquiera  sea  la  fuente  de  su  

r emunerac ión.

d .  Los  términos  "autoridad"  y  "e j e cut ivo"  se  ut i l izan  en  la  presente  l ey  como  

s inónimos y se  r e f ier en a los  servidores  públ icos  que por su j erarquía y func iones  

son los  principales  responsables  de la  adminis trac ión de  las ent idades  de las  que  

formen parte ." 

La  c iv i l  s e  determina  cuando  la  acc ión  u  omis ión  de l  servidor  públ ico  o  de  las  

personas  naturales  o  juríd i cas  privadas  cause  daño  al  Estado  valuable  en  

dinero ,  Su determinación se  su je ta a los  s iguientes  prec eptos :

a .  Será  c iv i lmente  corresponsable  e l  superior  j erárquico  que  hubier e  autorizado  

e l  uso  indebido  de  bienes ,  serv ic ios  y  recursos  de l  Estado  o  cuando  dicho  uso  

fuere  pos ib i l i tado por las de f i c i enc ias de los  s i s t emas de adminis trac ión y contro l  

interno fac t ib les  de ser implementados en la ent idad. 

b .  Incurr irán  en  responsabi l idad  c iv i l  las  personas  naturales  y  juríd i cas  que  no  

s i endo  servidores  públ icos ,  se  bene f i c iaren  indebidamente  con  r ecursos  públ i cos  o  

fueren causantes  de daño al  patr imonio de l  Estado y de sus Entidades .  

c .  Cuando  varias  personas  resul taren  responsabl es  de l  mismo  acto  o  de l  mismo  

hecho que hubiese  causado daño al  Estado,  serán so l idariamente  responsables .  

La  responsabi l idad  es  penal  cuando  la  acc ión  u  omis ión  de l  servidor  públ ico  y  

de los  par t iculares ,  se  encuentra t ip i f i cada en e l  Código Penal .  
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Por  otro  lado,  a   part ir  del  31  de  marzo de  1998 se  encuentra  vigente 

la  Ley  del  Mercado  de  Valores,   Ley  No.  1834,   que  también  t iene 

disposiciones  relat ivas  a  la  responsabil idad  de  las  personas  jurídicas, 

conforme se evidencia de los s iguientes Artículos:

Art. 106 (Responsabilidades)

Sin  per jui c io  de  las  sanc iones  adminis trat ivas  es tablec idas  en  la  presente  Ley  o  

la  responsabi l idad  c iv i l  o  Penal  a  que  hubiere  lugar,  toda  persona,  natural  o  

juríd i ca ,  que  inf r in ja  las  di spos ic iones  es tablec idas  en  la  presente  Ley  o  sus  

r eglamentos  y  que  cause  daño  a  terc eros ,  es tá  obl i gada  a  indemnizar  los  

per ju ic ios  ocas ionados .  

En  cuanto  a  la  responsabi l idad  de  las  personas  jur íd icas ,  sea  c iv i l ,  

adminis trat iva  o  penal ,  es ta  se  asumirá  por  sus  direc tores ,  gerentes ,  apoderados  

general es  y  representantes  l ega les ,  a  menos  que  se  pruebe  su  fa l ta  de  

part i c ipac ión,  representac ión  u  opos i c ión  expresas  a l  hecho  const i tut ivo  de  la  

infrac c ión .   

Las  bo lsas  de  Valores ,  sus  representantes ,  adminis tradores  y  empleados  que  no  

cumplan  sus  deberes  de  supervi s ión  y  control  con forme  a  sus  es tatutos ,  

r eglamentos  internos  y  demás  di spos ic iones  que  las  r i jan,  serán  pasib les  a  las  

sanc iones  adminis trat ivas  que  apl ique  la  Superintendenc ia  de  Valores  con  

su je c ión a la presente  Ley.  Todo daño o  per ju ic io  mater ial  y  direc to que se  cause  

a  terceros  como  consecuencia  de  es ta  omis ión  de  deberes ,  será  reparado  por  los  

r esponsables  conforme a Ley.  

Si  la  sanción  recayera  sobre  un  emisor ,  a  quien  se  hubiere  cance lado  la  

inscr ipc ión  en  e l  Reg is tro  de l  Mercado  de  Valores ,  los  t enedores  de  es tos  
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Valores  cance lados  tendrán  derecho  al  cobro  contra  e l  emisor ,  más  los  daños  y  

per ju ic ios  que la cance lac ión de l  reg is tro l es  hubiere  o cas ionado.
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C O L O M B I A

RESPONSABILIDAD DE LAS PERSONAS JURÍDICAS

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA.

Dentro  del  derecho  penal,  se  establece  que  la  “conducta  solo  puede 

ser  concebida  como  concepto  fundamental  de  la  estructura  del  deli to 

s i  se  parte  de  un  derecho  penal  de  acto,  no  de  autor,  para  el  cual  el 

agente  no  es  penado  por  la  acción  que  ha  cometido,  sino  sobre  todo 

por su peligrosidad social .  Lo anterior es  evidente en el  ordenamiento 

penal  colombiano,  pues  el  codif icador  ha  colocado  la  noción  de 

conducta  humana  en  la  base  del  concepto  de  del ito,  como su carácter 

genérico”.

“Cuando en  el  derecho  se  menciona  la  expresión  “personas  jurídicas” 

se alude a un concepto técnico que cobi ja  tanto a los entes colectivos 

como a los seres humanos que también t ienen la calidad de tales,  pues 

desde  el  ángulo  jurídico-posit ivo  tanto  unos  como  otros  t ienen 

capacidad  para  ser  t itulares  de  derechos  y  deberes;  sin  embargo,  aquí 

no se  trata  de  la  actividad  de  las  personas  jurídicas  humanas,  s ino del 

actuar  de  las  colectivas,  estén  o  no  dotadas  de  tal  investidura  (trátese 
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de  personas  jurídicas  en  sentido  estricto,  entidades  con  ánimo  de 

lucro,  corporaciones,  etc.  Ahora  bien,  los  actos  real izados  por  estos 

entes  colectivos  que  encierran  el  despl iegue  de  una  capacidad  de 

acción  desde  la  perspectiva  de  otros  sectores  del  orden  jurídico  NO 
TIENEN  TRASCENDENCIA  PENAL (subrayado  nuestro),  por  el 

imperio  del  principio  del  acto  y,  como es  de  suponer,  la  que  actúa  es 

la  persona  f ís ica  o  natural  que  obra  en  su  nombre  o  l leva  la 

representación respectiva.

Pero en nuestra  legis lación,  se observan algunas excepciones,  como la 

prevista  en  el  art ículo  65  del  Código  de  Procedimiento  Penal,  que 

hace  relación a la  “Cancelación de personería  jurídica  de sociedades  u 

organizaciones  dedicadas  al  desarrollo  de  actividades  del ict ivas,  o 

cierre de sus locales o establecimientos abiertos al  públ ico”.

A  pesar  de  recibir  crít icas  sobre  dicha  sanción,  por  desvertebrar  el 

andamiaje  garantíst ico,  por  cuanto  la  Carta  Fundamental  se  apoyo en 

los  principios  de  la  dignidad  de  la  persona  humana,  el  acto  y  la 

culpabil idad,  entre  otros,  también  se  desconocería  el  debido  proceso, 

porque  no  existe  trámite  dentro  del  proceso  penal  para  vincular  a 

tales  sujetos.  Nuestra  Corte  Constitucional  a  dado carta  de  naturaleza 

por  pronunciamientos  en  SENTENCIAS  C-320  DE  1.998;  C-674  DE 

1.998 y C-843 DE 1.999.
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E C U A D O R

CORRUPCIÓN PRIVADA

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES,  VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Código de Procedimiento Penal.

TIPIFICACION PENAL

Art. 32- Código de Procedimiento Penal

El  e j erc i c io  de  la  ac c ión  penal  e cuatoriana  es  de  tres  c lases :  a)  Pública  de 

instancia  oficial;  b)  Pública  de  instancia  particular;  y,  c)  

Privada.  

El  e j erc i c io  de  la  ac c ión  públ ica  ( instancia  o f i c ial  y  part i cu lar)  l e  corresponden  

exc lus ivamente  a l  f i s ca l ;  pero  la  de  instancia  part i cular  procederá  so lamente  

prev ia denunc ia de l  o fendido .  

El  e j erc i c io  de  la  ac c ión  privada  le  corresponde  úni camente  al  o fendido ,  

mediante  quere l la .  (Directamente  ante  juez penal competente)
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1. Casos de  acción pública de instancia particular

a)  Reve lación de sec re tos  de fábri ca ;  b)  Estafas y otras de fraudac iones .  

Excepción

El f i s ca l  e j er cerá  la  acc ión  penal  de  of i c io ,  cuando  e l  de l i to  se  cometa  contra  un  

incapaz  que  no  tenga  representante ,  o  cuando  haya  s ido  comet ido  por  su 

guardador.

2. Delitos de acción privada

a)  Estupro perpetrado en una mujer mayor  de  16 años  y  menor  de 18;  b)  Rapto  

de  una  mujer  mayor  de  16  años  y  menor  de  18,  que  hubiese  consent ido  en  su  

rapto  y  segu ido  vo luntariamente  a l  raptor ;  c )  In juria  ca lumniosa  y  no  

ca lumniosa  grave ;  d)  Daños  ocas ionados  en  propiedad  privada,  excepto  e l  

incendio ;  e )  Usurpación;  f )  Muer te  de  animales  domést icos ;  g )  Atentado  al  

pudor de un mayor  de edad. 
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P E R U

CORRUPCIÓN PRIVADA

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES,  VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

La corrupción privada no está codificada como figura delict iva.

TIPIFICACION PENAL

Con relación  a  este  rubro  relat ivo  a  la  corrupción  privada,  adjunto  la 

opinión  del  jurista  peruano  F I D E L  RO JA S  VA RG AS  extraído  del  l ibro 

“DE LI TO S  CO N T RA  L A  AD M I N I S TR ACI Ó N  PÚ BL I CA”:

“. . .  La  corrupción  privada,  la  desarro l lada  en  las  re lac iones  entre  personas  

naturales  o  juríd i cas  no  re lac ionadas  con  la  cosa  públ ica  por  lo  general  no  

alcanza  matic es  de  alarma  que  provoca  lo  observabl e  en  las  es f eras  de  la 

adminis trac ión  públ ica .  La  corrupc ión  privada  e lemental  o  se  so luc iona  en  e l  

ámbito  c iv i l  o  se  traduce  en  de l i tos  comunes ,  o  por  lo  general  permanece  impune  

como  un  ant i–valor  to l erabl e .  No  obstante ,  las  fronteras  se  tornan,  en  la  

ac tual idad,  frág i l es  y  comunicables , .  La  intervención  es tata l  en  la  ges t ión  y  

conducc ión  –  regulac ión  de  la  economía,  inc luso  en  las  soc i edades  l iberales ,  ha  
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tornado  insostenib le  las  ant iguas  div i s iones  entre  l o  pr ivado  y  lo  públ ico.  Las  

g lobal izaciones  en  todo  orden  han  interdependizado  en  gran  medida  la  toma  de  

dec is iones  y  por  lo  mismo  han  creado  un  ambiente  de  mutuas  responsabi l idades  

para  e l  suje to  públ i co  y  los  part iculares .  La  irrupción  de  las  grandes  

corporaciones  e conómicas  de  naturaleza  transnac ional  ( industr ia les ,  f inanc ieras ,  

bancar ias ,  mil i tares  y  de  serv ic io )  que  dominan  y  contro lan  los  mercados  e  

interac túan  es tre chamente  con  los  gobiernos  y  las  c lases  po l í t i cas ,  muchas  vec es  

condi c ionándolos  o  comprándose los ,  ha  pos ib i l i tado ,  soc io lóg i camente  hablando,  

que  nos  podamos  re fer ir  a l  soborno  transnacional .  Se  ent i ende  és te  como 

las  diversas  práct i cas  de  entregas  u  of re c imientos  de  dádivas ,  ob je tos  de  valor  

e conómico ,  favores  u  o tro  bene f i c io  de  índol e  diversa  a  los  func ionarios  y  

empleados  públ icos  para  asegurar  operaciones  e conómicas  y  movimiento  de  

capi ta les  de  gran  envergadura.  Las  carac ter í s t i cas  de  es te  soborno  se  d i f er encia  

de l  tradic ional  entre  o tros  aspectos  para  las  impli canc ias  po l í t i co -soc ial es  de l  

mismo  que  provocan  e l  subsiguiente  desmoronamiento  de  los  valores  é t i co-

po l í t i cos ,  por  la  fuente  de  producc ión  act iva  de l  soborno  que  considera  ta les  

prác t i cas  un  mecanismo  ajustado  al  mov imiento  in ternacional  de l  capita l ,  

es tablec iendo  inc luso  as ignaciones  propias  para  ta les  f ines  en  e l  presupuesto  de  

las  grandes  empresas  transnac ionales ,  y  f inalmente  por  e l  grado  de  pres ión  y  

chantaje  que  sobre  la  c lase  pol í t i ca  de  los  países  supone  e l  poder ío  de  di chos  

conglomerados s in  nac ional idad ni  moral que no sea o tra que e l  lucro  y e l  poder .  

Naturalmente  que  e l  soborno ,  en  es ta  perspec t iva ,  más  que  un  caso  de  t ip ic idad  

penal  es  un fenómeno  soc ia l  negat ivo  de  dimensiones  mundiales .  En e l  Perú aún  

no se  ha leg is lado expresamente sobre es te  t ipo de corrupc ión. . .” 
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RESPONSABILIDAD DE LAS PERSONAS JURÍDICAS

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Código Penal Peruano: Artículo 105°  al   198° 

Decreto Legislat ivo N° 124 Regula el proceso de trámite sumario.

TIPIFICACION PENAL

Art. 105° Medidas aplicables a las personas jurídicas 

Si  e l  hecho  punible  fuere  comet ido  en  e j erc i c io  de  la  act iv idad  de  cualquier  

persona  juríd ica  o  ut i l izando  su  organización  para  favorecer lo  o  encubrir lo ,  e l  

Juez podrá apl i car todas o  algunas de las  medidas s i gu ientes :

1 .  Clausura de sus local es  o es tablec imientos ,  con carácter  t emporal o  de f ini t ivo.

La c lausura temporal no excederá de c inco  años .

2 .  Disolución de la soc i edad, asoc iac ión,  fundación,  cooperat iva o  comité .

3 .  Suspensión  de  las  act iv idades  de  la  soc i edad,  asoc iac ión,  fundac ión,  

cooperat iva o  comité  por  un plazo no mayor  de dos años .
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4.  Prohibi c ión  a  la  soc iedad,  fundac ión,  asoc iac ión ,  cooperat iva  o  comité  de  

r eal izar  en e l  futuro act iv idades ,  de  la  c lase  de  aquel las  en cuyo e j erc i c io  

se  haya comet ido ,  favorec ido o  encubierto  e l  de l i to .

La  prohibi c ión  podrá  tener  carác ter  t emporal  o  de f in it iva .  La  prohibic ión  

temporal no será mayor de c inco años .  

Cuando  alguna  de  es tas  medidas  fuera  apl i cada,  e l  Juez  ordenará  a  la  

autoridad  competente  que  di sponga  la  intervenc ión  de  la  persona  jur íd ica  para  

salvaguardar los  derechos de los  trabajadores .

Art. 198° Administración fraudulenta

Será  repr imido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  uno  ni  mayor  de  

cuatro  años  e l  que ,  en  su  condic ión  de  fundador,  miembro  de l  di rec tor io  o  de l  

conse jo  de  adminis tración  o  de l  conse jo  de  v igi lanc ia ,  ger ente ,  adminis trador  o  

l iquidador  de  una  persona  jurídi ca ,  rea l iza,  en  per jui c io  de  e l la  o  de  terc eros ,  

cualquiera de los  ac tos  s i guientes :

1 .  Ocul tar  a  los  ac c ion is tas ,  soc ios ,  asoc iados  o  terc eros  interesados ,  la  

verdadera  s i tuación  de  la  persona  jurídi ca ,  fal seando  los  balances ,  re f l e jando  u  

omit i endo  en  los  mismos  bene f i c ios  o  pérdidas  o  usando  cualquier  art i f i c io  que  

suponga aumento o  disminuc ión de las part idas contables .

2 .  Proporc ionar  datos fa lsos  r e lat ivos  a la s i tuac ión de una persona  juríd i ca .

3 .  Promover ,  por  cualquier  medio  f raudulento ,  fa lsas  cot izac iones  de  acc iones ,  

t í tulos  o part i c ipac iones .
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4.  Aceptar,  es tando  prohibido  hacer lo ,  ac c iones  o  t í tu los  de  la  misma  persona  

juríd i ca como garant ía de c rédito .

5 .  Fraguar balances  para r e f l e jar y  dis tr ibuir ut i l idades inexis tentes .

6 .  Omit ir  comunicar  a l  d irec tor io ,  conse jo  de  adminis trac ión,  conse jo  direc t ivo  u  

o tro  órgano  s imi lar ,  acerca  de  la  exis tenc ia  de  in tereses   propios  que  son 

incompatib les  con los  de la persona juríd i ca .     

7 .  Asumir prés tamos para la persona juríd i ca .

8 .  Usar en provecho propio,  o de otro,  e l  patr imonio de la persona

INTERPRETACIONES JURISPRUDENCIALES

Necesariamente  la  jurisprudencia  ha  establecido  que  fuera  de  los 

presupuestos contenidos  en el  numeral  198°,  no se  configura el  i l íc i to 

de  administración  fraudulenta,  ya  que  se  trata  de  números  clausus,  es 

decir ,  s i  la  conducta  observada  por  el  presunto  autor  no se  encuentra 

en  ninguno  de  los  presupuestos  contenidos  en  dicho  numeral ,  esto 

será  un  acto  atípico  y  por  tanto  no  punible;  también  es  necesario 

resaltar  que  la  conducta  que  observa  el  presunto  autor,  sus  cómplices 

o  partícipes  necesariamente  deben  contener  el  l lamado  “dolo”  en  sus 

diferentes  modal idades,  pues  la  f igura  sólo  reprime  las  conductas  en 

virtud a dicho conocimiento y no a t í tulo de culpa;  se mantiene eso si , 

la  prohibición  de  procesar  penalmente  a  una  persona  jurídica,  dado 

que la responsabi l idad penal es a t ítulo personal ,  de persona humana y 

no jurídica,  lo  que  no impide  que  a  ésta  se  le  considere  como tercero 

civi lmente  responsable  para  que  pueda  responder  económicamente 
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con sus  bienes,  s iempre y  cuando los  encausados  no tuvieran éstos,  a l 

amparo  de  los  dispuesto  por  el  numeral  100°  del  Código  de 

Procedimientos  Penales;  es  conveniente  resaltar  que  el  numeral  105° 

del  Código  Penal  permite  una  serie  de  medidas  que  el  Juez  puede 

tomar  que  van,  desde  la  clausura  del  establecimiento  en  forma 

temporal  o  definit iva,  la  suspensión  de  las  actividades  de  la  sociedad 

hasta la disolución de la misma.
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A N E X O  I V

B L A N Q U E O  D E  D I N E R O
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B O L I V I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Tomando que en cuenta que el  lavado de dinero o blanqueo de dinero 

es  una  preocupación  de  los  países  en  vías  de  desarrol lo  como  los 

desarrol lados,  es  que  siguiendo  las  directrices  del  grupo  de  acción 

f inanciera,  (  GAFI)  así  como de la  Convención de Viena de  1988,  que 

recomienda  la  penal ización  de  lavado  de  activos  de  bienes 

provenientes  del  Narcotráfico,  así  como  el  Reglamento  Modelo  de 

CICAD- OEA, es que en Bolivia  desde 1997 se trabaja  activamente en 

la  legit imación  de  ganancias  i l íc i tas  se  t iene  el   art ículo  185  bis  de  la 

ley 1768 del 10 de marzo de 1997  ,  que modificó el  Código Penal .

TIPIFICACION PENAL

El   art ículo  185  bis  de  la  ley  1768  del  10  de  marzo  de  1997  ,  que 

modificó  el  Código  Penal ,  estableció  la  penal ización  de  activos 

procedentes  de  conductas  punit ivas  como  el  narcotráfico,  del itos  de 

funcionarios  públ icos  en  ejercicio  de  sus  funciones  y  del itos  de 

organizaciones criminales.  
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Por  tratarse  de  un  t ipo  penal  autónomo,  la  investigación  penal  por 

lavado de  activos  no  está  sujeta  a  la  sanción del  del ito  fuente,  origen 

de la r iqueza. 

Igualmente,  la  ley  en  comento  en  su  art ículo  185  ter,  creó  la  Unidad 

de  Investigación  Financiera  que  se  constituye  en  el  régimen 

administrat ivo de legit imación de ganancias i l íc i tas .  

En  Bolivia,  el  del ito  de  lavado  de  activos,  puede  ser  realizado  por 

cualquier  persona  que  a  sabiendas,  es  decir  con  dolo,  adquiera, 

convierta  o  transfiera  bienes  o  derechos  que  procedan  de  actividades 

del  narcotráfico,  de  actos  de  corrupción  de  empleados  públicos  y  de 

del itos  cometidos  por  organizaciones  criminales,  entendidas  éstas  al 

tenor  de  lo  dispuesto  por  el  art ículo  132  ya  comentado,  con el  ánimo 

de ocultar o encubrir su verdadero origen. 

Los  intereses  jurídicos  tutelados  en  la  normatividad  penal  bol iviana 

son  la  administración  de  justicia  y  el  orden  socioeconómico  del  país , 

que se ve afectado por los efectos nocivos en la economía nacional .  

Art.  107  de  la  Ley  1834  Ley  del  Mercado  de  Valores.-  LAVADO 
DE DINERO: 

“Las  agenc ias  de  bo lsa ,  las  soc i edades  adminis tradoras  de  fondos  y  las  

ent idades  t i tu larizadoras ,  t endrán  las  s i guientes  obl igaciones  para  evi tar  y  

prevenir  la l eg i t imac ión de capita les  de or igen i l í c i to :

a)Obtener  y  conservar  informac ión  acerca  de  la  ident idad  de  las  personas  o  

soc i edades  en  cuyo  bene f i c io  se  l l ev e  a  cabo  una  transacc ión,  o  s i  ac túan  por  

mandato de o tro u otros .  
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b)Deberán  reg is trar  en  e l  formulario  di señado  y  proporc ionado  por  la  

Super intendencia  de  Valores ,  cada  transacc ión  en  e fe c t ivo ,  en  moneda 

nac ional  o  extranjera  que  supere  e l  equivalente  a  la  suma  de  $us.  10.000. -  

(DIEZ  MIL  oo/l00  DOLARES  AMERICANOS).  Las  transacc iones  

múlt ip les  en  e fe c t ivo  que  en  con junto  superen  dicho  monto ,  serán  

consideradas  como  transacc ión  única  s i  son  e fe c tuadas  por  o  en  bene f i c io  de  

una determinada persona durante  un día .  

c )Los  anter iores  reg is tros  e  in formac iones  serán  l l evadas  en  forma  prec i sa  y  

comple ta  en  e l  día  que  se  rea l i ce  la  transacc ión  y  se  conservarán  durante  e l  

t érmino de c inco  (5) años a part i r  de la f e cha de la misma. 

d)Estarán  obl i gadas  a  cumpli r  en  plazo  razonabl e ,  las  sol i c i tudes  de  

información  reservada  que  les  d ir i jan  las  autoridades  competentes  respecto  a  

la información y documentación r e fer ida en los  anter ior es  puntos .  

e )Las  ent idades  que  part i c ipan  en  e l  mercado  de  Valores  para  e l  mejor  

cumplimiento  de  es tas  dispos i c iones ,  adoptarán  y  e j e cutarán  programas  de  

se l e cc ión  y  capaci tac ión  de  su  personal ,  a  f in  de  instruir les  en  cuanto  a  las  

r esponsabi l idades  que  podrán  asumir  por  incumpl imiento  de  es ta  dispos i c ión  

y  es tablec er  mecanismos  de  auditor ia  independiente  para  e fe c tuar  e l  

seguimiento de e j e cución de es tas normas.  

En  el  art ículo  185  ter  de  la  ley  1768  de  1997,  se  precisa  que  las 

entidades  financieras  y  sus  órganos  no  podrán  invocar  el  secreto 

bancario  cuando  los  agentes  de  la  Unidad  de  Investigaciones 

Financieras  requieran  información  par  el  cumplimiento  de  sus 

funciones. 
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En igual  sentido,  el  art ículo  32  del  Decreto  Supremo  24771  de  1997, 

radica  en  cabeza  de  los  sujetos  obligados  la  responsabil idad  de 

proveer  a  la  Unidad  de  Investigaciones  Financieras  de  toda  la 

información requerida  sin  el  amparo  de la  reserva  bancaria,  el  secreto 

profesional  o la reserva material  de valores.  Dicha colaboración puede 

extenderse  a  las  autoridades  judiciales  extranjeras,  previa  solicitud  a 

través  de  los  medios  diplomáticos  para  uso  exclusivo  en  procesos 

criminales o f iscales.
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C O L O M B I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

El  del ito  de  LAVADO  DE  ACTIVOS,  se  encuentra  regulado  en 

nuestro  Código  Penal,  en  el  Libro  Segundo  (parte  especial) ,  Título  X 

Delitos contra el  orden económico social ,  Capítulo V, formando parte 

también  de  este  capítulo  los  deli tos  de  OMISIÓN  DE  CONTROL, 

TESTAFERRATO   y  ENRIQUECIMIENTO  ILÍCITO  DE 

PARTICULARES.

TIPIFICACION PENAL

Art. 323

“ Modificado. Ley 747/2.002, Art. 8°. Lavado de activos.  

El  que  adquiera,  resguarde ,  inv ierta ,  transpor te ,  t rans forme,  custodie  o  

adminis tre  b ienes  que  tengan  su  origen  mediato  o  inmediato  en  ac t iv idades  de  

tráf i co  de  migrantes ,  t rata  de  personas ,  extors ión,  enr iquecimiento  i l í c i to ,  

se cues tro  extors ivo ,  rebe l ión ,  trá f i co  de  armas,  de l i tos  contra  e l  s is t ema  

f inanc iero,  la adminis trac ión públ i ca ,  o  v incu lados con e l  produc to  de los  de l i tos  

ob je to  de  un  conci erto  para  de l inquir ,  re lac ionado  con  e l  t rá f i co  de  drogas  

85



tóxicas ,  es tupe faci entes  o  sustancias  s i cotrópicas ,  o  l es  dé  a  los  bi enes  

provenientes  de  dichas  ac t iv idades  apar ienc ia  de  l ega l idad o los  l ega l i c e ,  o cul te  o  

encubra  la  verdadera  naturaleza,  or igen ,  ubicación,  des t ino ,  mov imiento  o  

derecho  sobre  ta les  b ienes  o  rea l i ce  cualquier  o tro  ac to  para  ocul tar  o  encubr ir  

su  origen  i l í c i to ,  incurrirá  por  esa  sola  conducta ,  en  pri s ión  de  se is  a  quince  

años  y  multa  de  quinientos  a  c incuenta  mil  sa larios  mínimos  legal es  mensual es  

v igentes .

La  misma  pena  se  apl i cará  cuando  las  conduc tas  descr i tas  en  e l  inc iso  anter ior  

se  r eal i c en sobre bi enes  cuya ext inc ión de dominio  haya s ido dec larada.

El  lavado  de  act ivos  será  punible  aun  cuando  las  ac t iv idades  de  que  provi enen  

los  b ienes ,  o  l os  actos  penados  en  los  apartados  anter iores ,  se  hubiesen  

r eal izado,  to ta l  o parc ia lmente ,  en e l  extranjero.

Las  penas  privat ivas  de  la  l ibertad  previ s tas  en  e l  presente  art í cu lo  se  

aumentarán  de  una  tercera  parte  a  la  mitad  cuando  para  la  r eal ización  de  las  

conductas  se  e f e c tuaren  operac iones  de  cambio  o  de  comerc io  exter ior ,  o  se  

introdujeren mercanc ías a l  t err i tor io  nacional .

El  aumento  de  pena  prev is to  en  e l  inc iso  anter ior ,  también  se  apl icará  cuando  

se  introdujeren mercanc ías de contrabando al  t err i tor io  nacional .”

COMENTARIO

El  lavado  de  activos,  como  se  observa  su  adecuación  t ípica  es  muy 

compleja  y  en  la  practica   se  exige  un  mayor  cuidado  y  dedicación en 

el  manejo  de  la  prueba,  toda  vez   que  predomina  la  prueba  indiciaria , 

requiriendo una  adecuada  precis ión  en  los  razonamiento  lógicos,  para 
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imputar  la  conducta.   Es  necesario  acudir  ,  para  su  adecuación t ípica, 

lo  est ipulado  en  el  Estatuto  Orgánico  del  Sistema  Financiero  , 

Decreto  663  de  1.993,  que  f i ja  el  régimen  general  a  las  instituciones 

sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria.

Art. 324 Circunstancias específicas de agravación. 

“Las  penas  privat ivas  de  la  l ibertad  previ s tas  en  e l  ar t í culo  anter ior  se  

aumentarán  de  una  tercera  parte  a  la  mitad  cuando  la  conducta  sea  

desarro l lada  por  quién  pertenezca   a  una  persona  juríd i ca ,  una  soc i edad  o  una  

organizac ión  dedi cada  al  lavado  de  ac t ivos  y  de  la  mitad  a  las  tres  cuar tas  

partes  cuando  sean  desarro l ladas  por  los  j e f e s ,  adminis tradores  o  encargados  de  

las  r e f er idas personas jurídi cas ,  so c i edades u organizac iones .”

Art. 325 Omisión de control

“El  empleado  o  direc tor  de  una  inst i tución  f inanci era  o  de  cooperat iva  que  

e j erzan  ac t iv idades  de  ahorro  y  c rédito  que ,  con  e l  f in  de  ocul tar  o  encubrir  e l  

or igen  i l í c i to  de l  d inero ,  omita  e l  cumpl imiento  de  a lguno  o  todos  los  

mecanismos  de  contro l  es tabl ec idos  por  e l  ordenamiento  juríd i co  para  las  

transacc iones  en  e fe c t ivo  incurrirá,  por  esa  sola  conducta ,  en  pri s ión  de  dos  (2)  

a  se is  (6)  años  y  multa  de  c i en  (100)  a  diez  mil  (10.000)  sa larios  mínimos  

l ega les  mensuales  v igentes .”

Art. 326 Testaferrato. 

“Quien  pres te  su  nombre  para  adquir ir  b ienes  con  dineros  provenientes  de l  

de l i to  de  narcotráf i co  y  conexos ,  incurri rá  en  pris ión  de  se i s  (6)  a  quince  (15)  
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años  y  multa  de  quinientos  (500)  a  c incuenta  mil  (50.000)  sa larios  mínimos  

l ega les  mensuales  v igentes ,  s in  per juic io  de l  decomiso de los  respec t ivos  bienes .

INC. 2°.  Adicionado, Ley 733/2.002, Art.  7°.  

La misma pena se  impondrá cuando la  conducta  descr i ta en  e l  inc i so  anter ior  se  

r eal i c e  con  dineros  provenientes  de l  se cues tro  extors ivo,  extors ión  y  conexos  y  la  

multa  será  de  c inco  mil  (5 .000)  a  c incuenta  mi l  (50.000)  salar ios  mínimos  

l ega les  mensuales  v igentes ,  s in  per juic io  de l  decomiso de los  respec t ivos  bienes .” 

INTERPRETACIONES JURISPRUDENCIALES

Perfeccionamiento  del  del ito  de  testaferrato.  “se  perfecciona  en  el 

momento  en  que  por  medio  de  contrato,  escritura  o  cualquier  otro 

medio  legal ,  un  bien  pasa  a  figurar  como  propiedad  de  quien 

realmente  no  lo  es,  pues  se  trata  simplemente  de  una  persona  que 

presta  su  nombre para  que  figure  en  su  cabeza  bienes  que en  realidad 

pertenecen  a  terceras  personas”.  Corte  Suprema  de  Justicia .  Sala 

Casación  Penal.  Sent.  Jul io  11/02.,  radicado  18476.  M.P.  Nilson 

Pinil la Pini l la y Alvaro Orlando Pérez  Pinzón.
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E C U A D O R

BLANQUEO DE DINERO Y RECUPERACIÓN DE ACTIVOS

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA.

Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas

PROYECTO DE LA LEY DE LAVADO DE ACTIVOS (Adjunto)

TIPIFICACION PENAL

Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas:

Art. 53  De la conversión, transferencia, encubrimiento, 
ocultamiento o tenencia de bienes procedentes de actividades 
ilícitas

“Prohíbase  la  convers ión  o  la  trans fer encia  de  bi enes  con  e l  f in  de  encubr ir  u  

ocu l tar  su  origen  i l egí t imo  procedente  de l  cul t ivo ,  producc ión  o  trá f i co  i l í c i to  de  

sustancias su je tas a f i s ca l ización.”
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Art. 73 Enriquecimiento ilícito

“La  persona  respecto  de  quien  exis tan  presunciones  de  que  es  produc tor  o  

traf i cante  i l í c i to  de  sustancias  es tupe fac ientes  o  ps icotrópicas  o  de  precursores  u  

o tros  produc tos  químicos  espec í f i cos  o  se  hal le  involucrado  en  otros  de l i tos  

prev is tos  por  es ta  Ley,  y  que  direc tamente  o  por  persona  interpuesta  rea l i ce  

gastos  o  aumente su patr imonio o  e l  de  un ter cero  en cuantía no proporc ionada a  

sus  ingresos  s in  just i f i car  la  l ega l idad  de  los  medios  empleados  para  e fe c tuar  

esos  gastos  u  obtener  e l  incr emento  patr imonial ,  será  sanc ionado  con  la  pena  de  

doce  a diez y se i s  años de rec lus ión mayor extraordinaria.”

Art. 74 Conversión o transferencia de bienes

“Quienes ,  a  sabiendas  de  que  los  bi enes  muebles  o  inmuebles ,  d ineros ,  valores  o  

instrumentos  monetarios ,  documentos  bancarios ,  f inanci eros  o  comerc ia les  han  

s ido  adquir idos  o  trans f er idos  a  través  de  la  r eal ización  de  los  de l i tos  

t ip i f i cados  en  es te  capí tulo ,  con  e l  propós i to  de  ocu l tar  ta l  or igen  contr ibuyeren  

a  negociar los ,  convert i r los  o  trans fer i r los  a  o tras  act iv idades  l egal es  o  i l egal es ,  

serán  sanc ionados  con  cuatro  a  ocho  años  de  r ec lus ión  mayor  ordinar ia  y  multa  

de ve inte  a cuatro mi l  sa larios  mínimos vi ta les  general es .

Si  la  comis ión  de  es ta  inf racc ión  se  hubier e  rea l izado  mediante  la  organizac ión  

de  una  asociac ión  des t inada  a  preparar,  fac i l i tar ,  asegurar  los  resul tados  o  

garant izar  la  impunidad,  la  pena  será  de  ocho  a  doce  años  de  rec lus ión  mayor  

ordinar ia y multa de cuarenta a se i s  mil  salar ios  mínimos v i ta les  generales .”
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Art. 75  Represión a testaferros

”Quien  pres te  su  nombre  o  e l  de  la  empresa  en  que  part i c ipe  para  adquir ir  

b i enes  con  recursos  provenientes  de  de l i tos  sanc ionados  por  es ta  Ley,  será  

r epr imido  con pena de  rec lus ión mayor  ordinaria  de  ocho a  doce  años  y  multa  de  

cuarenta a se is  mi l  sa larios  mínimos vi tal es  generales .

PROYECTO DE LA LEY DE LAVADO DE ACTIVOS

TÍTULO I
OBJETIVOS,  ÁMBITO Y DEFINICIONES

CAPÍTULO I

OBJETIVOS Y ÁMBITO

Art. 1 Objetivos

La  presente  Ley  t iene  como  objetivos  prevenir,  detectar,  investigar, 

sancionar  y  erradicar  el  del ito  de  lavado  de  activos,  en  sus  diferentes 

modalidades.
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Art. 2 Ámbito

La presente Ley comprende:

a)La  propiedad,  posesión,  uso,  oferta,  venta,  corretaje,  comercio 

interno  o  externo,  la  transferencia  y  el  tráfico  de  bienes  como 

producto o instrumento de actividades i l íc i tas;

b)La  asociación  para  ejecutar  cualquiera  de  las  actividades  que 

constan  en  el  l iteral  anterior;  la  organización  de  empresas  que 

tengan  ese  propósito;  y,  la  gestión,  f inanciamiento  o  asistencia 

técnica encaminadas a posibi l i tarlas;

c)La  conversión  o  transferencia  de  bienes  o  valores  que  procedan 

de  actos  i l íc itos  o  como  sus  instrumentos  para  la  ejecución  de  las 

actividades mencionadas en los l i terales anteriores; y,  

d)Las demás actividades relacionadas con esta materia .

CAPÍTULO II

DEFINICIONES

Art. 3 Connotación de conceptos

Los  conceptos  uti l izados  en  esta  Ley,  sus  anexos  y  normas 

secundarias,  tendrán el  alcance que les confieran:
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a)Los  convenios  internacionales  sobre  esta  materia  rat if icados  por 

el  Ecuador;

b)Los  organismos  creados  por  los  referidos  convenios 

internacionales sobre esta materia;  y ,

c)El  Consejo  Nacional  de  Lavado  de  Activos,  en  armonía  con  las 

determinadas  en  los  convenios  internacionales  rat ificados  por  el 

Ecuador. 

En  caso  de  duda  prevalecerá  la  connotación  dada  por  el  Consejo 

Nacional  de Lavado de Activos.

Art. 4 Convenios internacionales

Quedan  incorporadas  a  esta  Ley  las  disposiciones  contenidas  en  los 

convenios internacionales relat ivas a la materia que ésta trata,  que han 

sido o fueren ratif icadas por el  Ecuador.

En  caso  de  duda  sobre  el  a lcance  de  las  disposiciones  contenidas  en 

dichos  convenios,  o  de  confl ictos  con  las  normas  de  esta  Ley, 

prevalecerán estas últ imas.

Art. 5 Definiciones

Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

Análisis  de  caso.  El  examen  real izado  de  uno  o  más  reportes  de 

operaciones  sospechosas  e  información,  con  el  f in  de  definir  la 

intencional idad  de  las  operaciones  reportadas  y  agregar  información 
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relevante,  para  determinar  prácticas  o  situaciones  específ icas 

asociadas con lavado de activos.

Contrabando  físico  de  divisas.  La  introducción  o  sal ida  del  país ,  de 

monedas  y  t ítulos  valores,  s in  real izar  las  declaraciones  a  los 

organismos previstos en la Ley.

Instrumentos  monetarios. Los recursos  generados  por  una  empresa  a 

través  de  concesiones  de  crédito,  inversiones  en  t ítulos  e  ingresos 

f inancieros  percibidos  por  concepto  de  gastos  cargados  por 

emplazamiento de valores a cl ientes.

Intel igencia.  El  trabajo  de  búsqueda,  recolección  y  evaluación  de 

información  realizado  en  forma  secreta,  fuera  de  una  investigación 

penal efectuada por personas especial izadas.

Intel igencia  Financiera.  La  actividad  que  centra  sus  esfuerzos  en  la 

búsqueda  y  anál is is  de  información  de  operaciones  f inancieras 

ocurridas,  en  el  rastreo  de  recursos  relacionados  con  un  posible 

origen  i l íc i to.  Se  vale,  principalmente,  de  información  existente  en 

bases  de  datos  y  hace  uso del  levantamiento  de  información bancaria, 

tr ibutaria ,  cambiaria ,  y  de  personas  relacionadas  con  los  hechos 

investigados.
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Informe  de  Intel igencia  Financiera.  El  documento  de  carácter 

reservado por medio del  cual  se comunica la información obtenida del 

proceso  de  inteligencia  f inanciera  adelantado,  el  cual  debe  contener 

una  relación  circunstanciada  de  los  hechos  anal izados  en  el  mismo, 

manteniendo  la  protección  de  la  fuente.  Se  evitará  su  uso  como 

prueba en un proceso penal .

Operación  Sospechosa.  La  actividad  sobre  la  que  existen  dudas  e 

indicios de que no es legal o que se vincula con actividades i l íc i tas.

Informante.  La  persona  que  suministra  información  a  los  organismos 

policiales y  al  Ministerio Público,  acerca de la  preparación o comisión 

de un del ito y de quienes han participado en él .

Agente  Encubierto.  El  miembro  de  la  Policía  Judicial ,  debidamente 

seleccionado,  designado  y  supervisado  por  sus  superiores  jerárquicos 

y  autorizado  por  el  Ministerio  Público,  que  asume  identidades 

f ict icias ,  transitoriamente,  mediante  procedimientos  especiales, 

planificados  y  coordinados,  para  ser  admitido  en  organizaciones 

del ict ivas  con  el  propósito  de  identif icar  a  los  part icipantes  y  reunir 

información.  Está  exento  de  responsabil idad  civil ,  penal  y 

administrat iva, cuando actúe en el cumplimiento de estas actividades. 

Entrega  Vigilada.  Es  el  procedimiento  que  permite  dejar  que  remesas 

i l íc itas  o  sospechosas  salgan  del  territorio  de  uno  o  más  Estados,  lo 

atraviesen  o  entren  en  él ,  con  el  conocimiento  y  bajo  la  supervisión 

de  sus  autoridades  competentes,  con  el  fin  de  investigar  deli tos  e 

identificar a las personas involucradas en la comisión de éstos.  
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Sujetos Obligados. Las personas naturales  y  jurídicas  mencionadas en 

 esta  Ley y  determinadas  en su  Reglamento General ,  están obl igadas a 

informar  a  la  Unidad  de  Intel igencia  Financiera  (UIF)  sobre  los 

actos,  transacciones  u  operaciones  de  carácter  sospechoso  que 

adviertan en el  ejercicio de sus actividades. 

CAPÍTULO III

DE LOS SUJETOS OBLIGADOS A INFORMAR

Art. 6 Obligación general

Las  personas  naturales,  los  representantes  legales,  funcionarios  y 

empleados  de  las  entidades  sector  público  y  privado,  están  obligados 

a  suministrar la  información y a prestar la colaboración que determina 

esta  Ley  o  que  establezcan  las  autoridades  a  las  que  compete  su 

apl icación.

CAPÍTULO IV

DE LAS RESPONSABILIDAD DE LOS SUJETOS OBLIGADOS

Art. 7 De los registros

Los  sujetos  obligados  l levarán  registros  sobre  la  identidad,  domici l io, 

capacidad  legal,  ocupación  u  objeto  social  de  las  personas  jurídicas  y 
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naturales,  sean  estos  cl ientes  ocasionales  o  habituales;  además, 

deberán  mantener  cuentas,  inversiones,  transacciones  u  operaciones 

nominativas;  y,  no  podrán  abrir  ni  mantener  cuentas,  inversiones, 

transacciones  u  operaciones  anónimas  que  f iguren  bajo  nombres 

f ict icios,  inexactos  o  numéricos,  a  excepción de las  previstas  en otras 

leyes y reglamentos.

Deberán  actual izar  registros  de  la  información  y  documentación 

determinados  en  este  art ículo,  en  un  expediente  de  fáci l  acceso  y 

disponibi l idad,  de  conformidad  con  los  instructivos  que  dicte  para  el 

efecto  La  Unidad  de  Intel igencia  Financiera  en  coordinación  con  los 

organismos de control,  durante la  vigencia  de la relación comercial ;  y , 

mantener  los  registros  durante  diez  años  posteriores  a  la  fecha  de 

f inalización de la últ ima transacción o relación comercial .

Art. 8 Entrega de información

Los  sujetos  obligados,  dentro  del  plazo  de  quince  días,  deberán 

entregar  al  Director  General  de  la  Unidad  de  Intel igencia  Financiera 

la  información  y  documentación  referidas  en  el  art ículo  anterior;  de 

no  ser  remitidas  en  este  plazo,  s in  causa  justif icada,  el  Director 

General  de  la  Unidad  de  Intel igencia  Financiera  hará  conocer  el 

part icular  al  Ministerio  Público,  a  fin  de  que  inicie  la  acción 

correspondiente.

A  los  sujetos  obligados  a  proporcionar  información,  así  como  el 

sol ici tante,  se  les  prohíbe  hacer  conocer  a  persona  alguna  la 

información que ha sido sol ici tada o proporcionada. 
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Artículo 9 Registros de transacciones

Los funcionarios,  empleados o agentes  de  las  instituciones financieras 

deberán  registrar  las  transacciones  individuales  y  operaciones,  cuyas 

cuantías  sean  iguales  o  superiores  a  diez  mil  dólares  de  los  Estados 

Unidos  de  América  (USD  $10.000,00)  o  su  equivalente  en  otras 

monedas;  y,  las  transacciones  múltiples  en  efectivo,  tanto  en  moneda 

nacional  como  extranjera  que,  en  su  conjunto,  sean  iguales  o 

superiores  a  este  valor  consideradas  como  una  transacción  única,  s i 

son  real izadas  en  beneficio  de  determinada  persona,  durante  el  plazo 

que f i je la Superintendencia de Bancos y Seguros.

Artículo 10 Entrega de información al Ministerio Público

Los  sujetos  obligados  entregarán  la  información  y  documentación 

requeridas  por  el  Ministerio  Público,  para  el  cumplimiento  de  sus 

funciones, dentro del plazo de quince días contados desde la fecha del 

requerimiento.

Artículo 11 Notificación

Las  autoridades  competentes  determinadas  en  el  Reglamento  de  esta 

Ley,  notif icarán  a  la  Unidad  de  Inteligencia  Financiera  el  transporte, 

ingreso o egreso del  país  de  moneda nacional  o  extranjera,  cuyo valor 

iguale o exceda los diez mil  dólares de los Estados Unidos de América 

(USD $10.000,00) o su equivalente en otras monedas.  
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TITULO II
DEL CONSEJO NACIONAL DE LAVADO DE 

ACTIVOS

CAPÍTULO I

NATURALEZA

Art. 12

-  Créase  el  Consejo  Nacional  de  Lavado  de  Activos,  con  sede   en 

Quito,  Distri to  Metropolitano,  como  organismo  de  regulación  y 

control  de  la  Unidad  de  Inteligencia  Financiera  que  está  integrado 

por:  

a)El Procurador General del  Estado, o su delegado,  quien lo presidirá;

b)El Superintendente de Compañías,  o su delegado;

c)El Superintendente de Bancos y Seguros, o su delegado;

d)El  Director  General  de  Servicio  de  Rentas  Internas,  o  su  delegado; 

y,

e)El Comandante General  de la Policía Nacional,  o su delegado; 

 Actuará  como  Secretario  de  este  Consejo  el  Director  General  de  la 

Unidad de Inteligencia Financiera,  sin derecho a voto. 
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CAPÍTULO II

FUNCIONES Y ATRIBUCIONES

Art. 13

-  El  Consejo  Nacional  de  Lavado  de  Activos  t iene  las  s iguientes 

funciones y atribuciones:

a)Dictar  las  pol ít icas  que  orienten  la  acción  de  la  Unidad  de 

Intel igencia Financiera para el cumplimiento de sus funciones;

b)Expedir  el  Estatuto  Orgánico  Funcional  de  la  Unidad  de 

Intel igencia Financiera y reformarlo cuando fuere necesario; 

c)Nombrar  al  Director  General  de  la  Unidad  de  Inteligencia 

Financiera,  para  un  período  de  cuatro  años,  de  una  terna  presentada 

por  el  Procurador  General  del  Estado,  o  removerlo  por  las  causales 

establecidas en la Ley de Servicio Civil  y Carrera Administrat iva;

d)Resolver  las  consultas  que  el  Director  General  de  la  Unidad  de 

Intel igencia Financiera est imare necesario someter a su consideración;

e)Aprobar  el  Plan  Estratégico  de  Prevención  de  Lavado  de  Activos 

presentado  por  el  director  General  de  Unidad  de  Inteligencia 

Financiera y aprobar los informes de evaluación;

f)Aprobar  el  proyecto  del  presupuesto  del  Consejo  y  de  la  Unidad  de 

Intel igencia  Financiera,  elaborado  por  el  Director  y  remitir lo  para  su 

aprobación definit iva; y,

100



g)Las  demás  que  le  correspondan  de  acuerdo  con  esta  Ley  y  sus 

reglamentos

TÍTULO III
DE LA UNIDAD DE INTELIGENCIA FINANCIERA 

(UIF)

CAPÍTULO I

NATURALEZA, ESTRUCTURA, OBJETIVOS Y RECURSOS

Art. 14 Naturaleza y objetivos

Créase  la  Unidad  de  Inteligencia  Financiera,  UIF,  como  una  unidad 

técnica;  con  sede  en  la  Capital  de  la  República;  con  jurisdicción 

nacional  y  personalidad  jurídica  propia,  autonomía  administrat iva, 

operativa  y  patrimonial ;  cuyos  objetivos  son:  recopi lar,  procesar  y 

anal izar  información  relat iva  al  lavado  de  activos  y,  s i  fuere 

procedente, ponerla en conocimiento de las autoridades competentes.

Artículo 15 Estructura

La  Unidad  de  Inteligencia  Financiera  está  conformada  por  la 

Dirección  General,  la  Subdirección  y  por  departamentos  técnicos 

especial izados,  cuyas  funciones  y  atribuciones  se  determinan  en  el 

Reglamento Orgánico Funcional de la Unidad.
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Art. 16

Son recursos de la Unidad de Intel igencia Financiera UIF :

a)Los  fondos  que  se  le  asignaren  anualmente  en  el  Presupuesto 

General del  Estado;

b)Los  bienes  muebles  e  inmuebles  que  se  le  transfir ieren  o 

adquirieren, a cualquier t ítulo; 

c)Los  frutos,  rentas  e  intereses  de  sus  bienes  patrimoniales  y 

servicios;

d)Las ayudas que provinieren de convenios internacionales;

e)Las donaciones, herencias y legados que la Unidad resuelva aceptar;  

f)Los  recursos  provenientes  de  decomisos  real izados  en  otros  países 

en  los  cuales  cooperó  la  Unidad  de  Inteligencia  Financiera,  de 

acuerdo con los convenios internacionales apl icables;  y,

g)Otros que se le asignaren.
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CAPÍTULO II

FUNCIONES Y ATRIBUCIONES 

Art. 17

Son  funciones  y  atribuciones  de  la  Unidad  de  Intel igencia  Financiera 

UIF:

a)Determinar,  en  consulta  con  los  organismos  de  control,  las 

l íneas  de  acción  para  prevenir,  detectar  y  reportar  las  presuntas 

operaciones de lavado de activos que se realizaren en o a  través de 

los sujetos controlados.

b)Solicitar,  de  conformidad  con  la  Ley,  a  cualquier  persona 

natural ,  entidad  pública  o  privada,  la  información  que  considere 

necesaria para el  cumplimiento de sus funciones;

c)Sol ici tar  la  información  sobre  las  operaciones  sospechosas  a  los 

sujetos  obl igados,  procesarla  y  analizarla ,  así  como  requerir  su  

 ampliación, con el  sustento debido;

d)Acceder,  en  forma  directa  y  s in  l imitación,  a  toda  clase  de 

información de la  que trata  esta  Ley,  incluidos los archivos f ís icos, 

magnéticos,  informáticos  y  otros,  de  las  entidades  públ icas  y 

privadas;

103



e)Coordinar,  promover  y  ejecutar  programas  de  cooperación  con 

organismos  nacionales  e  internacionales  análogos,  para 

intercambiar  información,  relat iva  al  lavado  de  activos,  tendientes 

a viabil izar acciones rápidas y ef icientes;

f)Disponer  la  práctica  de  exámenes  especiales  reservados  a  las 

instituciones públ icas o privadas; 

g)Comunicar  al  Ministerio  Público,  la  comisión  de  deli tos 

f lagrantes y  aquel las transacciones que,  luego de la investigación y  

 análisis  respectivos,  se presuma que están vinculadas a actividades 

de lavado de activos;  

h)Cooperar  con  el  Ministerio  Público  y  Policía  Judicial  en  el 

proceso de investigación de las acciones penales que se inicien;

i )Crear,  mantener y actual izar  una base de datos,  con el  carácter  de 

reservado,  con toda la información obtenida como producto de sus 

actividades, cuyo uso será reglamentado;

j )Organizar  programas  periódicos  de  capacitación  en  prevención 

del  lavado  de  activos  dir igidos  a  funcionarios  de  los  sujetos 

obligados;  y,

k)Presentar  al  superior  jerárquico,  de  la  insti tución  que 

corresponda,  una  reclamación  fundada,  ante  la  negativa  o 

negl igencia  del  funcionario  que  dif iculte  la  investigación  o 

entorpezca  las  funciones  de  la  Unidad,  para  que  se  entregue  la 

información  requerida,  s in  perjuicio  de  que  se  inicien  las  acciones 

legales a que hubiere lugar.  
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CAPÍTULO III

DEL DIRECTOR GENERAL DE LA UNIDAD DE 
INTELIGENCIA FINANCIERA

Art. 18 Máxima autoridad

El  Director  General  de  la  Unidad  de  Intel igencia  Financiera  es  la 

máxima autoridad administrat iva de esta Unidad,  y es su representante 

legal .  Para  optar  este  cargo,  el  seleccionado  deberá  ser  ecuatoriano 

por  nacimiento,  mayor  de  treinta  y  cinco  años  de  edad,  tener  t í tulo 

académico  terminal  y  experiencia  profesional  mínima  de  diez  años  en 

materias af ines a las contempladas en esta  Ley,  y  los demás requisi tos, 

determinados  en  el  Reglamento  Orgánico  Funcional  de  la  Unidad. 

Podrá ser reelegido.

Son sus responsabil idades y atr ibuciones principales:

a .Ejecutar  las  polí t icas  resueltas  por  el  Consejo  Nacional  de 

Lavado de Activos;

b.Establecer  las  estrategias  de  trabajo  de  la  Unidad  en  los  campos 

administrat ivo,  operativo  y  f inanciero,  así  como  dirigir  su 

apl icación;

c.Formular  el  Plan  Anual  de  Trabajo  y  el  Presupuesto  de  la 

Unidad, y dir igir su ejecución;
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d.Ejercer  la  representación  oficial  del  Estado  ante  los  organismos 

internacionales,  relacionada con los objetivos de esta Ley; 

e.Designar  a  los  funcionarios  de  la  Unidad  que  le  deban 

representar en misiones de carácter internacional ;

f .Gestionar  y  suscribir ,  en  representación  del  Estado,  previa 

autorización  del  Presidente  de  la  República,  acuerdos  o  convenios 

de  cooperación  con  organismos  públicos  o  privados  para  el 

cumplimiento de los objetivos que persigue esta ley;

g.Presentar  anualmente  un  Informe  de  Labores  al  Presidente  de  la 

República,  a través del  Consejo Nacional de Lavado de Activos;

h.Ejecutar  actos  y  celebrar  contratos  necesarios  para  el 

cumplimiento de los objetivos que persigue la Unidad; e,

i .Otras que le confiera esta Ley y sus reglamentos.

Art. 19 Del Subdirector

El  Subdirector será  designado  por  el  Director  General ,  reunirá  los 

mismos requisi tos de éste,  y sus deberes y atr ibuciones son:

a)Reemplazar  al  Director  en  casos  de  ausencia  temporal  o 

definit iva;

b)Dirigir las operaciones de intel igencia financiera;  y,

c)Las  demás  que  se  le  asignare  en  el  Reglamento  Orgánico 

Funcional de la Unidad de Inteligencia Financiera.
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TÍTULO IV

DE LAS MEDIDAS CAUTELARES

Art. 20

El  juez  o  el  tr ibunal ,  de  oficio  o  a  sol ici tud  del  Fiscal,  además  de  las 

medidas  cautelares  de  carácter  personal  y  real  previstas  en  el  art ículo 

160  del  Código  de  Procedimiento  Penal ,  que  fueren  procedentes, 

dictará  las  medidas  cautelares  reales  de  incautación  de  los  bienes, 

productos  o  instrumentos  relacionados  con  el  deli to  de  lavado  de 

activos;  la  prohibición  de  enajenar  bienes  del  imputado.  Ordenará  el 

secuestro,  embargo,  inmovil ización  y  retención  de  cuentas,  fondos  y 

operaciones  f inancieras  susceptibles  de  comiso,  así  como  la 

prohibición de salida del país o arraigo.
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Para  la  inmovil ización  de  cuentas  bancarias,  el  tr ibunal  o  el  juez 

oficiará  inmediatamente,  para  que  actúen  en  sus  respectivas 

competencias,  a l  Superintendente  de  Bancos  y  Seguros,  a  los 

registradores  de  la  propiedad  y  mercanti les  respectivos,  al 

Superintendente  de  Compañías,  a  los  representantes  legales  de  los 

bancos  y  compañías,  sobre  la  prohibición  de  ceder  o  transferir  las 

acciones  de  las  compañías  que  administran,  a  la  Agencia  de  Garantía 

de  Depósitos,  a  la  Dirección  Nacional  de  Tránsito  y  Transporte 

Terrestres,  a  la  Comisión  de  Tránsito  del  Guayas,  a  la  Corporación 

Aduanera  Ecuatoriana;  a  la  Dirección  Nacional  de  Migración;  y,  a 

otras  autoridades competentes,  quienes,  en el  plazo de veinte y cuatro 

horas,  confirmarán su cumplimiento por escrito. 

El tr ibunal o el  juez que sustancie el  proceso,  de oficio o a pedido del 

f iscal ,  podrá  ordenar,  en  todo  momento,  el  levantamiento  de  estas 

medidas, s iempre y cuando exista fundamento jurídico para el lo.
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TÍTULO V
DE LAS INFRACCIONES Y DE LAS PENAS

CAPÍTULO I

DE LOS DELITOS

Art. 21

El  que,  a  sabiendas,  convierta,  transfiera,  transporte,  adquiera,  posea, 

uti l ice  o  administre  bienes  productos  o  instrumentos  de  actividades 

del ict ivas de lavado de activos, o preste su nombre o de la empresa en 

que  participe,  será  sancionado  con  reclusión  mayor  extraordinaria  de 

doce a dieciséis años.

Art. 22

Quienes,  a  sabiendas,  conviertan,  transfieran,  oculten,  disimulen  o 

impidan la determinación real  de la naturaleza de los bienes productos 

o  instrumentos  de  actividades  del ict ivas  de  lavado  de  activos,  será 

sancionado  con  reclusión  mayor  extraordinaria  de  doce  a  dieciséis 

años.  

Si  la  comisión  de  estas  infracciones  se  hubiera  realizado  mediante  la 

organización  de  una  asociación  destinada  a  preparar,  faci l i tar , 
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asegurar  los  resultados  o  garantizar  la  impunidad,  la  pena  será  la 

señalada en el  inciso anterior.  

Art. 23

Quienes,  a  sabiendas,  destinaren bienes muebles o inmuebles  para que 

mantengan  en  depósito  bajo  su  tenencia  o  cuidado,  transporten 

productos  o  instrumentos  de  actividades  delict ivas  de  lavado  de 

activos, serán sancionados con reclusión mayor extraordinaria de doce 

a diez y seis años.

Art. 24

Lavado  de  activos.  -  La  persona  respecto  de  quien  existan 

presunciones  de  que,  directamente  o  por  persona  interpuesta,  real ice 

gastos  o  aumente  su  patrimonio  o  el  de  un  tercero,  en  cuantía  no 

proporcionada  a  sus  ingresos,  s in  justif icar  la  legalidad  de  los  medios 

empleados  para  efectuar  esos  gastos  u  obtener  el  incremento 

patrimonial ,  será sancionado con la pena de doce a  diez y seis años de 

reclusión mayor extraordinaria.

Art. 25
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Sanción  a  servidores  públicos.-  El  miembro  del  tr ibunal  penal,  juez, 

ministro  o  el  agente  fiscal ,  el  agente  de  la  Pol icía  Nacional  y  los 

servidores públ icos en general ,  que alteren u oculten evidencias de los 

del itos  t ipif icados  en  esta  Ley  con  el  fin  de  favorecer  a  los 

responsables,  será  sancionado  con  ocho  a  doce  años  de  reclusión 

mayor ordinaria y multa. . .

En  caso  de  evasión  de  los  detenidos  o  presos  por  deli tos 

contemplados  en  esta  Ley,  los  funcionarios  y  empleados  encargados 

de  custodiarlos,  conducirlos  o  vigi larlos,  serán  reprimidos  con  las 

penas enunciadas en el inciso precedente.

Los  condenados  quedarán  permanentemente  inhabil itados  para 

desempeñar funciones o cargos públicos.

Art. 26

Intimidación.- Quien  amenazare  causar  daño  a  la  persona,  familiares, 

o  bienes  de  quienes  conocen,  investigan  en  cualquier  fase  o  juzgan 

uno  o  más  deli tos  t ipif icados  en  esta  Ley,  será  reprimido  con 

reclusión ordinaria de cuatro a seis años y multa de . .

Si  se  consuma  la  intimidación,  la  pena  será  de  reclusión  mayor 

extraordinaria de doce a diez y seis años y multa de. . .

Art. 27

Quien  real ice  acciones  de  mala  fe  con  el  objeto  de  involucrar  a  otra 

persona,  en  un  deli to  sancionado  por  esta  Ley,  o  realice  alguna  otra 
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acción  tendiente  a  dicho  f in  o  disponga  u  ordene  tales  hechos,  será 

reprimido con reclusión mayor  ordinaria  de  ocho a doce años  y  multa 

de. . .

Si ,  quien  incurre  en  las  acciones  t ipif icadas  en  el  inciso  precedente, 

fuere  autoridad,  servidor  públ ico  o  fingiere  cumplir  órdenes  de 

autoridad  competente,  la  pena  será  de  reclusión  mayor  ordinaria  de 

doce a diez y seis años y multa de sesenta a ocho mil salarios mínimos 

vitales generales.

Art. 28

Quien,  en  cualquier  forma  o  por  cualquier  medio,  intimide  o 

extorsione a  una o varias  personas con la amenaza de involucrarlas en 

del itos  reprimidos  por  esta  Ley,  forjando  hechos  falsos  o  agravando 

los  que  se  hubieren  producido,  será  sancionado  con  cuatro  a  ocho 

años de reclusión mayor ordinaria y multa de. . .

Art. 29

Quien  organice,  gestione,  asesore  o  financie  la  realización  de 

actividades  o  actos  previstos  por  esta  Ley  como  del itos,  será 

sancionado  con  la  pena  mayor  extraordinaria  de  doce  a  diez  y  seis 

años y multa de. . .

Art. 30
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Comiso  especial .-  Además  de  las  penas  establecidas  en  este  Capítulo, 

el  juez dispondrá el  comiso especial :

a .De  los  bienes  muebles  e  inmuebles  y  sustancias  con  los  que  se 

ejecuten  las  actividades  i l íc i tas  señaladas  en  este  Capítulo,  cuando 

su dueño participe,  las  permita, dir i ja ,  f inancie u organice, o s i  son 

resultado de actividades i l íc i tas sancionadas por esta Ley;

b.De  los  medios  de  transporte  que  hubieran  sido  uti l izados  para 

movil izar  bienes,  productos  e  instrumentos  para  el  lavado  de 

activos,  s iempre  que  se  comprobare  que  los  propietarios  son 

responsables  de  su  transporte  o  hubieren  uti l izado  o  permitido 

dicha movil ización;  y,

c.Del  dinero  aprehendido  y  del  que  tuvieren  los  imputados  en 

cuentas  corrientes  de  insti tuciones  bancarias  y  de  ahorro,  de 

t í tulos  valores  e  instrumentos  de  l ibre  conversión  y  curso  legal 

como  cheques,  cheques  de  viajeros,  t í tulos  al  portador,  bonos, 

giros  postales  o,  en  general ,  cualquier  documento  negociable, 

cuando sean el  producto de las infracciones t ipif icadas en esta Ley.

El destino de estos bienes será el  determinado en esta Ley.

Art. 31

Atenuante  trascendental. - Quien,  hallándose  implicado  en 

infracciones  previstas  en  esta  Ley,  suministrare  a  la  Policía  Judicial , 

Ministerio  Público  o  jueces  competentes  datos  e  informaciones 

precisos  y  comprobables,  que  condujeren  a  descubrir  presuntos 
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culpables  de  i l íc itos  previstos  en  el la ,  podrá  ser  sujeto  del 

procedimiento abreviado.

114



Art. 32

Concurrencia  de  infracciones  y  acumulación  de  penas.-  En  caso  de 

concurrencia  de  varias  infracciones  contempladas  en  esta  Ley,  se 

acumularán  las  penas  determinadas  para  cada  una,  de  tal  manera  que 

la  pena  acumulada  aplicable  sea  el  resultado  de  la  suma  de  las  penas 

correspondientes  a  cada  infracción,  hasta  un  máximo  de  veinte  y 

cinco años.

Igual  acumulación de penas se  apl icará cuando concurran infracciones 

a  esta  Ley  con  otras  que  tuvieren  alguna  conexión,  o  cuando  se 

hubieren  consumado  los  deli tos  previstos  en  los  art ículos  27  y  28  de 

esta Ley.

Art. 33

Prescripción  de  la  acción  y  de  la  pena.-   La  acción  penal  o  la  pena 

impuesta  por  la  comisión  de  los  del itos  t ipif icados  en  esta  Ley 

prescribirá  en  el  doble  del  t iempo  de  la  pena  máxima  prevista  para 

cada  infracción,  s in  que  el  plazo  pueda  exceder  de  treinta  y  cinco 

 años.  El  referido plazo se  contará  desde la  fecha en que el  deli to  fue 

perpetrado,  de  no  haber  enjuiciamiento  y,  de  haberlo,  desde  la  fecha 

de  inicio  de  la  instrucción  f iscal ;  y ,  desde  la  fecha  en  que  quedó  en 

f irme la sentencia.
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Art. 34

Los  funcionarios,  empleados,  directores  u  otros  representantes 

autorizados  de  entidades  públicas  y  privadas  que,  actuando  como 

tales,  tengan  participación  en  un  deli to  de  lavado  de  activos,  serán 

sancionados de acuerdo con lo dispuesto en este t í tulo.

Y  las  instituciones  a  las  que  pertenecieren  estos  funcionarios  serán 

sancionadas  administrat ivamente  por  los  organismos  de  control 

competentes.

CAPÍTULO II

DE LAS CONTRAVENCIONES

Art. 35

De  las  contravenciones.- Son  contravenciones  las  violaciones  a 

preceptos  de  esta  Ley  no  reprimidas  con  penas  de  privación  de  la 

l ibertad.  Serán  sancionadas  con:  multa,  suspensión  temporal  de 

funciones  o  de  permiso  para  operar,  clausura  del  establecimiento, 

cancelación o destitución y comiso, así :

a .Serán  sancionadas  con  multa  de  cinco  a  doscientos  salarios 

mínimos  vitales  generales  las  personas  naturales  o  los 

representantes  de  las  personas  jurídicas  que  incumplan  las 

obligaciones  señaladas  en  los  art ículos  6  de  esta  Ley,  o  que  no 
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colaboren  con  los  programas  de  control  y  prevención  que 

organicen las  instituciones encargadas de la ejecución de esta  Ley.  

 La  reincidencia  en  la  falta  dará  lugar  a  la  suspensión  temporal  de 

funciones  o  de  permiso  para  operar.  La  reiteración  durante  los 

doce  meses  siguientes  se  sancionará  con  desti tución  o  cancelación 

o,  en  su  caso,  la  clausura  del  establecimiento.  Si  el  sancionado 

fuere  servidor  público,  en  caso  de  reincidencia  o  reiteración  será 

desti tuido  por  la  respectiva  autoridad  nominadora,  a  petición  del 

Director General  de la Unidad de Intel igencia Financiera.

b.La persona que no declare o declare  falsamente  a  las  autoridades 

competentes  la  información  referida  al  transporte,  envío  o 

recepción  de  los  valores  a  los  que  se  ref iere  el  art ículo  11  será 

sancionada con multa de . . . ;  y ,

c.Los  sujetos  obl igados  que  no  cumplieren  con  las  obl igaciones 

establecidas  en  los  art ículos  7,  8,  9,  10,  20,  73,  74,  76  serán 

sancionados con multa de

CAPÍTULO III

EJECUCIÓN DE SENTENCIA

Art. 36

Cuando una persona sea condenada por el  del ito  de lavado de activos, 

el  tr ibunal  o  el  juez ordenará  el  comiso,  a  favor  del  Consejo  Nacional 

de  Lavado de Activos  para  que proceda de  conformidad con esta  Ley, 
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de  los  bienes  de  cualquier  clase,  corporales  o incorporales,  muebles  o 

inmuebles,  tangibles  o  intangibles  y  los  instrumentos  legales  que 

acrediten la  propiedad u otros derechos sobre dichos bienes,  así  como 

del  producto  de  los  mismos,  los  derivados  de  éstos,  sus  frutos,  sus 

rendimientos,  y  sobre  los  recursos  provenientes  de  la  enajenación  o 

permuta  de  bienes  adquiridos  i l íc i tamente  o  destinados  a  actividades 

del ict ivas  o  considerados  como  producto,  efecto,  instrumento  u 

objeto del i l íc ito.

Tratándose  de  bienes  adquiridos  por  acto  entre  vivos,  procederá  el 

decomiso  cuando  el  tradente  los  haya  adquirido  en  los  casos 

contemplados  en  este  capítulo  y,  los  adquirentes  hubieren  actuado 

con dolo respecto del  conocimiento de dichas causales.  

En  el  caso  de  bienes  inmuebles,  el  Consejo  Nacional  de  Lavado  de 

Activos  protocol izará  la  copia  cert ificada  de  la  sentencia  para  que 

sirva  de  t ítulo,  inscribirá  en  el  Registro de  la  Propiedad respectivo;  y, 

dentro del  plazo de  treinta días,  transferirá  a  favor de la  Insti tuciones 

previstas en esta Ley.

Art. 37

Cuando  cualquiera  de  los  bienes,  productos  o  instrumentos 

mencionados  en  el  art ículo  anterior,  no  pudieran  ser  comisados  al 

condenado,  el  Juez  o  Tribunal  ordenará  el  embargo  de  cualquier  otro 

de sus bienes,  por un valor equivalente al  monto del  i l íc i to.

Los  bienes  de  origen  i l íc i to  no  serán  susceptibles  de  protección  de 

ningún régimen patrimonial .
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Art. 38

Procederá  la  acción  civi l  de  extinción  del  derecho  de  dominio 

respecto  de  los  bienes  objeto  de  sucesión  por  causa  de  muerte, 

cuando  estos  hayan  sido  adquiridos  por  el  causante  en  cualquiera  de 

las circunstancias previstas en esta ley.

Art. 39

Cuando  mediante  sentencia  se  decomisen  bienes,  productos  o 

instrumentos  conforme  al  art ículo  anterior,  que  no  deban  ser 

destruidos  ni  resulten  perjudiciales  para  la  población,  pasarán  a  ser 

administrados  por  una  administradora  de  fondos,  seleccionada  por  el 

Consejo  Nacional  de  Lavado  de  Activos  hasta  que  el  mismo  resuelva 

sobre  el  destino  f inal  de  tales  bienes,  de  conformidad  con  el 

reglamento respectivo que expida para el  efecto.
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CAPÍTULO IV

PROCEDIMIENTOS ESPECIALES:

Art. 40

El  Fiscal  autorizará,  a  petición  de  la  Policía  Judicial  la  ejecución  de 

procedimientos,  como:  entrega  vigilada,  agente  encubierto  e 

informantes.

Art. 41

El  Fiscal,  con  el  propósito  de  cumplir  con  sus  funciones,  podrá 

autorizar  a  la  Pol icía  Judicial ,  la  ejecución  de  los  procedimientos 

especiales  denominados  entrega  vigi lada  y  agente  encubierto  y,  en 

cualquier  momento,  podrá  ordenar  la  suspensión  o  revocatoria  de 

éstos.  El  agente  encubierto  y  el  informante  están  exentos  de 

responsabil idad  civil ,  penal  y  administrat iva  cuando  cumpliere  la 

misión encomendada.

Art. 42

En  sus  investigaciones,  el  Ministerio  Público  y  la  Pol icía  Judicial , 

podrán  servirse  de  informantes,  en  cuyo  caso  deberá  mantener  en 

reserva su identif icación, con el objeto de garantizarles su integridad
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Art. 43

Si  el  Ministerio  Público,  el  juez  o  el  tr ibunal  penal  est imaren,  por  las 

circunstancias  del  caso,  que  existe  un  riesgo  cierto  para  la  vida  o  la 

integridad  f ís ica  de  un  agente  encubierto  o  de  un  informante  y,  en 

general  de  quienes  hayan  colaborado  eficazmente  en  la  investigación, 

así  como de  su  cónyuge  o  conviviente,  ascendientes,  y  descendientes, 

dispondrán,  de  oficio  o  a  petición  de  parte,  cualquier  medida 

necesaria para su protección.

Para  preservar  la  identidad  de  los  agentes  encubiertos  e  informantes, 

el  Fiscal,  el  Juez o el  Tribunal Penal ,  no deberán hacer constar,  en las 

di l igencias  que  se  practiquen,  los  datos  que  pudieren  servir  para  la 

identificación  de  los  mismos;  y,  su  comparecencia  estará  protegida 

por medios idóneos para evitar su reconocimiento.

El  juez  o  tr ibunal  penal  decretará  la  prohibición  de  divulgar,  en 

cualquier  forma,  la  identidad de  las  personas  antes  mencionados,  o  de 

los  antecedentes  que  conduzcan  a  el lo.  Quienes  infringieren  esta 

prohibición serán sancionados conforme al  Código Penal .

Art. 44

Los  policías  encubiertos  o  los  informantes  que  participen  en  un 

operativo  pol icial  encubierto  deberán  entregar  al  custodio  de  la 
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Policía  Judicial ,  para  aprehensión  o  comiso,  las  sumas  de  dinero,  los 

valores o los bienes que reciban de los partícipes en actos i l íc itos.

TÍTULO VI
DEL PROCEDIMIENTO Y COMPETENCIA

CAPÍTULO I

DE LA RETENCIÓN, APREHENSIÓN E INCAUTACIÓN DE 
BIENES

Art. 45

Retención.- Si ,  por  cualquier  medio,  l legare  a  conocimiento  de  la 

Unidad  de  Inteligencia  Financiera  el  ingreso  o  sal ida  del  terri torio 

nacional  de  una  nave  aérea,  marít ima,  f luvial  o  de  cualquier  otro 

medio  de  transporte  en  el  que  se  movil izaren  bienes,  productos  o 

instrumentos  del  lavado  de  activos,  el  Director  General  de  esta 

Unidad  comunicará  a  la  Pol icía  Judicial  para  que  proceda  a  la 

retención de tales medios de transporte y la aprehensión de los bienes 

productos  o  instrumentos  de  lavado  de  activos,  mientras  se  realiza  la 

investigación  con  la  intervención  del  Fiscal  para  que  continúe  el 

trámite respectivo.

Art. 46
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La  Policía  Nacional  queda  facultada  para  retener  cualesquiera  de  los 

valores  o  bienes  contemplados  en  el  art ículo 35,  l i teral  b  de  esta  Ley, 

no  declarados  o  declarados  falsamente,  y  deberá  remitir  el  informe 

correspondiente  al  Director  General  de  la  Unidad  de  Inteligencia 

Financiera y al Fiscal para que continúe el  trámite respectivo.

Art. 47

Aprehensión.-  El  Ministerio  Público  y  la  Policía  Nacional,  en  el 

ámbito  de  sus  competencias,  tendrán  a  su  cargo  la  investigación  de 

los  del itos  t ipif icados  en  esta  Ley,  el  descubrimiento  y  detención  de 

los infractores y la aprehensión inmediata de:

a.Los  bienes  y  productos  provenientes  de  actividades  i l íc i tas  a  las 

que se refiere esta Ley, y la detención de la persona sorprendida en 

del ito f lagrante,  si  est imare que se pone en riesgo la comprobación 

del  del ito,  o  que  los  responsables  puedan  eludir  la  acción  de  la 

just icia .

b.Equipos,  instrumentos  y  otros  medios  destinados  al  lavado  de 

activos;

c.Bienes  empleados  para  el  transporte,  a lmacenamiento  y 

conservación de activos provenientes de actos de lavado o de los o 

instrumentos empleados para el lo;

d.Dinero,  valores,  instrumentos  monetarios,  documentos 

bancarios,  f inancieros  o  comerciales  que  se  est imare  que  son 
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productos  o  instrumentos  de  la  comisión  de  las  infracciones 

t ipificados en esta Ley.

Art. 48

Quienes  procedieren  a  la  aprehensión  de  personas  sorprendidas  con 

bienes  a  los  que  se  refiere  el  art ículo  anterior,  procederán  a 

inventariar  dichos  bienes,  y  el  documento  que  contenga  este 

inventario  remitirá  al  Fiscal,  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas 

s iguientes,  conjuntamente  con  el  parte  pol icial  respectivo  para  que 

disponga el depósito de todo lo aprehendido en la Pol icía Judicial .

Art. 49

Los bienes perecibles podrán ser vendidos por el Director General  de 

 la  Unidad  de  Inteligencia  Financiera,  dentro  de  las  respectivas 

investigaciones, de acuerdo con el  Reglamento.

Art. 50

Ejecutoriada  la  sentencia  condenatoria  dictada  en  contra  de  los 

acusados  que  hubiesen  sido  propietarios  de  los  bienes  muebles  e 

inmuebles  que  se  vendieren,  los  valores  depositados  en  el  Banco 

Central  del  Ecuador  por  concepto  de  su  venta  y  los  dineros 

comisados  así  como  también  los  instrumentos  monetarios, 

documentos  bancarios,  f inancieros  o  comerciales  que  hayan  sido 
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negociados,  se  los  distr ibuirá  definit ivamente  a  la  Procuraduría 

General  del  Estado,  la  Unidad  de  Intel igencia  Financiera,  Policía  

 Judicial y Ministerio Público.

Con  los  dineros,  instrumentos  monetarios,  documentos  bancarios, 

f inancieros  o  comerciales  u  otros  valores  se  formará  un  fondo,  cuyos 

intereses  e  inversiones  corresponderán,  por  partes  iguales,  a  la 

Procuraduría  General  del  Estado,  la  Unidad  de  Inteligencia 

Financiera,  Policía  Nacional  y  Ministerio  Público  y  que  serán 

depositados en las cuentas correspondientes.

CAPÍTULO II

COMPETENCIA:

Art. 51

Acción  popular. - Se  concede  acción  popular  para  denunciar  las 

infracciones señaladas en esta Ley.

Art. 52

Tratamiento de excepción.-  En los juicios previstos en esta  Ley,  no se 

admitirá  caución,  ni  se  concederá  condena  condicional ,  prelibertad  ni 

l ibertad  controlada,  ni  arresto  domici l iario,  ni  rebajas  de  pena,  ni  los 

beneficios de la Ley de Gracia y del  indulto.
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Art. 53

Depósito  en  el  Banco  Central  del  Ecuador.-  El  dinero  en  moneda 

nacional  o  extranjera,  será depositado,  en  el  plazo de  cuarenta  y  ocho 

horas  s iguientes  a  la  aprehensión o  incautación en  la  Cuenta  Especial 

de Depósitos de la Unidad de Intel igencia Financiera que mantiene en 

el  Banco  Central  del  Ecuador  y,  en  donde  no  funcione  éste,  en  el 

Banco  Nacional  de  Fomento,  y  el  Consejo  Nacional  de  Lavado  de 

Activos procederá en la forma prevista en el  Artículo 39 de esta Ley.

Art 54

Restitución de bienes.-  Si  fuere  absuelto el  acusado propietario  de los 

bienes  incautados,  éstos  le  serán  restituidos  por  el  Director  General 

de  la  Unidad  de  Inteligencia  Financiera , cuando  lo  disponga  el 

tr ibunal o juez, una vez revocadas las medidas cautelares.

El  dinero  o  el  valor  que  representen  los  instrumentos  monetarios  o 

documentos  bancarios,  f inancieros  o  comerciales  aprehendidos  o 

incautados,  se  devolverá  en  moneda  de  curso  legal ,  con  los 

respectivos  intereses  f i jados  por  el  Directorio  del  Banco  Central  del 

Ecuador  desde  la  fecha  de  incautación,  según  la  cotización  del 

mercado  l ibre  para  la  compra  de  la  divisa  incautada  a  la  fecha  de  la 

devolución.
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TÍTULO VII

DE LA PREVENCIÓN:

Art. 55

Actividades  preventivas.- Las  entidades  del  sector  público  y  privado 

ejecutarán  los  programas  aprobados  por  el  Consejo  Nacional  de 

Lavado de Activos, tendientes a alcanzar los objetivos de esta Ley.

Art. 56

Educación  Preventiva.- En  los  niveles  y  modal idades  del  s istema 

educativo  nacional,  se  incluirán  programas  que  desarrollen  la 

formación  de  una cultura  tr ibutaria  individual  y  una  conciencia  social 

orientadas a la prevención del  Lavado de Activos.

Las  autoridades  del  s istema  educativo  nacional  y  los  directivos  de  los 

establecimientos  de  educación  f iscal ,  f iscomisional ,  municipal,  

 part icular  y  el  magisterio,  en  general,  deberán  participar  activamente 

en las campañas de prevención.

Art. 57

Obligación  de  Información.-  Los  propietarios,  administradores  o 

responsables  del  manejo  de  lugares  de  residencia  o  reunión  colectiva 

comunicarán  al  agente  pol icial  sobre  la  existencia  de  circunstancias 
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que  hagan  presumir  la  presencia  en  el  interior  o  alrededor  de  esos 

lugares de personas o bienes que se presuma de origen sospechoso.

Art. 58

Correos,  agencias  y  operadores  turíst icos.- Las  empresas  de  correos, 

las agencias  y  operadores turíst icos,  observarán en sus actividades,  las 

instrucciones  que  el  Consejo  Nacional  de  Lavado  de  Activos  emita 

para el  Plan y Programa de Prevención.

Art. 59

Participación comunitaria .-  Los organizadores o responsables de actos 

culturales,  art íst icos,  deportivos,  sociales  o  de  cualquier  orden 

deberán  incluir  en  su  desarrollo  o  transmisión  mensajes  que 

promuevan  y  contribuyan  a  la  erradicación  del  del ito  de  lavado  de 

activos

Art. 60

Medios  de  comunicación  colectiva.-  Los  medios  de  comunicación 

colectiva  contribuirán  a  las  campañas  de  prevención,  en  la  forma  que 

determinen la Secretaría de Comunicación, adscrita a la Presidencia de 

la República, a pedido del Consejo Nacional  de Lavado de Activos. 
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TÍTULO VIII

COOPERACIÓN INTERNACIONAL

Art. 61

Asistencia  judicial  recíproca.-  El  tr ibunal  o el  juez  competente  de  lo 

Penal,  en cumplimiento de los convenios internacionales suscritos por 

el  Ecuador,  podrá  sol ici tar  asistencia  de  sus  s imilares  u  órganos 

policiales  extranjeros  para  la  práctica  de  di l igencias  procesales  y  la 

investigación de los deli tos previstos en esta Ley

Estas  di l igencias  serán  incorporadas  al  proceso,  como  legalmente 

actuadas  y valoradas  por  el  tr ibunal  o  juez conforme a  las  reglas  de  la 

sana crít ica.

Art. 62

Una  orden  judicial  o  sentencia  firme  que  condene  el  comiso  de 

bienes,  productos  o  instrumentos  relat ivos  a  deli tos  de  lavado  de 

activos  y  el  f inanciamiento  de  terrorismo,  expedida  por  un  tr ibunal 

competente  de  otro  Estado,  podrá  ser  admitida  como  prueba  de  que 

los  bienes,  productos  o  instrumentos  a  que  se  ref iere  tal  orden  o 

sentencia,  pudieran ser sujetos de comiso, conforme a derecho.
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Art. 63

El  tr ibunal  o  autoridad  competente  podrá  recibir  y  tomar  medidas 

apropiadas  sobre  una solicitud de  un tr ibunal  o  autoridad  competente 

de  otro  Estado,  para  la  prestación  de  asistencia  en  relación  con  una 

investigación  o  proceso  de  carácter  civi l ,  penal  o  administrat ivo, 

según  corresponda,  referente  a  del itos  de  lavado  de  activos  y 

f inanciamiento  de  terrorismo,  o  a  otras  infracciones  contempladas  en 

esta Ley.

Art. 64

La  Unidad  de  Inteligencia  Financiera,  recíprocamente,  cooperará  con 

sus  similares  de  los  demás  estados  en  el  intercambio  de  información 

con f ines de investigación, en materia de lavado de activos.

DISPOSICIONES GENERALES

Art. 65

En  todo  lo  que  no  estuviere  previsto  expresamente  en  esta  Ley,  se 

apl icarán,  como  normas  supletorias,  las  disposiciones  del  Código 

Penal,  Código  de  Procedimiento  Penal,  Código  Penal  de  la  Policía 

Nacional ,  Código  de  Procedimiento  Penal  de  la  Pol icía  Nacional , 

Código  Civil ,  Código  de  Procedimiento  Civil ,  Ley  General  de 

Instituciones  del  Sistema  Financiero  y  más  Leyes  que  fueren 

pertinentes y,  no se opongan a ésta.
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Art. 66

Las  personas  que  hubieren  sido  desti tuidas  de  un  cargo  en 

instituciones  del  sector  públ ico  no  podrán  ocupar  funciones  en  el 

Consejo  Nacional  de  Lavado  de  Activos  ni  en  la  Unidad  de 

Intel igencia Financiera.

Quienes  tengan  parentesco,  hasta  del  cuarto  grado de  consanguinidad 

o  segundo  de  afinidad,  con  los  servidores  o  trabajadores  de  estos 

organismos  no  podrán  ocupar  función  alguna  ni  ser  trabajadores, 

contratistas o depositarios, de los miembros de aquel los.

Art. 67

En  la  sentencia  condenatoria,  el  juez  ordenará  el  comiso  y  entrega 

definit iva  de  los  bienes  al  Consejo  Nacional  de  Lavado  de  Activos, 

para que proceda de conformidad con lo dispuesto en esta Ley. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

DEROGATORIAS

Art Final

Esta  Ley  entrará  en  vigencia  desde  la  fecha  de  su  publicación  en  el 

Registro Oficial 
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ANÁLISIS AL PROYECTO DE LEY

EL LAVADO DE ACTIVOS

Si  bien  el  proyecto  en  si  mismo  concentra  una  nueva  visión  que  se 

debe dar a  este t ipo de deli to,  en relación a las  actividades i l íc itas  que 

se  cometen  a  través  de  grupos  del ict ivos  organizados  o  individuales, 

se  deben  tomar  en  cuenta  varios  aspectos,  que  considero  deben  ser 

adaptados a  las  convenciones y  tratados,  tales  como la  Convención de 

Viena  de  1988,  Declaración  de  Principios  de  Basi lea,  Grupo  de 

Trabajo  de  Acción Financiera  del  G-7,  La  Comisión  de  la  Comunidad 

Europea,  de  la  Comisión  Interamericana  contra  el  Abuso  de  las 

Drogas  (CICAD),  las  recomendaciones  del  GAFI,  como  las  del 

GAFISUD.  la  Convención  de  Palermo  del  2000.  Tratados 

internacionales  de  Derechos  Humanos,  la  Convención  Europea  para 

combatir  al  crimen  organizado,  etc.  En  cuanto  a  su  forma,  la  ley  se 

encuadra  dentro  de  los  aspectos  que  son  necesarios  para  dar 

veracidad,  especif icidad,  y  seguridad  en  cuanto  al  objetivo  que  se 

plantea  al  crear  este  nuevo cuerpo legal ,  determinando una definición 

en  cuanto  al  del ito  en  sí  mismo,  que  mantiene  lo  que  establece  la 

Convención de Viena de 1988,  pero que debe adaptarse ahora, con los 

nuevos  l ineamientos  y  experiencias  que  en  otros  países  se  han  dado, 

de tal  manera que,  sugiero para el lo, la s iguiente definición: 

Artículo: 000.- LAVADO DE ACTIVOS

Comete  deli to  de  “Lavado  de  Activos”  el  que  adquiera  o  preste  su 

nombre  para  adquirir ,  resguarde,  invierta,  transporte,  transforme, 
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custodie  o  administre  bienes  que  tengan  su  origen  mediato  o 

inmediato  en  actividades  de  extorsión,  enriquecimiento  i l íc i to, 

secuestro  extorsivo,  rebel ión,  tráf ico  de  armas,  del itos  contra  el 

s istema  financiero,  la  administración  pública,  o  vinculados  con  el 

producto  de  los  del itos  objeto  de  un  concierto  para  delinquir, 

relacionados  con  el  tráf ico  de  drogas  tóxicas,  estupefacientes  o 

sustancias  psicotrópicas,  le  de  a  los  bienes  provenientes  de  dichas 

actividades  apariencia  de  legalidad  o  los  legal ice,  oculte  o  encubra  la 

verdadera  naturaleza,  origen,  ubicación,  destino,  movimiento  o 

derechos  sobre  tales  bienes,  o  real ice  cualquier  otro acto  para  ocultar 

o  encubrir  su origen i l íc i to,  serán sancionados,  por esa sola  conducta, 

con  una  penal  y  una  multa  equivalente  a  s in  olvidar  s i  tales  del itos 

han sido cometidos,  total o paralelamente, en el  extranjero”. 

Para  un  mejor  entendimiento  y  aplicación  del  proyecto  de  ley  en 

cuanto  a  esta  definición,  se  deberá  tomar  en  cuenta,  la  cantidad  o  el 

valor  de  los  bienes  que  constituyen  el  objeto  material  o  el  producto 

de la  actividad i l íc i ta ,  así  como también se deberá identif icar  la fuente 

de  la  actividad  i l íc i ta  es  constitutiva  de  los  del itos  de  cult ivo, 

producción,  tráfico,  tenencia  o  posesión  i l íc ita  de  sustancias 

estupefacientes  o psicotrópicas o cualquiera de los deli tos que trata  la 

Ley  108,  de  secuestro,  terrorismo,  extorsión,  trata  de  blancas,  tráf ico 

i legal  de  personas,  tráf ico  i legal  de  órganos  humanos,  concusión, 

peculado,  o  cualquiera  de  los  del itos  t ipif icados  en  el  Código  Penal 

cuya pena exceda más de un año. 

Se  deberá  tomaren  en  cuenta  si  para  la  ejecución  de  las  conductas 

descritas  se realicen operaciones de cambio o de comercio exterior,  se 
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introduzcan  i l íc i tamente  mercancías  al  territorio  aduanero  nacional  o 

se  celebren  actos  o  negocios  jurídicos  con  el  Estado  o  con  personas 

sujetas  a  la  inspecc ión,  v ig i lancia  o  control  de  las  Superintendencia  de 

Bancos,  de  las  Casas  de  Valores,  de  la  Superintendencia  de 

Compañías.  

Si  quien  comete  cualquiera  de  estas  conductas  delict ivas  es 

importador  o  exportador  de  bienes  o  servicios,  o  es  director, 

administrador,  representante  legal .  Gerente  de  Aduanas  u  otro 

funcionario  de  una  entidad  sujeta  a  la  inspección,  es  accionista  o 

asociado  de  estas  entidades.  Es  importante  destacar  que,  para  el 

combate  de  este  del ito  se  crea  una  Unidad  de  Intel igencia  Financiera, 

con  una  característ ica  específ ica,  ser  TÉCNICA  y  con  sede  en  la 

capital  de  la  República  pero  que  t iene  que  ser  independiente  de  toda 

contaminación  pol ít ica  o  de  intereses  personales,  porque  de  suceder 

aquello,  se  volvería  inocua  y  s in  ningún  valor,  se  volvería  a  tener  lo 

que  en  la  Ley  de  sustancias  Estupefacientes  y  Psicotrópicas  se  creo  y 

se  denominé  la  Unidad  de  Procesamiento  de  Información  Reservada 

(UPJR),  que  lo  único  que  se  obtuvo  fue,  recoger  toda  la  información 

que  recibía  de  parte  de  las  entidades  controladas,  pero  que  nunca 

puso  en  conocimiento  de  las  Autoridades  judiciales,  pol iciales  o  del 

Ministerio Público. 

Para su funcionamiento,  se crea un Consejo Consult ivo,  el  mismo que 

debe  estar  integrado  por  todas  las  autoridades  que  constan  en  el 

proyecto  de  ley,  ya  que  se  trata  de  buscar  un  órgano  técnico  y  con  la 

f irmeza  necesaria  para  trabajar  y  combatir  este  t ipo  de  deli tos, 

s iempre a la cabeza el  Ministerio Público,  quien impondrá un ri tmo de 
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trabajo  y  buscará  la  mejor  forma  de  obtener  los  medios  económicos 

técnicos  y  profesionales  para  un  mejor  desarrollo,  que  redundará  al 

f inal,  en  beneficio  de  toda  la  colectividad  y  de  la  economía  nacional. 

Se  deberá  en  lo  posible,  que  la  IF,  por  ser  un  ente  autónomo  y 

técnico,  esté  dotada  de  todas  las  facultades  necesarias  para  real izar  su 

trabajo,  conforme  consta  en  el  provecto  de  lev,  para  obtener  la 

información  que  requiera  de  las  entidades  públ icas,  privadas  y  de  las 

personas naturales  obligadas a cumplir  con esta  obl igación,  pero en lo 

posible  quitarle  un  trabajo  que  no  le  corresponde,  tal  el  caso,  de  ser 

administrador de  los  bienes que se incauten o se decomisen,  para esta 

actividad,  se deberá  contar con un departamento especial izado para el 

manejo  de  estos  bienes.  En  cuanto  a  las  medidas  cautelares,  se  debe 

tomar cuenta la  sugerencia  que se hace al  proyecto de ley,  en cuanto a 

que  el  Ministerio  Público  solicite  las  medidas  cautelares  a  los  jueces 

penales,  quienes  también  lo  podrá  hacer  de  oficio,  como  también 

sol ici tar  el  levantamiento  de  tales  medidas,  cuando  existan 

fundamentos  jurídicos  para  el lo.  De  conformidad  a  la  definición  del 

“Lavado  de  Activos”,  se  debe  establecer  con  claridad  cuáles  son  las 

actividades  sujetas  a  control,  las  personas  jurídicas  o  naturales  que 

están  obligadas  a  registrar  e  informar  sobre  estas  actividades,  pero, 

que  deben  ser  sobre  operaciones  inusuales  o  sobre  operaciones 

sospechosas;  pero  para  el lo,  se  deberá  establecer  como  di je 

anteriormente,  la  cuantía  o  base  económica,  sobre  la  cual  se  deberá 

informar.  

En relación  a  la  Cooperación Internacional  recíproca,  se  deberá  tener 

en  cuenta  que no es  la  Unidad de Inteligencia  Financiera  la  encargada 

de  realiza  peticiones  de  cooperación  jurídica,  ya  que  su  trabajo 

135



específ ico  en  relación a  este  punto,  es  el  de  intercambiar  información 

con  las  insti tuciones  homólogas  de  los  demás  Estados,  bajo  los 

principios  de  reciprocidad  y  confidencial idad  puesto  que,  tales 

peticiones  y  según  nuestro  régimen  legal ,  son  la  Fiscal ía  a  través  del 

Ministerio de Relaciones Exteriores o de la Corte Suprema de Justicia, 

las que realizan tales peticiones.  

Veo  con  gran  asombro  pero  a  la  vez  con  satisfacción,  que  en  este 

proyecto  de  1ey  se  considere  los  procedimientos  especiales  de 

investigación,  que  son  concordantes  con  la  Convención  de  Viena  de 

1988,  esto  es,  la  creación  jurídica  de  dos  figuras  que  son 

esencialmente  necesarias  para  el  combate  de  estos  del itos 

transnacionales:  Las Entregas 

Vigiladas  y  los  Agentes  Encubiertos.  Para  el lo,  será  necesario 

establecer con claridad las  reglas de juego en relación a quienes deben 

autorizar,  conocer  y  determinar  el  trabajo;  por  lo  que  creo,  que  el 

art iculado  es  muy  bien  recogido,  pero  como  dice  el  comentario  de  la 

CICAD,  la  autorización  le  da  únicamente  el  Fiscal ,  quizá  en  forma 

administrat iva,  se  haga  conocer  para  tener  un  mejor  apoyo de  trabajo 

a los Jefes Policiales.  

Para poder trabajar bajo estas f iguras, los agentes encubiertos deberán 

estar  acreditados  al  Ministerio  Público,  pero  evitando  en  lo  posible, 

que  los  mismos  trabajen  y  se  encuadren  a  los  principios 

constitucionales y legales que nos rigen.  

Todos  estos  conceptos  han  sido  debidamente  analizados  y  plasmados 

en  este  proyecto  de  ley  de  Lavado  de  Activos,  pero  a  la  vez,  se 
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deberán  tomar  en  consideración  las  recomendaciones  que  han 

presentado la  CICAD-OEA,  lo  que  ayudará  a  un  mejor  entendimiento 

de  las  reglas  en  las  cuales  queremos  que  funcione  la  Unidad  de 

Intel igencia  Financiera,  con  la  ayuda  del  Ministerio  Público,  los 

agentes de pol icía y la Función Judicial .  

Hay  que  establecer  s i  es  posible  real izar  la  EXTRADICIÓN  o  s i  es 

contraria  esta  f igura  con  la  Constitución  de  la  República;  Sobre  la 

CONFISCACIÓN  de  bienes,  s i  esta  figura  no  contraviene  los 

principios  constitucionales;  o  se  deben  mantener  las  figuras  de  la 

INCAUTACLON  y  posteriormente  a  través  de  una  sentencia 

condenatoria,  el DECOMISO .  

En  relación  a  la  carga  de  la  Prueba.-  Se  considera  o  no,  la  obl igación 

de establecer la  INVERSIÓN DE LA CARGA DE LA PRUEBA .  En 

virtud  a  la  Convención  de  Viena  de  1988  aprobada  y  rat if icada  por 

nuestro  país ,  se  ha  invertido  la  carga  de  la  prueba  respecto,  sobre 

todo del  origen  l íci to  del  supuesto  producto  u  otros  bienes,  sujetos  a 

decomiso.  Esto  estaría  en  contra  del  Pacto Internacional  de  Derechos 

Humanos,  en  cuanto  a  que  “toda  persona  acusada  de  un  del ito  t iene 

derecho  a  que  se  presuma  su  inocencia  mientras  no  se  pruebe  su 

culpabil idad  conforme  a  la  ley’ ;  principio  que  es  recogido  en  nuestra 

Constitución  Polí t ica  del  Estado.  La  inversión  de  la  carga  de  prueba 

en  materia  penal  sería  imposible,  porque  nuestra  Constitución  lo 

prohíbe,  pero  si  es  posible  en  el  campo  civi l ,  ya  que  se  lo  uti l izaría 

para  realizar  el  decomiso  de  algún  bien  que  se  sospeche  proviene  de 

algún  i l íc i to,  ya  que  las  partes  deberán  probar  lo  alegado  para  sacar 

avante sus pretensiones contenciosas.  
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En  cuanto  a  la  autonomía  e  independencia  de  las  autoridades 

judiciales  para  conocer  de  la  INVESTIGACIÓN  y  posterior 

JUZGAMIENTO  de los deli tos; 

Quizá  sea  necesario  considerar  en  este  proyecto  de  ley,  un  art iculado 

que  trate  sobre  el  INCREMENTO  PATRIMONIAL  NO 
JUSTIFICADO  DE  PARTICULARES ,  y  no  únicamente  como  se 

encuentra  establecido  en  nuestro  Código  Penal ,  que  se  considera  el 

enriquecimiento i l íc i to para los funcionarios o empleados públicos. 

Los  l lamados,  del itos  económicos,  y  más  concretamente,  contra  el 

“orden  económico”,  garantizan  la  organización  que  el  Estado 

intervencionista  de  hoy  establece,  para  que  la  sociedad  alcance  los 

f ines  que  le  son  propios.  Por  eso  se  marca  el  acento  en  la  expresión 

“orden”.  De  manera  que,  todo  lo  que  t ienda  a  perturbar  o  romper 

dicho  sistema  u  “orden”,  debe  sufrir  la  sanción  correspondiente.  En 

protección de ese orden como es lógico, resalta el  

interés  público,  por  sobre  el  individual  o  particular  de  los  banqueros, 

comerciantes,  industriales,  agricultores,  ganaderos,  etc. ,  los  que 

también resultan garantizados de manera refleja o mediata”. 

JUAN  ANTONIO  MARTOS  NÚÑEZ ,  sostiene  que  el  del ito 

económico  ataca  las  normas  jurídico-penales  que  protegen  el  orden 

público  económico,  s in  perjuicio  do  los  intereses  patrimoniales  que 

puedan  afectar,  concluyendo  que,  indefectiblemente  en  este  i l íc ito  el 

bien  jurídico  que  se  garantiza  es  el  orden  público  económico.. 

Expresando:  “En  resumen,  el  interés  estatal  en  la  integridad  y 

mantenimiento  del  orden  económico  constituye  el  bien  jurídico 
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protegido  técnicamente  en  el  Derecho  Penal  económico,  puesto  que 

entiende  como  orden  público  económico  “el  interés  estatal  en  la 

integridad  y  mantenimiento  de  la  organización  económica 

constitucional”. 

En  este  caso,  tenemos  que  “el  orden  público  económico”  es  el  bien 

jurídico que se  protege  en  los  comportamientos  que  lesionan o ponen 

en peligro el  planeamiento  económico de un país ,  puesto que un buen 

funcionamiento  del  s istema  bancario  y  f inanciero  es  uno  de  los 

requisi tos  fundamentales  para  el  exitoso  desenvolvimiento  de  la 

economía de un país .  

EDUARDO A.  FABIAN CAPARROS ,  ha  precisado:  “En especial ,  el 

blanqueo genera  un cl ima de incertidumbre entre el  públ ico que afecta 

gravemente  la  estabi l idad que requiere el  mercado de capitales  para  su 

adecuado  funcionamiento,  pudiendo  l legar  a  someterlo  al  descrédito 

internacional.  No  obstante,  s i  fuera  preciso  determinar  el  efecto  más 

nocivo  que  causan  los  procesos  de  reciclaje  sobre  el  orden  socio-

económico,  habría  que referirse  a  los  enormes perjuicios que,  ya en la 

fase  de  integración,  pueden  generar  sobre  el  régimen de  l ibre 

competencia.  En  efecto,  aquel los  productores  que  actúen  dentro  del 

tráf ico  honesto  se  ven  obl igados  a  concurrir  con  otros  agentes  que 

pueden actuar fuera de toda racionalidad económica por lo que se ven 

marginados,  y  en últ ima instancia  expulsados  del  tráf ico legal,  área  en 

la  que  la  empresa  al imentada  con  capitales  i l íc itos  t iende  a 

constituirse en monopolios”.  
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CONCLUSIONES

Con  fundamento  en  las  anteriores  consideraciones  est imo  que 

conforme  a  la  actual  redacción  del  Art.  77  de  la  Ley  de  sustancias 

estupefacientes,  no  puede  ser  sancionado  como  autor  de 

RECEPTACION  la  persona  que  haya  tomado  parte  (como  autor 

individual  o  como  copartícipe)  en  la  comisión  del  del ito  principal, 

entendido és te  como aquél del  que provienen los dineros u objetos que 

son materia de la RECEPTACION.  

Si  por  razones  de  pol ít ica  criminal  se  desea  reprimir  de  una  manera 

mas  severa  a  quienes  habiendo  cometido  del itos  de  narcotráfico 

efectúan  maniobras  tendientes  a  legal izar  los  dineros  i l íc itamente 

obtenidos, sería recomendable tener en cuenta dos aspectos:

El  primero  de  los  dos,  consiste  en  no  recurrir  a  la  modif icación  de  la 

norma  general  sobre  RECEPTACION ,  porque  el lo  conduciría  a 

agravar  de  manera  injustif icable  la  punibi l idad  de  los  autores  de 

del itos  diversos  a  los  de  narcotráfico,  como  ocurría  con  quien  ha 

hurtado  un  electrodoméstico  y  lo  oculta  para  no  ser  descubierto,  o 

con  quien  habiendo hurtado un reloj  procede a  venderlo  para  obtener 

el  apetecido  provecho  económico;  en  casos  como  los  aquí 

ejemplificados,  resultaría  desproporcionado  penar a  estas  personas  no 

sólo  como  autores  de  un  del ito  de  hurto  sino,  adicionalmente,  corno 

responsables  de  un  deli to  de  RECEPTACION .  Por  consiguiente,  s i 

lo  que  se  pretende es  sancionar  de  manera  mas  ejemplar  a  los  autores 

de  deli tos  como el  narcotráfico,  debe pensarse  en la  redacción de una 
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norma  que  específ icamente  recoja  los  casos  de  RECEPTACION 
sobre bienes procedentes de esos deli tos. 

El segundo aspecto que debe tenerse en cuenta es que esa f inal idad de 

sancionar  mas  severamente  a  los  autores  del  del ito  de  narcotráfico 

que ejecutan  maniobras  de  legal ización  de  bienes  o  dineros  obtenidos 

por esa i l íc ita  vía,  no  puede conseguirse  a  través del  Art.  77  de  la  Ley 

en  referencia,  el  cual  no  admite  una  interpretación  diversa  de  la  que 

ha  conferido  la  doctrina  nacional ,  en  consonancia  con  legis laciones  y 

doctrinas  extranjeras  de  ahí  que se  hace  menester,  para  sancionar  a  la 

misma  persona  que  comete  el  del ito  de  narcotráfico  y  adicionalmente 

por el  de  RECEPTACION  de los  bienes procedentes  de  aquel  deli to, 

redactar una nueva norma que de manera expresa recoja ese especif ico 

comportan lento.

Sobre  la  imposibil idad  de  interpretar  esta  norma,  debe  destacase  que 

de  acuerdo  a  la  redacción  actual  del  Art.  77  de  la  Ley  de  Sustancies 

Estupefacientes  se  l lega  a  soluciones  injustas  en  materia  de  deli tos 

contra  el  patrimonio  económico,  debido  a  la  dureza  de  las  sanciones 

al l í  previstas.  En  real idad,  con  la  actual  legis lación  resultan 

favorecidos  los  autores  de  los  deli tos  contra  la  propiedad  frente  a  los 

receptadores,  pues  mientras  el  autor  de  hurto  recibe  una  pena 

determinada,  la  persona  que  adquiere  el  bien  producto  de  ese  hurto 

queda  sometida  a  una  sanción  diferente.  De  ahí  que  es  necesario 

dividir  esta  modal idad  básica  del  del ito  de  RECEPTACION  en  dos 

normas:  RECETACION  propiamente  dicha  y,  la  que  estaría  referida 

a los deli tos de enriquecimiento i l íc ito, extorsión, secuestro extorsivo, 

141



los  relat ivos  con  el  tráfico  de  sustancias  estupefacientes  o 

psicotrópicas, que se denominaría “LAVADO  DE  ACTIVOS”. 

En  todo caso,  el  proyecto  de  ley  de  Lavado de  Activos,  da  una  visión 

diferente  a  lo  que  se  establece  en  la  disposición  legal  anteriormente 

invocada,  puesto  que,  se  deberá  tomar  en  consideración  que  unos  de 

los  verbos  rectores  que  ha  sido  dif íci l  y  casi  imposible  probar,  es  el 

“A  SABIENDAS”,  de  ahí  que  considero  que  se  debería  establecer  la 

redacción  que  contiene  el  proyecto,  y  no  la  trascripción  de  los 

elementos  fácticos  que  este  deli to  mantiene  en  las  reformas  que  se 

pretende  incorporar  al  Código  Penal ,  en  la  cual  se  mantiene  esta 

expresión.

Dr. Jorge Cadena Chávez FISCAL DEL DISTRITO DE PICHINCHA 

UNIDAD ANTINARCÓTICOS
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P E R U

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Ley Penal contra el  Lavado de Activos: DECRETO LEY Nº 27765

Código de Procedimientos Penales:  207° y s iguientes

Regula  el  proceso  de  trámite  ordinario,  con  sus  respectivas 

modificatorias,  s iendo  la  más  reciente  el  Decreto  Legislat ivo  N°  959 

del  17 de Agosto de 2004.
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TIPIFICACION PENAL

LEY Nº 27765
27-JUNIO-2002

LEY PENAL CONTRA EL LAVADO DE ACTIVOS

Art. 1  Actos de Conversión y Transferencia

El  que  convierte  o  trans f ier e  dinero ,  b ienes ,  e f e c tos  o  gananc ias  cuyo  origen  

i l í c i to  conoce  o  puede  presumir ,  con la  f inal idad de  ev i tar  la ident i f i cac ión de  su  

origen ,  su  incautac ión  o  decomiso,  será  r epr imido  con  pena  privat iva  de  la  

l ibertad  no  menor  de  ocho  ni  mayor  de  quince  años  y  con  c iento  ve inte  a  

tr esc i entos  c incuenta días multa .

Art. 2 Actos de Ocultamiento y Tenencia

El  que  adquiere ,  ut i l iza,  guarda,  custodia ,  r e c ibe ,  o cul ta  o  mantiene  en  su  

poder  dinero ,  b ienes ,  e f e c tos  o  gananc ias ,  cuyo  origen  i l í c i to  conoce  o  puede  

presumir,  con  la  f inal idad  de  ev i tar  la  ident i f i cac ión  de  su  or igen,  su  

incautac ión  o  decomiso,  será  reprimido  con  pena  privat iva  de  la  l iber tad  no  

menor  de  ocho  ni  mayor  de  quince  años  y  con  c iento  ve inte  a  tresc ientos  

c incuenta días multa .

Art. 3  Formas Agravadas
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La pena será  pr ivat iva  de  la  l iber tad  no  menor  de  di ez  n i  mayor  de  ve inte  años  

y tr es c i entos  sesenta y c inco  a se te c ientos  tre inta días multa ,  cuando:

a)  El  agente  ut i l i ce  o  se  s irva de  su condi c ión de  func ionario  públ ico  o  de agente  

de l  se c tor  inmobil iario ,  f inanc iero ,  bancario o  bursát i l .

b)  El  agente  comete  e l  de l i to  en  ca l idad  de  integrante  de  una  organizac ión 

cr iminal .

La  pena  será  privat iva  de  la  l iber tad  no  menor  de  ve in t ic inco  años  cuando  los  

ac tos  de  convers ión  o  trans ferenc ia  se  re lac ionen  con  dinero ,  bi enes ,  e f e c tos  o  

gananc ias  provenientes  de l  trá f i co  i l í c i to  de  drogas ,  e l  t er ror ismo  o  

narco terrorismo.

La  pena  será  privat iva  de  la  l iber tad  no  menor  de  ve in t ic inco  años  cuando  los  

ac tos  de  convers ión  o  trans ferenc ia  se  re lac ionen  con  dinero ,  bi enes ,  e f e c tos  o  

gananc ias provenientes  de l  trá f i co i l í c i to de drogas o ter ror ismo.

Art. 4  Omisión de Comunicación de Operaciones o 
Transacciones Sospechosas

El  que  incumpli endo  sus  obl igaciones  funcional es  o  pro fes ionales ,  omite  

comunicar  a  la  autoridad  competente ,  las  transacc iones  u  operac iones  

sospechosas  que  hubier e  dete c tado,  según las  l eyes  y  normas reg lamentarias ,  será  

r epr imido  con  pena  privat iva  de  la  l ibertad  no  menor  de  tr es  ni  mayor  de  se is  

años ,  con  c iento  ve inte  a  dosc ientos  c incuenta  días  multa ,  e  inhabil i tac ión  no  

mayor  de  se is  años ,  de  conformidad  con  los  inc isos  1) ,  2)  y  4)  de l  Artículo  36  

de l  Código Penal .

145



Art. 5.  Reglas de Investigación

Para  la  inves t igación  de  los  de l i tos  previ s tos  en  es ta  ley ,  se  podrá  levantar  e l  

se c re to  bancario ,  la  reserva  tr ibutaria  y  la  reserva  bursát i l ,  por  di spos i c ión  de  

la  autor idad  judic ia l  o  a  so l i c i tud  de l  Fisca l  de  la  Nación .  La  in formac ión 

obtenida en es tos  casos só lo  será ut i l izada en re lac ión con la inves t i gac ión de los  

hechos que la motivaron.

Art. 6 Disposición Común

El origen  i l í c i to  que  conoce  o  puede  presumir  e l  agente  de l  de l i to  podrá  infer i rse  

de los  indi c ios  concurrentes  en cada caso .

El  conoc imiento  de l  or igen  i l í c i to  que  debe  conocer  o  presumir  e l  agente  de  los  

de l i tos  que  contempla  la  presente  l ey ,  corresponde  a  conductas  punibles  en  la  

l egi s lac ión  penal  como  e l  tráf i co  i l í c i to  de  drogas ;  de l i tos  contra  la  

adminis trac ión  públ i ca ;  se cues tro;  proxenet ismo;  trá f i co  de  menores ;  

de fraudac ión  tr ibutar ia ;  de l i tos  aduaneros  u  otros  s imilares  que  generen  

gananc ias  i l ega les ,  con  excepc ión  de  los  ac tos  contemplados  en  e l  Artí cu lo  194  

de l  Código Penal .

En  los  de l i tos  mater ia  de  la  presente  l ey ,  no  es  necesario  que  las  act iv idades  

i l í c i tas  que  produjeron  e l  dinero ,  los  b ienes ,  e f e c tos  o  gananc ias ,  se  encuentren  

somet idas  a  inves t igación,  proceso  judi c ial  o  hayan  s ido  obje to  de  sentencia  

condenatoria.

Art. 7  Prohibición de beneficios penitenciarios
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Los  sentenc iados  por  e l  de l i to  previ s to  en  e l  úl t imo  párrafo  de l  ar t í culo  3  de  la  

presente  Ley  no  podrán  acoger se  a  los  bene f i c ios  peni tenc iarios  de  redenc ión  de  

la pena por  e l  t rabajo  y la educac ión,  semi l ibertad y l iberac ión condi c ional .

Art. 8  Norma Derogatoria

Deróganse los  Artículos  296-A y 296-B de l  Código Penal .

INTERPRETACIONES JURISPRUDENCIALES

Al  tratarse  de  un  del ito  de  reciente  publ icación,  no  se  ha  publicado 

hasta la fecha la jurisprudencia correspondiente.

BLANQUEO DE DINERO  COMENTARIOS

En  el  Perú  existen  muchos  inconvenientes  para  el  efectivo  control  e 

investigación  del  deli to  de  lavado  de  dinero.  Entre  los  principales  se 

pueden mencionar:

El  Secreto  Bancario  . -  esta  insti tución  prohíbe  a  los  intermediarios 

f inancieros  proporcionar  información  a  terceras  personas  sobre  las 

operaciones  que  realicen  sus  cl ientes  sin  la  autorización  de  éstos.  Su 

levantamiento  es  engorroso  y  sólo  lo  puede  hacer  el  Fiscal  de  la 

Nación,  el  Juez o una Comisión del  Congreso,  pero para el lo  debe ser 

sol ici tado previa  fundamentación.  EL Fiscal  de  la  Nación lo  sol ici ta  a 

la  Superintendencia  de  Banca  y  Seguros  (SBS).  El  superintendente,  a 

su  vez,  dará  la  orden  de  levantamiento  a  los  bancos.  Este  trámite 
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demora  entre  15  días  y  un  mes,  lo  que  implica  el  r iesgo  de  que  los 

capitales pueden desaparecer.

La  Reserva  Tributaria  . -  La  SUNAT  exige  muchos  trámites 

burocráticos parta brindar información.

Reserva  Bursáti l  . -  Las  sol ici tudes  de  información  a  la  Bolsa  de 

Valores  carecen  de  respuesta  efectiva  y  provechosa  para  la 

investigación.

Reserva  de  las  Telecomunicaciones  . -  El  levantamiento  de  esta  reserva 

debe  ser  sol ici tada  al  Juez,  debidamente  fundamentada,  para  que  la 

compañía telefónica pueda proporcionar la información.

A  todas  estas  dificultades  se  suman  las  que  existen  a  nivel  mundial 

para  la  efectiva  prevención  o  represión  del  lavado  de  dinero.  Entre 

éstas se ubican:

Los  últ imos  avances  de  la  tecnología  han  permitido  que  la  banca 

mejore los servicios que ofrece a su cl ientela,  pero,  a la vez,  posibi l i ta 

a  la  transferencia  electrónica  de fondos entre  bancos,  lo  cual  dif iculta 

a  los  intermediarios  f inancieros  la  apl icación  de  sus  mecanismos  y 

procedimientos  de  seguridad  para  prevenir  que  sean  usados  en 

operaciones i l íc itas .

A  nivel  mundial ,  son  miles  las  operaciones  que  real izan  los  bancos 

entre  s í ,  operando  en  dist intas  formas  el  dinero  de  sus  cl ientes.  Por 

el lo  resulta  prácticamente  imposible  para  las  autoridades  determinar 

cuántas  de  ellas  puedan  esconder  i l íc i tas  actividades  pues  carecen  del 
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suficiente  personal  capacitado  para  rastrear  todas  y  cada  una  de  las 

operaciones que se real izan.

Por  un  lado,  a  nivel  mundial  se  plantea  que  debe  reprimirse  el  lavado 

de  dinero  implementando  una  serie  de  medidas  para  ese  efecto.  Pero, 

por  otro  lado,  los  intereses  de  las  grandes  empresas  multinacionales 

en  una  l ibre  circulación  irrestricta  de  capital  a  nivel  internacional 

impide en la práctica la persecución de los narcodólares.

En  algunos  países  aún  se  detecta  una  subrepticia  interferencia  de  las 

polí t icas  económicas  y  f inancieras  sobre  los  mecanismos  de 

prevención  e  investigación  del  lavado  de  dinero,  part icularmente  a 

través  de  la  l iberalización  de  los  mercados  informales  de  intercambio 

de  divisas  o  de  la  promoción  indiscriminada  de  la  repatriación  de 

capitales.
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A N E X O  V

R E C U P E R A C I Ó N  D E  A C T I V O S
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B O L I V I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA.

Código Penal

TIPIFICACION PENAL

Art. 71 (Decomiso) 

La  comis ión  de  un  de l i to  l l eva  apare jada  la  perdida  de  los  instrumentos ,  con 

que  se  hubier e  e j e cutado  y  de  los  e f e c tos  que  de  e l  provini eren,  l os  cuales  serán  

decomisados ,  a  menos  que  pertenec ieran  a  un  terc ero  no  r esponsable ,  quien  

podrá  recobrar los ,  los  instrumentos  decomisados ,  podrán  ser  v endidos  en  públ ica 

subasta  s i  fueren  de  l i c i to  comerc io ,  para  cubrir  la  responsabi l idad  c iv i l ,  en  

casos  de  insolv encia ;  s i  no  lo  fueren,  se  des truirán  o  inut i l izaran,  también  

podrán pasar eventualmente  a propiedad de l  Estado.

Art. 71 bis (Decomiso de recursos y bienes) 

En  los  casos  de  gananc ias  i l í c i tas  provenientes  de  los  de l i tos  señalados  en  e l  

mencionado  art í cu lo  185  bis ,  se  di spondrá  e l  decomiso:  e  l os  re cursos  y  bienes  

provenientes  direc ta  o  indirec tamente  de  la  l eg i t imación  de  ganancias  i l í c i tas ,  

as í  no  pertenezcan  al  condenado  a  menos  que  e l  propie tario  demuestr e   que  los  
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ha  adquir ido  pagando  su  justo  prec io  o  a  cambio  de  pres tac iones  

correspondientes  a  su  valor ;   en  e l  caso  de  donac iones  y  trans f erenc ias  a  t i tulo  

gratui to,  e l  donatario  o  bene f i c iario  deberá  probar  su  part i c ipac ión  de  buena  fe  

y  e l  desconoc imiento de l  or igen i l í c i to de los  b ienes  r ecursos o  derechos .  

Cuando  los  re cursos  procedentes  d irec ta   o  indirec tamente  de l  de l i to  se  fus ionen  

con  un  bien  adquir ido  leg í t imamente ,  e l  decomiso  de  ese  bi en  solo  se  ordenara 

hasta  e l  va lor  es t imado  por  e l  Juez  o  Tribunal ,  de  los  re cursos  que  se  hayan  

unido a é l .

 El  decomiso  se  d ispondrá  con  la  intervención  de  un  notario  de  Fe  Públ ica ,  

quien  procederá  al  inventar io  de  los  b ienes   con  todos  los  deta l l es  necesarios  

para poder ident i f i car los  y  lo ca l izarlos .

Cuando  los  bi enes  conf i s cados  no  puedan  presentarse ,  se  podra  ordenar  la  

con f is cación de su valor .

Será  nulo  todo  ac to  rea l izado  a  t í tulo  oneroso  o  gratu ito  direc tamente  o  por  

persona  interpuesta  o  por  cualquier  medio  indir ec to ,  que  tenga  por  f inal idad  

ocu l tar bienes  a las medidas de decomiso que pudieran ser  ob je to.

Los  recursos  y  bienes  decomisados  pasaran  a  propiedad  de l  Estado  y  

cont inuaran  gravados  por  los  Derechos  Reales  l í c i tamente  const i tuidos  sobre  

e l los  en bene f i c io  de  terceros ,  hasta e l  va lor  de ta les  derechos .  Su adminis tración  

y des t ino se  determinara mediante  reg lamente .
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LA LEY DEL REGIMEN DE LA COCA Y SUSTANCIAS 
CONTROLADAS PREVÉ

Art. 71 
(Confiscación de bienes) Además de las sanciones establecidas 
en los Arts. Anteriores( Ley 1.008),  se impondrán las siguientes:

a)  La  Conf is cac ión  a  favor  de l  Estado  de  las  t ierras  donde  se  fabriquen  

sustancias  contro ladas ,  y  cul t iven  plantas  espec i f i cadas  y  prohibidas  en  la  

presente  l ey .  Las t i erras Fiscal es  dadas por dotac ión se  rever t irán al  Estado.

La  conf i s cac ión  a  favor  de l  Estado,  a  nombre  de l  CONSEJO  NACIONAL 

CONTRA EL USO INDEBIDO Y  TRAFICO ILICITO DE DROGAS, 

de  inmuebl es ,  muebl es ,  enseres ,  armas,  d ineros  y  valores ,  medios  d  transporte ,  

equipos ,  mater ias  primas  y  laboratorios  y  cualquier  medio  que  haya  serv ido  

para  e laborar,  procesar ,  fabri car ,  tra f i car  y  transportar  sustancias  controladas ;  

l os  av iones ,  av ionetas ,  he l i cópteros  y  mater ia l  de  vue lo  a  favor  de  la  fuerza  

aérea  de  Bol iv ia  y  las  embarcaciones  f luvia les ,  lacustres  y  mater ial  de  

navegac ión  a  favor  de  la  armada  Bol iv iana,  la  incautac ión  de  bi enes  inmuebles  

c i tados  en  los  inc isos  a  y  b  de l  presente  art i cu lo  ,  procederán  contra  e l  

propie tario  cuando  és te  haya  tomado  parte  de l  de l i to  o  conoc ido  su  comis ión  no  

lo hubiere  denunc iado.

Los  bi enes  conf i s cados  se  des t inaran  pre fer entemente  a programas de  prevenc ión,  

educación,  sa lud  y  la  creac ión  de  centros  de  rehabil i tac ión,  independientemente  

de los  fondos des t inados a la construc c ión de peni tenciarias señaladas por l ey .
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C O L O M B I A

LEYES  Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Nuestro  Legislación  Procesal  Penal  al   respecto,  podemos  considerar 

que regula  dos aspectos:  el  primero hace relación a las  medidas que se 

real izan dentro del  proceso penal ,  así  tenemos el  embargo y  secuestro 

de  bienes;  la  prohibición  de  enajenar  bienes  sujetos  a  registro  por 

parte del  s indicado y el comiso.

Un  segundo  aspecto,  se  ref iere  a  una  Institución  directa  relacionada 

con  el  derecho  de  propiedad  como  es  la  acción  pública  de  extinción 

de dominio. 

TIPIFICACION PENAL

EMBARGO Y SECUESTRO DE BIENES

Esta medida t iene por fin  garantizar  el  pago de la  indemnización y las 

multas,  que  establezca  el  fal lador  por  la  ocurrencia  de  un  deli to. 

Pretende  que  la  acción  civi l  que  se  ejerce  dentro  del  proceso  penal , 

no se nugatoria.
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Por  medio  de  esta  medida  se  sustrae  del  comercio  los  bienes  del 

procesado,  para  que  no  puedan  enajenarse,  ni  gravarse,  mientras  se 

adelanta  el  proceso  penal ,  encontrando  su  regulación  en  el  artículo 
60  del  Código  de  Procedimiento  Penal ,  debiéndose  remitir 

necesariamente,  a  la legislación procesal  civil ,  en aquellos aspectos no 

contemplados.

COMENTARIO

Con la vigencia del nuevo Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 

2.004),  las  medidas  cautelares  las  decretará  el  Juez  de  Control  de 

garantías a  petición del  Fiscal  o de las Víctimas directas,  a part ir  de la 

audiencia de formulación de la imputación o con posterioridad a el la .

También  se  prevé  la  apertura   del  incidente  de  reparación  integral , 

una  vez  emitido  el  sentido  del  fal lo  por  parte  del  Juez  de 

conocimiento,  que  declara  la  responsabi l idad  penal  del  acusado,  para 

determinar los daños y perjuicios causados con la conducta criminal.

PROHIBICION DE ENAJENAR

Se  encuentra  regulada  en  el  art ículo  62  del  Estatuto  Procesal  Penal , 

estableciendo  que  el  s indicado  dentro  del  proceso  penal  no  podrá 

enajenar  sus  bienes  sujetos  a  registro  durante  el  año  siguiente  a  su 

vinculación,  a  menos  que  esté  garantizada  la  indemnización  de 

perjuicios   o  se  hubiere  producido  pronunciamiento  de  fondo  sobre 

su  inocencia.  Esta  obl igación deberá  ser  impuesta  expresamente  en  la 

di l igencia de indagatoria.
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COMENTARIO

Con  la  vigencia  del  Nuevo  Código  de  Procedimiento  Penal  (Ley  906 

de  2.004),  la  prohibición  de  enajenar  se  impone  a  partir  de  la 

audiencia  de  formulación  de  imputación,  por  parte  del  Juez  de 

Control  de Garantías.

COMISO

Se  encuentra  regulada  en  el  art ículo  100  del  Código  penal  y  se 

complementa  con  el  art ículo  67  del  Código  de  Procedimiento  Penal. 

El  comiso es  una f igura dist inta  al  embargo y secuestro de bienes y se 

apl ica  a  los  instrumentos  y  efectos  con  los  cuales  se  cometa  la 

conducta punible o que provengan de su ejecución.

Para  su  aplicación  se  dist inguen  los  elementos  o  instrumentos  que 

provienen de la ejecución del deli to o con los cuales se cometa que no 

t iene l ibre comercio y los que sí están dentro del  comercio l íci to.

En el  primer  caso,  los  bienes  que  no t ienen l ibre  comercio,  pasarán  a 

poder  del  Estado,  más  concretamente  de  la  Fiscal ía  General  de  la 

Nación o de  la  entidad que esta  designe,  a  no ser  que la  Ley  disponga 

su  destrucción o  les  dé  una  destinación diferente,  como en  el  caso  de 

los  estupefacientes,  que  la  Ley  dispone  la  destrucción  de  sus 

precursores.

Distinto  tratamiento  se  da  a  los  elementos  que  no  se  deben  destruir 

como es el  caso de las armas de uso exclusivo de las fuerzas mili tares, 

que  están  fuera  del  comercio.  Cuando  con  el las  se  comete  un  del ito, 
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pasan  a  poder  del  Estado  por  disposición  del  Juez  que  tenga  el 

conocimiento del  proceso.

El  comiso  como  medida  preventiva,  se  aplicará  a  los  bienes  o 

instrumentos  en  los  del itos  dolosos,  cuando  tiene  l ibre  comercio, 

pertenecen  al  responsable  penal  y  han  sido  uti l izados  para  la 

real ización de la conducta punible o provengan de su ejecución.

En  los  deli tos  culposos,  los  vehículos  automotores,  naves,  aeronaves, 

cualquier  unidad  montada  sobre  ruedas  y  los  demás  objetos  que 

tengan  l ibre  comercio,  se  someterán  a  los  exámenes  o  experticios 

técnicos  dentro  de  los  diez  días  hábi les  s iguientes  y  se  entregarán  en 

depósito  provisional  a  la  persona  que  acredite  ser  su  propietario  o 

tenedor  legít imo,  salvo  que se  haya  decretado su  embargo y  secuestro 

o que una norma especial disponga lo contrario.

COMENTARIO

Con la vigencia del nuevo Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 

2.004),  se  le  otorga  a  la  Fiscalía  General  de  la  Nación  ,  efectuar 

medidas cautelares sobre bienes susceptibles de comiso.

Se t iene como medidas materiales con el  f in de garantizar el  comiso la 

incautación  y  ocupación.  Como  medidas  jurídicas  la  suspensión  del 

poder disposit ivo.

Medidas  estas  que  necesariamente,  el  Fiscal  debe  comparecer  ante  el 

Juez de  Control  de  Garantías  para  que real ice  la  audiencia  de  revisión 

de legal idad sobre lo actuado.
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EXTINCION DE DOMINIO

Consagrada  en  el  art ículo  68  del  Código  de  Procedimiento  Penal ,  es 

un  acción  que  t iene  su  regulación  propia  en  la  Ley  793  de  2.002 y  es 

definida  como  la  pérdida  del  derecho  de  dominio  a  favor  del  Estado, 

s in  contraprestación  ni  compensación  de  naturaleza  alguna  para  su 

t i tular.  Se consagra como una acción eminentemente autónoma.

Dicha  acción  parte  sobre  el  supuesto  “que  no  merece  protección  un 

derecho  viciado  en  su  nacimiento,  que  en  verdad  no  ha  nacido  pero 

que  formalmente  se  considera  adquirido,  y  por  eso  debe 

desconocérsele  a  quién  así  lo  obtuvo  y  a  las  personas  que  por  acto 

entre  vivos  o  por  sucesión,  acrecen  con  ello  su  patrimonio  cuando 

conocen o debieron conocer el vicio que lo invalida”.

La  acción  de  Extinción  de  Dominio  es  de  “naturaleza  jurisdiccional, 

de  carácter  real  y  de  contenido  patrimonial ,  y  procederá  sobre 

cualquier  derecho  real,  principal  o  accesorio,  independientemente  de 

quien  los  tenga  en  su  poder,  o  los  haya  adquirido  y  sobre  los  bienes 

comprometidos.  Esta  acción  es  dist inta  e  independiente  de  cualquier 

otra  de  naturaleza  penal  que  se  haya  iniciado  simultáneamente  ,  o  de 

la  que  se  haya  desprendido,  o  en  la  que  tuviere  origen,  s in  perjuicio 

de los terceros de buena fe exentos de culpa.”

Su  fundamento  consti tucional  parte  de  los  art ículos  34,  en  donde  no 

se  puede  alegar  protección  constitucional  sobre  t í tulos  viciados  y  el 

art ículo  58,  debido  a  que  se  presenta  un  incumplimiento  a  la  función 

social de la propiedad.
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Las  causales,  para  la  extinción del  dominio  se  encuentras  previstas  en 

el  art ículo 2° de la Ley 793 de 2.002,  así :

Art. 2° Causales

“Se declara extinguido el dominio mediante sentencia judicial,  

cuando ocurriere cualquiera de los siguientes casos:

Cuando  exis ta  incr emento  patr imonial  in just i f i cado ,  en  cualquier  t iempo,  s in  

que se  expl ique e l  or igen l í c i to  de l  mismo.

El  bien  o  los  b ienes  de  que  se  trate  provengan  direc ta  o  indirec tamente  de  una 

ac t iv idad i l í c i ta .

Los  bi enes  de  que  se  trate  hayan s ido ut i l izados como medio  o  instrumento para  

la  comis ión  de  ac t iv idades  i l í c i tas ,  sean  des t inadas  a  és tas ,  o  correspondan  al  

ob je to de l  de l i to .

Los  bienes  o  recursos  de  que  se  trate  provengan  de  la  enajenación  o  permuta  de  

o tros  que  tengan  su  origen ,  d irec ta  o  indirec tamente ,  en  act iv idades  i l í c i tas ,  o  

que  hayan  s ido  des t inados  a  ac t iv idades  i l í c i tas  o  sean  produc to,  e f e c to ,  

instrumento u obje to de l  i l í c i to .

Los  bienes  o  recursos  de  que  se  trate  hubieren  s ido  a fe c tados  dentro  de  un  

proceso  penal  y  que  e l  or igen  de  tal es  bi enes ,  su  ut i l ización  o  des t inac ión  i l í c i ta  

no  hayan  s ido  obje to  de  inves t igación  o  habiéndolo  s ido,  no  se  hubiese  tomado  

sobre e l los  una dec i s ión de f init iva por cualquier causa.
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Los  derechos  de  que  se  trate  r e caigan  sobre  bi enes  de  procedencia  i l í c i ta ,  pero  

que  hayan  s ido  ut i l izados  o  des t inados  a  ocul tar  o  mezc lar  bi enes  de  i l í c i ta  

procedenc ia .

Se  exceptúa  de  lo  d ispuesto  en  e l  presente  numeral ,  exc lus ivamente ,  los  casos  de  

t í tulos  que  se  negoc ian  en  central es  de  depós i to  de  valores ,  debidamente  

acreditadas  ante  la  autor idad  competente ,  s iempre  y  cuando  los  in termediarios  

que  actúen  en  e l las ,  cumplan  con  las  obl igaciones  e  informar  operaciones  

sospechosas  en  mater ia  de  lavados  de  ac t ivos ,  de  conformidad  con  las  normas  

v igentes .

Cuando  en  cualquier  c ircunstanc ia  no  se  just i f ique  e l  or igen  de l  b i en  perseguido  

en e l  proceso.

PAR.1°  El  a fe c tado  deberá  probar  a  través  de  los  medios  idóneos ,  l os  

fundamentos de su opos i c ión.

PAR.2°  Las ac t iv idades i l í c i tas  a las que se  r e f ier e  e l  presente  art í culo son:

El de l i to de enriquec imiento  i l í c i to .

Las  conductas  comet idas ,  en  per ju ic io  de l  t esoro  públ i co ,  y  que  corr espondan  a  

los  de l i tos  de peculado,  in terés  i l í c i to en la ce l ebrac ión de contratos ,  de contratos  

c e l ebrados  s in  requis i tos  l ega les ,  emis ión  i l egal  de  moneda  o  de  e f e c tos  o  valores  

equiparados  a  moneda;  e j erc i c io  i l í c i to  de  ac t iv idades  monopol ís t i cas  o  de  

arbi tr io  rent í s t i co ;  hurto  sobre  e f e c tos  y  enseres  des t inados  a  seguridad y  de fensa  

nac ionales ;  de l i tos  contra  e l  patr imonio  que  r ecaigan  sobre  bi enes  de l  Estado;  

ut i l ización  indebida  de  información  pr iv i l eg iada;  ut i l izac ión  de  asuntos  

somet idos a sec re to  o reserva.
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Las que  impliquen  grave  deter ioro  de  la  moral .  Para los  f ines  de  es ta  norma,  se  

ent iende  que  son  ac t iv idades  que  causan  deter ioro  a  la  moral  soc ia l ,  las  que  

atenten  contra  la  sa lud  públ ica ,  e l  orden  económico  y  soc ial ,  los  re cursos  

naturales  y  e l  medio  ambiente ,  segur idad  públ i ca ,  adminis trac ión  públ ica ,  e l  

r égimen  const i tucional  y  l ega l ,  e l  se cues tro,  se cues tro  extors ivo,  extors ión  y  

proxenet i smo.

INTERPRETACIÓN JURISPRUDENCIAL

Declaración de exequibi l idad  ley  793  de  2.002,  en  relación  con cargos 

formulados  por  violación  a  las  garantías  del  debido  proceso 

consagrada  en  el  art ículo  29  de  la  Constitución  y  el  art ículo  34  de  la 

Carta  Pol ít ica  en  cuanto  se  refiere  a  la  naturaleza  y  autonomía  de  la 

acción.  Corte  Constitucional .  Sentencia  C-740  del  28  de  agosto  de 

2.003, M.P. JAIME CORDOBA TRIVIÑO.
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E C U A D O R

Nota: Ver Anexo 3.  (Blanqueo de Dinero)
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P E R U

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Código Penal Peruano: Arts.  102°, 103° y 401°–B 

Ley Penal contra el  Lavado de Activos: DECRETO LEY Nº 27765

Código de Procedimientos Penales:  207° y s iguientes

Regula  el  proceso  de  trámite  ordinario,  con  sus  respectivas 

modificatorias,  s iendo  la  más  reciente  el  Decreto  Legislat ivo  N°  959 

del  17 de Agosto de 2004

TIPIFICACION PENAL

Art. 102° Decomiso o pérdida de efectos provenientes del delito 

El  Juez  reso lverá  e l  decomiso  o  pérdida  de  los  e f e c tos  provenientes  de  la  

infrac c ión penal  o  de los  instrumentos con que  se  hubiere  e j e cutado,  a no ser que  

pertenezcan a terc eros  no intervini entes  en la infrac c ión.
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Art. 103 Proporcionalidad 

Cuando  los  e f e c tos  o  instrumentos  re f er idos  en  e l  art í cu lo  102º,  no  sean  de  

i l í c i to  comercio  y  su  valor  no guarde  proporc ión con  la  naturaleza y  gravedad de  

la  infrac c ión  penal  podrá  e l  Juez  no  decre tar  e l  decomiso  o ,  cuando  sea  pos ib le ,  

decre tar lo  sólo  parc ialmente .

Art. 401-B  Adjudicación al Estado de bienes decomisados

Los  bienes  decomisados  e  incautados  durante  la  inves t igación  pol i c ia l  y  proceso  

judi c ia l ,  serán  puestos  a  di spos i c ión  de l  Minis ter io  de  Just i c ia ;  e l  que  los  

as ignará  para  su  uso  en  serv ic io  of i c ia l  o  de l  Poder  Judi c ia l  y  e l  Minis ter io  

Públ i co ,  en su caso,  bajo  responsabi l idad.

De  di ctarse  sentenc ia  judi c ia l  absolutor ia  se  d ispondrá  la  devo luc ión  de l  b ien  a  

su propie tario.

Los  bienes  decomisados  o  incautados  de f ini t ivamente  serán  adjudi cados  a l  

Estado  y  a fe c tados  en  uso  a  los  mencionados  organismos  públ icos .  Aquel los  

b i enes  que  no  s i rvan  para  es te  f in  serán  vendidos  en  públ i ca  subasta  y  su  

producto  const i tuirá ingresos  de l  Tesoro Públ ico.
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LEY Nº 27765
27-JUNIO-2002

LEY PENAL CONTRA EL LAVADO DE ACTIVOS

Art. 1 Actos de Conversión y Transferencia

El  que  convierte  o  transfiere  dinero,  bienes,  efectos  o ganancias  cuyo 

origen  i l íc i to  conoce  o  puede  presumir,  con  la  f inal idad  de  evitar  la 

identificación de su origen,  su incautación o decomiso, será reprimido 

con  pena  privativa  de  la  l ibertad  no  menor  de  ocho  ni  mayor  de 

quince años y con ciento veinte a trescientos cincuenta días multa.

Art. 2 Actos de Ocultamiento y Tenencia

El que adquiere, uti l iza,  guarda, custodia, recibe, oculta o mantiene en 

su  poder  dinero,  bienes,  efectos  o  ganancias,  cuyo  origen  i l íc ito 

conoce  o  puede  presumir,  con  la  f inal idad  de  evitar  la  identif icación 

de  su  origen,  su  incautación  o  decomiso,  será  reprimido  con  pena 

privativa  de  la  l ibertad  no  menor  de  ocho  ni  mayor  de  quince  años  y 

con ciento veinte a trescientos cincuenta días multa.
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Art. 3 Formas Agravadas

La  pena  será  privativa  de  la  l ibertad  no  menor  de  diez  ni  mayor  de 

veinte  años  y  trescientos  sesenta  y  cinco  a  setecientos  treinta  días 

multa,  cuando:

a)  El  agente  uti l ice  o  se  s irva  de  su  condición  de  funcionario  público 

o de agente del  sector inmobil iario, f inanciero, bancario o bursáti l .

b)  El  agente  comete  el  del ito  en  calidad  de  integrante  de  una 

organización criminal .

La  pena  será  privativa  de  la  l ibertad  no  menor  de  veinticinco  años 

cuando  los  actos  de  conversión  o  transferencia  se  relacionen  con 

dinero,  bienes,  efectos  o  ganancias  provenientes  del  tráf ico  i l íc i to  de 

drogas, el  terrorismo o narcoterrorismo.

La  pena  será  privativa  de  la  l ibertad  no  menor  de  veinticinco  años 

cuando  los  actos  de  conversión  o  transferencia  se  relacionen  con 

dinero,  bienes,  efectos  o  ganancias  provenientes  del  tráf ico  i l íc i to  de 

drogas o terrorismo.
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Art. 4 Omisión de Comunicación de Operaciones o 
Transacciones Sospechosas

El  que  incumpliendo  sus  obligaciones  funcionales  o  profesionales, 

omite  comunicar  a  la  autoridad  competente,  las  transacciones  u 

operaciones  sospechosas  que  hubiere  detectado,  según  las  leyes  y 

normas  reglamentarias,  será  reprimido  con  pena  privativa  de  la 

l ibertad  no  menor  de  tres  ni  mayor  de  seis  años,  con  ciento  veinte  a 

doscientos  cincuenta  días  multa,  e  inhabil itación  no  mayor  de  seis 

años,  de  conformidad  con  los  incisos  1),  2)  y  4)  del  Artículo  36  del 

Código Penal.

Art. 5 Reglas de Investigación

Para  la  investigación  de  los  del itos  previstos  en  esta  ley,  se  podrá 

levantar  el  secreto  bancario,  la  reserva  tr ibutaria  y  la  reserva  bursáti l , 

por  disposición  de  la  autoridad  judicial  o  a  solicitud  del  Fiscal  de  la 

Nación.  La información obtenida en estos casos sólo será  uti l izada en 

relación con la investigación de los hechos que la motivaron.

Art. 6 Disposición Común

El  origen  i l íc ito  que  conoce  o  puede  presumir  el  agente  del  deli to 

podrá inferirse de los indicios concurrentes en cada caso.

El  conocimiento  del  origen  i l íc i to  que  debe  conocer  o  presumir  el 

agente  de  los  deli tos  que  contempla  la  presente  ley,  corresponde  a 
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conductas  punibles  en  la  legislación  penal  como  el  tráfico  i l íc i to  de 

drogas;  del itos  contra  la  administración  pública;  secuestro; 

proxenetismo;  tráf ico  de  menores;  defraudación  tr ibutaria ;  del itos 

aduaneros  u  otros  s imilares  que  generen  ganancias  i legales,  con 

excepción  de  los  actos  contemplados  en  el  Artículo  194  del  Código 

Penal.

En  los  deli tos  materia  de  la  presente  ley,  no  es  necesario  que  las 

actividades  i l íc i tas  que  produjeron  el  dinero,  los  bienes,  efectos  o 

ganancias,  se  encuentren  sometidas  a  investigación,  proceso judicial  o 

hayan sido objeto de sentencia condenatoria.

Art. 7 Prohibición de beneficios penitenciarios

Los  sentenciados  por  el  deli to  previsto  en  el  últ imo  párrafo  del 

art ículo  3  de  la  presente  Ley  no  podrán  acogerse  a  los  beneficios 

penitenciarios  de  redención  de  la  pena  por  el  trabajo  y  la  educación, 

semil ibertad y l iberación condicional.

Art. 8 Norma Derogatoria 

Deróganse los Artículos 296-A y 296-B del Código Penal.

INTERPRETACIONES JURISPRUDENCIALES

Al  tratarse  de  un  del ito  de  reciente  publ icación,  no  se  ha  publicado 

hasta la fecha la jurisprudencia correspondiente.
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A N E X O  V I

A Y U D A  J U D I C I A L  R E C I P R O C A
Y  C O O P E R A C I Ó N  I N T E R N A C I O N A L 

J U R I S D I C C I Ó N  Y  E X T R A D I C I Ó N
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B O L I V I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

COOPERACIÓN INTERNACIONAL

La  Cooperación  Internacional  está  prevista  en  el  Art.  138  al  148  del 

Código de Procedimiento Penal.

EXTRADICIÓN

Código Penal y Código de Procedimiento Penal

TIPIFICACION PENAL

COOPERACIÓN INTERNACIONAL

Art. 138 (Cooperación)

Se  brindará  la  máxima  asi s tenc ia  pos ib le  a  las  so l i c i tudes  de  las  autor idades  

extrajeras ,  s i empre  que  lo  so l i c i t en  con forme  a  lo  previs to  en  la  Const i tuc ión  

Pol í t i ca  de l  Estado,  las  Convenc iones  y  Tratados  Internacionales  v igentes  y  en  

las di spos ic iones  de és te  Código .
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La  sol i c i tud  de  cooperac ión  será  presentada  ante  e l  Minis ter io  de  Relac iones  

Exteriores  y  Culto que la pondrá en conoc imiento de la autoridad competente .

Art. 139 (Requisitos)

La so l i c i tud de as i s tencia contendrá:

la ident idad de la autoridad requirente ;

1 .  El  obje to de la so l i c i tud y una breve  expl icac ión de la as is tencia que se  p ide ;

2 .  La descr ipc ión  de l  hecho  que  se  inves t i ga  su  t ip ic idad  y  e l  t exto  o f i c ial  de  la  

Ley;

3 . Indicac ión de l  t i empo conveniente  para su cumplimiento ;  y

4 .  Cualquier  o tra  información  necesaria  para  cumpli r  de  forma  adecuada  la  

so l i c i tud.

La  so l i c i tud  y  los  documentos  remit idos  deberán  ser  traducidos  a l  id ioma  

español .

El juez podrá so l i c i ta información complementaria .

Art. 140 (Negación o suspensión de la asistencia)

La asi s tencia será negada cuando:

La  sol i c i tud  vulnere  l os  derechos  y  garant ías  previ s tos  por  la  Const i tución  

Pol í t i ca  de l  Estado,  las  Convenc iones  y  Tratados  internac ionales  v igentes ,  es té  

código  y l eyes  v igentes  de la Repúbl ica.
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La  so l i c i tud  es te  re lac ionada  con  hechos  que  es tán  s iendo  inves t igados  o  

procesados  en  la  Repúbl ica  o  haya  recaído  sentenc ia  e j e cutoriada  sobre  la  

persona por la comis ión de l  de l i to por  e l  que se  so l i c i ta la cooperación.

El  juez  podrá  suspender  e l  cumpl imiento  de  la  cooperac ión  acordada  en  caso  de  

que su e j e cución inmediata per judique  e l  curso  de  una inves t i gac ión o  un proceso  

en la Repúbl ica.

La negac ión o suspensión de la cooperación requer ida será motivada.

Art. 145 (Exhortos) 

Las  so l i c i tudes  v inculadas  a l  cumpl imiento  de  una  ac to  o  di l i gencia  procesa l  

serán  dir igidas  a  juec es  o  autoridades  extranjeras  mediante  exhortos ,  que  se  

tramitarán  en  la  forma  es tabl ec ida  por  convenios  y  tratados  in ternacional es ,  

cos tumbre internacional y  es te  código .

Los  juec es  canal izarán las  comunicac iones  a  través  de l  Minis ter io  de  Relaciones  

Exteriores  y  Culto para que sean tramitadas por  la v ía dip lomática.

Se  podrán  real izar  direc tamente  comunicaciones  urgentes  a  cualquier  autoridad  

judi c ia l  o  adminis trat iva extranjera ant ic ipando las so l i c i tudes o  la contes tación 

a un requer imiento con not i c ia al  Minis ter io  de Relaciones Exteriores  y  Culto.

Art. 146 (Residentes en el extranjero)

Si  e l  t es t i go  se  encuentra  en  e l  extranjero  la  autoridad  judi c ial  sol i c i tará  la  

autorizac ión  de l  Estado  en  e l  cual  aquél  se  hal la,  para  que  sea  interrogado  por  

e l  representante  consu lar,  por  e l  f i s ca l  o  por  e l  mismo juez const i tu ido en e l  país  
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de  res idenc ia ,  reg irán  análogamente  las  normas  de l  ant i c ipo  jurisdi cc ional  de  

prueba.

Art. 147 (Pericias)

La  autor idad  judic ia l  podrá  so l i c i tar  e l  d ic tamen  de  per i tos  extranjeros  en  e l  

país  o  en  e l  exter ior  y  la  cooperac ión  judic ia l  para  e l  control  de  las  operac iones  

té cni cas que deban real izarse  en e l  exter ior .

Reg irán,  en  lo  pert inente  las  normas  de  la  per ic ia  y  de l  ant ic ipo  juri sdi cc ional  

de prueba.

Art. 148 (Investigaciones internacionales)

Cuando  la  organización  cr iminal  que  opera  en  e l  país  t enga  v inculac iones  

internac ionales ,  la  Fisca l ía  podrá  coordinar  la  inves t igación  con  otros  países  u  

organismos  in ternacional es ,  a  es te  e f e c to  podrá  conformar  equipos  con juntos  de  

inves t i gac ión.

Toda inves t igación  que  se  rea l i c e  en  e l  país  es tará  a  cargo  de  un  f is cal  nac ional  

y  somet ida al  contro l  de los  jueces  de la repúbl i ca .

Los  acuerdos  de  inves t igación  conjunta  serán  aprobados  por  e l  Fisca l  General  

de la Repúbl i ca

Respecto  a  la  EXTRADICCION   se  t iene  que  es  un  insti tuto  de 

cooperación  judicial  penal  internacional,  muy  úti l  para  garantizar  la 

real ización del  poder penal  del Estado.
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En Bolivia,  la Extradición está regulada por las s iguientes normas:

CÓDIGO PENAL

Art. 3 (Extradición)

Ninguna  persona  somet ida  a  la  jur isdic c ión  de  las  l eyes  bo l iv ianas  podrá  ser  

entregada  por  extradi c ión  a  o tro  Estado,  sa lvo  que  un  tratado  internacional  o  

convenio de rec iproc idad disponga lo  contrario.  

La  procedenc ia  o  improcedenc ia  de  la  extradi c ión  sera  resue l ta  por  la  Corte  

Suprema  en  caso  de  rec iproc idad,  la  extradi c ión  no  podra  e fe c tuarse  s i  e l  hecho  

por  e l  que  se  re c lama no const i tuye  un de l i to ,  conforme a  la  Ley  de l  Estado que  

pide la extradi c ión y de l  que la debe conceder .

Nuevo Código de Procedimiento Penal

Actualmente  la   forma  procesal  está  contenida  en  los  s iguientes 

art ículos:

Art. 149 (Extradición)

La  extradic ión  se  reg irá  por  las  Convenciones  y  Tratados  Internac ionales  

v igentes  y  subsidiariamente  por  las  normas  de l  presente  Código  o  por  las  reg las  

de rec iproc idad cuando no exis ta norma apl icable .
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Art. 150 (Procedencia)

Procederá  la  extradic ión  por  de l i tos  que  en  la  l egi s lac ión  de  ambos  Estados ,  se  

sanc ionen  con  penas  privat ivas  de  l ibertad  cuyo  mínimo  l egal  sea  de  dos  o  más  

años y tratándose de nacional es  cuando e l  mínimo legal  sea super ior a dos años .

La  extradic ión  de  una  persona  para  e l  cumplimiento  de  una  pena  en  e l  Estado 

r equirente ,  será  procedente  cuando  quede  por  cumplir  por  lo  menos  un  año  de  la  

condena.

Art. 151 (Improcedencia)

No procederá la extradi c ión cuando:

1 .  Existan  motivos  fundados  que  hagan  presumir  que  la  extradic ión  se  so l i c i ta  

para  procesar  o  cast igar  a  una  persona  por  causa  de  sus  opiniones  po l í t i cas ,  

raza,  sexo,  re l ig ión,  nacional idad,  or igen  é tni co ,  o  que  será  somet ida  a  penas  o  

tratos  crue les ,  inhumanos o degradantes ;

2 .  En la Repúbl ica haya recaído sentencia e j e cutoriada, por e l  de l i to  que motiva  

la so l i c i tud de extradi c ión;  y

3.  De con formidad con  las  l eyes  de l  Estado r equerido o  requirente ,  e l  de l i to  que  

motiva  la  so l i c i tud  de  extradi c ión  haya  prescr i to  o  haya  s ido  amnist iado,  o  la  

persona requerida haya s ido indultada.
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Art. 152 (Pena más benigna)

Si se  encuentra previs ta pena de muer te  o  pena privat iva de l ibertad perpetua en  

e l  Estado  requirente  para  e l  de l i to  que  motiva  la  sol i c i tud  de  extradi c ión ,  és ta  

só lo  podrá  concederse  s i  d icho  Estado  se  compromete  a  conmutarlas  por  una 

pena privat iva de l iber tad no superior a tre inta años .

Art. 153 (Ejecución diferida)

Se di fer i rá la e j e cuc ión de la extradic ión concedida cuando:

1 .  La  persona  requerida  es té  somet ida  a  la  juri sdi cc ión  penal  de  la  Repúbl ica  

por  un  de l i to  d is t into  de  aquél  por  e l  que  se  hubiera  so l i c i tado  la  extradi c ión ,  

hasta  la  conc lus ión  de l  procedimiento  o  e j e cuc ión  de  la  pena  impuesta ,  sa lvo  e l  

caso previ s to en e l  numeral  5) de l  art í cu lo 21 de es te  Código ;

2 .  Se  trate  de  una  mujer  embarazada  o  que  tenga  un  hi jo  menor  de  un  año  al  

momento de e j e cutoriarse  la r esolución de extradic ión;  y

3.  El  extradi tabl e  se  encuentre  gravemente  en fermo  y  la  inmediata  e j e cución  de  

la extradi c ión ponga en pe l igro  su vida,  según e l  d ic tamen médi co  forense .

Cuando  c esen  es tas  c i rcunstanc ias ,  la  extradic ión  se  hará  e f e c t iva  

inmediatamente .  
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Art. 154

(Facultades del tribunal competente).-  La Corte  Suprema de Just i c ia a l  

r esolv er los  pedidos de extradi c ión ,  t endrá la facu l tad de :

1 .  Ordenar  la  detención  prevent iva  de l  extraditable  por  un  plazo  máximo  de  

se i s  meses  s iempre  que  se  acredi te  la  exis tenc ia  de  una  sentencia  condenatoria  o  

r esolución judi c ia l  de detención;

2 .  Ordenar  la  detención  provis ional  de l  extradi tabl e  por  un  plazo  máximo  de  

noventa  días  cuando  no  se  hayan presentado  todos  los  documentos  exig idos  para 

la procedenc ia de la extradic ión;  y ,

3 .  Disponer  la  entrega  al  Estado  r equirente ,  de  todo  o  parte  de  los  bi enes  

muebl es  instrumentos de l  de l i to ,  incautados o  se cues trados al  extradi tabl e .

Art. 155 (Concurso de solicitudes)

Cuando  dos  o  más  Estados  so l i c i t en  la  extradic ión  de  una  misma  persona,  se  

atenderá  con pre f erenc ia la sol i c i tud  de l  Estado donde se  haya comet ido e l  de l i to  

más grave y s i endo de igual gravedad, la de l  que lo haya sol i c i tado primero.

Art. 156 (Extradición activa)

La so l i c i tud  de  extradi c ión  será  decre tada  por  e l  juez  o  tr ibunal  de l  proceso,  a  

pet i c ión  de l  f i s cal  o  de l  quere l lante ,  cuando  exis ta  imputac ión  formal  de l  de l i to  

y ,  también de of i c io ,  cuando exis ta sentenc ia condenatoria .  
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Art. 157 (Extradición pasiva)

Toda  so l i c i tud  de  extradi c ión  será  presentada  al  Minis ter io  de  Relaciones  

Exteriores  y  Culto,  acompañada  de  la  ident i f i cac ión  más  prec i sa  de  la  persona  

extradi table ,  de  los  datos  que  contr ibuyan  a  determinar  e l  lugar  en  e l  que  se  

encuentre  y  de l  t exto  autent icado  de  la  dispos i c ión  lega l  que  t ip i f i ca  e l  de l i to .  

Toda la  documentac ión  exigida  deberá  acompañarse  de  una traducc ión  of i c ia l  a l  

id ioma español .  

Cuando  la  persona  es té  procesada,  deberá  acompañarse  además  e l  or ig inal  o  

copia  autent icada  de  la  resolución  judic ia l  de  imputac ión  que  contenga  la  

t ip i f i cac ión  de l  de l i to ,  inc luyendo  una  re f erenc ia  a l  t iempo  y  lugar  de  su  

comis ión  y  de l  mandamiento  de  detención  emit ido  por  una  autoridad  judic ia l  

competente .  

Cuando la persona haya s ido condenada,  deberá acompañarse  además e l  or ig inal  

o  copia  autent i cada  de  la  sentencia  condenatoria  y  la  c ert i f i cac ión  

correspondiente  a  su  e j e cutoria  señalando,  en  su  caso,  e l  res to  de  la  pena  que  

quede por cumplir .  

Art. 158 (Procedimiento)

Radicada  la  so l i c i tud  de  extradic ión  en  la  Corte  Suprema  de  Just ic ia ,  l os  

antec edentes  se  remit irán  a  conocimiento  de  la  Fisca l ía  General  de  la  

Repúbl i ca ,  para  que  en  e l  p lazo  de  diez  días ,  r equiera  sobre  su  procedenc ia  o  

improcedencia .  La  Corte  Suprema  de  Just i c ia ,  dentro  de  los  ve inte  d ías  
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s i guientes  a  la  r ecepción  de l  requer imiento,  resolverá  concedi endo  o  negando  la  

extradi c ión so l i c i tada. 

Art. 159 (Preferencia)

En  caso  de  contradic c ión  entre  las  normas  previs tas  en  es te  Código  y  las  

es t ipuladas  en  una  Convención  o  Tratado  de  extradi c ión ,  serán  de  apl i cac ión  

pre f erente  es tas úl t imas.  

El  nuevo Código de Procedimiento  Penal ,  regula  con mayor ampli tud y  prec i s ión 

la  extradi c ión,  equi l ibrando  racionalmente  los  intereses  de  una  persecuc ión  

penal internac ional e f e c t iva y e l  respeto de derechos y garant ías de la persona. 

Las  ac tuaciones  se  su je tan  a  plazos ,  garant izando  una  más  pronta  dec i s ión  

sobre e l  pedido,  que es  en muchos casos ,  determinante para e l  requir ente .
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C O L O M B I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

COOPERACION INTERNACIONAL

LA EXTRADICIÓN

El  ordenamiento  procesal  penal ,  la  contempla  en  el  l ibro  V  como 

COOPERACIÓN INTERNACIONAL, art ículos 490 al  514.

Jurisprudencialmente,  se  unificaron  las  precis iones  sobre  la 

extradición,  determinando:  “La  extradición  es  un  instrumento  de 

colaboración  internacional  en  materia  penal  que  ha  adquirido  su 

mayor  relevancia  en  la  lucha  contra  el  del ito  de  dimensión 

transnacional  se  trata  de  una  decis ión  administrat iva  adoptada 

mediante  trámite,  en  principio,  breve  y  sumario,  que  no  implica 

juzgamiento y tampoco puede dar lugar aun prejuzgamiento. La misma 

se  orienta  a  permitir  que  la  investigación  o  el  juicio  por  una 

determinada  conducta  punible,  o  el  cumplimiento  de  la  sanción  que 

corresponda,  se  den  en  el  Estado  requirente,  cuando  el  presunto 

infractor  se  encuentre  en  terri torio  de  estado  dist into   de  aquel  en  el 

que se cometió el  hecho o que resulte  más gravemente afectado por el 

mismo.  Para  el  efecto  se  parte  del  cri terio  de  que  ante  el  Estado 
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requirente  podrá  la  persona  extraditada  hacer  efectivas  las  garantías 

procesales  que rigen en países  civi l izados,  y  que incorporan las  que se 

derivan  del  debido  proceso.”  CORTE  CONSTITUCIONAL, 

SENTENCIA  SU-110,  FEB  20/  2.002.  M.P.  RODRIGO  ESCOBAR 

GIL.

La  extradición  es  facultat iva  por  parte  del  Gobierno  ( la  oferta  o 

concesión),  pero  se  requiere  el  concepto  previo  y  favorable  por  parte 

de  la  Corte  Suprema  de  Justicia ,  s i  el  concepto  es  negativo  obliga  al 

Gobierno (Art.  492 Y 501 LEY 906 DE 2.004).

Como  requisi tos  para  concederla,  sin  perjuicio  de  los  tratados 

públicos,  se establecen, (Art.  493) :

Que  el  hecho  que  la  motiva  también  esté  previsto  como  deli to  en 

Colombia  y  reprimido  con  una  sanción  privativa  de  la  l ibertad  cuyo 

mínimo no sea inferior a cuatro (4) años.

Que  por  los  menos  se  haya  dictado  en  el  exterior  resolución  de 

acusación o su equivalente.
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TRATADOS DE EXTRADICION

Con los siguientes países se t iene tratados de extradición:

PAIS LEY APROBATORIA

ARGENTINA. LEY 46 DE 1.926.

BELGICA. LEY 74 DE 1.913,,  LEY 47 DE 1.935 

Y LEY 14 DE 1.961.

BRASIL. LEY 85 DE 1.939.

COSTA RICA. LEY 19 DE 1.931.

CUBA. LEY 16 DE 1.932.

CHILE. LEY 8ª DE 1.928.

EL SALVADOR. LEY 64 DE 1.905.

ESPAÑA. LEY 35 DE 1.892.

ESTADOS UNIDOS. LEY 66 DE 1.888, LEY 8ª DE 1.943, 

LEY 27 DE 1.980, DECLARADA 

ENEXEQUIBLE CORTE SUPREMA 

JUSTICIA SENTENCIA DICIEMBRE 

12/1.986, LEY 68 DE 1.986, 

INEXEQUIBLE SENTENCIA JUNIO 

15/87,  C.S.J .

FRANCIA. DECRETO MARZO 12 DE 1.852.

185



GRAN BRETAÑA. LEY 48 DE 1.888 Y LEY 15 DE 

1.930.

GUATEMANLA. LEY 40 DE 1.930.

MÉXICO. LEY 30 DE 1.930.

NICARAGUA.. LEY 39 DE 1.930.

CONGRESO BOLIVIANO. LEY 26 DE 1.913 COMPRENDE LOS 

SIGUIENTES PAISES: BOLIVIA, 

COLOMBIA, ECUADOR, PERU Y 

VENEZUELA.

SEPTIMA CONFERENCIA 

INTER. AMERICANA. 

(Montevideo).

LEY 74 DE 1.935, COMPRENDE 

PAISES: ARGENTINA, BOLIVIA, 

BRASIL , COLOMBIA, CUBA, 

CHILE, ECUADOR, EL SALVADOR, 

ESTADOS UNIDOS, GUATEMALA, 

HAITÍ, HONDURAS, MEXICO, 

NICARAGUA, PANAMÁ, 

PARAGUAY,  PERU, REPUBLICA 

DOMINICANA, URUGUA Y 

VENEZUELA.

SOLICITUD  DE  COOPERACION  JUDICIAL  A  LAS 

AUTORIDADES  EXTRANJERAS.  (Art.  485  LEY  906  DE  2.004); 

TRASLADO  DE  TESTIGOS  Y  PERITOS;  CONFORMACION  DE 

COMISION  INTERNACIONAL  E  INTERINSTITUCIONAL 
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DESTINADA  A  COLABORA  CON  LA  INDAGACIÓN  O 

INVESTIGACIÓN.

SENTENCIAS EXTRANJERAS

Pueden  ejecutarse  en  Colombia  a  petición  formal  de  las  respectivas 

autoridades extranjeras,  formuladas por la  vía  diplomática.  (ARTS.515 

A 517 LEY 906 DE 2.004).  

8  R E G I M E N  P E N A L  C O L O M B I A N O . I N S T R U M E N T O S  I N T E R N A C I O N A L E S .  L E G I S .
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E C U A D O R

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

COOPERACIÓN INTERNACIONAL, JURISPRUDENCIAL Y 
DE EXTRADICIÓN

Constitución Política de la República:

Art. 25: Extradición de ecuatorianos:

“En  ningún  caso  se  concederá  la  extradición  de  un  ecuatoriano.  Su 

juzgamiento se sujetará a las leyes del  Ecuador”.

TRATADOS DE EXTRADICIÓN SUSCRITOS POR EL 
ECUADOR 

1.Texto  del  Tratado  de  Extradición  con  Estados  Unidos  17-Nov-

1873

2.Tratado de Extradición entre Ecuador y Chile 21-Jun-1899

3.Acuerdo de Extradición con Países Andinos 29-Nov-1912

4.Tratado de Extradición entre Ecuador y Bolivia 26-Nov-1913
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5.Convenio Interamericano sobre Extradición 2-Sep-1936

6.Aprobación de Convenio de Extradición con Brasi l  7-Oct-1937

7.Tratado de Extradición con Brasi l  28-May-1938

8.Convenio de Extradición con Brasil  20-Jun-1938

9.Convenio de Extradición con Suiza 20-Jun-1938

10.Tratado de Extradición con Francia 24-Dic-1938

11.Tratado de Extradición con Estados Unidos 21-Abr-1941

12.Aprobación  del  Tratado  de  Extradición  con  Austral ia  9-Mar-

1990

13.Tratado de Extradición con Australia 30-Mar-1990

14.Ratificación  de  Tratado  de  Extradición  con  Austral ia  4-Abr-

1990

15.Tratado de Extradición entre Ecuador y España 26-Ene-1998

16.Convención Interamericana sobre Extradición 20-Feb-1998

17.Aprobación  Convención  Interamericana  sobre  Extradición  25-

Feb-1998 *

18.Ley de Extradición 18-Ago-2000 *

19.Tratado de Extradición entre Ecuador y Perú 8-Abr-2003   
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CONVENCIÓN  INTERAMERICANA  SOBRE  EXHORTOS  O 

CARTAS  ROGATORIAS:  (12  de  agosto  de  1975;  rat ificado  17  de 

julio de 1975)

PROTOCOLO  ADICIONAL  A  LA  CONVENCIÓN 

INTERAMERICANA  SOBRE  EXHORTOS  O  CARTAS 

ROGATORIAS  (4 de mayo de 1982; rat if icado 4-may-1982)
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P E R U

LEYES  Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Ley 24710

La  persona  procesada,  acusada  o  condenada  como  autor,  cómplice  o 

encubridor de algún deli to que se encuentre en otro Estado, puede ser 

extraditada

DECRETO SUPREMO 044–93–JUS

Dictan  normas  referidas  al  comportamiento  judicial  y  gubernamental 

en materia de extradición activa

Tratados vigentes con los diferentes países del  orbe
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TIPIFICACION PENAL

Nº 008-98-JUS

CONVENCIONES

CONVENCION UNICA DE 1961 SOBRE ESTUPEFACIENTES

Aprueban  la  Convención  Interamericana  contra  la  Corrupción, 

adoptada en Caracas – Venezuela

RESOLUCION LEGISLATIVA Nº 26757

Aprueban la "Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico 

I l ícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas"

RESOLUCION LEGISLATIVA Nº 25352

CONVENIOS

CONVENIO SOBRE SUSTANCIAS SICOTROPICAS

Aprueban  Convenio  entre  los  Estados  Unidos  de  América  y  el  Perú 

sobre Pol ít ica de Control de Drogas y Desarrol lo Alternativo
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DECRETO SUPREMO Nº 100-91-PCM

Aprueban Enmiendas  al  Convenio de  Préstamo de la  Agencia  para  del 

Desarrollo  Internacional  AID  que  financia  el  "Proyecto  desarrollo 

Regional de Alto Hual laga"

DECRETO SUPREMO N° 103-93-EF

Aprueban el  Convenio para combatir  el  uso indebido,  la  producción y 

el  tráfico i l íc itos de drogas entre las Repúblicas de Perú y Panamá

DECRETO SUPREMO Nº 014-96-RE

Ratifican Convenio para combatir el  uso indebido y la  producción y el 

tráf ico i l íc i tos de drogas entre la República del Perú y los EE.UU.

DECRETO SUPREMO N° 030-96-RE

Ratifican  Convenio  sobre  Prevención,  Fiscalización  y  Represión  de 

Consumo  Indebido  y  Tráfico  I l ícito  de  Estupefacientes,  Sustancias 

Psicotrópicas y Del itos Conexos, suscrito con Rumania

DECRETO SUPREMO Nº 034-98-RE

Ratifican  Convenio  para  combatir  el  uso  indebido,  la  producción  y  el 

tráf ico i l íc i to de drogas suscrito con la República de Costa Rica
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DECRETO SUPREMO Nº 064-99-RE

Ratifican  Convenio  Marco  para  Combatir  el  Uso  Indebido,  la 

Producción  y  el  Tráfico  I l ícito  de  Drogas,  suscrito  con  la  República 

de El Salvador

DECRETO SUPREMO Nº 033-2002-RE

Ratifican  Proyecto  "Prevención  del  Consumo  de  Drogas  en  la 

Formación Profesional" real izado con la Confederación Suiza.

DECRETO SUPREMO N° 075-2002-RE 

PROTOCOLO DE MODIFICACIONES DE LA CONVENCION 
UNICA SOBRE ESTUPEFACIENTES

Aprueba  el  "Protocolo  de  Reformas  a  la  Carta  de  la  Organización  de 

los Estados Americanos" (Protocolo de Washington)

RESOLUCION LEGISLATIVA N° 26660

Aprueban  el  Memorándum  de  Entendimiento  entre  los  gobiernos  del 

Perú  y  los  EE.UU.  referente  a  la  Cooperación  en  las  Actividades 

Contranarcóticos y Asistencia Económica Contranarcóticos

RESOLUCION SUPREMA Nº 341-91-RE
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Ratifican  el  "Protocolo  sobre  Cooperación  Antidrogas  entre  el 

Gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  Gobierno  de  la  República 

Popular China"

DECRETO SUPREMO N° 037-2002-RE
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A N E X O  V I I

E T A P A S  D E L  P R O C E S O  P E N A L
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B O L I V I A

ETAPAS DEL PROCESO PENAL

Regulados  por  el  nuevo  Código  de  Procedimiento  Penal ,  en  su  Libro 

Segundo

SINTESIS DE LAS ETAPAS PROCESALES DEL NUEVO 
SISTEMA PROCESAL

El  conjunto  de  pasos  o  procedimientos  que  forman  el  proceso  penal , 

establecidos  en  el  nuevo  sistema,  son  coherentes  para  el  logro  de  los 

f ines  del  mismo  como:  la  averiguación  de  la  verdad  histórica  de  los 

hechos  para  decidir  sobre  una  sospecha  con  notas  de  caracteres 

jurídico-penales,  implica  la  realización  del  Derecho  Penal  material  a 

través  del  Derecho Procesal  Penal.  La "conversión de una disposición 

abstracta  en  una  reacción  penal  concreta  no  se  produce 

automáticamente  y  requiere  de  un  proceder"  .  Ese  conjunto  de 

"procederes"  o  procedimientos  se  hal lan  regulados  por  el  nuevo 

Código de Procedimiento Penal,  en su  Libro Segundo,  identif icándose 

cuatro  etapas  claramente  definidas:  preparatoria,  del  juicio,  de  los 

recursos y de la ejecución penal.

Un  avance  signif icativo  en  la  democratización  de  la  Justicia,  en  la 

construcción  de  un  sólido  y  confiables  sistema  de  enjuiciamiento 
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criminal,  constituye  sin  duda,  que  ya  se  establecen  procedimientos 

especiales,  conocidos  como  casos  de  corte,  es  decir  que  Notarios, 

Jueces,  Alcaldes,  Concejales,  Prefectos  y  Fiscales  que  incurran  en 

actos  delict ivos  en  ejercicio  de  sus  funciones  serán  sometidos  al 

juzgamiento  común  u  ordinario,  rompiendo  una  cultura  de 

proteccionismo  generada  por  formas  de  antejuicio  o  procedimiento 

especial .

ETAPA PREPARATORIA

Cuya  FINALIDAD  es  la  preparación al  Juicio  Oral  y  Público a  través 

de  la  recolección  de  todos  los  elementos  que  permitan  fundar  la 

acusación y  la  defensa.  (Art.  277  NCPP) ;  está  a  cargo  de  los  órganos 

especial izados  de  la  Policía  Nacional,  del  Instituto  de  Investigaciones 

Forenses,  bajo  la  dirección  del  Ministerio  Público  y  sujetos  a  control 

jurisdiccional .  (Art.  279 NCPP)  

•Investigación prel iminar

•Desarrollo de la etapa preparatoria

•Actos Conclusivos

•Acusación

•Solici tud de apl icación de salida alternativa

•Sobreseimiento
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INVESTIGACIÓN PRELIMINAR

1.-Está  a  cargo  de  la  Policía  Nacional  a  través  de  sus  órganos 

especial izados  y  el  Instituto  de  Investigaciones  Forenses  bajo  la 

dirección funcional  del  Ministerio Público y el  control  jurisdiccional  a 

cargo del  juez de instrucción en lo penal.

En esta etapa el Ministerio Público es:

•Titular del ejercicio de la acción penal  pública

•Parte Objetiva en el ejercicio de sus funciones y atribuciones

El  Fiscal  debe  promover  las  dil igencias  necesarias  para  la 

averiguación  del  hecho  penal  que  motiva  la  investigación  y  asegurar 

las fuentes de prueba y objetos de la perpetración del  deli to. 

Por  el  principio de  oportunidad reglada,  el  Ministerio  Público t iene la 

obligación  de  ejercitar  la  acción  penal  públ ica  y  sólo 

excepcionalmente  puede  prescindir  de  la  acción  (Principio  de 

Oportunidad).  (Art. 21 )

El  f iscal  puede  sol ici tar  al  juez  que  prescinda  de  la  acción  penal  en 

los s iguientes casos:

•Cuando  se  trate  de  un  hecho  de  escasa  relevancia  social  por  la 

afectación mínima del bien jurídicamente protegido. 
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•Cuando  el  imputado  haya  sufrido  a  consecuencia  del  hecho,  un 

daño fís ico o moral  más grave que la pena a imponerse. 

•Cuando la pena que se espera por el  del ito de cuya persecución se 

prescinde  carece  de  importancia  en  consideración  de  una  pena  ya 

impuesta por otro deli to. 

•Cuando sea previsible el  perdón judicial .  

•Cuando  la  pena  que  se  espera  carezca  de  importancia  en 

consideración a las de otros del itos,  o la  que se le  impondría en un 

proceso  tramitado  en  el  extranjero  y  sea  procedente  la  extradición 

sol ici tada.  (Art.  21-22 NCPP)

•La  acción  penal  públ ica  podrá  convertirse  en  acción  privada  a 

petición de la víct ima, en los s iguientes casos: 

•Cuando  se  trate  de  un  del ito  que  requiera  instancia  de  parte, 

s iempre  que  no  exista  un  interés  públ ico  gravemente 

comprometido; 

•Cuando  se  haya  dispuesto  el  rechazo,  por  resolución 

fundamentada  del  fiscal  de  la  causa,  de  la  denuncia,  querella  o 

actuaciones  pol iciales  o  la  aplicación  del  principio  de  oportunidad 

reglada  por  escasa  relevancia  del  hecho  y  afectación  mínima  del 

bien  jurídico  protegido  y  la  víct ima  o  el  querellante  hayan 

formulado oposición. 
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•Cuando  se  trate  de  del itos  de  contenido  patrimonial  o  de  del itos 

culposos  que  no  tengan  por  resultado  la  muerte  s iempre  que  no 

exista un interés públ ico gravemente comprometido.  (Art.  22)  

•El  nuevo  Código,  establece  la  posibil idad  de  que  se  suspenda 

condicionalmente el  proceso cuando:

•Sea previsible la suspensión condicional  de la pena.

•El imputado haya reparado el  daño o suscrito un compromiso con 

ese f in. 

•La  víct ima  preste  su  conformidad  para  la  suspensión  condicional 

del  proceso.  

•La suspensión condicional  del  proceso  debe  ser  autorizada  por  el 

Juez de Instrucción, antes de finalizada la etapa preparatoria.

LOS TERMINOS ESTABLECIDOS 
EN EL NUEVO SISTEMA

Si  la  denuncia  se  presenta  ante  la  Policía ,  ésta  deberá  informar  al 

f iscal  sobre  la  misma  dentro  de  las  24  horas  siguientes.  (Art.  286 
NCPP)

Las  investigaciones  prel iminares  iniciadas  por  la  pol icía  deberán 

concluir  en  el  plazo  máximo  de  cinco  días  de  iniciada  la  prevención, 

debiendo  remitir  los  actuados  al  fiscal  en  las  siguientes  24  horas,  s in 

perjuicio de que el Ministerio Público lo sol ici te antes.
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La  etapa  preparatoria  deberá  concluir  en  el  término  de  seis  meses, 

sólo  en  casos  excepcionales  en  los  que  concurran  elementos  de 

complejidad  en  la  investigación  de  organizaciones  criminales,  previa 

autorización  judicial  el  término  se  podrá  ampliar  impostergablemente 

hasta  por  18 meses.  Si  los  plazos se  extienden operará  la  extinción de 

la acción.  (Art. 135 NCPP)

ACTOS PROPIOS DE LA ETAPA PREPARATORIA

Una  de  las  modificaciones  más  importantes  que  se  introducen  en  el 

nuevo  sistema  procesal ,  que  t iene  que  ver  con  una  investigación 

eficiente,  la  redefinición  de  las  funciones  procesal  penales  de 

investigación  y  control  de  la  investigación,  es  la  de  establecer  de 

forma  unívoca  la  investigación  preliminar  a  cargo  del  Ministerio 

Publico,  con esto "no se pretende,  de ninguna forma,  que desaparezca 

el  control  jurisdiccional  en  la  instrucción,  s ino  que,  más  bien,  se 

busca  su  fortalecimiento,  puesto  que  el  juez  no estará  comprometido, 

de  ninguna  manera,  con  la  investigación;  su  compromiso  se 

circunscribirá,  exclusivamente,  a  garantizar  el  respeto  a  los  derechos 

del  acusado,  impidiendo  cualquier  exceso  del  ente  encargado  de  la 

investigación."

•Se  recolecta  los  elementos  probatorios  que  fundamentan  la 

acusación  o  defensa  del  imputado:  (Actuaciones  reservadas  a  los 

terceros,  sólo  intervendrá  el  imputado,  su  defensor  y  el  acusador 

particular,  si  se  hubiere  consti tuido,  quienes  pueden  proponer 

di l igencias  probatorias  al  f iscal  que  debe  aceptarlas.  Intervienen 
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también  personas  a  quienes  se  les  acuerde  intervención  (peritos 

expertos, estos deben guardar secreto).

•Puede real izar pruebas anticipadas (Testigos enfermos, turistas) .

•Resolver incidentes,  excepciones y otras peticiones de las partes.

ACTOS CONCLUSIVOS DE LA INVESTIGACION

Cuando la investigación concluye,  el f iscal podrá:

•Presentar  ante  el  juez  o  Tribunal  de  Sentencia,  la  acusación 

fundamentada  y  acompañada de  actuaciones y  evidencias,  si  est ima 

que  la  investigación  proporciona  fundamento  para  el 

enjuiciamiento público del o los imputados.

•Requerir  ante  el  Juez  Instructor,  la  suspensión  condicional  del 

proceso,  la  apl icación  del  procedimiento  abreviado,  la  aplicación 

de  un  criterio  de  oportunidad  reglada  o  que  se  promueva  la 

concil iación.  (sal idas  alternativas  al  juicio  oral ,  público  y 

contradictorio).  En  cualquiera  de  estos  casos  debe  remitir 

actuaciones y evidencias.

•Decretar  de  manera  fundamentada,  el  sobreseimiento  cuando 

resulte evidente que el  hecho no exist ió, que no constituye del ito o 

que  el  imputado  no participó  en  el  hecho y  cuando estime  que  los 

elementos  de  prueba  son  insuficientes  para  fundamentar 

acusación.  (Art. 322 NCPP)
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EL JUICIO ORAL PUBLICO Y CONTRADICTORIO

Es  el  momento  cumbre  del  proceso,  denominado  también  juicio  por 

audiencias  públicas,  orales,  contradictorias  y  continuas  que  se 

verif ican  ante  el  Juez  de  Sentencia  o  Tribunal  de  Sentencia 

(compuesto  por  tres  jueces  ciudadanos  y  dos  jueces  técnicos,  uno  de 

el los funge como Presidente. 

Las  característ icas  del  juicio  oral ,  publico  y  contradictorio,  son  las 

s iguientes:

1 .El  debate  debe  realizarse  en  audiencia  -  Principio  de 

Concentración. 

2 .Integrado  el  tr ibunal  se  decretará  la  fecha  de  la  Audiencia 

Pública  Selección  y  designación  e  Identif icación  de  los  Jueces 

Ciudadanos Notif icación de las partes.  Testigos y peritos.  

3 .El Juez Presidente dir ige el  debate:  Velará por el  orden y respeto 

en la sala :  puede l imitar el t iempo en el uso de la palabra. 

4 .Instalada  la  audiencia  y  verificada  la  presencia  de  partes, 

expertos,  intérpretes,  test igos,  el  Juez  iniciará  el  Debate 

advirt iendo  al  Imputado,  a  las  Partes  y  al  Público  que  deben  estar 

atentos.  Ordena  la  lectura  de  la  acusación  y  concede  la  palabra  al 

f iscal  y/o acusador particular para que fundamente su acusación. 

5 .Da  la  palabra  al  imputado  quien  puede  declarar  o  abstenerse:  Si 

decide  declarar  se  identif ica;  El  Juez  le  explica  el  hecho:  El 

imputado  declara  l ibremente  y  luego  puede  ser  interrogado 
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primero por  el  Fiscal ,  el  acusador si  se hubiera constituido y luego 

por el Defensor. 

6 .Luego  se  reciben  las  pruebas  de  Expertos,  Intérpretes,  Peritos, 

Testigos  (Se  les  recibe  juramento,  se  identif ican  y  exponen 

espontáneamente).  Después,  serán  interrogados  primero  por  la 

parte  que los promovió;  y  luego por la  otra  parte y  por  el  tr ibunal . 

Se  reciben  las  pruebas  comenzando  por  las  del  Fiscal  y  luego  las 

del  Imputado;  luego  se  exhibirán  o  leerán  las  pruebas  permitidas 

(prueba anticipada, documentos, fotografías,  etc.) .

7 .Inmediatamente  se  oirán  las  conclusiones:  Primero  el  Fiscal  y 

luego  el  Defensor;  puede  haber  réplica  entre  el los.  Concluidas  las 

exposiciones el Juez dará la últ ima palabra al  Imputado.

8.El  tr ibunal  se ret ira  a  del iberar.  La mencionada deliberación será 

secreta,  sólo  participarán  los  Jueces  y  el  Secretario.  Se  analizarán 

los  hechos  y  se  le  dará  val idez  a  las  pruebas  ( l ibre  convicción 

motivada).

9 .En  la  misma  Audiencia  se  dictará  la  sentencia;  cuando  el  asunto 

es  complejo  o  por  lo  avanzado  de  la  hora,  sólo  se  dictará  la 

disposit iva  expuesta  por  el  Juez  Presidente  con  los  fundamentos 

de  hecho  y  de  derecho  que  soportaron  la  absolución  o  la 

culpabil idad.  Si  es  culpable  se  indicará  la  pena  impuesta.  El  Juez 

Presidente  tendrá 10 días  para  redactar  la  parte  considerativa de  la 

Sentencia debiendo indicar día y hora de su lectura.
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Esa  forma  de  proceder  establecida  en  el  NCPP,  para  resolver  el 

conflicto jurídico-penal,  se  hal la  revestida,  como no podía  ser  de  otra 

manera,  de  todas  las  garantías  procesales,  en  un  escenario  que  haga 

viable  realmente  el  cumplimiento  de  los  principios  fundamentales  del 

juicio: oral idad, inmediación, publ icidad y concentración.

EL SISTEMA DE RECURSOS

Ha  sido  diseñado  para  fortalecer  el  juicio  oral  públ ico  y 

contradictorio,  por  lo  que  se  reconocen  los  s iguientes  actos  de 

impugnación:

•Apelación incidental  

•Apelación  restringida  (contra  Sentencias  donde  el  Tribunal 

Superior sólo anal iza derecho) 

•Casación  (Sobre  precedentes  contradictorios  para  genera  una 

verdadera jurisprudencia)

EJECUCION PENAL

Se  judicial iza  el  control  de  la  ejecución  penal,  hoy  a  cargo  del  Poder 

Ejecutivo a través del Ministerio de Gobierno.
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C O L O M B I A

ETAPAS DEL PROCESO PENAL

En este  punto  se  debe  hacer  precis ión  que  actualmente  en  Colombia, 

se apl ican dos Códigos de Procedimiento Penal  en forma paralela :

1 .Ley 600 de 2.000, que rige para todo el país .

2 .Ley  906  de  2.004,  que  rige  actualmente  en  Bogotá  y  eje  cafetero, 

para  del itos  presentados  a  part ir  del  1°  de enero de  2.005,  régimen 

procesal  que  entrará  en  vigencia  gradualmente  en  todo  el  país 

hasta el 1° de enero de 2.008.

1.Ley 600 de 2.000

En  la  estructura  del  procedimiento,  se  t iene  que  la  investigación  y 

acusación  están  en  cabeza  de  la  Fiscal ía  General  de  la  Nación   y  el 

juzgamiento  se  radica  en  los  jueces,  salvo  las  excepciones 

constitucionales.

La investigación se divide en dos etapas:  la investigación y el juicio.
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LA INVESTIGACION

Que  comprende  las  etapas  de  investigación  previa;  instrucción  y 

cal if icación.

La investigación Previa

Art.  322  a  328,  su  f inalidad  es  “determinar  s i  ha  tenido  ocurrencia  la 

conducta  que  por  cualquier  medio  haya  l legado a  conocimiento  de  las 

autoridades,  s i  está  descrita  en  la  ley  penal  como  punible,  si  se  ha 

actuado  al  amparo  de  una  causal  de  ausencia  de  responsabi l idad,  s i 

cumple  el  requisito  de  procesabil idad  para  iniciar  la  acción  penal  y 

para  recaudar  las  pruebas  indispensables  para  lograr  la 

individualización  o  identif icación  de  los  autores  o  partícipes  de  la 

conducta punible.”

Estas  di l igencias  previas,  son  reservadas  pero  el  defensor  del 

imputado  t iene  derecho  a  conocerlas.  El  plazo  de  duración  es  un 

término  máximo  de  seis  (6)  meses,  concluido  este,  el  Fiscal  debe 

decidir  s i  se  archivan las  di l igencias,  mediante resolución inhibitoria o 

si  se abre la investigación,  continuando la etapa de la instrucción.

JURISPRUDENCIA

Derecho  del  investigado  a  conocer  de  la  imputación  específ ica  que 

existe  en  su  contra  y  de  los  fundamentos  probatorios  que  la 
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respaldan.  CORTE  CONSTITUCIONAL,  SENTENCIA  C-96, 

FEBRERO 11 DE 2.003. M.P. MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA.

Instrucción

Cumplidas  las  finalidades  de  la  investigación  previa  o  de  manera 

directa,  s i  existe  imputado plenamente  identif icado,  el  Fiscal,  procede 

a  dar  inicio  a  la  etapa  de  instrucción,  mediante  la  resolución  de 

apertura  de  instrucción,  procediendo  a  vincular  a  los  presuntos 

responsables,  mediante  di l igencia  de  indagatoria  o  declaratoria  de 

persona ausente. (Art.  329  a  352 ) .

Cumplido  lo  anterior  y  estando  debidamente  vinculado  al  proceso  el 

presunto  responsable,  procede  el  Fiscal  a  definir  la  si tuación jurídica, 

con  la  correspondiente  medida  de  aseguramiento  de  detención 

preventiva,  en  los  casos  que proceda  (Art.  357)  y  anal izando los  f ines 

de la pena.(Art. 355)

JURISPRUDENCIA

Función de las medidas de aseguramiento. “la detención preventiva de 

una  persona  acusada  de  un  deli to  restringe  su  derecho  a  la  l ibertad 

personal.  Esta  l imitación  se  justifica  en  aras  de  la  persecución  y  la 

prevención  del  deli to  confiadas  a  las  autoridades  y  garantiza  del 

juzgamiento  y  penal ización  de  las  conductas  t ipif icadas  en  la  ley, 

entre  otras  cosas  para  asegurar  la  comparecencia  del  acusado  al 

proceso.  CORTE  CONSTITUCIONAL,  SENTENCIA  C-301, 

AGOSTO 2/93. M.P. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ).
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JURISPRUDENCIA

La  detención  no  se  vincula  tan  sólo  con  el  cumplimiento  de  los 

requisi tos  formales  y  materiales  exigidos  por  el  ordenamiento 

jurídico,  sino  también  con  los  fines  establecidos  para  el la .  CORTE 

SUPREMA  DE  JUSTICIA,  CASACION  PENAL,  SENTENCIA 

JUNIO  18  /  2.002.  RAD.18056  M.P.  FERNANDO  ARBOLEDA 

RIPOLL.

CALIFICACIÓN 

Recaudada  la  prueba  necesaria  o  vencido  el  término  de  instrucción, 

que  no  podrá  exceder  de  18  meses  a  part ir  de  la  apertura  de 

instrucción  o  24  meses  cuando  se  trate  de  tres  (3)  s indicados  o 

del itos,  el  Fiscal  profiere  resolución  de  CIERRE  DE 

INVESTIGACIÓN,  dando  traslado  a  los  sujetos  procesales  por  ocho 

(8)  días  para  que  presenten  “las  sol ici tudes  que  consideren  necesarias 

en  relación  con  las  pretensiones  sobre  la  calificación  que  deba 

adoptarse.  El  Fiscal ,  surt ido  el  anterior  trámite,  proferirá  resolución 

por  medio  de  la  cual  califica  el  mérito  del  sumario,  bien  acusando  o 

precluyendo la instrucción. (Arts. 393 a 399) .

JURISPRUDENCIA

La cal if icación  de  la  investigación  debe  comprender  todos  los  hechos 

investigados.  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA,  CASACION 

PENAL,  AUTO  FEBRERO  17/98  RAD.8041.  M.P.DIDIMO  PAEZ 

VELANDIA.
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EL JUICIO

Esta  etapa  se  tramita  ante  el  Correspondiente  Juez  competente  o  de 

conocimiento  y  el  Fiscal  se  convierte  en  sujeto  procesal .  Comprende 

las etapas de: apertura a juicio, audiencia preparatoria.

Apertura a juicio

En  firme  la  resolución  de  acusación  proferida  por  el  Fiscal ,  las 

di l igencias  se  envían  al  Juez  encargado  del  Juzgamiento,  recibidas  se 

inicia  la  apertura a juicio,  profir iendo un auto el  señor Juez,  en donde 

deja  a  disposición  el  proceso  a  los  sujetos  procesales,  por  un  término 

de  quince  (15)  días  hábi les,  para  preparar  las  audiencias  preparatorias 

y públicas,  sol ici tar nulidades originadas en la etapa de investigación y 

las pruebas que sean procedentes. (Art. 400) .

Audiencia preparatoria

Surtido  el  traslado de  la  apertura  a  juicio,  el   Juez  citará  a  los  sujetos 

procesales  para  la  realización  de  la  audiencia  preparatoria,  dentro  de 

los  cinco  (5)  días  s iguientes,  donde  se  resolverá  sobre  la  petición  de 

nul idades  y  pruebas  a  practicar  en  la  audiencia  pública.  Incluso  el 

Juez puede ordenar pruebas de oficio.

Audiencia Pública

Terminada  la  audiencia  preparatoria,  el  juez  f i jará  dentro  de  los  diez 

(10)  días  hábi les  s iguientes,  fecha  y  hora  para  la  celebración  de 
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audiencia  pública,  en  esta  el  Juez  observara  las  pruebas  que  se 

ordenaron,  se  escuchará  los  alegatos  de  los  sujetos  procesales,  los 

cuales se plasmarán en un acta. Concluida la audiencia públ ica, el Juez 

dispone  de  quince  (15)  días  para  dictar  sentencia,  la  cual  puede  ser 

condenatoria o absolutoria.

2.LEY 906 DE 2.004.

Se  consagra  el  principio  fundamental  de  la  oral idad,  La  Fiscal ía 

recaudará  los  elementos  probatorios,  los  cuales  presentará  al  Juez, 

para  que este  decida  sobre  la  detención o restricción de la  l ibertad de 

las personas.

Solo  se  considerarán  pruebas  las  que  se  practiquen  en  la  audiencia 

oral  ante  el  Juez.  Adquiere  total  importancia  la  cadena  de  custodia, 

como elemento  material  probatorio,  que  recogidos  con  ocasión  de  un 

hecho,  será  prueba  en  el  momento  que  se  surta  la  audiencia  y  se 

controvierta por las partes.

El  rol  del  Fiscal ,  cambia  totalmente,  como  la  forma  de  adelantar  los 

procesos penales en Colombia.

Podemos  hablar  que  se  presentan  dos  etapas:  la  primera  que 

comprende la Indagación y la investigación y la segunda el  juicio.
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LA INDAGACION Y LA INVESTIGACIÓN

La  indagación  se  inicia  desde  el  momento  de  la  Noticia  criminis  y 

estará  a  cargo  de  la  policía  judicial ,  encargada  de  recaudar  los 

elementos  materiales  probatorios   y  evidencias  fís icas,  (que  serán  las 

pruebas  en  la  audiencia  públ ica) ,  bajo  la  coordinación  del  Fiscal 

competente,  quién  deberá  con  ellos  trazar  un  programa  metodológico 

de la investigación.

Dentro  de  esta  etapa,  interviene  el  Juez  de  Garantías,  a  quién  debe 

acudir  el  Fiscal ,  en  audiencias  preliminares,  para  solicitar  elementos 

de  pruebas  que  afecten  derechos  fundamentales  de  las  personas,  el 

Juez los analizará y ordenará su practica. 

El  término  de  esta  indagación,  puede  comprender  el  termino  de 

prescripción de la acción penal .

Una  vez   que  el  Fiscal  obtenga  los  elementos  materiales  probatorios, 

evidencias  f ís icas  o  información  legalmente  obtenida,  de  las  cuales 

pueda inferir  razonablemente que el  imputado es  autor  o partícipe del 

del ito  que  investiga,  efectuara  la  formulación  de  imputación,  en 

audiencia  que  se  l leva  a  cabo  ante  el  juez  de  control  de  garantías  y 

consist irá  en  la  comunicación  por  parte  de  la  Fiscalía  a  una  persona 

de su condición de imputado. (Art. 286  a 294  LEY  906/04) .

Una  vez  efectuada  la  imputación,  comienza  la  investigación 

propiamente  dicha,  f i jándose  al  Fiscal  un  término  de  treinta  (30)  días 

para  formular  la  correspondiente  acusación,  que  consiste  en  un 
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escrito  por  medio  del  cual  la  Fiscalía  formaliza,  ante  el  Juez  de 

conocimiento competente,  una acusación en  relación con una o varias 

personas,  cuando  los  elementos  materiales  probatorios,  evidencias 

f ísicas  o  información  legalmente  obtenida,  se  puede  afirmar,  con 

probabi l idad  de  verdad,  que  la  conducta  del ict iva  exist ió  y  que  el 

imputado o imputados son autores o participes.

Dentro  de  los  tres  (3)  días  s iguientes  al  recibo  del  escrito  de 

acusación el  juez señalará fecha,  hora y lugar para la  celebración de la 

audiencia  de  formulación  de  acusación  y  se  cumplirá  lo  relacionado 

con el descubrimiento de pruebas.

EL JUICIO

Concluida  la  audiencia  de  formulación  de  acusación,  el  Juez  fi jará 

fecha,  hora  y  sala  para  la  celebración  de  la  audiencia  preparatoria,  la 

cual  deberá  real izarse  en  un  término  no  inferior  a  quince  (15)  días  ni 

superior a los treinta (30) días s iguientes a su señalamiento.

En  la  audiencia  preparatoria  (Art.  355  a  365  ley  906/04) ,  el  Juez  la 

declarará  abierta,  debiendo  contar  con  la  presencia  obl igatoria  del 

Fiscal y del  defensor.  Y en el  desarrol lo de esta el  Juez dispondrá:

Que  las  partes  manif iesten  sus  observaciones  pertinentes  al 

procedimiento de descubrimiento de elementos probatorios.

Que  la  defensa  descubra  sus  elementos  materiales  probatorios  y 

evidencias f ísicas.
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Que  la  Fiscal ía  y  la  defensa  enuncien  la  total idad  de  las  pruebas  que 

harán valer en la audiencia del juicio oral público.

Que  las  partes  manif iesten  si  t ienen  interés  en  hacer  est ipulaciones 

probatorias,  las cuales se entienden como los acuerdos entre Fiscalía y 

defensa  para  aceptar  como  probados  algunos  hechos  o  sus 

circunstancias.

Que  el  acusado  manif ieste  s i  acepta  o  no  los  cargos.  Si  los  acepta  se 

procederá  a  dictar  sentencia  reduciendo  la  pena  en  una  tercera  parte. 

Si  no  los  acepta  se  continuara  el  trámite,  f i jándose  fecha,  hora  y  sala 

para  el  inicio  del  juicio  oral  que  debe  realizarse  dentro  de  los  treinta 

(30) días s iguientes.

El juicio oral

En  el  día  y  hora  señalado  en  la  audiencia  preparatoria  ,  el  Juez 

instalará  el  juicio  oral ,  previa  verif icación  de  la  presencia  de  las 

partes,  antes  de  la  practica  de  pruebas,  la  Fiscal ía  presentará  la  teoría 

del  caso  y  la  defensa  si  lo  desea  puede  hacerlo.  Terminada la  practica 

de pruebas, el  f iscal  y el defensor presentaran sus alegatos orales.  Una 

vez  presentados  el  Juez  declarará  el  debate  terminado  y  de  ser 

necesario  decretará  un  receso  hasta  de  dos  (2)  horas  para  anunciar  el 

sentido del  fal lo.

El  juez  señalará  el  lugar,  fecha  y  hora  de  la  audiencia  para  proferir 

sentencia,  en  un  término  que  no  podrá  exceder  de  quince  (15)  días 

calendario,  contados  a  part ir  de  la  terminación  del  juicio  oral ,  en  el 
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cual  incorporará  la  decis ión  que  puso  f in  al  incidente  de  reparación 

integral .
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E C U A D O R

ETAPAS DEL PROCESO PENAL

TITULO I

LA INSTRUCCION FISCAL Y LA POLICIA JUDICIAL

Art. 206 Etapas

“Por  regla  general  el  proceso  penal  se  desarrolla  en  las  etapas 

s iguientes:

La Instrucción Fiscal;

1 .La Etapa Intermedia;

2.El Juicio; y

3.La Etapa de Impugnación.
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CAPITULO II

LA INDAGACION PREVIA Y LA INSTRUCCION FISCAL

Art. 215 Indagación previa.

“Antes  de  resolver  la  apertura  de  la  instrucción,  si  lo  considera 

necesario,  el  Fiscal  con  la  colaboración  de  la  policía  judicial  que 

actuará  bajo  su  dirección,  investigará  los  hechos  presumiblemente 

constitutivos  de  infracción  penal  que  por  cualquier  medio  hayan 

l legado a su conocimiento.

Si  durante  la  indagación  previa  tuvieren  que  adoptarse  medidas  para 

las  cuales  se  requiera  de  autorización  judicial ,  el  Fiscal  deberá 

previamente obtenerla.

La  indagación  previa  no  podrá  prolongarse  por  más  de  un  año  en  los 

del itos  sancionados  con  pena  de  pris ión,  ni  por  más  de  dos  años  en 

los  del itos  sancionados  con  pena  de  reclusión.  Estos  plazos  se 

contarán  desde  la  fecha  en  la  cual  el  Fiscal  tuvo  conocimiento  del 

hecho.

Sin  embargo,  s i  l legaren  a  poder  del  Fiscal  elementos  que  le  permitan 

imputar  la  autoría  o  participación  en  el  deli to  a  persona  determinada, 

iniciará  la  instrucción  aunque  el  plazo  hubiere  fenecido,  siempre  que 

la acción penal no hubiere prescrito según las reglas generales.
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Sin  perjuicio  de  las  garantías  del  debido  proceso  y  del  derecho  a  la 

defensa;  las  actuaciones  del  Ministerio  Público  y  de  la  Policía  Judicial 

para  el  esclarecimiento  del  del ito  durante  la  indagación  previa,  se 

mantendrán  en  reserva  del  público  en  general ,  s in  perjuicio  del 

derecho  del  ofendido  y  de  las  personas  a  las  cuales  se  investiga  de 

tener  acceso  inmediato,  efectivo  y  suficiente  de  las  investigaciones. 

Los  f iscales,  los  investigadores,  los  jueces,  el  personal  pol icial  y  los 

demás funcionarios que habiendo intervenido en estas actuaciones, las 

divulguen  o  pongan  de  cualquier  modo  en  pel igro  el  éxito  de  la 

investigación,  serán  sancionados  conforme a  lo  previsto  en  el  Código 

Penal.”

Nota:  Artículo  reformado  por  Art.  19  de  Ley  No.  101,  publ icada  en 

Registro Oficial 743 de 13 de Enero del 2003.

Art. 216. Atribuciones del Fiscal

El Fiscal  deberá, especialmente:

1.Recibir las denuncias presentadas por del itos de acción pública;

2 .Reconocer  los  lugares,  resultados,  huellas,  señales,  armas, 

objetos  e  instrumentos  conducentes  a  establecer  la  existencia  del 

del ito  e  identif icar  a  sus  posibles  responsables,  conforme  a  lo 

dispuesto en el capítulo de la prueba material ;

3 .Recibir  del  ofendido  y  de  las  personas  que  hubiesen  presenciado 

los  hechos  o  de  aquellas  a  quienes  constare  algún  dato  sobre  el 

hecho o sus autores, s in juramento,  las versiones que dieren. Se les 
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advertirá  de la  obligación que t ienen de presentarse a  declarar  ante 

el  juez  o  ante  el  tr ibunal  penal .  Estos  datos  se  consignarán  en  el 

acta que será suscrita por las personas intervinientes;

4 .Solicitar  al  juez  que  con  las  solemnidades  y  formalidades 

previstas  en  el  capítulo  de  la  prueba  test imonial ,  reciba  el 

test imonio  de  quien  se  encuentre  imposibil itado  de  concurrir 

cuando procesalmente le corresponda;

5.Impedir  por  un  t iempo  no  mayor  de  seis  horas  que  las  personas 

cuya  información  sea  necesaria  se  ausenten  del  lugar  s in  haberla 

proporcionado;

6.Ordenar  la  detención  de  la  persona  sorprendida  en  deli to 

f lagrante  y  ponerla,  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes, 

a órdenes del  juez competente;

7.Solicitar al  juez que realice la  identif icación del  sospechoso o del 

imputado,  cuando  el  agraviado  o  los  declarantes  no  conozcan  el 

nombre  y  apell ido  de  la  persona  a  la  que  consideran  incriminada 

en  el  del ito  que  es  objeto  del  proceso,  pero  aseguren  que  la 

reconocerían  si  volvieran  a  verla .  Esta  di l igencia,  se  cumplirá  en 

presencia  del  abogado  de  la  defensa  de  acuerdo  a  las  siguientes 

reglas:

a .El  juez,  el  secretario  y  el  agraviado,  o  el  declarante  en  su  caso 

pasarán al  lugar donde se  encuentre  el  sospechoso y,  colocado éste 

en  el  puesto  que  hubiere  escogido  entre  diez  o  más  individuos,  lo 

más  análogamente  vestidos,  el  juez  preguntará  a  la  persona  que 
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debe  real izar  la  identif icación,  s i  en  el  grupo  que  t iene  frente  a  él 

se encuentra el  sospechoso;

b.Si  el  agraviado  o  el  declarante  respondiere  af irmativamente,  el 

juez  ordenará  que  señale  a  la  persona  a  quien  se  refir ió  en  el 

momento de declarar;  y,

c.De  lo  practicado  en  el  acto  de  identificación  se  sentará  el  acta 

correspondiente,  con las  firmas del  Juez,  Secretario  e identif icante. 

Este  mismo  procedimiento  de  identif icación  se  observará  cuando 

se tratare de personas homónimas.

8.Disponer  que  la  Pol icía  Judicial  recoja,  custodie  y  preserve  los 

objetos,  documentos  e  instrumentos  que  puedan  servir  para 

asegurar  las  pruebas  del  del ito  y  la  identidad  de  sus  autores;  y 

cuide  que  tales  señales  no  se  alteren,  borren  u  oculten.  De  ser 

posible  y  necesario,  real izará  u  ordenará  que  se  realice  el 

levantamiento de  un croquis  del  lugar  donde se  cometió el  deli to  y 

que  se  obtengan  fotografías,  grabaciones  u  otras  pericias 

criminalíst icas;

9 .Solicitar  al  Juez  que  dicte  las  medidas  cautelares,  personales  y  

 reales  que  el  Fiscal  considere  oportunas.  Igualmente  deberá  pedir 

la  revocatoria  o  cesación  de  dichas  medidas,  cuando  estime  que  la 

investigación  practicada  ha  permitido  desvirtuar  los  indicios  que 

las  motivaron.  En  estos  casos,  deberá  remitir  al  Juez  copias 

cert if icadas de lo actuado; y,
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10.Practicar  todas  las  demás  investigaciones  que juzgare  necesarias 

para  el  esclarecimiento  del  hecho  delict ivo  y  para  la 

fundamentación de la acusación.

El  Fiscal  podrá  delegar  la  práctica  de  las  di l igencias  a  que  se  ref ieren 

los  numerales  2,  3  y  5  a  la  Pol icía  Judicial  o  a  investigadores 

especial izados  bajo  la  dirección  de  ésta.  El  denunciante  o  cualquier 

persona  que,  a  criterio  del  Fiscal  deba  cooperar  para  el 

esclarecimiento  de  la  verdad,  está  obl igado  a  concurrir  a  la  f iscalía 

para  la  práctica  del  acto  procesal  respectivo,  para  cuyo  f in  el 

Secretario  le  notif icará  personalmente  o  por  una  boleta  dejada  en  la 

residencia del  notificado.

En caso  de  incumplimiento,  el  Fiscal  o  Tribunal  pueden hacer  uso  de 

la fuerza públ ica.

Art. 217 Inicio de la instrucción

El  Fiscal  resolverá  el  inicio  de  la  instrucción en cuanto considere  que 

existen  fundamentos  suficientes  para  imputar  a  una  persona 

participación  en  un  hecho  del ict ivo.  Si  como  medida  cautelar  o  por 

tratarse  de  un  deli to  f lagrante  se  hubiere  privado  de  la  l ibertad  a 

alguna  persona,  el  Fiscal  deberá  dictar  la  resolución  de  inicio  de  la 

instrucción dentro  de  las  veinte  y  cuatro horas s iguientes  al  momento 

de la aprehensión.

La resolución del  Fiscal  contendrá:

1.La descripción del hecho presuntamente punible;
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2.Los datos personales del imputado;

3.Los  elementos  que  le  han  servido  de  sustento  para  hacer  la 

imputación;

4.La fecha de inicio de la instrucción; y,

5 .El nombre del  Fiscal  a cargo de la instrucción.

El  Fiscal  notificará  la  resolución  al  Juez,  quien  dispondrá  que  se 

notif ique  al  imputado,  al  ofendido  y  a  la  Oficina  de  la  Defensoría 

Pública, para que designe un defensor.

Es  obligación  del  Fiscal  poner  a  disposición  del  imputado,  del 

ofendido  y  de  sus  defensores  todas  las  evidencias  que  tenga  en  su 

poder,  incluyendo  las  de  naturaleza  exculpatoria,  de  manera  que  el 

imputado  ejerza  su  derecho  de  examinar  todos  los  objetos, 

instrumentos  y  documentos  recogidos  durante  la  investigación.  Si  es 

requerido,  el  Fiscal  deberá  entregar  al  imputado,  copias  de  todos  los 

documentos relacionados con la infracción.

Art. 223 Duración

La  Etapa  de  la  Instrucción  Fiscal  concluirá  dentro  del  plazo  máximo 

de  90  días,  improrrogables,  a  part ir  de  la  fecha  de  notif icación  al 

imputado o,  de ser  el  caso,  al  defensor público o al  defensor de oficio 

designado por el  Juez.

Si  el  Fiscal  no  declara  concluida  la  instrucción  una  vez  vencido  el 

plazo señalado, el Juez deberá declararla concluida.
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No tendrá valor alguno las di l igencias practicadas después del plazo.

CAPITULO III

LA CONCLUSION DE LA INSTRUCCION FISCAL

Art. 224 Conclusión

Cuando  el  Fiscal  considere  que  se  han  real izado  todos  los  actos  de 

investigación  o  cuando  hubiere  fenecido  el  plazo,  declarará 

 concluida  la  instrucción  y  emitirá  su  dictamen  dentro  del  plazo  de 

seis días.

Si  hubiere  s ido  necesaria  la  intervención  del  juez  para  disponer  la 

conclusión de la  instrucción,  el  Fiscal  deberá  emitir  su  dictamen en el 

plazo de seis días.

Si  no  lo  hiciere,  el  juez  comunicará  el  part icular  al  Fiscal  General , 

quien  impondrá  al  Fiscal  inferior  una  multa  equivalente  a  cinco 

salarios  mínimos  vitales  y  le  concederá  un  nuevo  plazo  de  tres  días 

para  que  cumpla  su  obl igación.  Si  fenecido  este  plazo  persist iere  el 

incumplimiento,  el  Fiscal  será  desti tuido  de  su  cargo  y  el  expediente 

entregado a  otro  Fiscal,  quien deberá  dictaminar  dentro del  plazo que 

le señale el  Fiscal  superior,  el  cual  no podrá exceder de treinta días.
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Art. 226

Falta  de  acusación.-  Cuando  el  Fiscal  est ime  que  no  hay  mérito  para 

promover  juicio  contra  el  imputado  emitirá  su  dictamen 

absteniéndose de acusar y pasará el  expediente al juez.

TITULO II
LA ETAPA INTERMEDIA

SECCION

LA AUDIENCIA PRELIMINAR

Art. 227 Consulta del expediente

Presentado  el  dictamen  Fiscal,  el  juez  mandará  que  se  lo  notifique  al 

imputado  y  al  ofendido.  Dispondrá  además  que  el  expediente  se 

ponga a disposición de éstos, para que puedan consultarlo.

Art. 228 Convocatoria

Dentro  de  los  diez  días  posteriores  a  la  notif icación  con  el  dictamen 

Fiscal,  el  juez  convocará  a  las  partes  a  la  audiencia  prel iminar,  la 

misma  que  se  realizará  dentro  de  un  plazo  no  menor  de  10  días  ni 

mayor de 20,  a contarse desde la fecha de la convocatoria.
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Art. 229 Audiencia

En  el  día  y  hora  señalados,  el  juez  declarará  instalada  la  audiencia  y 

dispondrá  que  se  escuche  al  imputado,  al  Fiscal  y  al  acusador 

particular  directamente  o  a  través  de  sus  abogados  defensores,  a  f in 

de  que  presenten  sus  alegaciones  con  respecto  a  la  existencia  de 

requisi tos  de  procedibil idad  o  de  cuestiones  prejudiciales, 

competencia  y  cuestiones  de  procedimiento  que  puedan  afectar  la 

val idez del proceso.

A  continuación,  el  juez  concederá  la  palabra  al  Fiscal ,  a l  acusador 

particular  y  al  defensor  del  imputado  o  al  mismo  imputado,  a  fin  de 

que  aleguen  sobre  los  fundamentos  del  dictamen  Fiscal  y  de  la 

acusación particular,  s i  la hubiere.

Las  partes  pueden presentar  la  evidencia  documental  que sustente  sus 

alegaciones.

Art. 230 Resolución

Inmediatamente  después de  escuchar  a  las  partes  según lo  previsto  en 

el  art ículo  anterior,  el  juez  leerá  a  los  presentes  su  resolución,  la  que 

versará  sobre  todas  las  cuestiones  planteadas,  debiendo  resolver 

previamente las cuestiones formales.

De  considerarlo  necesario,  el  juez  puede  suspender  la  resolución  y  la 

audiencia  hasta  por  setenta  y  dos  horas.  Reinstalada  la  audiencia,  el 
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juez  procederá  a  leer  a  las  partes  su  resolución,  conforme  se  dispone 

en el inciso anterior.

La resolución será también notif icada a las partes por boleta.

El  Secretario  dejará constancia  en acta  de la  organización y desarrol lo 

de la audiencia.

Art. 231 Consecuencia de la falta de acusación fiscal

Cuando  el  Fiscal  no  haya  acusado,  el  Juez,  si  considera  necesaria  la 

apertura  del  juicio  o  si  se  ha  presentado  acusación  particular, 

ordenará  que  se  remitan  las  actuaciones  al  Fiscal  superior  para  que 

acuse o rat if ique el pronunciamiento del inferior.

Si  el  pronunciamiento  del  inferior  es  rat if icado,  el  juez  debe  admitir 

el  dictamen Fiscal  y dictar auto de sobreseimiento.

Tratándose  de  deli tos  sancionados  con  pena  de  reclusión,  la  consulta 

al  Fiscal  Superior,  de parte del  Juez será obligatoria.
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TITULO III
LA ETAPA DEL JUICIO

CAPITULO I
PRINCIPIOS GENERALES

Art. 250 Finalidad

En  la  etapa  del  juicio  se  practicarán  los  actos  procesales  necesarios 

para  comprobar  conforme a  derecho la  existencia  de la  infracción y  la 

responsabil idad  del  acusado  para,  según  corresponda,  condenarlo  o 

absolverlo.

Art. 252 Existencia del delito y culpabilidad

La  certeza  de  la  existencia  del  del ito  y  de  la  culpabi l idad  del  acusado 

se  obtendrá  de  las  pruebas  de  cargo  y  descargo  que  aporten  los 

sujetos  procesales  en  esta  etapa,  s in  perjuicio  de  los  anticipos 

jurisdiccionales  de  prueba  que  se  hubiesen  practicado  en  la  etapa  de 

instrucción  Fiscal ,  de  la  iniciat iva  probatoria  de  los  jueces  en  la 

audiencia o de las nuevas pruebas que ordene el tr ibunal penal .

Art. 253 Inmediación

El  juicio  se  debe  realizar  con  la  presencia  ininterrumpida  de  los 

jueces y las partes.
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Si  el  defensor  del  acusado  no  comparece  al  juicio  o  se  aleja  de  la 

audiencia  se  debe proceder en la  forma prevista  en los art ículos 129 y 

279 de este Código.

Si  el  defensor  no  comparece  al  segundo  l lamado,  el  Presidente  del 

Tribunal  designará  un  defensor  de  oficio  para  que  asuma  la  defensa, 

con el carácter de obl igatorio para el acusado.

Art. 255 Publicidad

La  audiencia  del  tr ibunal  penal  será  públ ica;  pero  será  reservada 

cuando  el  proceso  tenga  por  objeto  el  juzgamiento  de  los  del itos 

comprendidos  en  los  Títulos  I  y  VIII  del  l ibro  Segundo  del  Código 

Penal,  y  se  real izará  con  la  sola  presencia  del  acusado,  del  acusador 

particular  s i  lo  hubiere,  de  los  defensores,  del  Fiscal ,  y  del  secretario, 

y  s i  fuere  del  caso,  de  los  peritos  y  de  los  test igos,  sin  que  pueda 

violarse  la  reserva,  durante  o  después  de  la  audiencia.  No se  admitirá 

la  transmisión  de  la  audiencia,  a  través  de  los  medios  de 

comunicación.

En ningún caso,  el  juez  o  magistrado que  conozca  de  una causa  penal 

sometida  a  su  resolución  puede  formular  declaraciones  públ icas  o 

privadas a  los  medios de comunicación social ,  "ni"  antes  "ni  después" 

del  fal lo.  La  violación  de  esta  prohibición  será  sancionada  con  su 

desti tución,  s in  perjuicio  de  las  responsabil idades  civiles  y  penales 

que hubiere.

Nota:  Las  palabras  entre  comillas  del  inciso  segundo,  declaradas  de 

Inconstitucional idad  de  Fondo,  por  Resolución  del  Tribunal 

231



Constitucional  No. 001-2004-DI,  publ icada en Registro Oficial  374 de 

9 de Jul io del 2004.

Art.  258 Oralidad  El  juicio  es  oral ;  bajo esa forma deben declarar  las 

partes,  los  test igos  y  los  peritos.  Las  exposiciones  y  alegatos  de  los 

abogados, serán igualmente orales.

Las  resoluciones  interlocutorias  deben  pronunciarse  verbalmente, 

pero debe dejarse constancia de ellas en el  acta del  juicio.

CAPITULO V
LA SENTENCIA

Art. 304 A Reglas Generales

La sentencia debe ser  motivada y concluirá condenando o absolviendo 

al  procesado.  Cuando  el  Tribunal  tenga  la  certeza  de  que  está 

comprobada  la  existencia  del  deli to  y  de  que  el  procesado  es 

responsable  del  mismo dictará sentencia  condenatoria.  Si  no estuviere 

comprobada  la  existencia  del  deli to  o  la  responsabi l idad  del 

procesado, o exist iere duda sobre tales hechos, o el procesado hubiere 

acreditado su inocencia,  dictará sentencia absolutoria.

Si  el  Tribunal  al  momento  de  sentenciar,  observare  que  existe  alguna 

causa  de  nul idad  la  declarará  a  costa  de  quien  la  hubiese  provocado 

ordenando  que  se  reponga  el  proceso  desde  la  actuación  en  que  se 

produjo la nulidad inclusive.
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P E R U

El  Código  Procesal  Penal  regula  el  Proceso  Común.  Mediante  este 

proceso  se  dará  trámite  al  conjunto  de  del itos  previstos  en  el  Código 

Penal.  Comprende las s iguientes etapas:

a.La Investigación Preparatoria.

b.La Etapa Intermedia,  y

c.El Juzgamiento.

LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA

Está  a  cargo  del  fiscal  con  la  part icipación  especial izada  de  la  Policía 

Nacional  en  la  investigación  del  deli to.  Tiene  por  f inal idad  reunir  los 

elementos  de  convicción  de  cargo  y  descargo  (evidencias) ,  que  le 

permitan decidir si  formula o no acusación. 

Durante  esta  etapa  debe  esclarecerse  s i  los  hechos  investigados 

constituyen  del ito,  los  móviles  de  su  perpetración,  así  como  la 

individualización de los presuntos responsables (autores y part ícipes) .

Los  actos  de  investigación real izados  en  esta  etapa  no t ienen carácter 

jurisdiccional  (artículo  IV numeral  3  TP CoPP ) ,  por  cuanto  se  trata 

de una fase preparatoria del juicio. 
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La  investigación  t iene  carácter  reservado,  solo  podrán  conocer  de  su 

contenido  las  partes.  El  f iscal  puede  discrecionalmente  disponer  que 

algún  acto  de  investigación  se  mantenga  en  secreto  cuando  su 

conocimiento por las partes pueda afectar el  curso de la investigación. 

El plazo no puede exceder de 20 días,  la  prórroga requiere aprobación 

del  Juez de la Investigación Preparatoria (Art. 324.2 CoPP) .

En  esta  etapa,  el  Juez  de  la  Investigación  Preparatoria  cumple  el  rol 

de  garante  del  debido  proceso,  tutela  los  derechos  fundamentales  del 

just iciable  y  controla  el  plazo  de  la  investigación.  Le  compete 

autorizar  la consti tución de las partes,  resolver el  requerimiento fiscal 

sobre  medidas  l imitat ivas  de  derechos  y,  cuando  corresponda,  las  de 

protección.

El  fiscal  puede  iniciar  una  investigación  de  oficio,  por  denuncia  de 

parte  o  noticia  de  la  policía .  En  este  últ imo  caso,  cuando  la  pol icía 

tenga  conocimiento  de  la  comisión  de  un  del ito,  sin  perjuicio  de 

real izar  las  di l igencias  que  resulten  urgentes  e  imprescindibles,  dará 

cuenta  inmediata  al  Ministerio Público por  la  vía  más rápida  posible  y 

también  por  escrito  (Art.  329  y  331  CoPP).  En  todos  los  casos  en 

que  intervenga  la  policía  elevará  al  f iscal  un  Informe  Policial  que 

contendrá  la  relación  de  di l igencias  actuadas  y  el  anális is  de  los 

hechos  investigados,  absteniéndose  de  cal if icarlos  jurídicamente  y  de 

imputar responsabi l idades (Art.  334 CoPP).  

Si  como  consecuencia  de  los  actos  iniciales  de  investigación  el  f iscal 

concluye  que  el  hecho  no  consti tuye  deli to,  o  que  no  es  justiciable 

penal  mente o que existen causales de extinción,  o que la acción penal 
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ha  prescrito,  archivará  la  investigación  notificando  al  denunciante  y 

denunciado  (Art.  334.1  CPP).  Por  el  contrario,  s i  existen  indicios  de 

la  comisión  del  deli to  y  la  acción  penal  no  ha  prescrito;  que  se  ha 

individualizado  al  presunto  responsable  y,  en  su  caso,  que  se  ha 

cumplido  con  los  requisitos  de  procedibil idad,  dispondrá  la 

formalización  y  la  continuación  de  la  Investigación  Preparatoria  ante 

el  Juez de la Investigación Preparatoria.  (Art. 336.1 CPP)

Es importante señalar que en caso que el  f iscal sol ici te la intervención 

judicial  para  practicar  determinadas  di l igencias,  para  la  actuación  de 

prueba  anticipada  o  la  imposición  de  medidas  coercit ivas,  salvo 

excepciones  previstas  en  la  ley,  está  obligado  a  formalizar  la 

investigación  salvo  lo  hubiera  realizado  con  anterioridad.  (Art.  338.4 
CPP)

Son efectos inmediatos de la formalización de la investigación:

La  suspensión  del  plazo  de  prescripción  de  la  acción.  (Art.  339.1 
CPP)

-La  imposibil idad  que  el  fiscal  archive  la  investigación  sin 

intervención judicial .  (Art.  339.2 CPP)

-El  inicio  del  control  judicial  formal  de  la  investigación 

preparatoria  como  por  ejemplo  la  imposición  de  medidas 

l imitat ivas  de  derechos  requeridas  por  el  f iscal  y  el  control  del 

plazo de la investigación.  (Art. 323.2.b y e CPP)

-Imposibil idad  de  repetir  las  dil igencias  preliminares  real izadas  en 

la  Investigación  Preparatoria.  Solo  procede  su  ampliación  si  se 
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advierte  un  grave  defecto  en  su  actuación  o  debe  completarse 

ineludiblemente  como consecuencia  de  la  incorporación de  nuevos 

elementos de convicción. (Art.  337.2 CPP)

El  plazo  de  la  investigación  preparatoria  es  de  120  días  naturales.  El 

f iscal  puede  prorrogarla  por  única  vez  hasta  por  un  máximo  de  60 

días  naturales,  s iempre  que  existan  causas  justif icadas  y  expida  la 

disposición correspondiente.

En  caso  de  investigaciones  complejas,  el  plazo  es  de  8  meses,  la 

prórroga por igual  plazo deberá concederla  el  Juez de la Investigación 

Preparatoria.  Cuando  el  fiscal  considere  que  la  investigación 

preparatoria  ha  cumplido  su  objeto,  puede  darla  por  concluida  antes 

del  vencimiento  del  plazo.  Si  vencidos  los  plazos  previstos,  el  f iscal 

no  da  por  concluida  la  investigación  preparatoria,  las  partes  pueden 

sol ici tar  su  conclusión  al  Juez  de  la  Investigación  Preparatoria  quien 

citará  al  fiscal  y  a  las  demás  partes  a  una  audiencia  de  control  del 

plazo.  Luego  de  revisar  las  actuaciones  y  de  escuchar  a  las  partes, 

resolverá  lo  que  corresponda.  En caso  que  ordene  la  conclusión  de  la 

investigación  preparatoria,  el  f iscal  deberá  pronunciarse  en  el  plazo 

de 10 días  solicitando el  sobreseimiento o formulando acusación,  bajo 

responsabil idad disciplinaria del  fiscal .  (Art.  343 CPP)

Concluida  la  investigación  preparatoria,  el  f iscal  t iene  un  plazo  de  15 

días  para  decidir  si  formula  acusación  o  solicita  el  sobreseimiento 

ante  el  Juez  de  la  Investigación  Preparatoria,  con  lo  que  se  inicia  la 

Etapa Intermedia.  
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LA ETAPA INTERMEDIA

Esta  a  cargo  del  Juez  de  la  Investigación  Preparatoria  y  t iene  por 

f inalidad:

-Resolver el pedido de sobreseimiento, s i  lo hubiere.

-Ejercer control sobre la acusación f iscal .

-Resolver  sobre  los  medios  técnicos  de  defensa  (excepciones, 

cuestiones previas y prejudiciales) .

-Decidir  sobre  la  admisión  de  los  medios  de  prueba  ofrecidos  por 

el  f iscal y la defensa. , í  Resolver las convenciones probatorias.

-Expedir  el  auto  de  enjuiciamiento,  si  existe  causa  probable  para 

juicio.

Formalizada  la  acusación,  ésta  se  notif ica  a  los  demás  sujetos 

procesales  para  que  en  el  plazo  de  10  días,  puedan  real izar  los  actos 

procesales  previstos  en  el  art ículo  350°  del  CPP  como  por  ejemplo, 

observar  la  acusación  por  defectos  formales,  proponer  medios 

técnicos  de  defensa,  sol ici tar  el  sobreseimiento,  ofrecer  pruebas, 

sol ici tar  la  modif icación  de  las  medidas  l imitat ivas  de  derechos,  entre 

otros.  Al  vencimiento  del  término  indicado  en  el  párrafo  precedente, 

se  real iza  la  Audiencia  Preliminar  en  la  que  se  debaten  las  cuestiones 

controvertidas  por  las  partes,  conforme  a  los  principios  del 

acusatorio,  oralidad y contradicción.  La audiencia deberá real izarse en 

un  plazo  no  menor  de  5  ni  mayor  de  20  días.  Se  desarrol la  con  la 
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presencia  obligatoria  del  f iscal ,  el  acusado  y  su  abogado  defensor. 

(Art.  351 CPP)

Es importante  señalar  que  en  caso  que  la  acusación  presente  defectos 

que  requieran  un  nuevo  anál is is  por  el  Ministerio  Público,  el  juez 

dispondrá  su  devolución  y  suspenderá  la  audiencia  por  el  tém1ino  de 

5  días  para  que  se  corri ja  el  defecto.  En  los  demás  casos,  el  f iscal  en 

la  audiencia  puede  modificar,  aclarar  o  subsanar  la  acusación,  con 

intervención  de  los  concurrentes.  Si  no  hay  observaciones,  se  tendrá 

por  modificada,  aclarada  o  saneada  la  acusación  f iscal .  En  caso 

contrario,  resolverá  el  juez  mediante  resolución  que  t iene  carácter  de 

inapelable.  (Art.  352°.2 CPP)

En caso de est imarse algún medio técnico de defensa,  el  juez expedirá 

en  la  misma  audiencia  la  resolución  correspondiente  contra  la  que 

procede  recurso  de  apelación.  Su  interposición  no  impide  la 

continuación del  procedimiento. (Art.  352.3 CPP)

La  admisión  de  los  medios  de  prueba  ofrecidos  requiere  de  dos 

condiciones concurrentes:  

-Que  la  petición  contenga  la  especificación  del  probable  aporte  a 

obtener para el mejor conocimiento del  caso (mi.  352.5.a CPP);  y ,

-Que  el  acto  probatorio  propuesto  sea  pertinente,  conducente  y 

úti l .  (Art.  352.5.b CPP)

El  sobreseimiento  se  dicta  de  oficio  o  a  pedido  del  acusado  o  su 

abogado defensor.  Procede  cuando el  hecho  no se  realizó  o  no puede 

atribuírsele  al  imputado,  o  cuando  la  acción  no  es  t ípica  o  porque 
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concurre  alguna  causa  eximente  de  responsabi l idad  (causa  de 

justif icación,  causa  de  inculpabi l idad  o  de  no  punibi l idad);  cuando  se 

ha  extinguido  la  acción  penal  o  no  haya  posibil idad  de  incorporar 

elementos  de  convicción  suficientes  para  solicitar  vál idamente  el 

enjuiciamiento  del  imputado.  La  resolución  que  desestima  el  pedido 

es inimpugnable.  (Art. 352.4 CPP)

Si  el  f iscal  decide  no  acusar  y  sol ici ta  el  sobreseimiento.  el  juez 

correrá  traslado  del  pedido  a  los  demás  sujetos  procesales  por  el 

plazo  de  10  días,  quienes  podrán  oponerse  a  la  sol ici tud  de  archivo 

dentro del  referido plazo.  Acto  seguido el  juez citará  a  una  Audiencia 

Preliminar  (Audiencia  de  Control  del  Sobreseimiento)  donde  se 

debatirán  los  fundamentos  del  requerimiento  fiscal  (Art.  345  CoPP). 
La  resolución  que  concede  el  sobreseimiento  es  apelable  (Art.  347.3 
CPP). El juez deberá resolver el  requerimiento en el  plazo de 15 días. 

Si  lo  considera  fundado,  emitirá  el  auto  de  sobreseimiento.  De 

considerado  improcedente,  expresando  los  fundamentos  de  su 

desacuerdo,  expedirá  un  auto elevando los  actuados  al  Fiscal  Superior 

para que ratif ique o rectif ique la sol ici tud del f iscal provincial .

El  fiscal  superior  se  pronunciará  en  el  plazo  de  10  días,  con  su 

decis ión  termina  el  trámite.  En  caso  de  rat if icación,  el  juez  expedirá 

s in  más  trámite  el  auto  de  sobreseimiento.  Por  el  contrario,  si  el 

superior  no  está  de  acuerdo  con  el  requerimiento  del  provincial , 

ordenará a otro fiscal  que formule acusación. (Art.  346° CPP)

En caso  que  el  juez  considere  que  existe  mérito  suficiente  para  juicio 

oral ,  expedirá  el  auto  de  enjuiciamiento  (Art.  353°-354°  CPP),  que 
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será  notif icado  a  todos  los  sujetos  procesales.  Transcurridas  48  horas 

de  la  notificación,  el  Juez  de  la  Investigación  Preparatoria  remitirá  al 

Juez  Penal  competente  ( juzgado  unipersonal  o  colegiado)  el  auto  de 

enjuiciamiento  y  los  actuados  correspondientes,  así  como  los 

documentos  y  los  objetos  incautados.  El  Juez  Penal  competente 

dictará  el  auto  de  citación  a  juicio  con  indicación  del  lugar  y  fecha 

donde se real izará. (Art.  355° CPP)

EL JUZGAMIENTO

Tercera  y  últ ima  fase  del  proceso  común  que  se  desarrol la  sobre  la 

base  de  la  acusación  f iscal .  En  esta  etapa  operan  a  plenitud  los 

principios  de  publicidad,  oralidad,  inmediación,  concentración  y 

contradicción  que  rigen  el  sistema  acusatorio  adversativo.  Es 

importante  señalar  que  el  juicio  oral  se  l leva  a  cabo  por  un  juez 

imparcial  –  órgano  unipersonal  o  colegiado-  que  se  formará 

convicción  y  resolverá  la  causa con base  a  las  pruebas  actuadas  por  la 

f iscal ía  y  la  defensa.  Este  magistrado  en  la  medida  que  no  ha 

participado  en  la  investigación  preparatoria  no  tendrá  prejuicio 

alguno  contra  el  acusado.  Si  bien  la  regla  general  es  que  el  juicio  oral 

es  público,  a  discreción  del  juez  y  por  auto  debidamente  motivado, 

puede resolver  que el  juicio  se  real ice  total  o  parcialmente  en  privado 

siempre  que  se  sustente  en  algunos  de  los  presupuestos  previstos  en 

la  norma  como  por  ejemplo  se  afecte  el  pudor,  la  vida  privada  o  la 

integridad f ís ica  de  alguno de los  participantes  en el  juicio  o se  afecte 

gravemente  el  orden  público  o  la  seguridad  nacional,  entre  otros. 

(Art.  357° CPP)
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El  juicio  oral  se  desarrol la  en  forma  ininterrumpida  con  la  presencia 

del  juez unipersonal  o  del  tr ibunal  penal  -  según sea  el  caso-,  el  f iscal 

y  las  demás  partes  en  el  proceso,  salvo  excepciones  previstas  en  la 

norma  (Art.  359  CPP ) .  La  audiencia  no  podrá  l levarse  a  cabo  sin  la 

presencia  del  acusado  y  su  defensor  (Art.  367.1  CPP).  Instalada  la 

audiencia,  ésta  seguirá  en  sesiones  continuas  e  ininterrumpidas  hasta 

su  conclusión  en  días  consecutivos.  La  suspensión  del  juicio  oral 

procede  hasta  por  8  días  en  los  casos  de  enfermedad  del  juez,  f iscal , 

acusado o su abogado defensor,  por fuerza mayor o caso fortuito y en 

los casos previstos en el  código procesal.  (Art:  360 CPP)

La  audiencia  se  realiza  oralmente  y  se  documenta  en  acta  o  en  medio 

técnico  reglamentado  por  el  órgano  de  gobierno  del  Poder  Judicial , 

como  por  ejemplo  cintas  magnetofónicas  o  videográficas.  Todas  las 

alegaciones de las  partes,  así  como los debates  probatorios se realizan 

verbalmente  y  se  prohibe  la  lectura  de  escritos  presentados  con  tal 

f in,  incluyendo la  acusación f iscal .  Igualmente,  las  resoluciones  deben 

ser  dictadas  y  fundamentadas  verbalmente  y  se  consideran notif icadas 

desde el  momento de su pronunciamiento.  (Art. 361° CPP)

El  juez  penal  en  su  rol  de  director  del  juicio,  dir igirá  y  ordenará  los 

actos  que  sean  necesarios  para  su  desarrollo,  correspondiéndole 

garantizar  al  fiscal  el  ejercicio  pleno  de  la  acusación  y  al  imputado  el 

ejercicio pleno de su defensa tanto material  como técnica.  Instalada la 

audiencia,  el  fiscal  y  la  defensa  procederán  a  exponer, 

respectivamente,  sus  alegatos  prel iminares   (Art.  371.2  CPP),  luego 

de  lo  cual  el  juez  t iene  la  obl igación  de  informar  al  acusado  de  los 

derechos  que  le  asisten,  enfatizando  en  su  derecho  de  guardar 
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si lencio.  Sin  embargo,  en  cualquier  momento  del  juicio,  el  imputado 

t iene  derecho  a  ser  oído  (Art.  371.3  CPP).  Asimismo,  el  juez  deberá 

preguntar  al  acusado  si  admite  los  cargos.  Si  aquel los  acepta,  previa 

consulta  con  su  abogado  defensor,  y  además  está  de  acuerdo  con  la 

pena y la reparación civi l ,  el juicio se dará por concluido y se expedirá 

una  sentencia  de  conformidad  (Art.  372  CPP).   Puede  ocurrir  que  el 

acusado admita  los  cargos,  mas no acepte la  pena o la  reparación civi l 

sol ici tada  por  el  f iscal ,  en  cuyo  caso  los  debates  en  audiencia  se 

l imitarán a estos puntos. (Art.  372°.3 CPP) 

En  el  s istema  acusatorio  adversativo,  el  f iscal  t iene  la  carga  de  la 

prueba  en  cuya  virtud  debe  demostrar  los  hechos  que  alega  en  su 

acusación,  destruyendo  la  presunción  de  inocencia  que  ampara  al 

acusado.  En  caso  contrario,  éste  deberá  ser  absuelto.  La  defensa 

también  presentará  las  pruebas  de  descargo  que  considere 

convenientes.  En  resumen,  la  actividad  probatoria  corresponde  al 

f iscal ,  a  la  defensa,  al  actor  civil  y  al  tercero  civil .  Sin  embargo, 

nuestro  Código  Procesal  Penal  admite  que  en  casos  excepcionales  el 

juez  ordene  la  actuación  de  determinadas  pruebas  (prueba  de  oficio), 

s iempre  y  cuando  éstas  resulten  indispensables  o  manifiestamente 

úti les  para  esclarecer  los  hechos.  La  resolución  que  dispone  su 

actuación es inimpugnable. (Art. 385° CPP)

El  Código  Procesal  Penal  prevé  un  orden  para  la  actuación  de  las 

pruebas.  En  primer  lugar,  corresponde  la  declaración  del  acusado  a 

quien  le  asiste  el  derecho a  guardar  si lencio.  En este  caso,  se  procede 

a  leer  las  declaraciones  que  hubiera  prestado  ante  el  f iscal  (Art. 
376°.1  CPP).  Por  el  contrario,  s i  acepta  declarar  no  está  sujeto  a 
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juramento  y  las  preguntas  que  se  le  formulen  deberán  ser  directas, 

claras,  pert inentes  y  úti les,  no  admitiéndose  preguntas  repetit ivas, 

salvo  que  tengan  por  objeto  obtener  alguna  aclaración.  El  juez  podrá 

declarar  inadmisibles  de  oficio  las  preguntas  prohibidas.  (Art.  376°.2 
CPP)

En  segundo  lugar,  se  actúan  los  medios  de  prueba  que  fueron 

admitidos  en  la  audiencia  preliminar,  así  como  aquellos  que  fueron 

sol ici tados  por  las  partes  y  admitidos  una  vez  instalada  la  audiencia. 

Corresponde  al  juez,  escuchando  a  las  partes,  decidir  el  ordenen  que 

se actuarán los medios de prueba admitidos,  así  como el  orden en que 

declararán  los  acusados  en  caso  que  sean  varios.  (Art.  373  y  375 
CPP)

A  diferencia  del  acusado,  la  declaración  de  test igos  y  peritos  está 

sujeta  a  juramento  o  promesa  de  decir  la  verdad.  El  interrogatorio 

observa  las  mismas  reglas  que  el  examen  del  acusado  y  es  moderado 

por  el  juez  quien  debe  evitar  que  el  declarante  responda  preguntas 

capciosas,  sugestivas  o  impertinentes  (Art.  378°  CPP).  Es  de  resaltar 

que,  de  oficio  o  a  solicitud  de  parte,  el  juez  puede  disponer  que  un 

acusado  no  esté  presente  durante  el  interrogatorio  de  un  test igo  o 

perito  cuando  exista  fundado  temor  a  que  éste  no  diga  la  verdad  en 

presencia  de  aquel los.  Igual  regla  se  apl ica  en  el  caso  de  personas 

menores  de  16  años  cuando  exista  temor  de  un  perjuicio  relevante 

para él .  (Art. 380° CPP)  

Es  preciso  señalar  que  el  juez  puede  intervenir  cuando  10  estime 

necesario  con el  f in  que  el  f iscal  o  abogados  defensores  de  las  partes 
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real icen  los  esclarecimientos  que  resulten  pertinentes.  También, 

excepcionalmente,  podrá  interrogar  al  acusado,  a  los  test igos  y 

peritos,  en  caso  que  hubiera  quedado un vacío  que  deba  ser  aclarado. 

(Art.  375°.4 CPP)

Aspecto importante  a  resaltar  es  el  hecho que el  acusado,  los  test igos 

y  peritos  son  interrogados  y  contrainterrogados  directamente  por  el 

f iscal  o  el  abogado  defensor,  descartándose  la  posibi l idad  que  las 

preguntas se formulen por intermedio del  juez. 

En  cuanto  a  la  prueba  material  ( instrumentos  o  efectos  del  deli to, 

objetos  o  vestigios  incautados  o  recogidos  en  la  escena  del  crimen), 

incorporada  en  la  Etapa  Intermedia,  serán  exhibidos  en  el  debate  y 

podrán  ser  examinadas  por  las  partes.  Estas  evidencias  podrán  ser 

presentadas  por  el  f iscal  y  el  abogado  defensor  a  los  acusados, 

test igos  y  peritos  a  f in  que  sean  reconocidos  por  estos  o  informen 

sobre ellas .  (Art.  382 CPP)

Teniendo  en  cuenta  que  el  s istema  acusatorio  adversativo  se  sustenta 

en  la  oralidad,  excepcionalmente  se  permite  la  lectura  de 

determinadas  pruebas  documentales  como  por  ejemplo  las  actas  que 

contienen  la  prueba  anticipada,  las  actas  de  declaraciones  de  test igos 

actuadas mediante exhortos y las  que contienen di l igencias  objetivas e 

irreproducibles  (actas  de  detención,  registro,  inspección,  revis ión, 

pesaje,  hallazgo, incautación, entre otras) .  

Asimismo,  se  podrán  leer  la  denuncia,  la  prueba  documental  o  de 

informes,  las  cert if icaciones  y  constataciones;  los  informes  o 

dictámenes  policiales,  así  como  las  actas  de  debate  pericial  s iempre 
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que  el  perito  no  pueda  concurrir  al  juicio  por  fal lecimiento, 

enfermedad,  ausencia  del  lugar  de  residencia,  desconocimiento  de  su 

paradero  o  por  cualquier  otra  causa  independiente  de  la  voluntad  de 

las  partes  (Art.  383°.1  CPP).  El  código  prohíbe  dar  lectura  a  los 

documentos  o  actas  referidos  a  la  prueba  actuada  en  la  audiencia. 

(Art.  383°.2 CPP)

La oralización  de  la  prueba  documental  puede  sol ici tarla  el  f iscal  o  el 

abogado  defensor.  En  el  pedido  debe  precisar  el  documento  cuya 

oral ización  se  sol ici ta,  enfatizando  su  importancia  probatoria. 

Concluida la  lectura o reproducción del  documento,  las  partes  pueden 

hacer  uso  de  la  palabra  por  breve  término  para  aclarar,  refutar  o 

pronunciarse sobre el  contenido.  

Merece  destacar  que  el  Código  confiere  al  juez  la  posibil idad  de 

proponer  la  calificación  jurídica  de  aquel los  hechos  no  considerados 

por  el  Ministerio  Público  en  su  acusación  y  que  han  surgido  como 

consecuencia  de  los  debates.  La  propuesta  procede  antes  de  culminar 

la  actividad probatoria.  Las partes  deberán pronunciarse sobre la  tesis 

del  juez  y,  en  su  caso,  podrán  proponer  la  prueba  que  sea  pertinente 

(Art.  374°.1  CPP).  Asimismo,  el  fiscal  t iene  la  facultad  de  presentar 

un escrito de acusación complementaria  con el  f in de incluir  un hecho 

nuevo  o  nueva  circunstancia  no  mencionada  en  su  oportunidad  que 

modifique la cal if icación original  del del ito. (Art. 374.2 CPP)  

Al término de la actuación probatoria,  el  f iscal ,  los abogados del actor 

civi l  y  tercero  civil ,  y  el  abogado  defensor  del  acusado  presentan  sus 

alegatos  finales  (conclusiones).  Si  el  agraviado,  aún  cuando  no  haya 
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intervenido  en  el  proceso,  se  encuentre  presente  en  la  audiencia 

puede sol ici tar  el  uso de la  palabra.  En ningún caso procede la  lectura 

de  escritos,  salvo la  lectura  parcial  de  ayudas  memoria  o  el  empleo  de 

medios  gráficos  o  audiovisuales  para  mejor  i lustración  del  juzgador. 

Finalmente,  se  otorga  la  palabra  al  acusado  quien  presenta  su 

autodefensa  con  cuya  intervención,  el  juez  dará  por  concluido  el 

debate.  (Art. 386° CPP)

El  Juzgamiento  concluye  con  la  sentencia  la  misma  que  debe  ser 

motivada.  Conforme al  Código dicha motivación debe ser  clara,  lógica 

y  completa de cada  uno de los hechos y  circunstancias  que hayan sido 

probadas,  así  como  la  valoración  de  la  prueba  y  los  fundamentos  de 

derecho  que  la  sustentan  (Art.  394°  CPP).  La  sentencia  es  leída  en 

audiencia  pública  (Art.  396° CPP)  y  contra  el la  procede el  recurso de 

apelación. (Art. 416°.1 CPP)
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B O L I V I A

SISTEMA PENAL Y GARANTIAS DE DEFENSA

El  reconocimiento  de  derechos,  l ibertades  y  garantías  de  la  persona 

humana  sin  dist inción  de  sexo,  origen,  raza,  condición  social  o 

económica,  preferencia  pol ít ica  o  religiosa,  la  inviolabi l idad  de  la 

dignidad  y  l ibertad  de  la  persona,  expresados  en  las  constituciones 

democráticas  contemporáneas,  es  el  resultado  del  largo  proceso  de 

evolución  histórica  del  hombre  y  sus  instituciones  pol ít icas  y 

jurídicas.

La  Constitución  Polít ica  de  Bolivia,  catalogada  en  términos  generales 

como  desarrollada,  establece  como  no  podía  ser  de  otra  manera, 

derechos  y  garantías  de  la  persona  y  consagra  principios  que  deben 

regir  el  proceso penal,  que se consti tuyen en verdaderas l imitantes  del 

poder  punit ivo  del  Estado,  son  presupuestos  básicos  de  la  función 

represiva  del  Estado:  debido  proceso,  juez  natural  e  independiente, 

principio  de  legalidad,  principio  de  presunción  de  inocencia, 

inviolabil idad  de  la  defensa.  En  síntesis  la  Constitución  formal 

vigente  persigue  la  consol idación  de  un  Estado  de  Derecho, 

entendiéndose  por  éste  a  todos  aquellos  "principios  y  procedimientos 

que  garantizan  la  l ibertad  individual  y  la  part icipación  en  la  vida 

polí t ica".
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Sin  embargo,  de  los  propósitos  constitucionalmente  planteados,  el 

s istema  procesal  penal  establecido  por  el  Código  de  Procedimiento 

Penal  promulgado  según  D.L.  No.  10426  de  23  de  agosto  de  1972  y 

puesto en vigencia  el  23 de agosto de 1973,  que se inscribe dentro del 

s istema procesal  penal  denominado mixto o inquisit ivo reformado,  no 

ha  sido  el  instrumento  idóneo  para  la  realización  de  la  primacía 

constitucional,  el  divorcio  entre  Constitución y  proceso penal  ha  sido 

tal ,  que  por  más  de  25  años  el  Estado  bol iviano  "administró  justicia 

penal",  con  criterios  que  desconocen  la  presunción  de  inocencia  y 

condición  natural  de  l ibertad  y  dignidad  del  hombre,  no  obstante  que 

el  s istema  aún vigente,  obl iga  al  imputado a  demostrar  su  inocencia  y 

destruir  la  presunción  de  culpabi l idad  que  sobre  él  pesa,  hipótesis 

sobre  la  que  actúan  pol icías,  f iscales  y  jueces,  que  reúnen  en  sí 

funciones:  represivas,  de  investigación,  de  acusación y  de  decis ión,  es 

un  sistema  procesal  penal  ineficiente,  incapaz  de  haberse  constituido 

en  un  instrumento  eficaz  de  lucha  contra  la  delincuencia,  por  el 

contrario  ha  generado  una  retardación  de  justicia  alarmante,  ha 

superpoblado  las  cárceles  con  personas  detenidas  s in  condena 

ejecutoriada  y  ha  facil itado  el  crecimiento  de  la  corrupción,  por  su 

falta de transparencia.  

Todo con la agravante de que se reproducen formas de tramitación de 

las  causas  excesivamente  formalistas,  casi  r i tual istas,  s in  que  se  dé 

lugar  a  la  apl icación  de  los  principios  de  celeridad,  concentración  e 

inmediación.  El  resultado:  Un  sistema  que  no  responde  al  diseño 

constitucional,  que  no  genera  confianza,  que  es  inaccesible,  que  no 

valora  ni  respeta  la  condición  humana  de  las  partes,  que  obvia  por 

completo a  la  víct ima,  que es  ineficiente en la  persecución penal  y  s in 
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capacidad  de  responder  los  anhelos  ciudadanos  de  justicia  pronta  y 

transparente,  s in posibi l idad real  de consti tuirse en un instrumento de 

seguridad ciudadana en la lucha contra el crimen.

El  actual  s istema  de  administración  de  Justicia  penal ,  además  de 

oneroso,  es  selectivo,  se  ensaña  en  la  inquisit iva  persecución  de 

crímenes  menores,  s in  capacidad  de  haber  sancionado  la  del incuencia 

de cuel lo blanco,  la corrupción y el  narcotráfico organizado.

Este  s istema  no  podía  ser  sostenido  por  más  t iempo,  por  el lo  Bolivia 

asumió  la  histórica  decis ión  de  transformar  radicalmente  la 

administración de Justicia Penal .

El  nuevo  Código  de  Procedimiento  Penal  (NCPP),  publ icado  según 

Ley  1970  en  fecha  31  de  mayo  de  1999  pretende  la  real ización  de  la 

Constitución  formal ,  es  decir ,  busca  instrumentar  una  Constitución 

real ,  a  través de un sistema que diferencia claramente las  funciones de 

acusación,  defensa  e  investigación,  generando  mecanismos  de  control 

jurisdiccional  de  la  investigación,  permite  una  amplia  part icipación 

ciudadana, busca eficiencia en la solución del conflicto jurídico penal. 

El  nuevo  instrumento  legal  que  regula  el  proceso  penal establece  una 

reforma  estructural  del  s istema  de  justicia  penal  en  Bolivia,  por  el lo 

engloba  muchos  aspectos  relevantes  que  de  forma  ais lada  no  pueden 

ser  adecuadamente  comprendidos,  las  insti tuciones  que  reforma 

radicalmente,  como  las  medidas  cautelares,  las  novísimas  que 

incorpora,  como  las  de  sal idas  alternativas  y  la  conformación  de 

tr ibunales  escabinos,  como  las  que  nos  resultan  familiares,  cuando 

menos  en  la  redacción  de  los  textos  legales,  (publicidad,  celeridad, 
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continuidad  y  oralidad  del  plenario),  se  sustentan  en  principios  que 

coherentemente  han  sido  estructurados  en  el  nuevo  instrumento 

procesal ,  que  consagra  el  sistema procesal  penal  acusatorio,  público y 

contradictorio.

Toda  sociedad  humana  produce  confl ictos  entre  sus  miembros,  la 

mayoría  de los cuales,  se resuelven sin la  part icipación del  Estado,  s in 

embargo  cuando  el  conflicto  es  de  índole  jurídico  penal,  el  Estado 

para  resolverlo  se  arroga  el  monopolio  del  poder  punit ivo.  Los 

alcances  y  l ímites  del  derecho  de  penar  del  Estado,  en  un  t iempo  y 

lugar  determinado,  responden,  necesariamente  a  la  naturaleza  y 

esencia  del  s istema  pol ít ico  imperante,  si  el  régimen  es  autoritario  su 

sistema  penal  también  lo  será,  por  el  contrario  si  el  s istema  pol ít ico 

es  democrático  sus  insti tuciones  jurídicas  también  lo  serán  o  tendrán 

como meta serlo. 

Bol ivia  ha  tomado  la  soberana  decis ión  de  establecer  un  régimen 

procesal  penal  de  contenido  democrático,  cuyo  eje  central  es  la 

persona  humana,  en  un  del icado  y  adecuado  equil ibrio  entre  los 

intereses  de  una  persecución  penal  efectiva  y  el  respeto  de  los 

derechos y garantías 

Equipara  los  poderes  y  facultades  procesales  del  imputado  y  de  la 

víct ima.

El  establecimiento  de  cri terios  de  apl icación  restringida  de  las 

medidas  cautelares,  ya  en  lo  que  al  imputado  respecta,  a  mas  de  dar 

un  giro  radical  a  lo  establecido  en  el  Código  de  Procedimiento  Penal 

vigente  desde  1973,  que  dispone  la  aplicación  irrestricta  y  con  fines 
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extra  procesales  de  medidas  restrict ivas  de  derechos  de  la  persona 

sometida  a  la  jurisdicción  penal ,  t iene  su  base  esencial  en  el  respeto 

de  la  personalidad  y  dignidad  del  ser  humano,  cuyo  estado  natural  de 

vida  y  de  real ización  es  el  de  la  l ibertad  y  del  goce  pleno  de  sus 

derechos  fundamentales  y  en  ese  marco  se  regula  el  nuevo  régimen 

cautelar.

En  busca  de  consolidar  el  necesario  equil ibrio  entre  la  necesidad  de 

material izar  el  poder  punit ivo  del  Estado  y  los  derechos  individuales 

del  imputado,  el  nuevo  Código  reconoce  la  posibi l idad  de  apl icar  la 

incautación de bienes,  en  los  casos  donde sea  procedente  el  decomiso 

y  la  confiscación,  según  lo  establecido  por  el  Art.  253  de  ese  texto 

legal ,  correspondiendo  en  consecuencia  a  las  leyes  penales  materiales 

(Código  Penal  y  Ley  del  régimen  de  la  Coca  y  Sustancias 

Controladas) ,  la  definición  para  la  aplicación  de  la  confiscación como 

pena  accesoria,  en  concordancia  con  la  Constitución  polí t ica  del 

Estado,  que  prohíbe  la  apl icación  de  la  confiscación  como  castigo 

polí t ico.  En síntesis  es  posible,  s i  la  ley  penal  material  así  lo  dispone, 

apl icar  la  confiscación  de  bienes  como  pena  accesoria  en  los  del itos 

de corrupción pública.

Como  medida  preventiva  o  cautelar  que  efectivice  la  ejecución  de  la 

confiscación  de  bienes,  se  t iene  a  la  incautación  de  bienes,  la  que 

podrá autorizarse desde la imputación formal del  deli to.

En  un  sistema  social  y  polí t ico  como  el  boliviano,  donde  el 

ciudadano,  se  siente  marginado de las  decis iones,  donde la  persona se 

s iente excluida del  s istema, se s iente uti l izado mediante el  voto;  siente 
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ser  mero elector y  no partícipe en la  toma de decis iones públ icas,  que 

se hable de un sistema procesal  penal  que le  brinda al  imputado todos 

los  derechos  y  garantías,  que  se  establezca  obl igaciones  del  Estado 

para  con  la  víct ima  a  quien  se  la  dimensiona  con  justicia  en  toda  su 

magnitud  humana,  en  esa  lógica  consecuente,  la  incorporación  de 

jueces  legos  en  el  proceso  penal  constituye  una  variante  de  tal 

impacto  que  el  tema  l lama  a  las  más  acaloradas  discusiones,  Sin 

embargo  el  legis lador  del  NCPP,  tomó  la  decisión  de  incorporar  a 

través  de  los  Tribunales  de  Sentencia  constituido  por  Jueces  y 

ciudadanos legos. 

Es  que no sería  coherente  el  nuevo sistema,  s in  un  control  ciudadano 

claramente  establecido,  lo  que  no  destaca  únicamente  el 

reconocimiento  a  la  val ía  de  nuestra  población  y  el  fundamental 

aporte  que pueden brindar  a  la  Justicia  s ino que también "se  acerca  la 

just icia  penal  a  la  realidad  social ,  pues  al  generar  el  tránsito  del 

lenguaje estrictamente técnico y hermético del  jurista hacia el  lenguaje 

común,  no  sólo  se  facil ita  la  comprensión  y  s ignif icación  del  orden 

jurídico,  s ino  que  se  facil ita  también  la  labor  educativa  que  debe 

cumplir la administración de justicia ,  labor que únicamente es posible, 

en  la  medida  en  que  esa  función,  pueda  ser  comprendida  por  la 

sociedad  toda",  además  de  que  la  actividad  probatoria  debe  realizarse 

en  audiencias  públ icas,  abiertas  a  todo  ciudadano  que  desee 

presenciar  el  juicio,  se  tratan  de  mecanismos  de  control  social  más 

efectivos  que  garantizan  una  participación  ciudadana  que  responde  a 

un Estado sustentado en principios y valores democráticos.
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C O L O M B I A

Nuestra  legis lación  ha  presentado  una  evolución  doctrinal  y 

f i losófica,  la  cual  se  refleja  en  diferentes  ordenamientos  jurídicos, 

expedidos en diferentes períodos.

Es así  que en la  época previa  a  la  conquista  española las  comunidades 

precolombinas,  establecieron  legis laciones  que  se  ocupaban  de 

asuntos  penales,  se  hacia  una  recopilación  de  conductas  prohibit ivas, 

como  la  de  matar,  mentir ,  real izar  incesto  etc;  estableciendo  también 

unas  sanciones  principales,  como  los  azotes,  la  infamia,  cast igos 

similares al  del tal ión, incluso la pena de muerte.

En el  período colonial ,  opera  la  legislación  española,  destacándose en 

esta  que  se  aplicaron diversas  normatividades,  dentro  de  las  cuales  se 

destacan  a  manera  de  ejemplo:  El  fuero  Juzgo,  el  Fuero  Real ,  las 

Leyes  de  Esti lo,  el  Ordenamiento  de  Alcalá,  las  Siete  Partidas,  la 

Nueva  Recopilación,  la  Novísima  Recopilación  y  la  Recopilación  de 

los  Reinos  de  las  Indias.  La  característ ica  primordial  de  estas 

legis laciones,  era  el  ser  casuistas,  no  f i jando  l ímites  muy  claros  entre 

la  legis lación  civi l  y  eclesiást ica,  desconociéndose  además  el  principio 

de  igualdad  ante  la  ley,  toda  vez  que  la  pena  variaba  según  el 

implicado.
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Presentada  la  independencia,  conocida  como  el  período  de  la 

República,  desde  1.810  hasta  1.837  la  legis lación  española  continuó 

regulando  los  asuntos  de  derecho  penal,  surgiendo  ciertos  intentos, 

por  consagrar  un  derecho penal  propio,  incluso  en  la  Constitución de 

1.821  se  da  validez  a  las  Leyes  de  Indias.  También  empiezan  a 

estudiarse  proyectos  de  Códigos  penales,  que  no alcanzaron  a  ser  Ley 

de la República.

Hasta  1.837,  s iendo  presidente  JOSE  IGNACIO  DE  MARQUEZ,  se 

sanciona  el  Código  Penal  que  deroga  tácitamente  la  legis lación 

española  vigente.  Este  Código  se  inspira  en  el  l iberalismo europeo de 

la  época,  el  francés  en  particular,  pero  la  sociedad  republicana, 

mantenía  la  esclavitud  y  la  discriminación  hacia  los  indígenas,  hechos 

totalmente contradictorios a la ideología que los motivó.
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En  1.890,  se  aprobó  un  nuevo  Código  Penal,  los  antecedentes  se 

encontraron  enmarcados  en  el  proyecto  elaborado  por  DEMETRIO 

PORRAS,  el  cual  se  guía  por  el  Código  Penal  de  ZANARDELLI  y 

MANZINI  en  Ital ia  y  SILVELA  en  España.  Este  código  por  sus 

tendencias,  l levó  adoptar  los  postulados  de  la  escuela  clásica,  en 

donde  el  del ito  se  entendía   “como  la  contradicción  de  la  Ley  del 

estado  con  la  conducta  del  hombre,  por  acción  u  omisión,  que  es 

moralmente  imputable  y  socialmente  dañoso.  El  fundamento  de  la 

responsabil idad  penal  es  el  l ibre  albedrío,  en  la  medida  que  el  sujeto 

puede  elegir  entre  lo  bueno  y  lo  malo,  pudo  prever  los  efectos 

nocivos de su comportamiento y tenía  conocimiento que esa conducta 

estaba  prohibida  por  el  ordenamiento  jurídico.  La  pena  respondía  a 

cri terios  retributivos  pues  la  just icia  ordena  que  quien  haga  un  mal 

sufra otro.

El  Código  de  1.890,  fue  sometido  a  duras  crít icas,  por  cuanto 

representaba  una  recopilación  legis lat iva  sin  estructura  conceptual , 

empezándose  a  revisar  los  postulados  de  la  escuela  clásica  y 

abriéndose paso hacia los postulados de la escuela posit iva.

Surge  así  el  Código  Penal  de  1.936,  esta  obra  seguía  los  principios  de 

la  escuela  posit iva,  se  habla  de  la  teoría  de  la  defensa  social ,  la 

responsabil idad  se  fundaba  en  la  actividad  psicofís ica  del  sujeto 

activo,  al  delincuente se le  analizaba con una personal idad antisocial  y 

dividió las sanciones en penas y medidas de seguridad.

Esa  constante  evolución  de  la  sociedad  y  del  pensamiento  penal, 

l levan  a la  expedición de un nuevo Código Penal  el  de  1.980  (Decreto 
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-  Ley  100  de  1.980),  en  el  cual  se  culminaron  diferentes 

anteproyectos,  realizados  con  anterioridad.  En  este  se  destaca  la 

introducción  de  un  t ítulo  sobre  principios  rectores,  como  son: 

“legal idad,  irretroactividad,  favorabil idad,  t ipicidad,  anti juridicidad, 

culpabil idad,  exclusión  de  analogías,  igualdad,  proporcionalidad  y 

conocimiento  de  la  Ley.  Se  acoge  la  noción  de  la  dogmática  sobre  el 

del ito  y  lo  define  como  un  hecho  t ípico,  anti jurídico  y  culpable.  El 

Código era  marcadamente causalista,  dominaba el  concepto de  acción, 

al  definirse  la  anti juridicidad  como disvalor  de  resultado,  el  dolo  y  la 

culpa  como  formas  de  culpabi l idad  y  el  error  de  t ipo  se  considera 

como causal  de inculpabi l idad y no de t ipicidad.

Código  Penal  y  Procedimiento  Penal  del  año  2.000,  (  Ley  599  y  600 

de  2.000),  la  expedición  de  estos  ordenamientos  jurídicos,  es 

precedida,  por la  expedición en Colombia de la CONSTITUCION DE 

1.991,  la  cual  fi ja  modif icaciones  en  el  s istema  penal  colombiano,  al 

crearse  la  FISCALIA GENERAL DE LA NACION,  ente  al  cual  se  le 

asignó la  investigación de  los  deli tos  y  la  acusación de los  infractores 

ante  los  Juzgados  y  tr ibunales  competentes,  además  de  otorgarle 

funciones  judiciales  como  la  de  asegurar  la  comparecencia  de  los 

infractores  y  adoptar  las  medidas  de  seguridad,  así   como  calificar  y 

declarar precluidas las investigaciones real izadas.

Este  nuevo  Código  Penal,  pretende  acondicionar  las  pautas  señaladas 

en  la  Constitución  de  1.991,  en  donde  se  fi jan  los  principios  a  part ir 

de  los  cuales  el  legis lador  debe  regular  las  diversas  áreas  del  derecho, 

acorde  con  la  consagración  de  un  estado  Social  de  Derecho.  Forma 

parte,  de  este  Código,  todos  los  tratados  rat ificados  por  Colombia  en 

258



materia  de  derechos  humanos  conforme  las  reglas  del  bloque  de 

constitucionalidad.

En  consecuencia  la  teoría  del  bien  jurídico  t iene  un  fondo 

constitucional  y  se  constituye  a  part ir  del  concepto  de  un  derecho 

constitucional  fundamental   y  los  bienes  jurídicos  sin  protección 

constitucional,  no deben estar elevados a dicha categoría.

El  concepto  de  Estado  Social  de  Derecho,  obl iga  a  aun  cambio  de 

mentalidad, toda vez que en la creación de la norma penal ,  no basta  el 

principio de legalidad, como tipicidad objetiva,  s ino que las conductas 

reputadas  como  Punibles  deben  poseer  relación  directa  con  el  bien 

jurídico tutelado. En la  aplicación de la norma penal,  es necesario que 

además,  de  la  contradicción entre el  comportamiento y el  bien norma, 

debe  exist ir  la  vulneración,  bien  por  lesión  o  peligro  referible  a  la 

acción o la omisión.

Queda  proscrito  el  derecho  penal  de  autor,  para  dar  paso  a  un 

derecho penal  de acto.  La conducta punible s igue presentando las  tres 

modalidades tradicionales:  dolo,  culpa y preterintención,  s in embargo, 

sus  contenidos  son  modificados,  pues  el  dolo  eventual  es  la  voluntad 

dirigida  a  la  creación  de  un  pel igro  jurídicamente  desaprobado  y  no 

controlado. La culpa es la violación al deber objetivo de cuidado. 

Se elevan a t ipo penal  nuevas conductas,  como la  omisión de socorro, 

la  manipulación  genética,  la  clonación  de  seres  humanos,  la 

fecundación  y  tráfico  de  óvulos  y  embriones  humanos.  También  se 

destaca  la  t ipif icación  de  los  del itos  contra  las  personas  y  bienes 

protegidos  por  el  derecho  internacional  humanitario,  producto  del 
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desarrol lo  de  los  cuatro  convenios  de  Ginebra  de  1.949  y  los  dos 

adicionales  de  1.972.  Incluye  conductas  como  el  desplazamiento 

forzado  de  población  civil ,  la  uti l ización  de  medios  y  métodos  de 

guerra  i l íc itos,  la  perf idia,  toma  de  rehenes,  destrucción  de  bienes  e 

instalaciones  de  carácter  sanitario,  reclutamiento  i l íc i to.  En  materia 

de  derechos  humanos  la  t ipificación  de  la  desaparición  forzada  de 

personas  y  el  genocidio  contribuyen  a  fortalecer  los  mecanismos  con 

que cuenta el Estado para cumplir su función tutelar.

La  Ley  600  de  2.000,  l leva  a  la  expedición  del  Nuevo  Código  de 

Procedimiento  Penal,  también  tratando  de  acondicionar  las  etapas  del 

proceso  penal  a  un  sistema  acusatorio,  pero  se  forma  un  proceso  de 

naturaleza   mixta  ( inquisit ivo  -  acusatorio),  en  donde  se  radica  la 

investigación  en  la  Fiscal ía ,  con  funciones  judiciales  y  prima  un 

proceso  escrito,  para  luego  acusar  ante  el  juez  de  conocimiento  y  dar 

inicio a un proceso oral.

Este  s istema  procesal ,  l levó  a  presentar  variadas  crít icas  a  la  Fiscalía 

General  de  la  Nación,  al  considerar  que  se  manejaba  un  poder 

omnímodo  para  investigar,  privar  de  la  l ibertad,  enjuiciar  e  influir 

decis ivamente  en  la  sentencia  de  condena.  Situación  que  l leva  a 

nuestros  legis ladores  a  expedir  el  Acto  Legislativo  3  de  2.002 ,  que 

reformó  el  art ículo  250  de  la  Constitución  Nacional,  modif icando  las 

funciones  de  la  Fiscal ía  General  de  la  Nación,  ordenándose 

implementar el sistema acusatorio en el  país .

En  desarrol lo  de  tal  mandato  consti tucional  se  expide  la  Ley  906  de 

2.004,  Código de Procedimiento Penal ,  que entró a  regir  en  Colombia 
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de  manera  gradual  por  regiones,  a  part ir  del  1°  de  enero  de  2.005  y 

hasta  enero  de  2.008,  que  se  t iene  previsto  el  cubrimiento  en  todo  el 

terri torio nacional.

Esta  Ley  f i ja  un  cambio  trascendental   y  una  transformación  en  la 

f i losofía  de  la  investigación,  la  l ibertad  del  imputado  y  la  forma  de 

adelantar  los  procesos  penales  en  Colombia.  La  Fiscal ía  recaudará  los 

elementos  materiales  probatorios,  que  evaluados  por  el  Juez,  darán 

lugar a la detención o restricción de la l iberta de las personas.

El  principio  fundamental  es  la  ORALIDAD,  se  restringe  el  uso  de 

papel,  dando  paso  a  uti l izar  cualquier  medio  técnico  de  registro  que 

permita  obtener  la  memoria  del  juicio,  para  lograr  la  celeridad  de  la 

investigación  y  el  juzgamiento.  Las  pruebas  son  las  que  se  practiquen 

en  la  audiencia  oral ,  concentrada  con  inmediación  que  se  real iza  ante 

el  Juez, quién tomará la decis ión dentro de un plazo corto.

El t iempo, la eficaz implementación del  sistema procesal  ,  el  estudio y 

dedicación de  fiscales  y  Jueces  de  la  República  ,  ref lejaran  los  buenos 

resultados,  para  combatir  la  delincuencia  en  aras  de  una  efectiva  y 

cumplida administración de justicia.
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E C U A D O R

FACULTADES LEGALES DE JUECES Y FISCALES

El  ejercicio  de  la  acción  pública  corresponde  exclusivamente  al  fiscal 

(Art.  33 C.P.P.) ;  Los jueces son garantistas de los derechos:

Art. 33 C.P.P. Ejercicio

El ejercicio de la acción pública corresponde exclusivamente al  Fiscal .

Sin  embargo,  el  ejercicio  de  la  acción  pública  de  instancia  part icular, 

procederá solamente previa denuncia del ofendido.

Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior  ha  de  entenderse  sin  perjuicio  de 

los  derechos  del  ofendido para acceder  al  órgano judicial  competente, 

según lo previsto en este Código.

El  ejercicio  de  la  acción privada  corresponde únicamente  al  ofendido, 

mediante querella .

Parte  pertinente  del  Art.  25  C.P.P.  Funciones  del  Fiscal 
Corresponde  al  Fiscal ,  según  lo  previsto  en  la  Constitución  y  este 

Código dirigir la investigación preprocesal y procesal  penal .

De  hallar  fundamento,  acusará  a  los  presuntos  infractores  ante  los 

jueces  y  tr ibunales  competentes,  e  impulsará  la  acusación  en  la 
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sustanciación  del  juicio  penal.  Si  hay  varios  agentes  f iscales  en  la 

misma  sección  terri torial ,  la  intervención  se  establecerá,  de  acuerdo 

con el reglamento que expedirá el  Ministerio Público.

Art. 27 C.P.P. Competencia de los jueces penales

Los jueces penales t ienen competencia:

1 .Para garantizar  los derechos del  imputado y del  ofendido durante 

la  etapa  de  instrucción  Fiscal ,  conforme  a  las  facultades  y  deberes 

de este Código;

2.Para la práctica de los actos probatorios urgentes;

3 .Para dictar las medidas cautelares personales y reales;

4 .Para la sustanciación y resolución de la etapa intermedia;

5.Para el juzgamiento de los del itos de acción privada; y,

6 .Para  la  sustanciación  y  resolución  del  procedimiento  abreviado, 

cuando les sea propuesto.
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GARANTIAS DE DEFENSA

Art. 11 C.P.P. Inviolabilidad de la defensa:

“La defensa del  imputado es inviolable.

El  imputado t iene derecho a intervenir  en todos los actos del  proceso 

que incorporen elementos  de  prueba y  a  formular  todas  las  peticiones 

y observaciones que considere oportunas. 

Si  el  imputado está  privado de la  l ibertad,  el  encargado de su custodia 

deberá  trasmitir  acto  seguido  al  juez,  al  tr ibunal  de  la  causa  o  al 

Ministerio Público las peticiones u observaciones que formule”.

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL

Art. 220 Garantías del imputado

En  ningún  caso  se  obl igará  al  imputado,  mediante  coacción  f ís ica  o 

moral,  a que se declare culpable de la infracción.  Por lo mismo, queda 

prohibido,  antes  o durante  la  tramitación del  proceso,  el  empleo de la 

violencia,  de  drogas  o de  técnicas  o sistemas  de  cualquier  género,  que 

atenten  contra  la  declaración  l ibre  y  voluntaria  del  imputado.  Los 

funcionarios,  empleados o agentes de pol icía ,  del  Ministerio Público y 

de  la  Pol icía  Judicial  que  contravengan  a  esta  disposición  incurrirán 

en la sanción penal correspondiente.
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Concord: Constitución política de la Republica del Ecuador: 
Arts. 23.

Art. 222 Intervención del imputado

El  imputado  puede  presentar  al  Fiscal  los  elementos  de  descargo  que 

considere convenientes para su defensa.  Si para obtenerlos se requiere 

de orden judicial ,  el Fiscal la obtendrá del Juez.

DERECHOS CIVILES Y GARANTÍAS DEL DEBIDO PROCESO

La  Constitución  Polít ica  de  la  República,  norma  suprema  que  nos 

rige,  establece  tanto  los  derechos  civi les  de  las  personas,  como  las 

garantías  que  deberán  observarse  en  los  procesos.  Las  normas  que 

contienen  una  t ipif icación  y  sanción,  deberán  sujetarse  a  estas 

disposiciones consti tucionales y que principalmente se refieren a:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA
Capítulo II

DE LOS DERECHOS CIVILES

Art. 23

Sin  perjuicio  de  los  derechos  establecidos  en  esta  Constitución  y  en 

los  instrumentos  internacionales  vigentes,  el  Estado  reconocerá  y 

garantizará a las personas los s iguientes:
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3.  La  igualdad  ante  la  ley.  Todas  las  personas  serán  consideradas 

iguales  y  gozarán de los mismos derechos,  l ibertades y  oportunidades, 

s in  discriminación  en  razón  de  nacimiento,  edad,  sexo,  etnia,  color, 

origen  social ,  idioma;  rel igión,  f i l iación  polí t ica,  posición  económica, 

orientación  sexual;  estado  de  salud,  discapacidad,  o  diferencia  de 

cualquier otra índole.

26. La seguridad jurídica.

27. El derecho al debido proceso y a una justicia s in di laciones.

GARANTÍAS DEL DEBIDO PROCESO

Art. 24 

Para  asegurar  el  debido  proceso  deberán  observarse  las  s iguientes 

garantías  básicas,  s in  menoscabo  de  otras  que  establezcan  la 

Constitución,  los  instrumentos  internacionales,  las  leyes  o  la 

jurisprudencia:

1 .Nadie  podrá  ser  juzgado  por  un  acto  u  omisión  que  al  momento 

de  cometerse  no  esté  legalmente  t ipificado como infracción  penal , 

administrat iva  o  de  otra  naturaleza,  ni  se  le  apl icará  una  sanción 

no prevista  en  la  Constitución o la  ley.  Tampoco se  podrá  juzgar  a 

una  persona  sino  conforme  a  las  leyes  preexistentes,  con 

observancia del  trámite propio de cada procedimiento.

2.En caso de conflicto entre dos leyes que contengan sanciones,  se 

apl icará  la  menos  rigurosa,  aun  cuando  su  promulgación  fuere 
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posterior a la infracción; y en caso de duda,  la norma que contenga 

sanciones se aplicará en el  sentido más favorable al encausado.

3.Las  leyes  establecerán  la  debida  proporcionalidad  entre 

infracciones  y  sanciones.  Determinará  también  sanciones 

alternativas a  las penas de privación de la  l ibertad, de conformidad 

con  la  naturaleza  de  cada  caso,  la  personalidad  del  infractor  y  la 

reinserción social  del sentenciado.

4.Toda  persona,  al  ser  detenida,  tendrá  derecho  a  conocer  en 

forma  clara  las  razones  de  su  detención,  la  identidad  de  la 

autoridad que la  ordenó,  la  de  los  agentes que la  l levan a  cabo y  la 

de los responsables del  respectivo interrogatorio.

También  será  informada  de  su  derecho  a  permanecer  en  si lencio,  a 

sol ici tar la presencia de un abogado y a comunicarse con un famil iar o 

con  cualquier  persona  que  indique.  Será  sancionado  quien  haya 

detenido  a  una  persona,  con  o  sin  orden  escrita  del  juez,  y  no 

justif ique  haberla  entregado  inmediatamente  a  la  autoridad 

competente.

5.Ninguna  persona  podrá  ser  interrogada,  ni  aun  con  f ines  de 

investigación,  por el  Ministerio  Público,  por una autoridad policial 

o  por  cualquier  otra,  s in  la  asistencia  de  un  abogado  defensor 

particular  o  nombrado por  el  Estado,  en  caso  de  que  el  interesado 

no  pueda  designar  a  su  propio  defensor.  Cualquier  dil igencia 

judicial ,  preprocesal  o  administrat iva  que  no  cumpla  con  este 

precepto, carecerá de eficacia probatoria.
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6.Nadie  será  privado  de  su  l ibertad  sino  por  orden  escrita  de  juez 

competente,  en  los  casos,  por  el  t iempo  y  con  las  formalidades 

prescritas  por  la  ley,  salvo  deli to  flagrante,  en  cuyo  caso  tampoco 

podrá  mantenérsele  detenido  sin  fórmula  de  juicio,  por  más  de 

veinticuatro  horas.  Se  exceptúan  los  arrestos  discipl inarios 

previstos  por  la  ley  dentro  de  los  organismos  de  la  fuerza  públ ica. 

Nadie podrá ser incomunicado.

7.Se  presumirá  la  inocencia  de  toda  persona  cuya  culpabil idad  no 

se haya declarado mediante sentencia ejecutoriada.

8.La  pris ión  preventiva  no  podrá  exceder  de  seis  meses,  en  las 

causas  por  deli tos  sancionados  con  pris ión,  ni  de  un  año,  en 

del itos  sancionados  con  reclusión.  Si  se  excedieren  esos  plazos,  la 

orden  de  prisión  preventiva  quedará  s in  efecto,  bajo  la 

responsabil idad del juez que conoce la causa.

En  todo  caso,  y  s in  excepción  alguna,  dictado  el  auto  de 

sobreseimiento  o  la  sentencia  absolutoria,  el  detenido  recobrará 

inmediatamente  su  l ibertad,  s in  perjuicio  de  cualquier  consulta  o 

recurso pendiente.  

9 .Nadie  podrá  ser  obl igado  a  declarar  en  juicio  penal  contra  su 

cónyuge  o  parientes  hasta  dentro  del  cuarto  grado  de 

consanguinidad  o  segundo  de  afinidad,  ni  compelido  a  declarar  en 

contra  de  sí  mismo,  en  asuntos  que  puedan  ocasionar  su 

responsabil idad penal .
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Serán  admisibles  las  declaraciones  voluntarias  de  quienes  resulten 

víct imas  de  un  del ito  o  las  de  los  parientes  de  éstas,  con 

independencia  del  grado  de  parentesco.  Estas  personas,  además, 

podrán plantear y proseguir la acción penal correspondiente.

10.Nadie  podrá  ser  privado  del  derecho  de  defensa  en  ningún 

estado  o  grado  del  respectivo  procedimiento.  El  Estado 

establecerá  defensores  públ icos  para  el  patrocinio  de  las 

comunidades indígenas,  de los trabajadores, de las mujeres y  de los 

menores  de  edad  abandonados  o  víct imas  de  violencia  intra 

familiar  o  sexual ,  y  de  toda  persona  que  no  disponga  de  medios 

económicos.

11.Ninguna  persona  podrá  ser  distraída  de  su  juez  competente  ni 

juzgada  por  tr ibunales  de  excepción  o  por  comisiones  especiales 

que se creen para el efecto.

12.Toda  persona  tendrá  el  derecho  a  ser  oportuna  y  debidamente 

informada,  en  su  lengua  materna,  de  las  acciones  iniciadas  en  su 

contra.

13.Las  resoluciones  de  los  poderes  públ icos  que  afecten  a  las 

personas,  deberán  ser  motivadas.  No habrá  tal  motivación  si  en  la 

resolución  no  se  enunciaren  normas  o  principios  jurídicos  en  que 

se  haya  fundado,  y  s i  no  se  explicare  la  pertinencia  de  su 

apl icación a los antecedentes de hecho. Al resolver la  impugnación 

de una sanción, no se podrá empeorar la si tuación del  recurrente.
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14.Las  pruebas  obtenidas  o  actuadas  con  violación  de  la 

Constitución o la ley, no tendrán val idez alguna.

15.En  cualquier  clase  de  procedimiento,  los  test igos  y  peritos 

estarán  obligados  a  comparecer  ante  el  juez  y  a  responder  al 

interrogatorio respectivo,  y  las  partes  tendrán  derecho de acceso  a 

los documentos relacionados con tal procedimiento.

16.Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa.

17.Toda  persona  tendrá  derecho a  acceder  a  los  órganos  judiciales 

y  a  obtener  de  ellos  la  tutela  efectiva,  imparcial  y  expedita  de  sus 

derechos e  intereses,  sin  que en caso alguno quede en indefensión. 

El  incumplimiento  de  las  resoluciones  judiciales  será  sancionado 

por la ley.

MEDIDAS CAUTELARES EXISTENTES

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL

Art. 160 Clases

Las  medidas  cautelares  de  carácter  personal  son  la  detención  y  la 

pris ión  preventiva.  Las  medidas  cautelares  de  carácter  real  son  la 

prohibición  de  enajenar  bienes,  el  secuestro,  la  retención  y  el 

embargo.
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LA APREHENSIÓN

Art. 161 Detención por delito flagrante

Los  agentes  de  la  Policía  Judicial  o  de  la  Policía  Nacional  pueden 

aprehender  a  una  persona  sorprendida  en  deli to  f lagrante  de  acción 

pública  o  inmediatamente  después  de  su  comisión;  y  la  pondrán  a 

órdenes  del  juez  competente  dentro  de  las  veinticuatro  horas 

posteriores.  En  caso  del  deli to  f lagrante,  cualquier  persona  está 

autorizada  a  practicar  la  aprehensión,  pero  debe  entregar 

inmediatamente  al  aprehendido  a  la  policía  y  ésta,  a  su  vez,  al  juez 

competente.

LA DETENCIÓN

Art. 164 Detención

Con  el  objeto  de  investigar  un  deli to  de  acción  pública,  a  pedido  del 

Fiscal,  el  juez  competente  podrá  ordenar  la  detención de  una  persona 

contra la cual  haya presunciones de responsabil idad.

Esta  detención  se  ordenará  mediante  boleta  que  contendrá  los 

s iguientes requisi tos:

1 .Los motivos de la detención;

2.El lugar y la fecha en que se la expide;  y,

3 .La f irma del juez competente.
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Para  el  cumplimiento  de  la  orden  de  detención  se  entregará  dicha 

boleta a un agente de la Policía Judicial .

LA PRISIÓN PREVENTIVA

Art. 167 Prisión preventiva

Cuando  el  juez  o  tr ibunal  lo  crea  necesario  para  garantizar  la 

comparecencia  del  imputado  o  acusado  al  proceso  o  para  asegurar  el 

cumplimiento  de  la  pena,  puede  ordenar  la  pris ión  preventiva, 

s iempre que medien los siguientes requisitos:

1 .Indicios  suficientes  sobre  la  existencia  de  un  del ito  de  acción 

pública;

2 .Indicios  claros  y  precisos  de  que  el  imputado  es  autor  o 

cómplice del  deli to; y,

3 .Que  se  trate  de  un  del ito  sancionado  con  pena  privativa  de 

l ibertad superior a un año.

Art. 168 Competencia, forma y contenido de la decisión

El  auto  de  pris ión  preventiva  sólo  puede  ser  dictado  por  el  juez  o 

tr ibunal  competente,  por  propia  decis ión  o  a  petición  del  Fiscal  y 

debe contener:

1.Los  datos  personales  del  imputado  o,  s i  se  ignoran,  los  que 

sirvan para identif icarlo;
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2.Una sucinta  enunciación  del  hecho o hechos  que se  le  imputan  y 

su calificación delict iva;

3.La  fundamentación  clara  y  precisa  de  cada  uno  de  los 

presupuestos previstos en el art ículo anterior;  y,

4 .La cita de las disposiciones legales aplicables.

Art. 169 Caducidad de la prisión preventiva

La  pris ión  preventiva  no  podrá  exceder  de  seis  meses,  en  las  causas 

por  deli tos  sancionados  con  prisión,  ni  de  un  año,  en  del itos 

sancionados con reclusión.

En  ambos  casos,  el  plazo  para  que  opere  la  caducidad  se  contará  a 

part ir  de  la  fecha  en  que  se  hizo  efectivo  el  auto  de  pris ión 

preventiva.

Si  se  excedieren  esos  plazos,  la  orden  de  pris ión  preventiva  quedará 

s in efecto, bajo la responsabi l idad del juez que conoce la causa.

Art. 170 Revocatoria o suspensión de la prisión preventiva

1.La  prisión  preventiva  debe  revocarse  o  suspenderse  en  los 

s iguientes casos:

2.Cuando se hubieren desvanecido los indicios que la motivaron;

3.Cuando  el  imputado  o  acusado  hubiere  s ido  sobreseído  o 

absuelto;
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4.Cuando  el  juez  considere  conveniente  su  susti tución  por  otra 

medida preventiva alternativa; y,

5 .Cuando  su  duración  exceda  los  plazos  previstos  en  el  art ículo 

168.

Nota:  Por su contexto, este numeral  debería remitirse al  Art.  169 y no 

al  Art.  168 de este Código.

Se  suspenderá  la  pris ión  preventiva  cuando  el  imputado  o  acusado 

rinda caución.

Vencidos los plazos  previstos  en  el  numeral  4  (ver  nota) ,  no se  puede 

decretar  ninguna  medida  cautelar,  salvo  la  detención  cuando  fuere 

absolutamente  indispensable  para  asegurar  la  comparecencia  del 

imputado al  juicio.

Art. 171 Sustitución

Siempre  que se  trate  de  un  del ito  sancionado con pena que  no exceda 

de  cinco  años  y  que  el  imputado  no  haya  sido  condenado  con 

anterioridad  por  deli to,  el  juez  o  tr ibunal  puede  ordenar  una  o  varias 

de las s iguientes medidas alternativas a la pris ión preventiva:

1.El  arresto  domici l iario,  con  la  vigi lancia  pol icial  que  el  juez  o 

tr ibunal disponga;

2.La  obl igación  de  presentarse  periódicamente  ante  el  juez  o 

tr ibunal o ante la autoridad que él  designe; y,
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3.La  prohibición  de  salir  del  país ,  de  la  localidad  en  la  cual  reside 

o del ámbito terri torial  que f i je el  juez o tr ibunal.

Cualquiera  que  fuere  el  deli to,  la  pris ión  preventiva  será  sustituida 

por  el  arresto  domicil iario  en  todos  los  casos  en  que  el  imputado  o 

acusado sea una persona mayor de sesenta y cinco años de edad o que 

se  trate  de  una  mujer  embarazada  y  hasta  noventa  días  después  del 

parto.  En  estos  casos  también  procede  la  caducidad  prevista  en  el 

art ículo 169 de este Código.

Capítulo V
LA CAUCIÓN

Art. 174 Suspensión

Se  suspenderán  los  efectos  del  auto  de  pris ión  preventiva,  cuando  el 

imputado rindiere caución a satisfacción del  juez competente,  caución 

que  podrá  consist ir  en  dinero,  f ianza,  prenda,  hipoteca  o  carta  de 

garantía otorgada por una institución f inanciera.

Art. 175 Prohibiciones

No se admitirá caución en los s iguientes casos:

1.En los del itos sancionados con reclusión;

2.Cuando  el  imputado  hubiera  s ido  condenado  anteriormente  por 

del ito de acción pública;  y,
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3.Cuando  el  imputado  o  el  acusado  por  cualquier  motivo  hubiese 

ocasionado la ejecución de la caución en el mismo proceso.

LA DETENCIÓN EN FIRME

Art. 173-A (173.1) Detención en Firme

A  fin  de  contar  con  la  presencia  del  acusado  en  la  etapa  del  juicio  y 

evitar  en  suspensión,  en  el  auto  de  l lamamiento  a  juicio,  el  juez  que 

conoce  la  causa  deberá  obligatoriamente  ordenar  la  detención  en 

f irme del  acusado, con excepción de los s iguientes casos:

1.Para quien haya sido cal if icado como presunto encubridor; y,

2 .Para  quienes estén siendo juzgados  por  una infracción cuya  pena 

exceda de un año de pris ión.

Si cuando el  acusado tuviera en su contra orden de prisión preventiva, 

al  dictarse  el  auto  de  l lamamiento  a  juicio  se  la  cambiará  por  la 

detención en f irme.

Art. 173-B (173.2) Apelación

Si  se  interpusiere  recurso  de  apelación  del  auto  de  l lamamiento  a 

juicio, la orden de detención en f irme no será suspendida.

Capítulo VI
LAS MEDIDAS CAUTELARES REALES
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Art. 191 Modalidades

Para  asegurar  las  indemnizaciones  civiles,  las  penas  pecuniarias  y  el 

valor  de  las  costas  procesales,  el  juez  podrá  ordenar  sobre  los  bienes 

de  propiedad  del  imputado el  secuestro,  la  retención  o  la  prohibición 

de  enajenar.  Estas  medidas  cautelares  sólo  podrán  dictarse  cuando  se 

encontraren  reunidos  los  mismos  requisi tos  previstos  para  la  pris ión 

preventiva.
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P E R U

SISTEMA INQUISITIVO - ACUSATORIO

El  sistema  inquisitivo   acusatorio  es  el  que  actualmente  impera  en 

el  país ,  donde el  proceso penal  se divide en dos etapas:  la instrucción, 

a  cargo  de  los  jueces  penales  de  primera  instancia  y  el  juzgamiento, 

por  los  magistrados  de  segunda  instancia  con  facultad  de  fal lo, 

pudiendo  impugnarse  la  decisión  ante  la  Suprema  Corte  (Sala  Penal 

correspondiente).

Este  s istema  a  partir  del  próximo  año  2006  va  a  ser  modif icado  en 

grado  sumo  en  forma  sistemática,  pues  se  va  a  implementar  un 

sistema  eminentemente  acusatorio,  garantista  y  adversarial , 

el iminándose  el  s istema  inquisit ivo  pero  progresivamente;  en  la 

actualidad  el  primero  de  los  nombrados  resulta  ser  ya  obsoleto, 

caduco  y  efectuado  un  parangón  con  Latinoamérica,  ha  quedado 

desfasado  toda  vez  que  la  mayoría  de  los  países  de  la  región  ya  han 

adoptado  el  segundo  de  los  s istemas  comentado.  Hablar  en  la 

actualidad  de  un  proceso  penal  ordinario,  implica  una  serie  de 

inconveniencias  como son la  excesiva  r igurosidad,  inflexibil idad  en  el 

tratamiento de los procesos,  di lación innecesaria  de los mismos por el 

uso  de  procedimientos  arcaicos,  sistema  eminentemente  escritural  y 

no  oral,  interrogatorios  parcialmente  directos  de  los  sujetos 

procesales  y  poco  expedit ivo,  pudiendo  prolongarse  las  audiencias  de 
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un  determinado  proceso  aproximadamente  dos  años  dado  lo 

voluminoso  o  complejo  del  mismo;  todo  este  sistema  evidentemente 

colisiona  con  la  actual  Constitución,  pues  no  permite  que  el 

just iciable sea juzgado dentro de un plazo razonable, con las garantías 

del  debido proceso,  esto es,  asegurar  su  derecho a  la  defensa  desde la 

etapa  policial ,  ser  puesto  a  disposición  de  la  autoridad  competente  en 

el  plazo  perentorio  que  establece  la  Constitución  (antes  de  las  24 

horas) ,  la  presunción  de  inocencia  en  alguno  de  los  casos  se  invierte 

por  algunos  procesados,  pues  se  dictan  medidas  cautelares  coercit ivas 

de  carácter  personal  de  detención,  cuando  la  regla  en  nuestro 

procedimiento penal  es  la  comparecencia,  además  el  actual  s istema ha 

sido  creado  para  que  se  produzcan  art iculaciones  maliciosas  y 

di latorias  que  son  uti l izadas  por  malos  abogados,  para  que  los 

procesos  prescriban  o  en  su  defecto,  obtengan  la  l ibertad  de  sus 

patrocinados  por  los  vencimientos  de  los  plazos  de  la  detención,  que 

en  nuestro  país  son  de  18  meses  naturales  en  casos  simples  y  36 

meses  en  casos  complejos,  vencidos  los  mismos  el  procesado  debe 

recobrar  su  l ibertad  inmediatamente  sujetos  a  regla  de  conducta.   Por 

otro  lado,  la  incorporación  de  la  prueba  dentro  del  proceso  penal , 

específ icamente  en  el  juicio  oral ,  se  resume  a  lectura  de  piezas, 

cuando  en  real idad  la  prueba  debe  debatirse  en  acto  oral  por  los 

sujetos  procesales  en  virtud  al  principio  de  contradicción  que  no 

impera  desgraciadamente  en  esta  clase  de  procedimientos;  esperamos 

que  con  el  novísimo  procedimiento  se  obtengan  buenos  resultados, 

como  se  han  podido  apreciar  en  la  región,  caso  Chile  y  caso 

Colombia.
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CONSTITUCIONALIDAD DE LAS NORMAS FRETE A LOS 
REQUISITOS DE UN PROCESO JUSTO Y DE LAS 
GARANTIAS Y DERECHOS ESTABLECIDOS EN LA CARTA 
CONSTITUCIONAL

El  Estado  peruano  se  encuentra  sometido  a  la  observancia  de  un 

conjunto  de  reglas  mínimas  del  proceso  penal  que  t ienen  carácter 

supranacional  (vinculante) ,  por  lo  que  los  jueces  deben  de  observar 

durante todo el desarrollo del  proceso penal .  

El  proceso  penal  debe  ser  l levado  de  acuerdo  y  con  respeto  a  las 

garantías consti tucionales del  proceso penal.

La  garantía  constitucional  de  la  imparcial idad  de  los  jueces,  en  el 

proceso  penal  sumario  y  en  el  proceso  penal  ordinario,  se  ve  violada 

en algunas oportunidades, por un mal manejo técnico.

En  la  práctica,  la  investigación  judicial  en  algunas  ocasiones,  vulnera 

los  principios  de  igualdad  procesal ,  acusatorio  y  el  derecho  de 

defensa.

La  presunción  de  inocencia,  como  principio,  se  ve  sacrif icado  por  la 

imposición  de  la  extrema  medida  de  detención  judicial ,  y  por  el 

imperativo  de  ejecutar  la  condena  efectiva  en  primera  instancia,  sin 

tomar  en  cuenta  la  afección  que  se  genera  cuando  existen  vicios  de 

nul idad o el  criterio del  superior es contradictorio.
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Dentro del  proceso sumario,  resulta  imposible garantizar  el  respeto al 

principio de Publicidad, por la perentoriedad de los plazos procesales, 

y  el  término  menor  con  que  se  cuenta  para  desarrol lar  la 

investigación,  en  un  país  donde  los  recursos  técnicos  y  logíst icos,  sin 

hablar de presupuestales en general ,  son ínfimos.

Por  el  exceso  en  la  carga  procesal  manejada,  dentro  de  los  procesos 

sumarios,  por  ser  los  más,  se  sacrifica  el  principio  de  inmediación, 

dado a  que en la  práctica  la  mayor  cantidad  de  actuaciones  procesales 

las  desarrol la  el  auxil iar  jurisdiccional,  mientras  que  el  magistrado 

recién toma contacto con el procesado al  expresar sentencia.

En  materia  penal ,  el  emplazamiento  no  t iene  formalismos,  lo  que  ha 

obligado que las  norma procesales  civi les  acudan a  salvar  este  déficit , 

s in  embargo,  en  muchas  ocasiones,  el  acto  de  notif icación  se 

convierte  en  un  mero  formalismo,  por  cuanto  se  uti l izan  asientos  de 

notif icación  para  muchos  casos,  en  donde  el  auxi l iar  jurisdiccional  da 

una fe irreal  de la realidad de la provisión. 

Por  el  hecho  de  contar  con  un  Código  de  Procedimientos  Penales 

desfasado,  y  dentro  de  un  sistema  que  encuentra  oposición  a  la 

entrada  en  vigencia  del  nuevo  Código  Procesal  Penal,  elaborado 

inicialmente  en  1991,  y  actualizado  a  la  fecha,  consideramos  que  la 

reforma de sistema judicial ,  en materia  penal,  debe sufrir  una  variante 

sustancial ,  a  efecto  de  armonizar  las  normas  procedimentales  penales 

con la Constitución Moderna de 1,993.  

Es  por  lo  anotado,  que  se  considera  que  en  la  práctica,  no  existe 

armonía  plena  entre  la  declaración  de  principios  y  garantías  para  la 

281



administración  de  justicia  que  contiene  la  Carta  Magna,  y  el  cuerpo 

legal  penal  de  carácter  adjetivo,  exist iendo  dentro  del  quehacer 

jurisdiccional  intentos  pronunciados  para  garantizar  un  Debido 

Proceso, con las l imitaciones que se informa en el presente.

FACULTADES DE JUECES Y FISCALES

Según  La  Ley  Orgánica  del  Ministerio  Público,  dentro  de  las 

facultades de los f iscales,  en materia penal ,  se rescatan las s iguientes: 

Artículo 5° Autonomía funcional

Los  Fiscales  actúan  independientemente  en  el  ejercicio  de  sus 

atribuciones,  las  que  desempeñarán  según  su  propio  criterio  y  en  la 

forma que  estimen más  arreglada  a  los  f ines  de  su  insti tución.  Siendo 

un  cuerpo  jerárquicamente  organizado  deben  sujetarse  a  las 

instrucciones que pudieren impartir les sus superiores.

Artículo 9° Intervención del Ministerio Público en etapa policial

El  Ministerio  Público,  conforme  al  inciso  5  del  Artículo  250  de  la 

Constitución Polít ica,  v igila  e  interviene en la  investigación del  deli to 

desde  la  etapa  pol icial .  Con  ese  objeto  las  Fuerzas  Policiales  real izan 

la  investigación.  El  Ministerio  Público  interviene  en  el la  orientándola 

en cuanto a  las  pruebas  que sean menester  actuar  y  la  supervigila  para 

que  se  cumplan  las  disposiciones  legales  pertinentes  para  el  ejercicio 

oportuno de la acción penal.
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Igual  función  corresponde  al  Ministerio  Público  en  las  acciones 

policiales preventivas del  deli to.

Art. 10° Intervención del Ministerio Público en garantía del 
derecho de defensa

Tan  luego  como  el  Fiscal  Provincial  en  lo  penal  sea  informado  de  la 

detención  pol icial  de  persona  imputada  de  la  comisión  de  deli to  se 

pondrá  en  comunicación,  por  s í  o  por  medio  de  su  Adjunto  o  de  su 

auxil iar  debidamente  autorizado,  con  el  detenido,  para  el  efecto  de 

asegurar  el  derecho  de  defensa  de  éste  y  los  demás,  según  le 

reconocen la Constitución y las leyes.

Art. 11° Titularidad de la acción penal del Ministerio Público

El  Ministerio  Público  es  el  t itular  de  la  acción  penal  pública,  la  que 

ejercita  de  oficio,  a  instancia  de  la  parte  agraviada  o  por  acción 

popular,  s i  se  trata  de  deli to  de  comisión  inmediata  o  de  aquéllos 

contra los cuales la ley la concede expresamente.
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TITULO III
ATRIBUCIONES

Art. 64º Representación del Ministerio Público por el Fiscal de la 
Nación

El  Fiscal  de  la  Nación  representa  al  Ministerio  Público.  Su  autoridad 

se  extiende  a  todos  los  funcionarios  que lo  integran,  cualesquiera  que 

sean su categoría y actividad funcional especial izada.

Los  Fiscales  de  la  Justicia  Mil itar  no  están  comprendidos  en  las 

disposiciones  de  la  presente  Ley;  pero  deberán  informar  al  Fiscal  de 

la  Nación  cuando  sean  requeridos  por  él  sobre  el  estado  en  que  se 

encuentra  un  proceso  o  sobre  la  si tuación  de  un  procesado  en  el 

Fuero Privativo Mil itar .

Art. 80º Conocimiento del Fiscal de la Nación de conductas 
dolosas

Cuando el  Fiscal  de  la  Nación,  en razón del  ejercicio  de  las  funciones 

propias  de  su  cargo,  tenga  conocimiento  de  una  conducta  o  hechos 

presumiblemente  del ictuosos,  remitirá  los  documentos  que  lo 

acrediten,  así  como  sus  instrucciones,  al  Fiscal  Superior  que 

corresponda,  para  que  éste,  a  su  vez,  los  trasmita  al  Fiscal  Provincial 

en  lo  penal  competente,  para que interponga la  denuncia  penal  o  abra 

la investigación policial  previa que fuere procedente.
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Art. 80-A Designación de Equipo de Fiscales para casos 
complejos

El  Fiscal  de  la  Nación,  según  lo  est ime  conveniente,  podrá  designar, 

cuando  las  circunstancias  lo  requieran  y  por  la  complejidad  de  los 

casos,  un equipo de Fiscales Provinciales  Penales y  Adjuntos para que 

bajo  la  coordinación  de  un  Fiscal  Superior  se  avoque  a  la 

investigación  preliminar  y  part icipe  en  el  proceso  penal  en  la  etapa 

correspondiente.  En  estos  supuestos,  podrá  igualmente  designar  un 

Fiscal  Superior  para  que  intervenga  en  las  etapas  procesales  de  su 

competencia.

Para que el Fiscal de la Nación ejerza esta atr ibución se requerirá:

Que  los  hechos  del ict ivos  estén  sancionados  con  pena  privativa  de 

l ibertad no menor de cuatro años; 

Que haya conexión entre el los;  

Que  se  s igan  contra  más  de  diez  investigados,  o  en  agravio  de  igual 

número de personas; y,

Que  por  las  característ icas  de  los  hechos  se  advierta  una  especial 

dif icultad en la búsqueda de pruebas.

Art. 80-B Designación de Fiscales Especializados para 
determinados delitos

El  Fiscal  de  la  Nación,  previa  aprobación  de  la  Junta  de  Fiscales 

Supremos,  podrá  designar  Fiscales  para  que  intervengan,  según  su 
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categoría,  en  la  investigación  y  juzgamiento  de  todos  aquellos  hechos 

del ict ivos  vinculados entre  s í  o que presentan característ icas  s imilares 

y  que  requieran  de  una  intervención  especial izada  del  Ministerio 

Público.

El  Reglamento que dictará la  Junta de  Fiscales  Supremos,  en un plazo 

no  mayor  de  15  (quince)  días,  y,  a  iniciat iva  del  Fiscal  de  la  Nación, 

f i jará  la  competencia  terri torial ,  organización,  funcionamiento  y  los 

mecanismos  de  coordinación  y  supervisión  que  correspondan  a  estos 

Órganos Especial izados.  

Art. 81º Competencia de los Fiscales Supremos

De  los  Fiscales  Supremos,  uno  atiende  los  asuntos  penales;  otro,  los 

civi les  y  el  tercero  interviene  en  los  procesos  contencioso  – 

administrat ivos  de  acuerdo  con  su  respectiva  especial idad  y  lo 

dispuesto en la presente Ley y su Reglamento.

Art. 82º Atribuciones del Fiscal Supremo en lo Penal

Corresponde al  Fiscal  Supremo en lo penal :

1 .Interponer,  cuando  lo  considere  procedente,  el  recurso  de 

revisión de la  sentencia  condenatoria ante la Sala Plena de la Corte 

Suprema  o  participar  en  el  proceso  que  lo  origine  cuando  es 

interpuesto por  el  condenado u  otra  persona a  quien lo  concede la 

Ley; proponiendo, en todo caso,  la indemnización que corresponda 

a la víct ima del error judicial o a sus herederos.
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2.Deducir  la  nulidad  de  lo  actuado  en  un  proceso  penal  en  que  se 

ha incurrido en irregularidades  procesales  en perjuicio  del  derecho 

de  defensa  del  procesado,  o  se  le  ha  condenado  en  ausencia,  o 

reviviendo  proceso  fenecido,  o  incurriendo  en  alguna  otra 

infracción grave de la ley procesal .

3 .Solicitar  al  Presidente  de  la  Corte  Suprema  la  apertura  de 

proceso  discipl inario  contra  el  Juez  o  los  miembros  del  Tribunal 

que  han  intervenido  en  el  proceso  penal  en  que  se  han  cometido 

los vicios procesales a que se ref iere el inciso precedente. 

Recurrirá al  Fiscal  de la Nación si  se tratare de responsabil idad civi l  o 

penal  de  dichos  Magistrados o  si  el  responsable  de  la  infracción fuere 

un miembro del  Ministerio Público,  para los efectos consiguientes.  

6 .Emitir  dictamen  i lustrat ivo  en  los  procesos  de  extradición, 

pronunciándose  sobre  la  procedencia  o  improcedencia  de  la 

sol ici tada.  

7 .Instruir ,  por la vía  más rápida,  al  Fiscal  Provincial  en lo Civi l  del 

lugar  en  que  se  encuentran  los  bienes  del  condenado  a  la  pena 

anexa  de  interdicción  civil  para  que  dentro  de  las  24  horas  de 

ejecutoriada  la  sentencia,  solicite  el  nombramiento  judicial  de 

curador. 

8 .Las demás que establece la Ley. 
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(*)  De  conformidad  con  el  Artículo  Único  de  la  Ley  N°  28311, 

publicada  el  04-08-2004,  se  dispone  que  la  investigación  y 

juzgamiento  de  los  del itos  que  se  imputen  al  Superintendente 

Nacional  de  Administración  Tributaria  o  a  los  Superintendentes 

Adjuntos,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  y  hasta  cinco  (5)  años 

después  de  haber  cesado  en  éstas,  serán  conocidos  por  la  Fiscalía 

Suprema  en  lo  Penal  y  por  Salas  Penales  de  la  Corte  Suprema  de 

Justicia de la República, respectivamente.  

Art. 83º Funciones del Fiscal Supremo en lo Penal 

El  Fiscal  Supremo  en  lo  Penal  emitirá  dictamen  previo  a  la 

sentencia en los procesos siguientes: 

1 .En  los  que  se  hubiese  impuesto  pena  privativa  de  la  l ibertad 

por más de diez años. 

2 .Por deli to de tráfico i l íc ito de drogas. 

3 .Por deli tos de terrorismo, magnicidio y genocidio.

4.Por los de contrabando y defraudación de Rentas de Aduana.  

5 .Por  deli to  calificado  como  polít ico-social  en  la  sentencia 

recurrida o en la acusación f iscal .  

6 .Por  deli tos  que  se  cometen  por  medio  de  la  prensa,  radio, 

televisión  o  cualesquiera  otros  medios  de  comunicación  social , 

así  como los deli tos de suspensión,  clausura o impedimento a la 

l ibre circulación de algún órgano de expresión.  
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7.Por deli to de usurpación de inmuebles públicos o privados. 

8 .Por deli to de piratería aérea. 

9 .Por deli to de motín.   

10.Por  del ito  de  sabotaje  con  daño  o  entorpecimiento  de 

servicios  públ icos;  o  de  funciones  de  las  dependencias  del 

Estado  o  de  Gobiernos  Regionales  o  Locales;  o  de  actividades 

en  centro  de  producción  o  distr ibución  de  art ículos  de 

consumo  necesario,  con  el  propósito  de  transtornar  o  de 

afectar la economía del  país ,  la región o las local idades. 

11.Por  deli tos  de  extorsión,  así  como  en  los  de  concusión  y 

peculado. 

12.Por del itos contra el  Estado y la Defensa Nacional.  

13.Por del itos de rebel ión y sedición.

14.Por del itos contra la voluntad popular.  

15.Por  deli tos  contra  los  deberes  de  función  y  deberes 

profesionales.  

16.Por del itos contra la fé pública.  

17.Por  deli tos  de  que  conoce  la  Corte  Suprema  de  modo 

originario. 

18.Por  los  demás  deli tos  que  establece  el  Código  de 

Procedimientos Penales.  
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Art. 90° Intervención del Fiscal Superior en acciones de hábeas 
corpus 

Consentida  o  ejecutoriada  la  resolución  que  declara  fundada  una 

acción  de  hábeas  corpus  originada  en  hechos  configurativos  de  un 

del ito, el  Fiscal  Superior instruirá  al  Fiscal  Provincial  en lo penal  para 

que  ejercite  la  acción  correspondiente  o  lo  hará  el  propio  Fiscal 

Superior  s i  el  órgano  judicial  competente  fuere  el  Superior  o  de 

segunda  instancia.  Si  la  acción  derivada,  en  tal  caso,  fuere  de  tutela 

del  menor,  la  ejercitará  el  Fiscal  Provincial  en  lo  civi l  ante  el  Juez  de 

Menores. 

Art. 91° Intervención del Fiscal Superior en lo Penal 

El  Fiscal  Superior  en  lo  Penal  emitirá  dictamen previo a  la  resolución 

f inal superior:  

1 .En las cuestiones que se promuevan sobre competencia judicial .  

2 .En  los  casos  de  recusación  o  inhibición  de  los  Jueces 

Instructores y Vocales del  Tribunal Superior.  

3 .En los de acumulación y desacumulación de procesos.  

4 .En  las  cuestiones  previas,  prejudiciales  y  excepciones  que  se 

promuevan contra la acción penal.  

5 .En  los  casos  en  que  el  agraviado,  sus  parientes  o  representantes 

legales se constituyan en parte civil .  
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6.En  los  casos  de  embargo  para  asegurar  la  reparación  civi l  y  en 

los de susti tución por caución o garantía real .  

7 .En los referentes a la l ibertad provisional del  procesado. 

8 .En  los  casos  en  que  el  Juez  Instructor  disponga  la  l ibertad 

incondicional del  inculpado. 

9 .En el  procedimiento  especial  para  la  represión,  con pena,  de  los 

responsables  del  incumplimiento  de  los  deberes  de  asistencia 

familiar  y  de  contravenciones  en  perjuicio  del  menor  de  edad.  En 

estos  casos,  el  Fiscal  Superior  pedirá  especialmente  que  el 

Tribunal  competente  preste  toda  preferencia  a  la  realización  de  la 

audiencia,  la que debe efectuarse en privado.  

10.Cuando  el  Tribunal  competente  revise  la  investigación 

practicada  en  los  casos  de  no ser  habido un menor  de  edad  que  se 

hal lare  en  abandono  o  peligro  moral,  o  que  se  le  presuma  autor  o 

víct ima de deli to. 

11.En  las  investigaciones  seguidas  en  los  casos  de  menores 

peligrosos,  o en estado de abandono o riesgo moral,  o de comisión 

de  deli to,  en  las  que  la  audiencia  que  celebre  el  Tribunal 

competente será estrictamente privada y tendrá toda preferencia.  

12.En las demás que establece la Ley.

Art. 92 Atribuciones del Fiscal Superior en lo Penal 

Recibida que sea la instrucción, el  Fiscal  Superior en lo penal  puede: 
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Pedir  su  ampliación,  s i  la  est ima  incompleta  o  defectuosa.  En  estos 

casos  señalará  las  pruebas  omitidas  o  las  di l igencias  que  deben 

rehacerse  o  completarse  en  el  plazo  de  ampliación;  e  instruirá 

específ icamente al  Fiscal  Provincial en lo Penal 

Pedir  su  archivamiento  provisional,  por  no  haberse  descubierto  al 

del incuente  o  no  haberse  comprobado  la  responsabi l idad  del 

inculpado.  En  estos  casos  instruirá  al  Fiscal  Provincial  en  lo  Penal 

para  que  amplíe  la  investigación  policial  que  originó  la  instrucción 

archivada  provisionalmente,  a  f in  de  identif icar  y  aprehender  al 

responsable.  

Separar  del  proceso  al  Fiscal  Provincial  que  participó  en  la 

investigación  policial  o  en  la  instrucción  si ,  a  su  juicio,  actuó  con 

dolo  o  culpa  y  designar  al  Fiscal  t itular  o  Adjunto  que  debe 

reemplazarlo.  Como  consecuencia  de  la  separación  que  disponga, 

elevará  de  inmediato  al  Fiscal  de  la  Nación  su  informe  al  respecto, 

con la documentación que considere úti l .  

Formular  acusación  sustancial  s i  las  pruebas  actuadas  en  la 

investigación  pol icial  y  en  la  instrucción  lo  han  l levado  a  la 

convicción  de  la  imputabi l idad  del  inculpado;  o  meramente  formal, 

para  que  oportunamente  se  proceda  al  juzgamiento  del  procesado,  si 

abrigase  dudas  razonables  sobre  su  imputabil idad.  En  ambos  casos  la 

acusación  escrita  contendrá  la  apreciación  de  las  pruebas  actuadas,  la 

relación  ordenada  de  los  hechos  probados  y  de  aquel los  que,  a  su 

juicio,  no  lo  hayan  sido;  la  cal if icación  del  deli to  y  la  pena  y  la 

reparación civil  que propone. 
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En  la  acusación  formal  ofrecerá  las  pruebas  que  estime  necesarias 

para  establecer  plenamente  la  responsabi l idad  del  acusado  y  señalará 

el  plazo en que se actuarán. 

Para  este  últ imo  efecto  instruirá,  independiente  y  detalladamente,  al 

Fiscal  Provincial  que  intervino  en  el  proceso  penal  o  al  t itular  o  al 

Adjunto que designe en su reemplazo,  para la actuación de las pruebas 

en  la  investigación  policial  ampliatoria  que  se  l levará  a  cabo  en  el 

plazo  señalado,  con  la  citación  oportuna,  bajo  responsabil idad,  del 

acusado y su defensor.

Las pruebas así actuadas serán ratif icadas en el acto del  juzgamiento.  

Art. 93° Funciones del Fiscal Provincial más antiguo 

Corresponde  al  Fiscal  Provincial  más  antiguo  de  la  provincia  en  que 

actúa,  convocar  y  presidir  la  Junta  de  Fiscales  correspondiente  o 

ejercer  sus  atribuciones,  s i  ésta  no  se  ha  constituido  o  no  es  posible 

reunirla  oportunamente;  así  como  las  demás  atribuciones  que 

establece la ley.  

Art. 94° Obligaciones del Fiscal Provincial en lo Penal 

Son obligaciones del  Fiscal  Provincial en lo Penal:  

Proceder como se dispone en el  art ículo 10 de la presente Ley. 
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Si  el  detenido rehuye  nombrar  defensor,  el  Fiscal  l lamará  al  de  oficio 

o,  en  su  defecto,  designará  a  uno  de  los  que  integran  la  l ista  que  el 

Colegio  de  Abogados  correspondiente  formulará,  en  su  oportunidad, 

para  este efecto.  El  Fiscal  hará  saber su l lamamiento o su designación 

al  defensor  y,  en  su  caso,  al  Colegio  de  Abogados,  de  inmediato  y  en 

la  forma  que  permitan  las  circunstancias,  dejando  constancia  de  todo 

el lo en el atestado pol icial .  

Denunciado  un  hecho  que  se  considere  del ictuoso  por  el  agraviado  o 

cualquiera  del  pueblo,  en  los  casos  de  acción  popular,  se  extenderá 

acta,  que suscribirá el denunciante, s i  no lo hubiese hecho por escrito, 

para los  efectos a que se ref iere el  art ículo 11 de la  presente Ley.  Si  el 

Fiscal  est ima  procedente  la  denuncia,  puede,  alternativamente,  abrir 

investigación  pol icial  para  reunir  la  prueba  indispensable  o 

formalizarla ante el Juez Instructor. En este últ imo caso, expondrá los 

hechos  de  que  t iene  conocimiento,  el  deli to  que  t ipifican  y  la  pena 

con  que  se  sanciona,  según  ley;  la  prueba  con  que  cuenta  y  la  que 

ofrece  actuar  o  que  espera  conseguir  y  ofrecer  oportunamente.  Al 

f inalizar  el  atestado  pol icial  s in  prueba  suficiente  para  denunciar,  el 

Fiscal  lo  declarará  así ;  o  cuando  se  hubiese  reunido  la  prueba  que 

estimase  suficiente  procederá  a  formalizar  la  denuncia  ante  el  Juez 

Instructor como se deja establecido en el  presente art ículo. 

Denunciar  ante  el  Fiscal  Superior  a  los  Jueces  Instructores  que 

incurran  en  parcial idad  manif iesta  o  culpa  inexcusable.  Si  el  Fiscal 

Superior  hace  suya  la  denuncia,  el  Tribunal  Correccional  mandará 

regularizar  el  procedimiento  o  designará  al  Juez  Instructor 

reemplazante. 
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Participar  en  la  instrucción  para  el  efecto  de  actuar  la  prueba 

ofrecida,  exigir  que  se  observen  los  plazos  establecidos  en  la  ley  e 

interponer los recursos que ésta le conceda. 

Participar  e  interponer  los  recursos  procedentes  en  los  casos 

pertinentes a que se ref iere el art ículo 91 de la presente Ley. 

Las demás que establece la Ley.

Art. 95° Atribuciones del Fiscal Provincial en lo Penal  

Son atribuciones del  Fiscal  Provincial en lo Penal:  

Ejercitar  la  acción  penal  procedente  cuando  el  Juez  de  la  causa  pone 

en  su  conocimiento  los  indicios  de  un  deli to  perseguible  de  oficio 

cometido en la sustanciación de un procedimiento civi l .  

Sol ici tar  el  embargo  de  los  bienes  muebles  y  la  anotación  de  la 

resolución  pertinente  en  las  part idas  registrales  de  los  inmuebles  de 

propiedad del inculpado o del  tercero civilmente responsable que sean 

bastantes para asegurar la reparación civi l .  

Pedir  que  se  corte  la  instrucción,  respecto  del  menor  de  edad  que 

estuviese  erróneamente  comprendido  en  ella  y  que  se  le  ponga  a 

disposición del  Juez de Menores, con los antecedentes pertinentes.  

Sol ici tar  el  reconocimiento  del  inculpado  por  médicos  siquiatras, 

cuando  tuviere  sospechas  de  que  el  inculpado  sufre  de  enfermedad 

mental  o  de  otros  estados  patológicos  que  pudieran  alterar  o 

modificar  su  responsabi l idad  penal;  y  en  su  caso,  pedir  su 
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internamiento  en  un  nosocomio,  cortándose  la  instrucción  con 

respecto al  inimputable.  

Sol ici tar,  con  motivo  de  la  investigación  pol icial  que  se  estuviera 

real izando  o  en  la  instrucción,  que  el  Juez  Instructor  ordene  el 

reconocimiento del  cadáver y su necropsia por peritos médicos,  en los 

casos  en  que  las  circunstancias  de  la  muerte  susciten  sospecha  de 

crimen. 

Sol ici tar  que  se  transfiera  la  competencia,  cuando,  por  las 

circunstancias,  tal  medida  fuere  la  más  conveniente  para  la  oportuna 

administración  de  justicia .  Podrá  oponerse  a  la  que  sol ici te  el 

inculpado  alegando  causales  de  salud  o  de  incapacidad  f ís ica,  s i  el 

Fiscal no las considerase debidamente probadas.  

Emitir  informe  cuando  lo  est ime  conveniente  y,  en  todo  caso,  al 

vencerse el término de la instrucción. 

Visitar  los  centros  penitenciarios  y  de  detención  provisional  para 

recibir  las  quejas  y  reclamos  de  los  procesados  y  condenados  en 

relación  con  su  si tuación  judicial  y  el  respeto  a  sus  derechos 

constitucionales.  Duplicado  del  acta  correspondiente  elevará,  con  su 

informe,  al  Fiscal  Superior  en  lo  Penal,  s in  perjuicio  de  tomar  las 

medidas legales que fueren del  caso.  

Sol ici tar  la  revocación  de  la  l ibertad  provisional,  de  la  l iberación 

condicional  o  de  la  condena  condicional ,  cuando  el  inculpado  o 

condenado  incumpla  las  obligaciones  impuestas  o  su  conducta  fuere 

contraria  a  las  previsiones  o  presunciones  que  las  determinaron.  En 
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estos  casos  la  sol ici tud  del  Fiscal  será  acompañada  con  el  atestado 

policial  organizado  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  art ículo  9 

de la presente Ley. 

Las demás que establece la ley.  

Las  facultades  de  los  Jueces,  según  el  Texto  Único  Ordenado  de  la 

Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial ,  pueden  considerarse,  como 

principales,  las s iguientes.

Art. 16° Independencia jurisdiccional del Magistrado

Los  Magistrados  son  independientes  en  su  actuación  jurisdiccional 

dentro  de  su  competencia.  Ninguna  autoridad,  ni  s iquiera  los 

Magistrados  de  instancia  superior,  pueden  interferir  en  su  actuación. 

Están  obligados  a  preservar  esta  garantía,  bajo  responsabil idad, 

pudiendo  dirigirse  al  Ministerio  Público,  con  conocimiento  del 

Consejo  Ejecutivo  del  Poder  Judicial ,  s in  perjuicio  de  ejercer 

directamente los derechos que les faculta la ley. 

Art. 17 Especialidad del Magistrado

La  especial idad  de  los  Magistrados  debe  mantenerse  durante  todo  el 

ejercicio de su cargo,  a menos que sol ici ten su cambio expresamente y 

previas las evaluaciones correspondientes. 
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Con el  ingreso a la  Magistratura,  se  adquiere  el  derecho a mantener la 

misma  especial idad,  a  postular  a  los  diversos  cargos  en  la  misma  o 

superior  jerarquía  judicial ,  s in  que  la  especial idad  pueda  ser 

considerada en su perjuicio.(*)(**)(**)  
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TITULO I
ORGANOS JURISDICCIONALES

CAPITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Art. 26° Organos Jurisdiccionales

Son órganos jurisdiccionales del  Poder Judicial :

1 .La Corte Suprema de Justicia de la República;

2 .Las  Cortes  Superiores  de  Justicia ,  en  los  respectivos  Distri tos 

Judiciales;

3 .Los  Juzgados  Especial izados  y  Mixtos,  en  las  Provincias 

respectivas;

4 .Los  Juzgados  de  Paz  Letrados,  en  la  ciudad  o  población  de  su 

sede; y,

5 .Los Juzgados de Paz.

Art. 27° Especialidad y procedimientos de los órganos

Los  órganos  jurisdiccionales  cumplen  su  función  con  las 

especial idades  y  los  procedimientos  que  establecen  la  Constitución  y 

las leyes.
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CAPITULO VIII
JUECES, DECANOS Y JUNTA DE JUECES

Art. 98° Juez Decano

En  las  Provincias  donde  haya  tres  o  más  Jueces  Especial izados  o 

Mixtos  el  cargo de Decano se  ejerce  por  el  Juez de  mayor  antigüedad, 

quien preside la Junta de Jueces.(*)(**)(***)

Art. 99° Funciones del Juez Decano

Son funciones del Juez Decano:

1.Adoptar  y  proponer  medidas  tendientes  a  mejorar  el  servicio 

judicial ;

2 .Ejecutar  los  acuerdos  de  los  órganos  jerárquicos  superiores  y  de 

la Junta de Jueces;

3.Velar por la buena uti l ización y cuidado de los locales judiciales;

4 .En  las  sedes  de  Corte  Superior  las  Juntas  de  Jueces  no  ejercen 

las funciones señaladas en los incisos 1 y 3; y

5.Las demás que señalen las leyes y el  Reglamento.(*)(**)(***)

Art. 100°  Junta de Jueces. Convocatoria. Atribuciones

La  Junta  de  Jueces  es  convocada  por  el  Decano  y  debe  realizarse 

cuando  menos  una  vez  al  mes  o  cuando  lo  sol ici te  el  30%  de  sus 
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miembros.  Son sus atribuciones,  proponer medidas de polí t ica judicial 

a  f in  de  mejorar  la  administración  de  justicia  y  tratar  asuntos  de 

interés común relat ivos a las funciones del Poder Judicial . (*)(**)(***)

Art. 101° Quórum

La  Junta  se  consti tuye  válidamente  para  tomar  acuerdos  cuando 

asisten  la  mitad  más  uno  de  sus  miembros,  adoptándose  los  acuerdos 

por mayoría simple.

Art 185° Facultades

Son facultades de los Magistrados:

Propiciar  la  concil iación  de  las  partes  mediante  un  comparendo  en 

cualquier  estado del  juicio.  Si  la  conci l iación  se  realiza  en  forma total 

se  s ienta  acta  indicando  con  precisión  el  acuerdo  a  que  l leguen  las 

partes.  Si  es  sólo parcial ,  se  indica en el  acta  los puntos en los que las 

partes  están de  acuerdo y  aquellos  otros  en  que no están  conformes  y 

que  quedan  pendientes  para  la  resolución  judicial .  Ratificadas  las 

partes  en  el  texto  del  acta,  con  asistencia  de  su  respectivo  Abogado, 

proceden  a  f irmarla,  en  cuyo  caso  los  acuerdos  que  se  hayan 

concertado  son  exigibles  en  vía  de  ejecución  de  sentencia,  formando 

cuaderno separado cuando la concil iación es sólo parcial .

1 .No  es  de  aplicación  esta  facultad,  cuando  la  naturaleza  del 

proceso no lo permita;
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2.Solicitar  el  o  los  expedientes  fenecidos  que  ofrezcan  las  partes 

en  prueba,  o  de  oficio  para  mejor  resolver,  cuando  la  causa  que 

conocen  se  hal le  en  estado  de  sentencia.  Los  expedientes  en 

trámite  sólo  pueden  ser  excepcionalmente  pedidos  de  oficio,  por 

resolución  debidamente  fundamentada.  En  caso  de  exist ir 

di l igencia  pendiente  con  día  señalado,  ésta  se  actúa  antes  de 

remitir  el  expediente.  En  cualquier  otro  caso,  la  remisión  del 

expediente  se  efectúa  al  día  s iguiente  de  recibido  el  oficio  que  lo 

sol ici ta  y  su  devolución  se  hace  en  el  plazo  perentorio  de  cinco 

días después de recibido;

3.Ordenar  la  detención,  hasta  por  veinticuatro  horas,  de  quienes, 

en  su  despacho  o  con  ocasión  de  las  actuaciones  judiciales,  los 

injurien,  agravien,  amenacen  o  coaccionen  por  escrito  o  de 

palabra,  o  que  promuevan  desórdenes,  pudiendo  denunciar  el 

hecho ante el  Ministerio Público;

4.Solicitar  de  cualquier  persona,  autoridad  o  entidad  pública  o 

privada  los  informes  que  consideren  pertinentes,  para  el 

esclarecimiento  del  proceso  bajo  su  jurisdicción.  El 

incumplimiento  al  mandato  del  Juez  se  sanciona  con  multa  no 

mayor del  5% de la Unidad de Referencia Procesal,  s in perjuicio de 

la acción penal que corresponda;

5.Dictar  las  medidas  discipl inarias  que  establecen  las  leyes  y 

reglamentos; y,

6 .Solicitar  rectif icaciones  a  través  de  los  medios  de  comunicación 

social ,  en  defensa  de  su  honorabi l idad,  cuando  ésta  haya  sido 
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cuestionada,  dando  cuenta  a  su  superior  jerárquico,  sin  perjuicio 

de formular la denuncia que corresponda.

CAPITULO II
DERECHOS

Art. 186° Derechos

Son derechos de los Magistrados:

1.La  independencia  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 

jurisdiccionales;

2 .La  estabil idad  en  el  cargo,  de  acuerdo  a  la  Constitución  y  las 

leyes;

3 .A  ser  trasladados,  a  su  sol ici tud  y  previa  evaluación,  cuando  por 

razones  de  salud  o  de  seguridad  debidamente  comprobadas,  no sea 

posible continuar en el cargo;

4.La  protección  y  seguridad  de  su  integridad  f ís ica  y  la  de  sus 

familiares;

5 .Percibir  una  remuneración  acorde  con  su  función,  dignidad  y 

jerarquía  la  que  no  puede  ser  disminuida  de  manera  alguna.  Para 

estos f ines se toma en cuenta lo s iguiente:

a.El  haber  ordinario  de  los  Vocales  de  la  Corte  Suprema,  es 

s iempre igual  al  que perciben los  Senadores o Diputados.  La 
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homologación  funciona  automáticamente,  para  cuyo  efecto 

los  Tesoreros  de  las  Cámaras,  producido  cualquier  reajuste 

en  los  haberes,  bonificaciones  y  asignaciones  de  los 

Parlamentarios,  comunican  de  inmediato  al  Presidente  de  la 

Corte  Suprema,  quien  dicta  la  resolución  de  homologación 

correspondiente.  La  resolución  antes  señalada  es  puesta  en 

conocimiento  del  Director  del  Tesoro  Público  para  su 

debido cumplimiento.

b.El  haber  de  los  Vocales  Superiores  es  del  90%  del  total 

que  perciban  los  Vocales  de  la  Corte  Suprema;  el  de  los 

Jueces  Especial izados  o  Mixtos  es  del  80%;  el  de  los  Jueces 

de  Paz  Letrados  es  del  70%,  y  55%  el  de  los  Secretarios  y 

Relatores  de  Sala,  referidos  también  los  tres  últ imos 

porcentajes  al  haber  total  de  los  Vocales  de  la  Corte 

Suprema;

c.Los  Magistrados  t i tulares  comprendidos  en  la  carrera 

judicial ,  perciben  16  haberes  mensuales  al  año,  s iendo  uno 

por  vacaciones,  otro  por  Navidad,  otro  por  escolaridad  y 

otro por Fiestas Patrias ;

d.Los  Magistrados  Supremos  al  jubilarse  s iguen  gozando  de 

los demás derechos adquiridos y los que les corresponda con 

arreglo a ley; y,

e.Los  Magistrados  que  queden  inhabi l i tados  para  el  trabajo, 

con  ocasión  del  servicio  judicial ,  perciben  como  pensión  el 

íntegro  de  la  remuneración que  les  corresponde.  En caso  de 
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muerte  el  cónyuge  e  hi jos  perciben  como  pensión  el  haber 

que corresponde al  grado inmediato superior;

6 .Los  Magistrados  comprendidos  en  la  carrera  judicial  t itulares  y 

suplentes  que  hubieran  desempeñado  o  desempeñen  judicaturas 

provisionalmente,  percibiendo  remuneraciones  correspondientes  al 

cargo  t i tular,  t ienen  derecho  a  que  su  t iempo  de  servicios  sea 

reconocido  y  considerado  para  el  cómputo  de  la  antigüedad  en  el 

cargo;

7.Gozar  de  la  cobertura  de  un  seguro  de  vida  cuando  trabajan  en 

zonas de emergencia;

8 .La  Corte  Suprema,  promueve  y  apoya  el  estudio  y  ejecución  de 

planes  destinados  a  dotar  progresivamente  de  viviendas  a  los 

Magistrados y demás trabajadores del Poder Judicial ;  y ,

9 .Los demás que señalen las leyes.
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En  el  CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTOS  PENALES,  también 

encontramos algunas facultades específicas,  como se detal la :

TITULO IV
JUEZ INSTRUCTOR

Art. 49º

El  juez  instructor  es  el  director  de  la  instrucción.  Le  corresponde 

como tal  la iniciat iva en la organización y desarrollo de ella .

Art. 50º (*)

El  Juez  Instructor  nombrará  promotor  f iscal  para  cada  instrucción, 

cuando  no  exista  en  la  provincia  agente  f iscal ,  o  éste  se  encuentre 

impedido,  debiendo  recaer  el  nombramiento  en  un  abogado.Y  sólo  a 

falta  de  profesional,  en  persona  de  reconocida  seriedad  el  Tribunal 

Correccional  nombrará  al  promotor  fiscal  cuando  acuerde  reemplazar 

al  agente f iscal  promotor que actúa en una instrucción.

(*)  Artículo  derogado  en  cuanto  autorizan  al  Juez  Instructor  para 

devolver  los  autos  al  Agente  Fiscal  para  que  expida  dictamen,  de 

conformidad  con  el   Artículo  106  del  Decreto  Legislat ivo  Nº  052, 

publicado el 18-03-81.
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Art. 51º

Cuando  se  s iga  instrucción  por  homicidio,  s iempre  que  el  juez 

instructor l legue a  identif icar el  cadáver,  dictará mandato judicial  para 

que se inscriba la defunción en el Registro Civil  correspondiente.

Si no se descubre el  cadáver de la víct ima,  la orden para la inscripción 

de  la  defunción  será  expedida  por  el  Presidente  del  Tribunal 

Correccional,  después  de  dictarse  el  auto  de  archivamiento 

provisional   o la sentencia que establezca el  deli to.

Art. 52º

El  juez  instructor  puede impartir  órdenes  a  la   Policía  Judicial  para  la 

ci tación,  comparecencia  o  detención  de  las  personas;  y  requerir  los 

servicios  de  los  funcionarios,  profesionales  o  técnicos  que  forman 

parte de el la ,  para las operaciones que sea necesario practicar.

Art. 53º

El  Juez  Penal ,  a l  término  de  la  instrucción  elevará  a  la  Sala  Penal  un 

informe  dando  cuenta  de  las  di l igencias  practicadas,  los  incidentes 

promovidos y la si tuación jurídica de los procesados.

Se  sujetará  estrictamente  a  los  plazos  señalados  en  este  Código  y  se 

remitirá  a  la  Sala  Penal  los  avisos  de  la  actuación  de  las  di l igencias 

para las que se exige este requisi to.
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Garantías de la defensa

El  derecho  a  la  defensa  acompaña  al  hombre  desde  el  momento 

mismo de su nacimiento hasta  el  día  de su muerte,  es decir ,  acompaña 

al  hombre  durante  toda  su  vida.  Este  derecho,  a  diferencia  de  otros, 

no  requiere  reconocimiento  o  consagración  en  una  carta  pol ít ica  para 

su  existencia  y  tampoco se  trata  de  un  derecho que  ampara  sólo  a  los 

ciudadanos,  sino que tutela al hombre,  por el  sólo hecho de serlo

En  el  caso  peruano,  la  misma  Carta  Pol ít ica,  como  base  de  la 

legis lación  de  inferior  jerarquía,  garantiza  el  respeto  al  Derecho  de 

Defensa,  en todos los procedimientos, conforme al detal le s iguiente: 

Art. 139º

Son principios y derechos de la función jurisdiccional:

1 .La unidad y exclusividad de la función jurisdiccional .

No  existe  ni  puede  establecerse  jurisdicción  alguna  independiente, 

con excepción de la mil itar y la arbitral .

No hay proceso judicial por comisión o delegación.

2.La independencia en el  ejercicio de la función jurisdiccional .

Ninguna  autoridad  puede  avocarse  a  causas  pendientes  ante  el  órgano 

jurisdiccional  ni  interferir  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  Tampoco 

puede  dejar  sin  efecto  resoluciones  que  han  pasado  en  autoridad  de 

cosa  juzgada,  ni  cortar  procedimientos  en  trámite,  ni  modif icar 
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sentencias  ni  retardar  su  ejecución.  Estas  disposiciones  no  afectan  el 

derecho  de  gracia  ni  la  facultad  de  investigación  del  Congreso,  cuyo 

ejercicio  no  debe,  s in  embargo,  interferir  en  el  procedimiento 

jurisdiccional  ni surte efecto jurisdiccional alguno.

3.La observancia del  debido proceso y la tutela jurisdiccional .

Ninguna persona puede ser  desviada de la jurisdicción predeterminada 

por  la  ley,  ni  sometida  a  procedimiento  dist into  de  los  previamente 

establecidos,  ni  juzgada  por  órganos  jurisdiccionales  de  excepción  ni 

por  comisiones  especiales  creadas  al  efecto,  cualquiera  sea  su 

denominación.

4.La  publicidad  en  los  procesos,  salvo  disposición  contraria  de  la 

ley.

Los  procesos  judiciales  por  responsabi l idad  de  funcionarios  públ icos, 

y  por  los  deli tos  cometidos  por  medio  de  la  prensa  y  los  que  se 

ref ieren  a  derechos  fundamentales  garantizados  por  la  Constitución, 

son siempre públicos.

5.La  motivación  escrita  de  las  resoluciones  judiciales  en  todas  las 

instancias,  excepto  los  decretos  de  mero  trámite,  con  mención 

expresa  de  la  ley  aplicable  y  de  los  fundamentos  de  hecho  en  que 

se sustentan. 

6 .La pluralidad de la instancia.
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7.La  indemnización,  en  la  forma  que  determine  la  ley,  por  los 

errores  judiciales  en  los  procesos  penales  y  por  las  detenciones 

arbitrarias,  s in perjuicio de la responsabil idad a que hubiere lugar.  

8 .El  principio  de  no  dejar  de  administrar  just icia  por  vacío  o 

deficiencia de la ley.

En  tal  caso,  deben  apl icarse  los  principios  generales  del  derecho  y  el 

derecho consuetudinario.

9.El  principio  de  inaplicabil idad  por  analogía  de  la  ley  penal  y  de 

las normas que restrinjan derechos.

10.El principio de no ser penado sin proceso judicial .

11.La  apl icación  de  la  ley  más  favorable  al  procesado  en  caso  de 

duda o de confl icto entre leyes penales.

12.El principio de no ser condenado en ausencia.

13.La  prohibición  de  revivir  procesos  fenecidos  con  resolución 

ejecutoriada.  La  amnistía ,  el  indulto,  el  sobreseimiento definit ivo y 

la prescripción producen los efectos de cosa juzgada.

14.El principio de no ser privado del  derecho de defensa en ningún 

estado del  proceso.  Toda persona será informada inmediatamente y 

por  escrito  de  la  causa  o  las  razones  de  su  detención.  Tiene 

derecho  a  comunicarse  personalmente  con  un  defensor  de  su 

elección  y  a  ser  asesorada  por  éste  desde  que  es  citada  o  detenida 

por cualquier autoridad.
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15.El  principio  de  que  toda  persona  debe  ser  informada, 

inmediatamente  y  por  escrito,  de  las  causas  o  razones  de  su 

detención.

16.El principio de la gratuidad de la  administración de justicia y de 

la  defensa  gratuita  para  las  personas  de  escasos  recursos;  y,  para 

todos, en los casos que la ley señala.

17.La participación popular  en el  nombramiento y en la revocación 

de magistrados,  conforme a ley.

18.La  obl igación  del  Poder  Ejecutivo  de  prestar  la  colaboración 

que en los procesos le sea requerida.

19.La  prohibición  de  ejercer  función  judicial  por  quien  no ha  sido 

nombrado  en  la  forma  prevista  por  la  Constitución  o  la  ley.  Los 

órganos  jurisdiccionales  no  pueden  darle  posesión  del  cargo,  bajo 

responsabil idad.

20.El  principio  del  derecho  de  toda  persona  de  formular  análisis  y 

crí t icas  de  las  resoluciones  y  sentencias  judiciales,  con  las 

l imitaciones de ley.  

21.El  derecho  de  los  reclusos  y  sentenciados  de  ocupar 

establecimientos adecuados.

22.El  principio  de  que  el  régimen penitenciario  t iene  por  objeto  la 

re  educación,  rehabi l i tación  y  reincorporación  del  penado  a  la 

sociedad.
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Por  estas  prescripciones,  podemos  concluir  que  el  Derecho  a  la 

Defensa,  en  los  procesos  de  naturaleza  Sumaria  y  Ordinaria,  que  son 

la general idad dentro del proceso penal,  se encuentra garantizado.
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A N E X O  V I I I

I N V E S T I G A C I Ó N  Y 

P R O T E C C I Ó N  D E  T E S T I G O S
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B O L I V I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Lamentablemente,  no  obstante  la  importancia  de  la  investigación  y 

protección  de  test igos,   en  la  legis lación  Boliviana  la  única 

disposición  legal  que  existe  al  respecto  se  encuentra  en  el  Art.  15  de 

la Ley Orgánica del  Ministerio Publico

TIPIFICACION PENAL

Art. 15 de la Ley Orgánica del Ministerio Publico, que a la letra 
dice

“El Ministerio Público protegerá a las  personas que por colaborar con 

la administración de justicia,  corran pel igro de sufrir algún daño.

Esta  protección  se  brindara  en  especial  cuando  se  trate  de  deli tos 

vinculados  a  la  criminal idad  organizada,  al  abuso  de  poder  o  a  la 

violación  de  derechos  humanos.  A  tal  efecto,  dispondrá  de  un 

programa  permanente  de  protección  a  test igos,  víct imas  y  a  sus 

propios funcionarios.”

315



No  obstante  el  contenido  de  ésta  disposición  legal  ésta  constituye 

simplemente  un  enunciado,  por  cuanto  no  existe  ningún  programa  y 

menos  permanente,  de  protección  a  test igos  vict imas  ni  a  los  mismos 

funcionarios,  lo  que ha  generado innumerables  negativas  de  test igos a 

prestar  sus  declaraciones  por  temor  a  las  represalias  que  puedan 

sufrir .
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E C U A D O R

INVESTIGACIÓN Y PROTECCIÓN DE TESTIGOS

En  el  País  y  con  fecha  26  de  septiembre  del  2.002,  se  publ icó  en  el 

Registro  Oficial  N° 671,  el  Reglamento  del  Programa de  Protección  y 

Asistencia  a  Víctimas,  Testigos  y  demás  participantes  en  el  proceso 

penal,  cuyo  campo  de  apl icación,  principios  rectores  y  definiciones, 

me permito transcribir :

REGLAMENTO DEL PROGRAMA DE PROTECCION Y 
ASISTENCIA A VICTIMAS, TESTIGOS Y DEMAS 

PARTICIPANTES EN EL PROCESO PENAL 

CAPITULO I
CAMPO DE APLICACIÓN

Art. 1

Serán  objeto  del  Programa  de  Protección  y  Asistencia  las  vict imas, 

test igos  y  demás  participantes  en  el  proceso  penal ,  así  como  sus 

familiares  hasta  el  cuarto  grado  de  consanguinidad  y  segundo  de 

afinidad, cuando requieran protección y asistencia.  
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CAPITULO II 
PRINCIPIOS RECTORES

Art. 2

Toda  actuación  en  materia  de  protección  se  regirá  por  los  s iguientes 

principios:

Voluntariedad:  La  aceptación  del  ingreso  y  la  decisión  del  ret iro  del 

Programa  de  Protección  y  Asistencia  será  voluntaria ,  sin  perjuicio  de 

las causales de exclusión señaladas en este mismo reglamento. 

Reserva:  Todos los aspectos relat ivos al  procedimiento de  protección 

se  mantendrán  bajo  estricta  reserva,  obedeciendo  los  principios  de 

confidencial idad.

Investigación: Para ingresar al programa será necesaria una indagación 

previa  sobre  amenazas  o  riesgos  de  seguridad  con  ocasión  de  una 

investigación  preprocesal  o  procesal  penal,  la  cual  estará  bajo  la 

responsabil idad del Ministerio Fiscal.  

Vinculación:  Todo  procedimiento  de  protección  se  fundamenta  en  la 

verif icación  de  los  nexos  entre  amenaza,  r iesgo,  y  la  part icipación 

preprocesal  y  procesal ,  es  decir  que  sean  con  ocasión  o  por  razón  de 

ésta.  

Dirección:  Las  actividades  relacionadas  con  la  protección  se 

real izaran  previo  diseño  de  una  guía  de  trabajo  aprobada  por  el 

Director del Programa y por el  Ministro Fiscal  Distrital .  
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Temporalidad:  Las  medidas de protección subsist irán mientras  existan 

los factores que las motivaron.

CAPITULO III 
DEFINICIONES

1.  Programa  de  Protección  y  Asistencia:  comprende  el  conjunto  de 

acciones  realizadas  por  el  Ministerio  Público,  en  coordinación  con 

organismos  gubernamentales  y  no  gubernamentales  para  otorgar 

protección integral  y  asistencia  social  a  las  vict imas,  test igos  y  demás 

participantes  en  el  proceso  penal,  lo  mismo  que  a  sus  familiares 

indicados en el art iculo primero de este reglamento. 

2 .  Testigo:  Es  la  persona  que  ha  presenciado  o  t iene  conocimiento 

directo  o  mediato  sobre  la  realización  de  un  hecho,  cuya  versión  fue 

dada  en  la  indagación  previa  o  en  la  instrucción  f iscal  o  r indió 

test imonio en el juicio.

3.  Víctima:  Es  el  sujeto  pasivo  del  del ito  o  la  persona  que  sufre  de 

manera directa los efectos.

4.  Participante  en  el  proceso  penal :  es  el  servidor  públ ico,  Juez. 

Fiscal,  Pol icía  Judicial ,  perito,  test igo,  ofendido,  acusador  particular 

que cumple una función determinada dentro del proceso penal.  

5 .  Informante:  Es  la  persona  que  sin  poseer  pruebas  aporta 

informaciones,  datos  o  versiones  en  la  investigación  preprocesal  y 

procesal  penal :  Su protección no corresponde al programa. 
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6.  Asistencia:  Es  la  aplicación  del  programa  para  atender  el  conflicto 

que soporta el  protegido y su entorno familiar .  Se traduce en el  apoyo 

socio  económico,  psicológico,  medico  demás  acciones  encaminadas  a 

sat isfacer necesidades previamente evaluadas.

7.  Riesgo:  Es  la  amenaza  o  el  peligro  que  se  cierne  contra  la  vida  o 

integridad  de  las  personas  que  t ienen  la  expectativa  de  acceder  al 

programa oportunamente.

Así  mismo  me  permito  transcribir  el  estado  de  aplicación  del 

programa  de  protección  y  asistencia  de  víct imas  y  test igos  al  17  de 

junio  del  2.005,  dado  por  la  Jefe  de  dicha  Unidad,  del  Ministerio 

Público: 

ASUNTO: ESTADO DE APLICACIÓN DEL PROGRAMA DE 
PROTECCIÓN Y ASISTENCIA DE VICTIMAS Y TESTIGOS 

FECHA: 17 DE JUNIO DEL 2005 

Con  relación  a  su  sumil la  en  el  oficio  N°  23059-DGDHSA,  de  3  de 

junio  del  2005,  le  informo  lo  siguiente:  El  Programa  de  Protección, 

viene  funcionado  amparado  en  el  Reglamento  de  Protección  y 

Asistencia  a  Víctimas  y  Testigos  y  demás  Participantes  en  el  Proceso 

Penal,  promulgado según Decreto Ejecutivo N° 3112,  publ icado en  el 

Registro Oficial N° 671 de 26 de septiembre del 2002.  

La  Jefatura  de  Protección  a  Víctimas  y  Testigos,  se  encuentra 

prestando  protección  y  asistencia  según  la  naturaleza  y  el  t ipo  de 

protección  solicitada.  Se  mantiene  en  algunos  casos  ayuda  pecuniaria 
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de  asistencia.  Asimismo,  se  ha  coordinado  con  la  Policía  Judicial  a 

efectos  de  proporcionar  seguridad  a  los  solicitantes;  (Véase  cuadro) 

Período 2003 – 2005. 

1 .1.  Con  el  propósito  de  prestar  protección  especial izada  a  víct imas 

de  violencia  intrafamil iar  y  del itos  sexuales,  la  Fiscalía  General  ha 

suscrito  Convenios  de  colaboración  interinsti tucional  con  la 

Fundación  “Casa  Refugio  Matilde”;  y,  con  el  Centro  de  Apoyo  a  la 

Mujer  y  su  Familia  “Buen  Pastor”.  Algunas  Instituciones  como  la 

Fundación  Albergue  “Santa  Rita”,  CEPAN,  Tres  Manuelas,  FUNAVI, 

Consultorios Jurídicos de la Universidad Católica,  han prestado apoyo 

al  Programa. 
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Tipo de protección Número de personas Monto

Regular 18

Inmediata 79

Policial 210

Albergue 30

Económica  por  una 

sola vez

45 $ 32.960

TOTAL 385 $ 32.960

1.2.  El  programa  asume  asimismo,  costos  por  peritajes,  (exámenes 

ADN, embarazo, s ida).  

1 .3.  Se aspira a  firmar convenios con ONG´s de dist intas ciudades del 

país con el  f in de tercerizar servicios de atención médica y psicológica 
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que  el  Ministerio  Pib1ico  al  momento  no  puede  ofrecer  de  manera 

directa.  

1 .4.  Se  cuenta  con  una  Trabajadora  social ;  profesional  encargada  de 

remitir  los  informes  sociales  de  las  víct imas  para  conocimiento  del 

Consejo Superior de Víctimas y Testigos.

1.5.  La  Jefatura  se  encuentra  organizando  Tal leres  de  panadería  y 

costura,  para  las  víct imas  y  madres  de  las  vict imas  de  abuso  sexual  y 

violencia intrafamil iar ,  en el Centro “Buen Pastor”.  

1 .6.  Con el  f in  de  difundir  el  Programa de Asistencia  y  Protección,  se 

ha  elaborado  publicaciones  (afiches  promocionales,  tr ípticos.  etc.) 

para  distr ibución  nacional.  Se  pretende  conseguir  que  la  ciudadanía 

colabore con la administración de justicia penal .  

1 .7.  Se  aprobaron  así  corno  Actas  de  Protección  Inmediata  y  de 

Protección  Regular,  Formatos  Únicos  de  Requerimiento  de 

Protección, los mismos que han sido distr ibuidos a nivel  nacional ,  por 

lo  que  serán  de  observancia  obl igatoria,  lo  que  permitirá  unificar 

procedimientos de protección y asistencia.  Se han elaborado encuestas 

para medir el  servicio de la Jefatura de Víctimas.  

1 .8.  El  Consejo  Superior  -máximo  organismo  de  decis ión-  viene 

sesionado  ordinaria  y  extraordinariamente  a  efectos  de  cumplir  con 

las atr ibuciones establecidas en el Reglamento que rige la materia .  

1 .9.  Se  programa  una  capacitación  dirigida  a  todos  los  encargados  de 

Víctimas y Testigos en los diferentes Distri tos del país.  
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Informe  presentado  por  la  Dra.  Helena  Carrión  JEFE  DE 

PROTECCIÓN A VICTIMAS Y TESTIGOS (E)
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P E R U

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES,  VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

LEY 27378 Ley que establece beneficios por colaboración eficaz en el 

ámbito de la criminal idad organizada.

DECRETO SUPREMO 020–2001–JUS

Aprueba  el  reglamento  de  las  medidas  de  protección  de 

colaboradores, test igos,  peritos y víct imas de la Ley 27378.

DECRETO SUPREMO 035–2001–JUS

Aprueba  el  reglamento  del  Capítulo  III  de  la  Ley  27378  sobre  los 

procedimientos de colaboración eficaz en el  ámbito de la  criminalidad 

organizada.

Las  normas  referidas  al  derecho  premial ,  en  virtud  a  delaciones  que 

son  incorporadas  a  nuestro  ordenamiento,  si  bien  es  cierto  se  han 

producido  y  se  han  separado  de  los  procesos  a  diversas  personas,  la 

Suprema  Corte  hasta  el  momento  no  ha  establecido  jurisprudencia 

continua  que  vincule  a  los  diversos  órganos  jurisdiccionales  de  la 

República  desde  que,  las  mayoría  de  las  sentencias  dictadas  por  los 

jueces  penales  en  primera  instancia  han  sido  revisadas  solamente  por 
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la  Sala Penal Especial ,  de ahí que no se tenga a la mano jurisprudencia 

fresca para comentar.
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A N E X O  I X

C O R R U P C I Ó N  Y  T R A F I C O

D E  D R O G A S
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B O L I V I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Bolivia  cuenta  con  la  estrategia  nacional  antidrogas  denominada  Plan 

Dignidad,  en cual  cubre  las  áreas  de  reducción de la  oferta,  reducción 

de  la  demanda,  medidas  de  control ,  estructura  institucional, 

presupuesto  y  s istema  de  evaluación,  Se  está  perfeccionando  un 

sistema  de  evaluación  con  la  cooperación  internacional ,  en  etapas  y 

áreas.   Su  base  legal  de  sustentación  es  principalmente  la  Ley  del 

Régimen de la Coca y Sustancias Controladas, más conocida como Ley 

1.008,  promulgada  en  fecha  19  de  jul io  de  1.988  y  los  reglamentos 

respectivos.

Existe  una  autoridad  central  de  coordinación  denominada  Consejo 

Nacional  de  Lucha  contra  el  Tráfico  I l ícito  de  Drogas  (CONALTID) 

que  coordina  las  actividades  en  los  campos  de  reducción  de  la 

demanda  y  la  oferta,  medidas  de  control  e  información,  esta  entidad 

no  cuenta  con  presupuesto  propio  pero  t iene  la  autoridad  legal  para 

disponer  fondos  provenientes  de  activos  confiscados  y  fuentes 

internacionales.

Bol ivia  ha  rat if icado  la  Convención  de  las  Naciones  Unidas  contra  el 

Tráfico I l ícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas de 1.988 y 

se  ha  adherido  a  la  Convención  Única  de  las  Naciones  Unidas  sobre 
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estupefacientes  de  1.961  y  a  la  Convención  sobre  sustancias 

psicotrópicas  de  1.971.  Ha  ratif icado  la  Convención  Interamericana 

contra  la  Corrupción  y  la  Convención  Interamericana  contra  la 

fabricación  y  el  tráf ico  i l íc itos  de  armas  de  fuego,  municiones, 

explosivos y otros materiales relacionados.
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C O L O M B I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

TRAFICO DE DROGAS

La  conducta  anotada  se  encuentra  t ipif icada  en  el  Libro  Segundo  del 

Código  Penal ,  Título  XIII,  integrado  por  dos  capítulos,  el  de  las 

conductas  que  constituyen  afectación  a  la  salud  pública  y  las 

constitutivas  del  tráf ico  de  estupefacientes  y  definido  en  el   art ículo 

376,  como  TRAFICO,  FABRICACIÓN  O  PORTE  DE 

ESTUPEFACIENTES.

La  Salud  pública,  se  considera  como un  conjunto  de  condiciones  que 

posit iva  y  negativamente  garantizan  y  fomentan  la  salud  de  todos  los 

conciudadanos,  pero  el  carácter  de  pública  que  calif ica  la  salud  no 

debe  entenderse  como  referencia  a  una  peculiaridad  del  bien  jurídico 

protegido,  sino  más  bien  como  un  rasgo  característ ico  de  los  ataques 

que  suponen  estos  deli tos  y  que  consiste  en  la  afección  plural  que 

representan  por  su  carácter  de  del itos  de  pel igro  general  o  colectivo. 

Son  “condiciones  especiales  que  amparan  la  salud  de  un  pueblo  o  de 

un  parte  de  él .  La  salud  pública  es  un  hecho  concreto,  fáci lmente 

observable  y  mensurable,  y  de  los  r iesgos  que  el la  corre  provienen 

igualmente de conductas objetivadas, s in equívocos”.
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Estos  del itos  se  t ienen  como  de  peligro  común  abstracto  por  cuanto 

la  razón  de  tenerse  como  típicas  sus  conductas,  no  es  otra  que  la  de 

proteger  la  vida y  la  salud de  las  personas,  pero  no se  exige  su  puesta 

en  peligro  para  el  caso  concreto  para  castigarlos;  de  ahí  que  quepa  el 

concurso  entre   estos  deli tos  y  los  punibles  contra  la  vida  y  la 

integridad personal .  

La  conducta  t ipif icada,  contempla  varios  verbos  rectores  para 

permitir  la  adecuación,  el  objeto  material  se  concreta  sobre  cualquier 

droga  que  produzca  dependencia  y  para  interpretar  estas  expresiones 

necesariamente se debe acudir a la Ley 30 de 1.986,  Estatuto Nacional 

de Estupefacientes.

Dentro  del  capítulo,  del  Tráfico  de  estupefacientes,  se  contemplan 

otras  conductas  punibles  como:  CONSERVACION  O 

FINANCIACION  DE PLANTACIONES (Art.  375);  DESTINACION 

ILICITA DE MUEBLES O INMUEBLES (Art.  377);  ESTIMULO AL 

USO  ILICITO  (Art.  378)  ;  SUMINISTRO  O  FORMULACION 

ILEGAL  (Art.  379);  SUMINISTRO  O  FORMULACION  ILEGAL  A 

DEPORTISTAS  (Art.  380);  SUMINISTRO  A  MENOR  (Art.  381); 

TRAFICO  DE  SUSTANCIAS  PARA  PROCESAMIENTO  DE 

NARCÓTICOS  (Art.  382);  PORTE  DE  SUSTANCIAS  (Art.  383)  Y 

EXISTENCIA,  CONSTRUCCION;  UTILIZACION  ILEGAL  DE 

PISTAS DE ATERRIZAJE (Art.  385).
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TIPIFICACION PENAL

Art. 376 Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes

“El  que  s in  permiso  de  autoridad  competente ,  sa lvo  lo  d i spuesto  sobre  dos is  

para  uso  personal ,  introduzca  al  país ,  as í  sea  en  tránsito  o  saque  de  é l ,  

t ransporte ,  l l ev e  cons igo,  a lmacene ,  conserve ,  e labore ,  venda,  ofr ezca,  adquiera,  

f inanc ie  o  suminis tr e  a  cualquier  t í tulo  droga  que  produzca  dependencia ,  

incurri rá  en  pri s ión  de  ocho  (8)  a  ve inte  (20)  años  y  mul ta  de  (1.000)  a  

c incuenta mi l  (50.000) salar ios  mínimos l ega les  mensuales  v igentes .

Si  la  cant idad  de  droga  no  excede  de  mil  (1 .000)  gramos  de  mar ihuana,  

dosc i entos  (200)  gramos  de  hachís ,  c ien  (100)  gramos  de  cocaína  o  de  sustanc ia  

es tupe fac ientes  a  base  de  cocaína  o  ve inte  (20)  gramos  de  der ivados  de  la  

amapola,  dosc i entos  (200)  gramos  de  metacualona  o  droga  s inté t i ca ,  la  pena  

será  de  cuatro  (4)  a  se is  (6)  años  de  pris ión  y  multa  de  dos  (2)  a  c ien  (100)  

sa larios  mínimos lega les  mensual es  v igentes .

Si  la  cant idad  de  droga  excede  los  l ímites  máximos  previ s tos  en  e l  inc iso  

anter ior s in  pasar  de  diez  mil  (10.000) gramos  de  marihuana,  tres  mil  (3.000)  

gramos  de  hachís ,  dos  mil  (2.000)  gramos  de  cocaína  o  de  sustancia  

es tupe fac iente  a  base  de  cocaína o sesenta  (60)  gramos  der ivados  de  la  amapola,  

cuatro  mil  (4.000)  gramos  de  metacualona  o  droga  s inté t i ca ,  la  pena  será  de  

se i s  (6)  a ocho (8)  años de pri s ión y mul ta de c ien (100) a mi l  (1.000) sa larios  

mínimos lega les  mensual es  v igentes .”
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INTERPRETACIONES JURISPRUDENCIALES

Intereses  jurídicos  protegidos  con  la  t ipif icación  del  deli to  de 

narcotráfico.   Hoy  no  se  trata  sólo  de  un  t ipo  penal  orientado  a 

proteger la salud pública,  s ino también la  seguridad pública y el  orden 

económico  y  social .  CORTE  CONSTITUCIONAL,  SENTENCIA.  C-

420, MAYO 28/02. M.P.JAIME CORDOBA TRIVIÑO).

NORMAS INTERNACIONALES

Dentro de este campo específ ico,  se destacan los s iguientes  convenios 

aprobados por la legis lación colombiana:

a.Ley 67  de  agosto 23  de  1.993 ,  “por  medio  de  la  cual  se  aprueba 

la  Convención  de  las  Naciones  Unidas  contra  el  Tráfico  i l íc ito  de 

estupefacientes  y  sustancias  psicotrópicas,  suscrita  en  Viena  el  20 

de diciembre de 1.988.

b.Ley  13  de  noviembre  29  de  1.974 ,  “por  medio  de  la  cual  se 

aprueba   la  Convención  Única  sobre  estupefacientes,  realizada  en 

Nueva  York,  el  30  de  marzo  de  1.961  y  su  protocolo  de 

modificaciones,  hecho en Ginebra el 25 de marzo de 1.972.

c.Acuerdo  entre  la  Comunidad  Europea  y  Colombia .  “Relativo 

a  los  precursores  y  sustancias  químicas  uti l izados  con  frecuencia 

en  la  fabricación  i l íc ita  de  estupefacientes  o  de  sustancias 

psicotrópicas”.   Entró  en  vigor  el  19  de  febrero  de  1.996  y 

promulgado mediante Decreto 907 de 1.997.
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d.Acuerdo  entre  Estados  Unidos  y  Colombia .  “Para  suprimir  el 

tráf ico  i l íc i to  por  mar”.  Entró en vigor  el  20 de  febrero de  1.997 y 

promulgado mediante Decreto 908 de 1.997.
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P E R U

LEYES  Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Código Penal Peruano: Artículo 296°  al   303° 

Código de Procedimientos Penales:  207° y s iguientes 

Regula  el  proceso  de  trámite  ordinario,  con  sus  respectivas 

modificatorias,  s iendo  la  más  reciente  el  Decreto  Legislat ivo  N°  959 

del  17 de Agosto de 2004.

NORMAS GENERALES

Ley  de  Represión  del  Tráfico  Il íci to  de  Drogas:  DECRETO  LEY  Nº 

22095

Ley  de  Lucha  contra  el  Tráfico  I l ícito  de  Drogas:  DECRETO 

LEGISLATIVO Nº 824

Susti tuyen el vocablo narcotráfico por la frase tráf ico i l íc ito de drogas 

en diversas leyes y decretos legislat ivos:  LEY Nº 26600

Modifican  el  Art.  5  de  la  Ley  Nº  24150 a  f in  de  regular  las  relaciones 

del  Comando  Polít ico  Mili tar  de  las  zonas  declaradas  en  Emergencia 
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con  diversas  autoridades  de  su  jurisdicción:  DECRETO 

LEGISLATIVO Nº 749 

Prohíbe  la  presentación  pública  de  los  detenidos  con  motivo  de  la 

Comisión  de  cualquier  del ito,  con  excepción  de  los  implicados  por 

Deli to de Traición a la Patria :  DECRETO SUPREMO Nº 01-95-JUS.

Aprueban  el  Plan  Nacional  de  Prevención  y  Control  de  Drogas: 

DECRETO SUPREMO Nº 082-94-PCM.

Reglamento  de  la  Comisión  de  Lucha  contra  el  Consumo  de  Drogas 

CONTRADROGAS.

DECRETO SUPREMO N° 013-97-PCM

Aprueban  Reglamento  de  Beneficios  Procesales  y  Penitenciarios 

Excepcionales.

DECRETO SUPREMO Nº 008-98-JUS

CONVENCIONES

CONVENCION UNICA DE 1961 SOBRE ESTUPEFACIENTES

Aprueban  la  Convención  Interamericana  contra  la  Corrupción, 

adoptada  en  Caracas  –  Venezuela  RESOLUCION  LEGISLATIVA Nº 

26757

Aprueban  la  "Convención  de  las  Naciones  Unidas  contra  el  Traáfico 

I l ícito  de  Estupefacientes  y  Sustancias  Sicotrópicas"  RESOLUCION 

LEGISLATIVA Nº 25352
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CONVENIOS

CONVENIO SOBRE SUSTANCIAS SICOTROPICAS

Aprueban  Convenio  entre  los  Estados  Unidos  de  América  y  el  Perú 

sobre  Polí t ica  de  Control  de  Drogas  y  Desarrollo  Alternativo. 

DECRETO SUPREMO Nº 100-91-PCM

Aprueban Enmiendas  al  Convenio de  Préstamo de la  Agencia  para  del 

Desarrollo  Internacional  -  AID   que  f inancia  el  "Proyecto  desarrollo 

Regional de Alto Hual laga"

DECRETO SUPREMO N° 103-93-EF

Aprueban el  Convenio para combatir  el  uso indebido,  la  producción y 

el  tráfico i l íc itos de drogas entre las Repúblicas de Perú y Panamá

DECRETO SUPREMO Nº 014-96-RE

Ratifican Convenio para combatir el  uso indebido y la  producción y el 

tráf ico i l íc i tos de drogas entre la República del Perú y los EE.UU.

DECRETO SUPREMO N° 030-96-RE

Ratifican  Convenio  sobre  Prevención,  Fiscalización  y  Represión  de 

Consumo  Indebido  y  Tráfico  I l ícito  de  Estupefacientes,  Sustancias 

Psicotrópicas  y  Del itos  Conexos,  suscrito  con  Rumania  DECRETO 

SUPREMO Nº 034-98-RE
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Ratifican  Convenio  para  combatir  el  uso  indebido,  la  producción  y  el 

tráf ico  i l íc i to  de  drogas  suscrito  con  la  República  de  Costa  Rica 

DECRETO SUPREMO Nº 064-99-RE

Ratifican  Convenio  Marco  para  Combatir  el  Uso  Indebido,  la 

Producción  y  el  Tráfico  I l ícito  de  Drogas,  suscrito  con  la  República 

de El Salvador DECRETO SUPREMO Nº 033-2002-RE

Ratifican  Proyecto  "Prevención  del  Consumo  de  Drogas  en  la 

Formación Profesional" real izado con la Confederación Suiza.

DECRETO SUPREMO N° 075-2002-RE

PROTOCOLO

PROTOCOLO  DE  MODIFICACIONES  DE  LA  CONVENCION 

UNICA SOBRE ESTUPEFACIENTES

Aprueba  el  "Protocolo  de  Reformas  a  la  Carta  de  la  Organización  de 

los Estados Americanos" (Protocolo de Washington)

RESOLUCION LEGISLATIVA N° 26660

Aprueban  el  Memorándum  de  Entendimiento  entre  los  gobiernos  del 

Perú  y  los  EE.UU.  referente  a  la  Cooperación  en  las  Actividades 

Contranarcóticos  y  Asistencia  Económica  Contranarcóticos 

RESOLUCION SUPREMA Nº 341-91-RE
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Ratifican  el  "Protocolo  sobre  Cooperación  Antidrogas  entre  el 

Gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  Gobierno  de  la  República 

Popular China"

DECRETO SUPREMO N° 037-2002-RE

ERRADICACION DEL TRAFICO

Ley de Bases  de  la  Estrategia  Integral  de  Desarrollo   Alternativo  para 

Erradicar  el  Tráfico  I l ícito  de  Drogas  con  la  Participación  de  la 

Población

DECRETO LEGISLATIVO Nº 753

Amplían  facultades  a  Fiscales  encargados  de  intervenir  en  operativos 

contra el tráf ico i l íc ito de drogas en la zona del  Alto Hual laga

RESOLUCION  DE  LA  FISCALIA  DE  LA  NACION  Nº169-94-MP-

FN

Todas las  dependencias  vinculadas  a  la  lucha contra la  subversión y el 

narcotráfico,  deberán  adecuar  obl igatoriamente  sus  normas  y 

procedimientos  de  trabajo  a  las  Directivas  emanadas  del  Comando 

Operativo del  Frente Interno a que se refiere el Art.  6º del  D. Leg. Nº 

440, modificado por el  Art.  26º del D.Leg. Nº 743

DECRETO LEY Nº 25626
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DECLARACION JURADA

Personal de Oficiales  de las  FF.AA. y FF.PP.,  cualquiera sea su grado, 

que  sea  designado  a  prestar  servicios  en  Zona  de  Huallaga  y  demás 

zonas  cocaleras,  deberá  hacer  Declaración  Jurada  de  Bienes  y  Rentas, 

a l  inicio y al  término de su misión.

DECRETO LEY Nº 25427

Aprueban  Directiva  sobre  "Normas  y  Procedimientos  para  Retiro, 

Pesaje,  Embarque,  Traslado  e  Incineración  de  Drogas  Decomisadas 

por Tráfico Il íci to de Drogas"

RESOLUCION MINISTERIAL N° 1290-2003-IN-1101

Precisan  que  las  prohibiciones  de  beneficios  penitenciarios  y 

procesales  para  los  agentes  de  los  deli tos  de  Tráfico   Il íci to  de 

Drogas,  de Terrorismo y de Traición a la Patria mantienen su vigencia

DECRETO LEY Nº 25916

Dictan normas referidas a los procesos por del ito  de tráfico i l íc i to de 

drogas y establecen beneficio

LEY Nº 26320

Los  funcionarios  y  servidores  del  Sector  Público,  Alcaldes  y 

Regidores  que  sean  víct imas  de  accidentes,  actos  de  terrorismo  o 

narcotráfico  ocurridos  en  acción  o  en  comisión  de  servicios,  tendrán 

derecho a una indemnización excepcional
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DECRETO SUPREMO Nº 051-88-PCM

Precisan  que  funcionarios  electos  están  comprendidos  en  los  alcances 

del  beneficio a que se ref iere el Art.  1 del D.S. N° 051-88-PCM

DECRETO SUPREMO Nº  107-89-PCM

TIPIFICACION PENAL

SECCION II
TRAFICO ILICITO DE DROGAS

Art. 296 Promoción o favorecimiento al tráfico ilícito de drogas

El  que  promueve ,  favorece  o  fac i l i ta  e l  consumo  i l ega l  de  drogas  tóxicas ,  

es tupe fac ientes  o sustanc ias ps icotrópicas ,  mediante  actos  de fabr icac ión o  trá f i co  

será  reprimido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  ocho  n i  mayor  de  

quince  años  y  con  c i ento  ochenta  a  tr esc i entos  sesenta  y  c inco  días-multa ,  e  

inhabil i tac ión con forme al  ar t í culo  36, inc isos  1,  2 y 4 .

El  que  posea  drogas  tóxicas ,  es tupe fac ientes  o  sustanc ias  ps icotrópicas  para  su  

tráf i co  i l í c i to  será  reprimido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  se is  n i  

mayor de doce  años y con c iento  ve inte  a c i ento ochenta días-multa .

El  que  a  sabiendas  comerc ia l iza  mater ias  primas  o  insumos  des t inados  a  la  

e laboración  i l ega l  de  drogas  será  reprimido  con  pena  privat iva  de  l iber tad  no  

menor de c inco n i mayor  de di ez años y con sesenta a c iento  ve inte  d ías-mul ta.
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Art. 296-A Comercialización y cultivo de amapola y marihuana y 
sus siembra compulsiva

 El  que  promueve ,  favorece ,  f inanc ia ,  fac i l i ta  o  e j e cuta  ac tos  de  s i embra  o 

cul t ivo  de  p lantas  de  amapola  de  la espec i e  papaver  somníf erum o marihuana de  

la  espec i e  cannabis  sat iva  será  reprimido  con  pena  pr ivat iva  de  l ibertad  no  

menor  de  ocho  años  ni  mayor  de  quince  años  y  con  c iento  ochenta  a  tresc ientos  

sesenta  y  c inco  días-multa  e  inhabi l i tac ión  conforme  al  art í cu lo  36,  inci sos  1 ,  2  

y 4 .

El  que  comercia l iza  o  trans f i ere  semi l las  de  las  espec ies  a  que  a lude  e l  párrafo  

anter ior  será  reprimido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  ni  menor  de  c inco  ni  

mayor de di ez años y con c i ento ve inte  a c iento  ochenta días-mul ta.

La pena  será  pr ivat iva  de  l ibertad  no  menor  de  dos  ni  mayor  de  se i s  años  y  de  

noventa a c iento  ve inte  d ías-mul ta cuando:

1 . La cant idad de p lantas sembradas o cul t ivadas no exceda de c i en.

2 .  La  cant idad  de  semil las  no  exceda  de  la  requerida  para  sembrar  e l  número  

de p lantas que señala e l  inc iso  precedente .

Será  r epr imido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  ve int i c inco  ni  mayor  

de  tre in ta  y  c inco  años  e l  que ,  mediante  amenaza o  violencia,  obl iga  a  o tro  a  la  

s i embra  o  cul t ivo  o  a l  procedimiento  i l í c i to  de  p lantas  de  coca ,  amapola  de  la  

espec ie  papaver  somní ferum, o marihuana de la espec ie  cannabis  sat iva.”

Art. 297 Formas agravadas
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La pena  será  pr ivat iva  de  l ibertad  no  menor  de  quince  n i  mayor  de  ve int ic inco  

años ,  de  c i ento  ochenta  a  tresc ientos  sesenta  y  c inco  días-multa  e  inhabil i tac ión  

con forme al  ar t í culo  36, inc isos  1,  2,  4,  5 y 8 cuando:

1 . El  agente  comete  e l  hecho abusando de l  e j erc i c io de la función públ ica.

2 .  El  agente  t i ene  la  pro fes ión  de  educador  o  se  desempeña  como  ta l  en  

cualquiera de los  nive les  de enseñanza

3. El agente  es  médi co ,  farmacéut i co ,  químico ,  odontólogo o  e j erce  otra prof es ión 

sani taria .

4 .  El  hecho  es  comet ido  en  e l  inter ior  o  en  inmediaciones  de  un  es tablec imiento  

de  enseñanza,  centro  as is tencial ,  de  salud,  re c into  deport ivo,  lugar  de  detención  

o  rec lus ión.

5 .  El  agente  vende  drogas  a  menores  de  edad,  o  los  ut i l iza  para  la  venta  o  

emplea a una persona inimputabl e

6 .  El  hecho  es  comet ido  por  tres  o  más  personas ,  o  en  ca l idad  de  in tegrante  de  

una  organización  dedicada  al  trá f i co  i l í c i to  de  drogas  o  que  se  dedique  a  la  

comercial ización de insumos para su e laboración .

7 . La droga a comercia l izarse  o  comerc ia l izada excede las s i gu ientes  cant idades :  

v e inte  ki logramos  de  pasta  básica  de  cocaína,  d iez  ki logramos  de  c lorhidrato  de  

cocaína, c inco  ki logramos de látex de opio o  quinientos gramos de sus der ivados ,  

y  c ien ki logramos de marihuana o dos ki logramos de sus der ivados .
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La pena será privat iva de l iber tad no menor de ve in t ic inco n i mayor  de tr e inta y  

c inco  años  cuando  e l  agente  ac túa  como  je f e ,  d i r igente  o  cabec i l la  de  una  

organizac ión dedi cada al  trá f i co i l í c i to de drogas o insumos para su e laboración .

Igual  pena  se  apl icará  al  agente  que  se  vale  de l  trá f i co  i l í c i to  de  drogas  para  

f inanc iar ac t iv idades terrori s tas .

Art. 298 Microcomercialización o microproducción

La pena  será  privat iva  de  l iber tad  no  menor  de  tres  ni  mayor  de  s ie t e  años  y  de  

c iento ochenta a tresc ientos  sesenta días-mul ta cuando:

1 .  La  cant idad  de  droga  fabri cada,  extrac tada,  preparada,  comercia l izada  o  

pose ída  por  e l  agente  no  sobrepase  los  c incuenta  gramos  de  pasta  básica  de  

cocaína  y  der ivados  i l í c i tos ,  ve int ic inco  gramos  de  c lorhidrato  de  cocaína,  c inco  

gramos de látex de opio  o  un gramo de  sus  der ivados ,  c ien gramos  de  marihuana 

o diez gramos de sus der ivados .

El  Poder  Ejecut ivo  determinará  mediante  decr e to  supremo  las  cant idades  

correspondientes  a las demás drogas y las  de e laborac ión s in té t i ca.

2 .  Las  mater ias  pr imas  o  los  insumos  comercia l izados  por  e l  agente  que  no  

excedan  de  lo  requerido  para  la  e laboración  de  las  cant idades  de  drogas  

señaladas en e l  inc iso  anter ior .

La pena será  pr ivat iva  de  l ibertad  no  menor  de  se i s  años  ni  mayor  de  di ez  años  

y de tres c ientos  sesenta a se te c ientos  días-multa cuando e l  agente  e j e cute  e l  de l i to  

en  las  c i rcunstancias  previ s tas  en los  inci sos  2,  3,  4,  5 o  6 de l  art í culo  297 de l  

Código Penal .
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Art. 299 Posesión no punible

No  es  punible  la  poses ión  de  droga  para  e l  propio  e  inmediato  consumo,  en  

cant idad  que  no  exceda  de  c inco  gramos  de  pasta  bási ca  de  cocaína,  dos  gramos  

de  c lorhidrato  de  cocaína,  ocho  gramos  de  marihuana  o  dos  gramos  de  sus  

der ivados ,  un gramo de látex de opio  o dosc i entos  mi l i gramos de sus der ivados .

Se  exc luye  de  los  a lcances  de  lo  es tablec ido  en  e l  párrafo  prec edente  la  poses ión  

de dos o  más t ipos de drogas .

Art. 300 Suministro indebido de droga

El  médico,  farmacéut i co ,  químico ,  odontólogo  u  otro  prof es ional  sanitario  que  

indebidamente rec e ta,  prescr ibe ,  adminis tra o expende medicamento que contenga  

droga  tóxica ,  es tupe faci ente  o  ps i co trópi ca ,  será  r epr imido  con  pena privat iva  de  

l ibertad  no  menor  de  dos  n i  mayor  de  c inco  años  e  inhabi l i tac ión  conforme  al  

art í cu lo 36º,  inc isos  1,  2 y 4.

Art. 301 Coacción al consumo de droga 

El  que,  subrept ic iamente ,  o  con  violencia  o  in t imidac ión,  hace  consumir  a  o tro  

una  droga,  será  r epr imido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  c inco  ni  

mayor de ocho años y con noventa a c i ento ochenta días-multa .

Si  e l  agente  actúa  con  e l  propós i to  de  es t imular  o  di fundir  e l  uso  de  la  droga,  o  

s i  la  v í c t ima  es  una  persona  mani f ies tamente  inimputable ,  la  pena  será  no 

menor  de  ocho  ni  mayor  de  doce  años  y  de  c i ento  ochenta  a  tresc i entos  

sesent ic inco días-multa .
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Art. 302 Inducción o instigación al consumo de droga

El  que  inst i ga  o  induce  a  persona  determinada  para  e l  consumo  indebido  de  

drogas ,  será reprimido con pena privat iva  de l iber tad,  no menor  de dos  ni  mayor  

de c inco años y noventa a c i ento ochenta días-multa .

Si  e l  agente  actúa  con  propós i to  de  lucro  o  s i  la  v íc t ima  es  persona  

mani f i es tamente  inimputable ,  la  pena  será  no  menor  de  c inco  ni  mayor  de  ocho  

años y de c i ento ochenta a tresc ientos  sesent i c inco días-multa .

Art. 303

Pena  de  expuls ión.  El  extranjero  que  haya  cumpl ido  la  condena  impuesta  será  

expulsado de l  país ,  quedando prohibido su re ingreso .

INTERPRETACIONES JURISPRUDENCIALES

Básicamente se t ienen las s iguientes reglas:

1 .  Se  requiere  necesariamente  la  pericia  química  sobre  la  sustancia 

incautada  o  en  su  defecto  la  prueba  prel iminar  de  orientación  y 

descarte  para  determinar  que  la  sustancia  incautada  esté  prohibida 

para su tenencia,  consumo o comercial ización.

2.  Debe  tenerse  en  cuenta  que  las  formas  agravadas  del  del ito  de 

tráf ico  i l íc ito  de  drogas  se  t ipif ican  como  tales  por  las  circunstancias 

y  elementos  constitutivos de  los mismos,  antes  que por la  cantidad de 

droga incautada.
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3.  Las  asociaciones  i l íc itas  dedicadas  al  crimen  en  general  y  en 

especial  a l  tráf ico  i l íc i to  de  drogas,  no  exhiben  una  organización 

formal  que  permita  conocer  directa  y  fáci lmente  quiénes  son  los  que 

la  dir igen  porque  precisamente  el  secreto  y  ocultamiento  de  estos 

hechos  forman  parte  de  su  estrategia  del ict iva  y  es  a  través  de  su 

accionar  y  de  las  investigaciones  pol iciales  y  judiciales  que  se 

descubre  el  grado  de  participación,  responsabil idad  y  culpabil idad  de 

sus agentes.
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B O L I V I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES,  VIGENTES EN 
EL PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Bolivia  es  un  país  de  origen   y  transito  de  hombre,  mujeres  y  niños 

que   son  objeto  no  solo  de  traf ico  para  trabajos  forzados  sino 

también  para  explotación  sexual ,  hacia  países  vecinos  sudamericanos, 

hacia Europa occidental  a través de España y Otros.

La  pobreza  obl iga  a  miles  de  bol iviano  a  emigrar  o  a  trabajar  en 

condiciones  por  debajo  de  los  estándares  normales,  poniendo  de  ésta 

manera a muchas personas en riesgo de ser traf icadas. 

La  falta  de  regulaciones  fronterizas  faci l i ta  el  trafico  por  t ierra  entre 

Bolivia y los países vecinos.

Los  esfuerzos   para  la  prevención  de  la  trata  de  personas  por  parte 

del  Gobierno  son  mínimos,  sin  embargo  el  Vice  Ministerio  de 

Asuntos  de  la  Niñez  unió  esfuerzos  con  la  Organización  de  Estados 

Americanos  y  Organización  Internacional  para  las  migraciones  OIM 

para  realizar  a  fines  de  2.004  Seminario  Públicos  con  el  f in  de 

exponer  la  urgencia  del  problema  del  Tráfico.  Los  esfuerzos 

interinstitucionales  con el  f in  de  coordinar  acciones  Gubernamentales 

y  elevar  la  conciencia  del  público  respecto  a  la  explotación  de  niños 

incluyeron elementos contra el  tráfico.
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El  Código  Penal  Bol iviano  describe  algunos  del itos  relacionados  con 

la corrupción de persona.

TIPIFICACION PENAL

El  Código  Penal  Bol iviano  describe  algunos  del itos  relacionados  con 

la corrupción de personas:

Art. 309  (Estupro)

Quien  mediante  seducc ión  o  engaño  tuviera  ac ceso  carnal  con  persona  de  uno  u  

o tro  sexo,  mayor  de  14  y  menor  de  18,  sera  sancionado  con  pr ivac ión  de  

l ibertad de 2 a 6 años .

Art. 318 ( corrupción de menores)

El  que  mediante  ac tos  l ib idinosos  o  por  cualquier  o tro  medio  corrompiera  o  

contr ibuya  a  corromper  a  una persona menor  de  18 años ,  incurri rá  en  privación 

de l ibertad de  1 a 5 años .

Art. 230 (Corrupción de mayores)

Quien  por  cualquier  medio,  corrompiera   o  contr ibuyera  a  la  corrupc ión  de  

mayores  de 18 años ,  será sancionado con rec lus ión de 3 meses  a dos años .
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Art. 321. (  proxenetismo)

Quien  mediante  engaño,  abuso  de  una  s i tuación  de  nec es idad  o  de  una  re lac ión  

de  dependencia  o  de  poder ,  v io lenc ia  o  amenaza,  o  por  cualquier  o tro  medio  de  

int imidación  o  coerc ión,  para  sat i s facer  deseos  a jeno  o  con  animo  de  lucro  

promoviere ,  fac i l i tare  o  contr ibuyere  a  la  corrupc ión   o  prost i tución  de  persona  

de  uno  u  otro  sexo  o  la  obl igara  a  permanecer  en  e l la ,  será  sancionado  con  

privación  de  l ibertad  de  3  a  7  años .  La pena  será  de  privac ión  de  l iber tad  de  4  

a  8  años  s i  la  v íc t ima  fuere  menor  de  18  años  o  s i  e l  autor  fuere  ascendiente ,  

marido,  hermano tutor o  encargado de la custodia de la v í c t ima.

Art. 321 bis ( Trafico de Personas)

Quien  induzca,  promueva  o  favorezca  la  entrada  o  sa l ida  de l  país  o  tras lado  

dentro  de l  mismo  de  personas  para  que  e j erzan  la  prost i tuc ión,  mediante  

engaño,  v io lenc ia ,  amenaza  o  las  r eduzca  a  es tado  de  inconc iencia  a  és te  f in ,  

será  sancionado  con  privac ión  de  l iber tad  de  4   a  8  años .  En  caso  de  ser  

menores  de 18 años ,  la pena será de 5 a 10 años de pr ivac ión de l ibertad.

Cuando  la  ví c t ima  fuera  menor  de  14  años  la  pena  será  de6  a  12  años  de  

r ec lus ión ,  pese  a no mediar  las c i rcunstancias en párrafo anter ior .  
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C O L O M B I A

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

TRAFICO DE PERSONAS

Dicha  conducta  se  encuentra   consagrada  en  el  Código  Penal  en  el 

Libro  segundo  (parte  especial) ,  en  el  Título  III,  “Delitos  contra  la 

l ibertad  individual  y  otras  garantías”,  Capítulo  Quinto,  “Delitos 

contra la  autonomía personal”,  Art.  188,  denominado DEL TRAFICO 

DE MIGRANTES y Art.  188 A denominado TRATA DE PERSONAS.

El  bien  jurídico  protegido  es  la  l ibertad  de  los  seres  humanos, 

presupuesto imprescindible  para  la  convivencia  social ,  protección que 

se  deriva  de  forma  directa  de  nuestra  Constitución  Nacional ,  la  cual 

consagra  como derechos  fundamentales  la  autonomía  de  la  voluntad y 

el  l ibre  desarrollo  de  la  personal idad,  elevándolos  a  la  categoría  de 

bienes jurídicos.

Dentro  del  capitulo  quinto,  del  t í tulo  tercero  ,  se  adecuan  otras 

conductas  atentatorias  contra  la  autonomía  personal  como  son: 

TORTURA  (Art.  178);  DESPLAZAMIENTO  FORZADO  (Art.  180); 

CONSTREÑIMIENTO  ILEGAL  (Art.  182);  CONSTREÑIMIENTO 

PARA  DELINQUIR  (Art.  184);  FRAUDULENTA  INTERNACIÓN 
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EN ASILO,  CLÍNICA O ESTABLECIMIENTO SIMILAR (Art.  186); 

INSEMINACIÓN  ARTIFICIAL  O  TRANSFERENCIA  DE  OVULO 

FECUNDADO NO CONSENTIDAS (Art.  187).

TIPIFICACION PENAL

Art. 188 Modificado Ley 747 /2.002, Art. 1°. Del tráfico de 
migrantes

“El que promueva,  induzca,  constr iña, fac i l i t e ,  f inanc ie ,  co labore o de cualquier  

o tra  forma  part i c ipe  en  la  entrada  o  sa l ida  de  personas  de l  país ,  s in  e l  

cumplimiento  de  los  r equis i tos  l egal es ,  con  e l  ánimo de  lucrarse  o  cualquier  otro  

provecho  para  s i   o  otra  persona,  incurrirá  en  pr is ión  de  se i s  (6)  a  ocho  (8)  

años  y  una  mul ta  de  c incuenta  (50)  a  (100)  sa larios  mínimos  lega les  mensuales  

v igentes  a l  momento de la sentencia condenatoria.” 

Art. 188 A Adicionado Ley 747/2.002 Art. 2°. Trata de personas

“El  que  promueva,  induzca,  constr iña,  fac i l i t e ,  f inanc ie ,  co labore  o  part i c ipe  en  

e l  t ras lado  de  una  persona  dentro  de l  t err i tor io  nacional  o  a l  exter ior  

r ecurriendo  a  cualquier  forma  de  v iol encia ,  amenaza,  o  engaño,  con  f ines  de  

explo tación,  para  que  e j erza  prost i tución ,  pornograf ía ,  servidumbres  por  

deudas,  mendic idad,  trabajo  forzado.  Matrimonio  servi l ,  e s c lav itud  con  e l  

propós i to  de  obtener  provecho  económico  o  cualquier  o tro  bene f i c io ,  para  s í  o  

para  otra  persona  incurrirá  en  pr is ión  de  diez  (10)  a  quince  (15)  años  y  una  

multa  de  se i s c i entos  (600)  a  mi l  (1000)  sa larios  mínimos  legal es  mensuales  a l  

momento de la sentencia condenatoria .”
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Art. 188 B. Adicionado Ley 747 / 2.002, Art.  3°.  Circunstancias de 
agravación punitiva”

Las  penas  para  los  de l i tos  descr i tos  en  e l  art í cu lo  188  y  188 a,  se  aumentarán  

de una ter cera parte  a la mitad cuando:

1 .Cuando  se  r eal i c e  en  persona  que  padezca,  inmadurez  ps i co lóg i ca ,  

trastorno  mental ,  enajenac ión  mental  y  trastorno  ps íquico,  t emporal  o  

permanente  o sea menor de 18 años .

2 .Como  consecuenc ia ,  la  v í c t ima  resul te  a fe c tada  en  daño  f ís i co  permanente  

y/o  l es ión  ps íqui ca ,  inmadurez  mental ,  t rastorno  mental  en  forma  temporal  

o  permanente  o  daño en la sa lud de forma permanente .

3 .El  responsabl e  sea  cónyuge  o  compañero  permanente  o  par iente  hasta  e l  

t er cer grado de consanguinidad, segundo de a f inidad y primero c iv i l .

4 .El autor o  par t íc ipe  sea servidor públ i co .

PAR.  Cuando  las  conduc tas  descr i tas  en  los  art í cu los  188  y  188  A  se  rea l i ce  

sobre menor de doce  (12) años se  aumentará en la mitad de la misma pena.
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E C U A D O R

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LEGALES, VIGENTES EN EL 
PAÍS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

Esta ley,  fue aprobada el  23 de junio del  2005,  por lo que al  momento 

no se cuenta con datos referentes a su aplicación.

Capítulo. . .  (Ley 2005-2)

TIPIFICACION PENAL

Capítulo. . .  (Ley 2005-2) 

DEL DELITO RELATIVO A LA TRATA DE PERSONAS

(Capítulo  agregado  por  el  Art.  8  de  la  Ley  2005-2,  R.O.  45,  23-VI-

2005) 

Art. . . .  (1) (Agregado por el Art.  8 de la Ley 2005-2, R.O. 45, 23-
VI-2005)

Const i tuye  de l i to  de  trata  de  personas ,  aunque  medie  e l  consent imiento  de  la  

v íc t ima,  e l  promover ,  induci r ,  part i c ipar,  fac i l i tar  o  favorecer  la  captac ión,  

tras lado ,  acogida,  re cepc ión  o  entrega  de  personas  recurri endo  a  la  amenaza,  
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v io lenc ia ,  engaño  o  cualquier  o tra  forma  f raudulenta,  con  f ines  de  explo tación  

i l í c i ta,  con o s in f ines  de lucro .

Para  e f e c tos  de  es ta  inf racc ión,  se  cons idera  explo tac ión  toda  forma  de  trabajos  

o  servic ios  f orzados ,  es c lavitud  laboral ,  venta  y/o  ut i l izac ión  de  personas  para  

mendic idad, con f l i c tos  armados o rec lutamiento para f ines  de l i c tuosos .

Art. . . .  (2) (Agregado por el Art.  8 de la Ley 2005-2, R.O. 45, 23-
VI-2005)

La  trata  de  personas  será  reprimida  con  rec lus ión  menor  ordinar ia  de  se is  a 

nueve  años ,  s iempre  que  no  const i tuya  explo tación  sexual .  Si  la  v íc t ima  fuere  

una  persona  menor  de  die c io cho  años ,  la  pena  será  de  rec lus ión  menor  

extraordinar ia de nueve a doce  años .  

Art. . . .  (3) (Agregado por el Art.  8 de la Ley 2005-2, R.O. 45, 23-
VI-2005)

La pena  será  de  rec lus ión  mayor  extraordinaria  de  doce  a  di ec i sé is  años  cuando  

en  la  comis ión  de l  de l i to  es tablec ido  en  e l  art í culo  anter ior  concurre  una  o  más  

de las s i gu ientes  c ir cunstancias :

1 .Que la víc t ima sea menor de cator ce  años de edad;

2.Que,  como  consecuencia  de l  de l i to ,  la  v íc t ima  sufra  les ión  corporal  grave  o  

permanente ,  o daño ps i co lógi co  ir revers ib le ;  
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3.Si  e l  inf ractor  es  cónyuge ,  conviv iente  o  par iente  hasta  e l  cuarto  grado  de  

consanguinidad  o  segundo  de  a f in idad,  ascendiente  o  desc endiente  de  la 

v íc t ima; y ,

4 .Cuando  e l  inf ractor  se  aprovechare  de  la  vu lnerabi l idad  de  la  v íc t ima  o  

és ta se  encontrare incapac itada para res i s t ir  la agres ión .

Art. . . .  (4) (Agregado por el Art.  8 de la Ley 2005-2, R.O. 45, 23-
VI-2005) 

Quien  venda,  compre  o  rea l i c e  cualquier  transacc ión,  en  vir tud  de  la  cual  una  

persona es  entregada,  por  pago  o  cualquier  otro  medio,  con  f ines  de  explotación ,  

será  sanc ionado  con  rec lus ión  menor  ordinaria  de  se i s  a  nueve  años .  Const i tuye  

tentat iva la of er ta en venta.

Si  la  v í c t ima  fuere  una  persona  menor  de  di e c iocho  años ,  la  pena  será  de  

r ec lus ión  mayor  extraordinar ia  de  nueve  a  doce  años ;  y ,  s i  fuere  menor  de  doce  

años ,  la pena será de doce  a diec isé i s  años de rec lus ión mayor extraordinaria .
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CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES NO 
CONSIDERADAS

Art. . . .  (Agregado por el Art. 2 de la Ley 2005-2, R.O. 45, 23-VI-
2005)

Para  los  deli tos  de  trata  de  personas  y  del itos  sexuales,  no  se 

considerarán circunstancias atenuantes, excepto las s iguientes:

1 .La  contemplada  en  el  numeral  5  del  art ículo  29  (Presentarse 

voluntariamente a  la  just icia ,  pudiendo  haber  eludido  su  acción 

con la fuga o el  ocultamiento);  y,

2 .Que  el  sospechoso,  imputado  o  acusado  colabore  eficazmente 

con las autoridades en la investigación del del ito.

CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES

Art. . . .  (Agregado por el Art. 4 de la Ley 2005-2, R.O. 45, 23-VI-
2005)

En el  caso  de  deli tos  sexuales  y  de  trata  de  personas,  se  considerarán 

como circunstancias agravantes, cuando no fueren cons

ti tutivas  o  modificatorias  de  la  infracción  y  se  aplicarán  sin  perjuicio 

de  las  circunstancias  agravantes  generales  señaladas  en  el  art ículo 

anterior,  las s iguientes:
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1.Si  la  víct ima  es  una  persona  mayor  de  sesenta  años  o  menor  de 

dieciocho  años  de  edad,  persona  con  discapacidad  o  de  aquel las 

que el Código Civi l  considera incapaces;

2.Encontrarse  la  víct ima,  al  momento de la  comisión  del  deli to,  en 

establecimientos  públ icos  o  privados,  tales  como  los  de  salud, 

educación,  culto,  investigación,  asistencia  o  refugio,  en  centros  de 

rehabil itación  social  o  en  recintos  pol iciales  o  mil itares,  u  otros 

s imilares;

3 .Aprovecharse  de  que  la  víct ima  atraviesa  por  una  situación  de 

vulnerabi l idad,  extrema necesidad económica o de abandono;

4.Haber  contagiado  a  la  víct ima  con  una  enfermedad  grave, 

incurable  o  mortal ,  o  haberle  producido  lesiones  que  causen 

incapacidad  permanente,  mutilaciones,  pérdida  o  inuti l ización  de 

órganos,  discapacidad  f ís ica,  perturbación  emocional,  trastorno 

psicológico o mental ;

5 .Si  la  víct ima  estuviere  o  resultare  embarazada,  o  s i  estuviere  en 

puerperio,  o  s i  abortare  como  consecuencia  de  la  comisión  del 

del ito; 

6 .Si la víct ima estuviere incapacitada f ísica o mentalmente; 

7 .Tener  el  infractor  algún  t ipo  de  relación  de  poder  y/o  autoridad 

sobre la víct ima,  o si es adoptante, tutor, curador o si  t iene bajo su 

cuidado, por cualquier motivo, a la víct ima;

8.Compartir con la víct ima el ámbito familiar ;
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9.Conocer a la víct ima con anterioridad a la comisión del del ito;

10.Si  el  deli to  sexual  ha sido cometido como una forma de tortura, 

o  con  f ines  de  intimidación,  degradación,  humil lación, 

discriminación, venganza o castigo;

11.Si  el  deli to  ha  sido  cometido  por  funcionarios  públicos, 

docentes  o  ministros  de  algún  culto,  que  han  abusado  de  su 

posición  para  cometerlo,  por  profesionales  de  la  salud  y  personas 

responsables  en  la  atención  del  cuidado  del  paciente;  o  cualquier 

otra  clase  de  profesional  o  persona  que  hubiere  abusado  de  su 

función o cargo para cometer el del ito;  y,

12.Haber  uti l izado  para  cometer  el  del ito,  alguna  sustancia  que 

altere el conocimiento o la voluntad de la víct ima.

Art. 31 (Sustituido por el Art.  5 de la Ley 2005-2, R.O. 45, 23-VI-
2005)

Se reputará como circunstancia  agravante  de la  infracción el  hecho de 

ser  la  víct ima  cónyuge,  conviviente,  pariente  hasta  el  cuarto  grado  de 

consanguinidad  y  segundo  de  afinidad,  o  ser  ascendiente  o 

descendiente del  ofensor.
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DISPOSICIÓN GENERAL

Art. 57 (Sustituido el  inciso primero por el Art. 7 de la Ley 2005-
2, R.O. 45, 23-VI-2005)

No  se  interpondrá  pena  de  reclusión  al  mayor  de  sesenta  años, 

excepto en los del itos  sexuales  y  de  trata  de personas,  casos en que el 

s indicado  tampoco  podrá  cumplir  pris ión  preventiva  domici l iaria .  El 

que en tal  edad cometiere  un del ito  reprimido con reclusión,  cumplirá 

el  t iempo  de  la  condena  en  un  establecimiento  destinado  a  prisión 

correccional .

Capítulo. . .  (Ley 2005-2)

DE LOS DELITOS RELATIVOS A LA EXTRACCIÓN 
Y TRÁFICO ILEGAL DE ÓRGANOS

(Capítulo  agregado  por  el  Art.  8  de  la  Ley  2005-2,  R.O.  45,  23-VI-

2005)

Art. . . .  (1) (Agregado por el Art.  8 de la Ley 2005-2, R.O. 45, 23-
VI-2005)

Quien,  en  forma  dolosa,  extraiga,  traf ique,  transplante,  venda  o 

compre  órganos,  sustancias  corporales  o  materiales  anatómicos  de 

cadáveres humanos,  será reprimido con pris ión de tres a cinco años.
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La pena será de reclusión menor extraordinaria de tres  a ocho años,  s i 

estos  órganos,  sustancias  corporales  o  material  anatómico  provienen 

de personas vivas.

Si  los  órganos,  sustancias  corporales  o  materiales  anatómicos 

pertenecen  a  personas  menores  de  dieciocho  años  de  edad  o  a 

personas  con  discapacidad,  la  pena  será  de  reclusión  mayor 

extraordinaria de doce a dieciséis años.

Si  como  consecuencia  de  la  extracción  de  órganos,  sustancias 

corporales  o  materiales  anatómicos,  se  produjere  la  muerte  o  una 

incapacidad total y permanente, se apl icará la pena de reclusión mayor 

especial de dieciséis a veinticinco años.

Si  el  autor  del  del ito  es  un  profesional  médico,  obstetra  o  af ín,  a  más 

de las penas señaladas en este Capítulo, quedará inhabi l i tado en forma 

permanente para el  ejercicio de su profesión o actividad.
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P E R U

LEYES Y/O INSTRUMENTOS LGALES VIGENTES EN EL 
PAIS PARA LOS DELITOS SEÑALADOS ARRIBA

El  Perú  es  un  país  donde  t ienen  lugar  el  tráf ico  de  mujeres,  niños  y 

niñas  a  nivel  nacional ,  para  ser  explotados  en  varias  formas, 

resaltando  las  figuras  de  abuso  sexual ,  y  abuso  de  trabajo  doméstico. 

La mayoría  de víct imas mujeres son obl igadas a ejercer la  prostitución 

en  clubes  nocturnos,  bares  o  burdeles.  El  tráfico  de  personas  se 

presenta  más  como un fenómeno  de  migración interna,  dado a  que  se 

traslada  a  las  víct imas,  de  áreas  rurales  a  áreas  urbanas.  Los 

traf icantes  reclutan  a  sus  víct imas   a  través  de  contactos   locales, 

informales  y  relacionados  con  las  famil ias  de  estas  víct imas.  En 

menor  número  se  cuentan  a  aquel los  peruanos  que  son  trasladados 

fuera  del  País ,  a  Norte  América  o  Europa,  donde  la  mayor  incidencia 

se presenta en España.

Es  ese  contexto  el  que  ha  obligado  a  nuestra  legis lación  interna  a 

agravar,  recientemente,  la  represión   penal  de  tales  conductas, 

resaltando  la  sanción  de  conductas  como:  El  Proxenetismo,  El 

Favorecimiento  a  la  Prostitución,  La  Trata  de  Personas,  El  Turismo 

Sexual  Infanti l ,  El Rufianismo.  

Respecto  al  TRÁFICO DE PERSONAS,  como tal ,  sólo  se  registra  un 

art ículo  en  el  Código  Penal  Peruano  (Artículo  303°-A) ,  de  reciente 
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data; s in embargo, por la s istemática del Código Penal,  el lo no implica 

que los demás t ipos penales  no puedan converger para la  represión de 

las conductas lesivas.

En cuanto  a  las  medidas  procesales,  de  índole  jurídico  penal ,  para  los 

del itos  relacionados  con  el  tráf ico  de  personas,  puede  anotarse  que 

existen  regulaciones  generales  para  los  deli tos.  Así,  podemos  resaltar 

que,  ante  la  comisión  del  deli to,  el  agente  es  sometido  a  un  proceso 

penal  (artículo  72°  y  siguientes  del  Código  de  Procedimientos 
Penales) ,  donde se requiere como presupuestos esenciales de apertura 

de  investigación  que  el  hecho  denunciado  por  el  Ministerio  Público 

constituya  deli to,  se  haya  identif icado  a  su  autor  y  que  el  acto 

imputado no esté prescrito.  Luego de tal  medida,  dentro del  apertorio 

de  instrucción,  se  define  la  s ituación  jurídica  del  procesado,  de 

acuerdo a la  naturaleza de  acción,  y  las  circunstancias  envolventes del 

hecho.  Nuestro  ordenamiento  procesal  permite  definir  la  s i tuación 

jurídica  del  procesado  como  de  DETENCIÓN  o  de  comparecencia, 

esta  últ ima puede  ser  simple  o  sometida  al  cumplimiento  de  reglas  de 

conducta  (Artículo  134°,  135°  y  siguientes  del  Código  Procesal 
Penal,  en vigencia ) .  

Luego  de  instaurado  el  Proceso  Penal ,  el  procesado  cuenta  con  la 

garantía  de  un  DEBIDO  PROCESO,  garantizándose  en  todas  formas 

el  irrestricto  derecho  de  su  defensa,  hasta  la  expedición  de  sentencia. 

Abonan  en  este  tema  las  garantías  que  la  Constitución  Polí t ica  prevé 

en su art ículo 139°. 
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El  art ículo  36°  del  Código  Penal,  prevé  la  imposición  de  la 

inhabi l i tación  para  el  caso  del  Tráfico  I l ícito  de  Personas,  que 

sanciona  el  art ículo  303-A  del  Código  Penal,  como  una  medida 

Limitativa  de  Derechos.  A  su  vez,  en  caso  de  condenados  extranjeros 

o  nacionales  se  ha  previsto  la  expatriación  o  deportación 

respectivamente.

En  cuanto  a  las  regulaciones  administrat ivas  ,  en  el  Perú,  se 

desarrol lan  esfuerzos  para  garantizar  la  protección  de  las  víct imas  de 

tráf ico  de  personas,  a  través  de  los  SERVICIOS  SOCIALES.  El 

Ministerio  de  la  Mujer  y  de  Desarrollo  Social  (MIMDES)  administra 

38  centros  a  nivel  nacional ,  diseñados  para  proporcionar  albergue 

temporal  a  víct imas  (mujeres)  de  diversos  deli tos,  contando  también 

con  albergues  para  menores  objeto  de  abuso  o  del ito,  derivados  del 

tráf ico  de  personas  y  otros.  También,  se  desarrol lan  programas 

gubernamentales  para  enseñar  a  los  niños  en  las  escuelas  acerca  de  la 

explotación sexual-comercial ,  lo  que ha ayudado a   poner  sobre  alerta 

a  potenciales  víct imas.   El  MIMDES  ha  implementado  una  l ínea  de 

emergencia  para  reportar  casos  de  violencia  doméstica  (con  más  de 

6000  l lamadas  en  el   2003).  Funcionarios  del  Ejecutivo,  y 

específ icamente  de  el  referido  Ministerio,  están  conscientes  del 

problema  que  constituye  el  tráf ico  de  personas,  s iendo  ellos  los 

primeros  en  l iderar  los  esfuerzos  para  el iminar  las  peores  formas  de 

trabajo  infanti l ,  incluyendo  la  explotación  sexual  comercial .  Estos  y 

otros  programas  de  ayuda  consti tuyen  modestos  esfuerzos  para 

atender  este  problema,  teniendo  actualmente  la  responsabi l idad  de 

elaborar e implementar un plan agresivo y de amplio espectro.
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LOS ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES  

Se  encuentran  en  la  represión  del  Proxenetismo,  lo  que  no  acontece 

respecto  a  los  del itos  de  Favorecimiento  de  la  Prosti tución,  Trata  de 

Personas,  Rufianismo  Tráfico  I l ícito  de  Personas  (Art.  303-A)  del 

Código  Penal ,  y  Turismo  Sexual  Infanti l ,  por  la  poca  incidencia  del 

procesamiento;  algunos  antecedentes  jurisprudenciales  pueden 

resumirse en: Proxenetismo: Precis iones

“El  del ito  de  proxenetismo  sanciona  no  la  prostitución  sino  las 

actividades  conexas  a  el la,  efectuadas  por  otras  personas  que  sirven 

de  mediadoras  o  encubridoras;  en  tal  sentido  el  favorecer  se  describe 

como  la  conducta  destinada  a  al lanar  obstáculos  que  se  presentan  en 

el  curso  de  la  actividad  ya  establecida  para  que  ésta  continúe 

ejerciéndose”

En  Explorador  Jurisprudencial  2001-  2002,  Expediente  N°  7903-97  – 

Lima.

Proxenetismo: Administración de prostíbulo         clandestino  

“El  hecho  de  haber  administrado  un  inmueble  donde  se  ejercía  el 

comercio  sexual  clandestino  configura  el  del ito  de  proxenetismo,  al 

haber  promovido  o  favorecido  las  actividades  de  las  citadas 

agraviadas”

En Explorador Jurisprudencial 2001-2002, Expediente 6231-97; Lima.

368



Proxenetismo: Simple Sindicación

“La sola s indicación efectuada por la Pol icía Nacional no es suficiente 

para condenar”

TIPIFICACION PENAL

En  específ ico,  en  el  Perú,  el  Tráfico  de  Personas  fue  incorporado 

dentro  del  Código  Penal ,   en  un  capítulo  relacionado  con  los  deli tos 

CONTRA  EL  ORDEN  MIGRATORIO,  adicionándose  un  art ículo 

único,  el  303-A,  bajo  el  nomen  iuris  de  TRÁFICO  ILÍCITO  DE 

PERSONAS.  Esta  adición vio luz gracias  a  la  Ley  27202,  publ icado el 

15 de Noviembre de 1999.

Este  art ículo  sanciona  a  quien  i l íc i tamente  y  con  la  f inal idad  de 

obtener  una  ventaja  patrimonial  personal  o  para  tercero,  realiza  actos 

de  ejecución  directa  o  promueve  de  alguna  forma  o  presta  apoyo  o 

algún  t ipo  de  facil idad  para  el  INGRESO  o  SALIDA  del  país  de 

terceras personas, ya sean mujeres, hombres,  niños o niñas,  etc.  

La  redacción  legal  del  t ipo,  con  las  agravantes  por  la  condición  del 

agente, es la s iguiente:

TRAFICO ILICITO DE PERSONAS

(*)  Capítulo  incorporado  por  el  Artículo  Único  de  la  Ley  Nº  27202, 

publicada el  15-11-99.
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Art. 303 A

El  que  i l í c i tamente  y  con  e l  f in  de  obtener  una  ventaja  patr imonial ,  para  s í  o  

para  o tro ,  e j e cuta ,  promueve ,  favorec e  o  fac i l i ta  e l  ingreso  o  sa l ida  de l  país  de  

ter ceras  personas ,  será  reprimido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  

uno  ni  mayor  de  cuatro  años ,  con  c iento  ochenta  a  tresc ientos  sesenta  y  c inco  

días-multa  e  inhabi l i tac ión  de  uno  a  dos  años  conforme  al  Artículo  36,  inc isos  

1 ,  2,  3 y 4.

La  pena  será  privat iva  de  l iber tad  no  menor  de  cuatro  ni  mayor  de  ocho  años ,  

con  tresc ientos  sesenta  y  c inco  a  se te c i entos  tre inta  días-multa  e  inhabil i tac ión  

de dos a cuatro años ,  conforme al  Artículo  36,  inc isos  1,  2 ,  4 y 8 cuando:

1 .  El  agente  es  func ionario  o  servidor  públ i co  encargado  de  la  adminis tración  y  

control  migratorio,  de  la  prevenc ión  o  inves t i gac ión  de  cualquier  de l i to ,  o  t i ene  

e l  deber de apl icar penas o de v igi lar su e j e cuc ión.

2 .  Las  condic iones  en  que  se  transpor te  a  las  personas  pongan  en  grave  pe l igro  

su integr idad f í s i ca o ps íquica .

Convergentemente con este t ipo penal,  y  dentro de otros capítulos,  se 

ha  previsto  regular  las  conductas  reprochables  s iguientes: 

Proxenetismo,  Favorecimiento  a  la  Prostitución,  Rufianismo, 

Turismo  Sexual  Infanti l ,  Trata  de  Personas,  entre  otros,  conforme  a 

detal le posterior y s iguiente.
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INTERPRETACIÓN JURISPRUDENCIAL

Conforme  se  ha  expuesto  anteladamente,  la  represión  específ ica  del 

tráf ico  i l íc ito  de  personas,  en  el  Perú,  t iene  un  corto  antecedente,  lo 

que  en  sí  puede  explicar  el  porqué,  el  criterio  jurisprudencial  en  tal 

tema  aún  no  se  encuentra  sólidamente  definido,  más  aún,  si  los 

juzgados  y  tr ibunales,  registran  una  mínima  incidencia  en  la 

investigación y juzgamiento de tal  deli to. 

Es  preciso  remarcar  que  de  acuerdo con el  “Reporte  Sobre  el  Tráfico 

de  Personas  2004”  realizado  por  el  Departamento  del  Estado  de  los 

Estados  Unidos,  la  concepción  de  tráf ico  de  personas  es  más  amplia, 

y  engloban  sanciones  de  índole  mayor,  pues,  vinculan  directa  y 

razonadamente  al  Tráfico  de  Personas,  como  otros  actos  o  acciones 

derivadas,  como  el  caso  de  abuso  sexual  de  mujeres  y  niños,  o  la 

explotación  de  servicios  –  en  el  caso  de  empleadas  domésticas,  entre 

otras conductas.  

Bajo  esa  perspectiva  el  Perú,  dentro  de  su  ordenamiento  legal  penal , 

s í  sanciona  este  t ipo  de  conductas,  pero  dentro  de   otros  rubros, 

como  sucede  en  el  caso  de  los  Del itos  contra  la  Libertad,  más 

específ icamente,  los  del itos  de  PROXENETISMO,  entre  cuyos  t ipos 

legales  se  prevé  penal izar  las  s iguientes  conductas  ( los  art ículos 

presentados en letra cursiva son las normas modificadas):  
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CAPITULO X
PROXENETISMO

CONCORDANCIAS: Ley  N° 27765 ,  Art .  6

Artículo 179° Favorecimiento a la prostitución

El  que  promueve  o  favorec e  la  prost i tución  de  o tra  persona,  será  reprimido  con  

pena privat iva de     l iber tad no menor de cuatro  ni  mayor de se is  años .

La pena será no menor de c inco  ni  mayor de doce  años cuando:

1 . La ví c t ima es  menor de die c io cho años .

2 .  El  autor  emplea  viol encia ,  engaño,  abuso  de  autoridad,  o  cualquier  medio  de  

int imidación.

3 . La ví c t ima se  encuentra pr ivada de di s cern imiento por cualquier causa.

4 .  El  autor  es  pari ente  dentro  de l  cuarto  grado  de  consanguinidad o  segundo  de  

a f inidad,  o  es      cónyuge ,  concubino,  adoptante ,  tu tor  o  curador  o  t iene  a l  

agraviado a su cuidado por cualquier mot ivo .

5 .  La ví c t ima ha s ido  desarraigada de  su domici l io  habitual  con  la  f inal idad de  

prost i tu ir la o  es tá en s i tuac ión de abandono o  de extrema neces idad económica.

6 . El  autor haya hecho de l  proxenet ismo su of i c io  o modo de v ida.
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7. Si e l  agente  ac túa como integrante  de una organización de l i c t iva o banda.

Artículo 179° A Usuario-cliente

El  que,  mediante  una  pres tac ión  económica  o  venta ja  de  cualquier  naturaleza  

t i ene  ac ceso  carnal  por  v ía  vaginal ,  anal  o  bucal  o  r eal iza  o tros  actos  análogos  

introduci endo  obje tos  o  partes  de l  cuerpo  por  alguna  de  las  dos  pr imeras  v ías  

con  una  persona  de  catorc e  y  menor  de  di e c iocho  años ,  será  reprimido  con  pena 

privat iva de la l ibertad no menor de cuatro ni  mayor de se i s  años ." 

Artículo 180° Rufianismo

El  que  explota  la  ganancia  obtenida  por  una  persona  que  e j erce  la  prost i tución  

será r epr imido  con pena privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  tr es  ni  mayor  de  ocho 

años .

Si  la  v í c t ima  t i ene  entr e  cator ce  y  menos  de  di e c iocho  años ,  la  pena  será  no  

menor  de  se i s  ni  mayor  de  di ez  años .  Si  la  v í c t ima  t i ene  menos  de  catorce  años ,  

o  es  cónyuge ,  conviv i ente ,  desc endiente ,  hi jo  adopt ivo ,  hi jo  de  su  cónyuge  o  de  su  

conviv iente  o  s i  es tá  a  su  cuidado,  la  pena  será  no  menor  de  ocho  ni  mayor  de  

doce  años ."  

 Artículo 181°  Proxenetismo 

El  que  compromete ,  seduce ,  o  sustrae  a  una  persona  para  entregarla  a  otro  con  

e l  obje to  de tener ac ceso  carnal ,  será r epr imido con pena privat iva de l ibertad no  

menor  de tres  ni  mayor  de se i s  años .  La pena será no menor  de  se is  ni  mayor  de  

doce  años ,  cuando:
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1. La ví c t ima t i ene menos de di e c iocho años .

2 .  El  agente  emplea  viol encia ,  amenaza,  abuso  de  autoridad  u  o tro  medio  de  

coer c ión.

3 .  La  ví c t ima  es  cónyuge ,  concubina,  desc endiente ,  hi jo  adopt ivo ,  hi jo  de  su  

cónyuge o de su concubina,  o s i  es tá a su cuidado.

4 . Si e l  agente  ac túa como integrante  de una organización de l i c t iva o banda.

5. La ví c t ima es  entregada a un proxeneta .

Artículo 181 A Turismo sexual infantil 

El  que  promueve ,  publ i c i ta ,  favorec e  o  fac i l i ta  e l  tur ismo  sexual ,  a  través  de  

cualquier  medio  esc r i to ,  fo l l e to ,  impreso,  v i sual ,  audible ,  e l e c tróni co ,  magnét i co  

o  a  través  de  internet ,  con  e l  ob je to  de  o fre c er  re lac iones  sexuales  de  carác ter  

comercial  de  personas  de  cator ce  y  menos  de  di e c iocho  años  de  edad  será  

r epr imido con pena privat iva de l ibertad no menor  de dos ni mayor de se is  años .  

Si  la  v í c t ima  es  menor  de  catorc e  años ,  e l  agente ,  será  reprimido  con  pena  

privat iva  de  la  l ibertad  no  menor  de  se is  n i  mayor  de  ocho  años .  El  agente  

también será sancionado con inhabil i tac ión conforme al  art í cu lo 36 inci sos  1,  2,  

4 y 5. 

 Será  no  menor  de  ocho  n i  mayor  de  diez  años  de  pena  privat iva  de  la  l ibertad  

cuando  ha  s ido  comet ido  por  autoridad  públ ica,  sus  ascendientes ,  maestro  o  

persona que ha tenido a su cuidado por  cualquier  t í tulo a la v í c t ima.
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Artículo 182 Trata de personas 

El  que  promueve  o  fac i l i ta  la  captac ión  para  la  sa l ida  o  entrada  de l  país  o  e l  

t ras lado  dentro  de l  t er r i tor io  de  la  Repúbl ica  de  una persona para  que  e j erza la  

prost i tución,  someter la  a  esc lavi tud  sexual ,  pornograf ía  u  o tras  formas  de  

explo tación  sexual ,  será  r epr imido  con  pena  privat iva  de  l ibertad  no  menor  de  

c inco  ni mayor de di ez años .  

La  pena  será  no  menor  de  di ez  ni  mayor  de  doce  años ,  s i  media  alguna  de  las  

c ir cunstancias agravantes  enumeradas en e l  ar t í culo  anter ior ."

Hasta aquí  apreciamos que el  tráfico de personas,  concebido como un 

del ito  contra  EL  ORDEN  MIGRATORIO,  dentro  del  ordenamiento 

penal  peruano,  se  presenta  aislado;  no  obstante,  existen  normas  que 

convergen  para  sancionar  las  conductas  que  se  derivan  precisamente 

con  este  tráf ico  i l íc i to,  o  del  tráifco  interno  de  personas,  con  un 

marcado  interés  de  parte  del  Estado  Peruano  de  reprimir  las 

conductas  que se derivan del  tráf ico citado,  conforme a la  concepción 

amplia  del  Informe  del  Departamento  de  Estado  de  los  Estados 

Unidos  de  Norte  América,  y  es  esa  tendencia,  como  Polít ica  de 

Estado,  la  que  precisamente  ha  permitido  clasif icar  al  Perú  en  “TIER 

2” (“Tier  1”,  son aquel los países  que  cumplen con los estándares  del 

Acta de Protección de las  Víctimas del  Tráfico de Personas;  “TIER 2” 

son   países  que  no  cumplen  con  los  estándares  mínimos  requeridos, 

pero  que   están  realizando   iniciat ivas   para  cumplir las ;  mientras  que 
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“TIER  3”  son  aquel los  países  que  no  están  tomando  ningún  t ipo  de 

acción  para combatir  el  tráf ico de personas).

MEDIDAS RELATIVAS A LA COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL, INCLUYENDO INTER ALIA, LA 
ASISTENCIA JUDICIAL RECÍPROCA Y LA EXTRADICIÓN

El Perú ha desarrol lado una pol ít ica  de Cooperación Internacional ,  en 

muchos campos específ icamente,  para el  tema de Tráfico de Personas, 

podemos resaltar la existencia de:

-Protocolo  Facultat ivo  de  la  Convención  sobre  Derechos  del  Niño 

Relativo  a  la  Venta  de  Niños,  la  Prostitución  Infantil  y  la  uti l ización 

de Niños en Pornografía 2000.

-Protocolo de la  Convención de las Naciones Unidas contra el  Crimen 

Organizado  Transnacional  contra  el  Tráfico  de  girantes  por  Tierra, 

Mar y Aire 2002

-Protocolo  para  Prevenir,  Reprimir  y  Sancionar  la  trata  de  Personas, 

Especialmente  Mujeres  y  Niños,  que  complementa  la  Convención  de 

las  Naciones  Unidas  contra  la  Del incuencia  Organizada 

Transnacional.  Firmado el 23-01-2002

-Convenio sobre  la  Ejecución de Sentencias  Penales  entre  los  Estados 

Unidos Mexicanos y el Gobierno de la República de Perú.

-Tratado  de  Extradición  entre  los  Estados  Unidos  Mexicanos  y  la 

República del  Perú.
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Convenio entre los  Estados Unidos Mexicanos y la República del  Perú 

sobre Asistencia Jurídica.

Convenio  entre  los  Estados  Unidos  Mexicanos  y  el  Gobierno  de  la 

República del  Perú sobre Asistencia Judicial en Materia Penal.

A la  vez,  en Venezuela,  la  OEA/CIM y el  Coordinador  sobre  el  Tema 

de  la  Trata  de  Personas  participaron  en  un  seminario  sobre  trata  de 

personas,  que  se  real izó  en  Caracas,  Venezuela,  los  días  27  y  28  de 

enero  de  2005,  y  se  centró  en  un  examen general  de  la  trata  –interna, 

intrarregional  e  internacional–  en  la  región  de  América  Latina,  y  las 

prácticas  óptimas  desarrol ladas  en  las  Américas  por  expertos 

nacionales  e  internacionales  de  la  OEA,  la  OIM  y  los  gobiernos 

nacionales  de  Chile,  Colombia,  Estados  Unidos,  Perú  y  la  República 

Dominicana.  Funcionarios  del  Gobierno  venezolano pertenecientes  al 

Ministerio  del  Interior  y  Justicia,  el  Ministerio  de  Relaciones 

Exteriores y un fiscal  del gobierno, fueron algunos de los oradores.

Para  hacerle  frente  a  esta  realidad,  Alemania  impulsa  en  nuestro 

continente la  Campaña internacional  “Alto al  tráf ico de niños,  niñas y 

adolescentes”.  Organizaciones  de  la  sociedad  civi l  de  Bolivia 

(INFANTE),  Colombia  (Fundación  ESPERANZA),  Chile  (ONG 

RAÍCES)  y  Perú  (IDEIF),  realizan  desde  el  2001  diversas  actividades 

para  relevar  y  sensibil izar  a  la  ciudadanía  sobre  este  tema.  Es,  en este 

marco,  que  se  efectúo  el  “Primer  Encuentro  Interfronteras  para 
Prevenir  el  Tráfico  de  niños/as:  Perú  –  Chile” .  El  evento  se 

desarrol ló  el  día  14  de  marzo  en  la  ciudad  de  Tacna  (140  personas)  y 

el  día  15 de marzo2005,  en Arica (130 personas).  El  propósito de  esta 
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actividad  era  lograr  que  desde  la  sociedad  civil  se  coordinaran 

acciones  preventivas  en  este  ámbito,  además  de  promover  la 

part icipación  de  diversas  autoridades  de  nuestros  países  para   iniciar 

conversaciones  tendientes  a  establecer  normas  de  cooperación  y 

colaboración  bilaterales,  para  hacer  frente  al  tráf ico  y  trata  de  niños, 

niñas y adolescentes en la zona de frontera.
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A N E X O  X I

A N E X O S  A D I C I O N A L E S
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C O L O M B I A

ANALISIS LEGISLACION COLOMBIANA

Aportes adicionales ofrecidos por el  Punto Focal de Colombia

DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PUBLICA

Bajo  este  t í tulo,  se  sanciona  una  serie  de  comportamientos  que 

afectan  la  actividad  estatal  en  sus  dist intas  manifestaciones.  El  bien 

jurídico  protegido  es  el  ejercicio  de  la  función  pública,  la  cual  en  un 

estado  Social  de  Derecho,  debe  estar  sometida  a  ciertos  cri terios 

rectores  como  son:  LA  LEGALIDAD,  LA  EFICIENCIA  y  la 

HONESTIDAD,  en  el  desempeño  mismo  de  los  órganos  del  poder 

público.

La  actividad  y  funcionalidad  de  la  Administración  Pública,  es  reglada 

por  la  Carta  Fundamenta  y  la  vulneración  de  este  bien  jurídico,  debe 

ser  interpretado  con  base  constitucional  que  denota  un  poder  y  su 

actividad  dentro  de  un  Estado  Social  de  derecho.  Tenemos  así  lo 

consagrado en el  art ículo 209 de  Nuestra  Constitución Nacional:  “  La 

función  administrat iva  está  al  servicio  de  los  intereses  generales  y  se 

desarrol la  con  fundamento  en  los  principios  de  igualdad,  moralidad, 

ef icacia,  economía,  celeridad,  imparcial idad  y  publ icidad,  mediante  la 

descentral ización, la delegación y la desconcentración de funciones.”
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Nuestra  Corte  Suprema  de  Justicia ,  precisó  sobre  el  bien  jurídico  de 

los deli tos contra la administración Pública:

“El bien jurídico protegido,  de acuerdo con la prescripción legal,  es la 

Administración  Pública.  Se  trata  de  un  interés  funcional  o 

institucional  porque  la  salvaguardia  apunta  directamente  a  las  vías  o 

procedimientos  que  facil itan  la  relación  entre  los  individuos  o  el 

ejercicios de los derechos con la comunidad.

En  este  caso  no  se  tutela  directamente  la  opinión,  la  igualdad,  el 

derecho  al  sufragio,  la  autodeterminación  o  cualquier  otro  privilegio 

radicado  en  los  individuos,  s ino  que  se  protege  de  manera  inmediata 

el  ejercicio  debido  o  correcto  de  la  administración,  con el  f in  que  los 

primeros bienes mencionados puedan ser reales y efectivos.

Es  importante  hacer  trascender  la  diferencia  entre  bienes  jurídicos 

individuales  e  institucionales,  porque  si  bien  los  segundos  están  al 

servicio  de  los  primeros,  como  vía  para  su  real ización,  la 

anti juridicidad  material  debe  referirse,  en  principio,  al  interés 

expresamente  escogido  y  tutelado  por  la  ley”.  (Corte  Suprema  de 

Justicia ,  Casación  Penal.  Sent.13922,  Mayo  19  de  1.999;  M.P.  Jorge 

Aníbal  Gómez Gallego.)

Nuestro  legis lador  pretendió   abarcar  la  protección  de  la 

Administración Pública,  desde diversos  puntos  de  vista,  dentro de  los 

cuales sobresalen:

Sanción a quien hace mal uso de los bienes y recursos asignados.
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Sanción  por  comportamientos  que  atacan  la  HONESTIDAD,  la 

EFICICENCIA o la LEGALIDAD.

Sanción  a  quienes  atentan  contra  el  agente  que  desempeña  una 

función pública.

Sanción  por  comportamientos  cometidos  por  particulares  contra  la 

Administración Pública.
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E C U A D O R

ANALISIS LEGISLACION ECUADOR

Aportes adicionales ofrecidos por el  Punto Focal de Ecuador 

LEY DE LA COMISION DE CONTROL CIVICO DE LA 
CORRUPCION

Ley  39,  Registro  Oficial  253  de  12  de  Agosto  de  1999.

55

NOTA GENERAL

Calif icada  con  jerarquía  y  carácter  de  Ley  Orgánica,  dado  por 

Resolución  Legislat iva  No.  22-058,  publ icada  en  Registro  Oficial  280 

de 8 de Marzo del 2001.

EL CONGRESO NACIONAL

Considerando:

Que la  corrupción en las actividades de los sectores públ ico y privado 

pone  en  riesgo  la  estabil idad  y  la  credibi l idad  del  s istema 

democrático,  afecta  la  imagen  interna  y  externa  del  país ,  posterga  la 
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satisfacción  de  las  necesidades  del  pueblo  ecuatoriano,  l imita  la 

inversión y afecta el  desarrollo económico y humano;

Que el  Ecuador es suscriptor de la Convención Interamericana Contra 

la  Corrupción,  aprobada  en  Caracas  el  29  de  mayo  de  1996,  la  misma 

que  ha  sido  ratificada  por  el  Congreso  Nacional,  publicada  en  el 

Registro Oficial No. 70 del 23 de mayo de 1997;

Que  la  Constitución  Polít ica  de  la  República,  crea  la  Comisión  de 

Control  Cívico  de  la  Corrupción,  como  una  persona  jurídica  de 

derecho  público,  con  autonomía  e  independencia  económica,  polí t ica 

y administrat iva;

Que  el  art ículo  3  de  la  Constitución,  en  su  numeral  6,  a l  referirse  a 

los  deberes  primordiales  del  Estado,  señala  imperativamente  que 

garantizará  la  vigencia  del  s istema  democrático  y  la  administración 

pública l ibre de corrupción;

Que  entre  los  deberes  y  responsabi l idades  que  para  los  ciudadanos 

establece el  numeral  13 del  art ículo 97 de la Constitución Polí t ica  está 

el  de  asumir  las  funciones  públ icas  como un servicio  a  la  colectividad 

y rendir cuentas a la sociedad y a la autoridad conforme a la Ley;

Que  es  deber  del  estado  y  de  todos  sus  habitantes  luchar 

permanentemente  contra  la  corrupción  y  erradicar  sus  efectos 

devastadores; y,

En  ejercicio  de  sus  facultades  constitucionales  y  legales,  expide  la 

s iguiente.
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LEY  DE  LA  COMISION  DE  CONTROL  CIVICO  DE  LA 

CORRUPCION

TITULO I

DE SU NATURALEZA

Art. 1 Creación

La Comisión de Control  Cívico de la  Corrupción,  creada por mandato 

constitucional  es  una  persona  jurídica  de  derecho  público,  con 

autonomía  e  independencia  económica,  pol ít ica  y  administrat iva  y 

actuará  en  representación  de  la  ciudadanía.  Tiene  su  sede  en  Quito,  y 

podrá  consti tuir  delegaciones  en  las  provincias  y  cantones  que 

considere conveniente.

Art. 2 Objeto

La  Comisión  realizará  las  acciones  necesarias  para  la  prevención, 

investigación,  identif icación  e  individualización,  de  los  actos  de 

corrupción,  así  como  para  la  difusión  de  valores  y  principios  de 

transparencia  en  el  manejo  de  los  asuntos  públicos.  Para  estos 

efectos,  receptará,  tramitará  e  investigará  denuncias  sobre  actos 

cometidos  por  mandatarios  y  representantes  de  elección  popular, 

magistrados,  dignatarios,  autoridades,  funcionarios  y  empleados  de 

los  organismos  del  Estado  y  por  las  personas  particulares 

involucradas  en  los  hechos  que  se  investigan  y,  de  encontrarse 
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indicios  de  responsabi l idad  penal  en  las  referidas  investigaciones, 

pondrá  sus  conclusiones  en  conocimiento  del  Ministerio  Público,  de 

la  Contraloría  General  del  Estado  o  del  órgano  jurisdiccional  que 

fuese competente de conformidad con la Ley.

La Comisión se ocupará preferentemente de las  denuncias  sobre casos 

de  peculado,  cohecho,  extorsión,  concusión,  agiotismo,  fraudes  en  el 

s istema financiero y acciones fraudulentas  en general  y  otras  s imilares 

que  afecten  los  recursos  del  Estado  o  de  las  insti tuciones  del  sector 

público incluyendo aquellas en que participe accionariamente el  sector 

privado.  

Art. 3 Conformación

La Comisión  de  Control  Cívico  de  la  Corrupción  estará  integrada  por 

siete  miembros  principales  e  igual  número  de  suplentes.  Durarán 

cuatro años en sus funciones y podrán ser reelegidos, por una vez.

Art. 4 Designación

Los  miembros  de  la  Comisión  serán  designados  por  Colegios 

Electorales conformados por cada una de las s iguientes entidades:

1.El Consejo Nacional  de Universidades y Escuelas Poli técnicas;

2 .Gremios  profesionales  legalmente  reconocidos,  representativos 

de cada sector y de carácter nacional ;
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3.La Asociación Ecuatoriana de Editores de Periódicos, de Canales 

de  Televisión,  de  Radiodifusión  y  la  Federación  Nacional  de 

Periodistas;

4 .Las Federaciones Nacionales de las Cámaras de la Producción;

5.Centrales  Sindicales  y  Organizaciones  Indígenas, 

Afroecuatorianas  y  Campesinas  de  carácter  nacional ,  legalmente 

reconocidas;

6.Organizaciones  Nacionales  de  Mujeres,  legalmente  reconocidas; 

y,

7 .Organizaciones  de  Derechos  Humanos  y  de  Defensa  de  los 

Consumidores, legalmente reconocidas.

8.Los  dir igentes  de  los  organismos  auspiciantes,  no  podrán  ser 

miembros  de  las  Comisión,  a  menos  que  se  separen  de  sus 

respectivas funciones directivas.

Cada  una  de  estas  entidades  designará  un  miembro  principal  con  su 

respectivo  suplente,  que  le  reemplazará  en  caso  de  suspensión, 

ausencia  temporal  o definit iva;  en este últ imo caso, hasta completar el 

período para el  cual  fue electo el  miembro principal .

El  Tribunal  Supremo  Electoral  convocará  con  treinta  días  de 

anticipación,  a  la  fecha  de  la  elección,  a  los  respectivos  Colegios 

Electorales,  para que procedan a las designaciones.
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El  Reglamento  de  esta  Ley  establecerá,  dentro  del  procedimiento  de 

elección,  los  mecanismos  que  hagan  posible  difundir  los  nombres  de 

los  candidatos,  antes  de  su  elección,  a  fin  de  que cualquier  ciudadano 

pueda presentar oposiciones y objeciones a las candidaturas.

Art. 5 Requisitos para ser miembro

Para  ser  miembro de  la  Comisión  de  Control  Cívico  de  la  Corrupción 

son necesarios los s iguientes requisi tos:

a .Ser ecuatoriano,  y mayor de treinta años de edad;

b.No tener impedimento legal para ejercer cargos públicos;

c.Gozar de reconocida honestidad y probidad;  y,

d.No  ejercer  unciones  en  partidos,  movimientos  u  organizaciones  

 polí t icas.

Art. 6 De  los órganos

Son órganos de la Comisión de Control Cívico de la Corrupción.

a.El Pleno de la Comisión;

b.La Presidencia;

c.La Vicepresidencia;

d.Las  Delegaciones  Provinciales  y  Cantonales  que  establezca  el 

Pleno; y,

e.La Dirección Ejecutiva.
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TITULO II

DE LAS ATRIBUCIONES Y FACULTADES DEL PLENO DE LA 
COMISION

Art. 7 Atribuciones

La Comisión de Control  Cívico de  la  Corrupción tendrá  las  s iguientes 

atribuciones:

a.Formular  programas  y  dir igir  campañas  contra  la  corrupción,  así 

como  diseñar  un  plan  nacional  de  prevención  que  será  puesto  en 

conocimiento  de  las  más  altas  autoridades  de  las  funciones  del 

Estado.  El  plan  se  presentará  hasta  ciento  veinte  días  después  de 

haber  iniciado  la  Comisión  sus  actividades.  Contendrá  las 

polí t icas,  objetivos,  programas  y  acciones,  orientadas  a  cumplir 

con este propósito;

b.Promover  la  part icipación  y  organización  de  la  ciudadanía  en  la 

creación de una cultura de la legalidad y honestidad;

c.Conocer  e  investigar  las  denuncias  de  corrupción que  hayan  sido 

presentadas  y  proceder  de  oficio  ante  datos  suficientes  que  hagan 

presumir corrupción;

d.Solicitar  informes  o  documentos  a  cualquier  insti tución  pública, 

privada  o  personas  naturales  a  f in  de  verif icar  los  fundamentos  de 

los  casos  que  investigan,  constatar  y  pronunciarse  sobre 

si tuaciones  que  impliquen  conflictos  de  intereses  o  uti l ización 
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indebida  de  información  privilegiada,  así  como  acceder  con  los 

mismos  propósitos  a  cualquier  archivo  o  banco  de  datos  a 

cualquier dependencia u oficina públ ica.

Las  autoridades,  uncionarios  públicos  o  administradores  requeridos, 

deben  suministrar  la  información  en  el  plazo  de  veinte  días.  Todo 

examen  o  inspección  deberá  concretarse  a  los  hechos  y  documentos 

relacionados con los casos que se investigan.

Para  el  examen  de  cuentas  bancarias,  tarjetas  de  crédito  u  otros 

documentos  relacionados  con  operaciones  del  s istema  f inanciero,  de 

las  autoridades,  funcionarios  públ icos  o  administradores  requeridos, 

la  Comisión dirigirá  sus  peticiones  al  Superintendente  de  Bancos,  o  s i 

se  refieren a  instrumentos previstos  en la  Ley de  Mercado de Valores, 

a  ese  funcionario  o  al  Superintendente  de  Compañías.  Las 

mencionadas  autoridades  deberán,  en  todo  caso,  atender 

satisfactoriamente las antedichas peticiones.

El  funcionario  público  que  se  niegue  o  incumpla  con  este  mandato 

será  cesado  en  su  cargo  por  disposición  de  la  autoridad  nominadora, 

hecho  que  se  producirá  como  acción  inmediata,  luego  de  que  la 

Comisión  de  Control  Cívico  de  la  Corrupción  haya  puesto  en 

conocimiento del  desacato;

e.Otorgar  a  las  personas  que  espontáneamente  colaboren  con  la 

Comisión  en  el  esclarecimiento  de  los  hechos,  protección  legal 

para su seguridad personal ,  a través de las autoridades pertinentes;
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f .Remitir ,  cuando los casos así  lo  ameriten,  los  informes f inales  de 

los procesos de investigación a la Contraloría General  del  Estado y 

al  Ministerio  Público,  quienes  darán  trámite  a  lo  actuado  por  la 

Comisión, de acuerdo con la Ley;

g.Recibir  declaraciones  extraprocesales  de  personas  que  tuvieren 

conocimiento  de  algún  acto  de  corrupción  o  que  presuntamente 

hubieren participado en él ;

h.Solicitar  a  las  autoridades  administrat ivas  competentes,  en 

mérito a las investigaciones, las correspondientes sanciones;

i .Conocer,  aprobar  y  evaluar  el  plan  administrat ivo,  y  la  proforma 

presupuestaria anual  preparados por el  Director Ejecutivo;

j .Designar  peritos,  y  comisionar  por  escrito  a  personas 

especial izadas  de  fuera  de  su  seno,  para  que  en  su  nombre  y 

representación  realicen  investigaciones,  cuyos  resultados  serán 

puestos en conocimiento exclusivo de la Comisión;

k.Expedir  el  Reglamento  Orgánico  funcional  de  la  Comisión,  y  de 

los  demás  que  fueren  necesarios  para  su  organización  y 

funcionamiento;

l .Ordenar que los miembros de la fuerza públ ica presten de manera 

oportuna  e  irrestricta  protección a  los  miembros  de  la  Comisión  o 

a  sus  delegados,  con  una  sola  petición  verbal  y  la  identif icación 

oficial ,  s in  que  sea  menester  la  autorización  u  orden  de  ningún 

superior  jerárquico.  En  el  evento  de  que  un  miembro  de  la  fuerza 

pública  se  negare  a  cumplir  ese  deber  se  notif icará  el  part icular  al 
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funcionario  competente  para  que  imponga  la  sanción  que 

corresponda, informe a la Comisión sobre la misma; y,

m.Las demás que otorguen la  Constitución Polít ica de la  República 

y las leyes. 

TITULO III

DE LAS OBLIGACIONES Y FUERO

Art. 8 Obligaciones

Todos los miembros y directivos de la  Comisión de Control  Cívico de 

la Corrupción, tendrán las siguientes obl igaciones y prohibiciones:

a.Presentar  al  inicio  y  a  final  de  su  gestión  la  declaración 

patrimonial  juramentada  establecida  en  el  art ículo  122  de  la 

Constitución Polí t ica de la República;

b.Guardar  absoluta  reserva  sobre  todas  las  investigaciones  que 

real icen,  así  como  de  toda  información  que  l legue  a  su 

conocimiento  en  forma  directa  o  indirecta  como  producto  de  su 

trabajo  en  la  Comisión,  hasta  que  se  concluyan  las  investigaciones 

y se emita el correspondiente informe. Esta obl igación, así  como la 

prevista  en  el  l iteral  anterior,  se  hace  extensiva  también  a  todos 

los  funcionarios,  empleados  y  trabajadores  de  la  Comisión  de 

Control  Cívico  de  la  Corrupción,  que  serán  destituidos  en  caso  de 

incumplimiento;
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c.Excusarse  de  participar  en  las  investigaciones  de  hechos  en  los 

que  exist iere  conflicto  de  intereses  o  de  alguna  manera  estuvieren 

involucrados,  personalmente  o  sus  parientes  dentro  del  cuarto 

grado de consanguinidad y segundo de afinidad;

d.No participar en actividades polí t icas y part idistas;  y,

e.Las demás que se contemplen en esta Ley y sus Reglamentos. 

Art. 9 Fuero

Los  miembros  de  la  Comisión  de  Control  Cívico  de  la  Corrupción 

gozarán de fuero de Corte Suprema.

TITULO IV

DE LAS DIGNIDADES

Art. 10 Del Presidente

El  Presidente  de  la  Comisión  será  elegido  de  entre  sus  miembros 

principales,  con  el  voto  favorable  de  la  mayoría  de  sus  integrantes. 

Durará dos años en sus funciones y podrá ser reelegido.

Art. 11 Atribuciones y deberes del Presidente

El  Presidente  de  la  Comisión  t iene  las  s iguientes  atribuciones  y 

deberes:
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a.Cumplir  y  hacer  cumplir  esta  Ley y las  decis iones del  Pleno de la 

Comisión;

b.Ejercer la representación de la Comisión;

c.Convocar,  presidir  las  sesiones  del  Pleno  de  la  Comisión  y 

proponer a ésta el orden del día;

d.Presentar  por  medio  del  Congreso  Nacional  a  la  ciudadanía  el 

informe  anual  sobre  el  estado,  funcionamiento  y  actividades  de  la 

Comisión; y,

e.Las demás previstas en la Ley y reglamentos.

Art. 12 Del Vicepresidente

El Vicepresidente será elegido de entre los miembros principales de la 

Comisión,  de  la  misma  manera  que  el  t i tular.  Reemplazará  a  éste  en 

caso  de  ausencia  temporal,  y  de  ser  definit iva  hasta  completar  el 

período para el  cual  fue electo el  t itular.

En  este  últ imo  caso,  la  Comisión  procederá  a  designar  de  entre  sus 

miembros al Vicepresidente.

Art. 13 Del Director Ejecutivo

La  Comisión  nombrará  de  fuera  de  su  seno  un  Director  Ejecutivo 

quien  deberá  además  de  reunir  los  requisi tos  señalados  en  el  art ículo 

5  de  esta  Ley,  ostentar  t í tulo  universitario.  El  cargo  de  Director 

Ejecutivo será de l ibre nombramiento y remoción.
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Art. 14 Atribuciones

Corresponde al  Director Ejecutivo de la Comisión:

a.Ejercer la gestión administrat iva y f inanciera de la Comisión;

b.Elaborar  y  presentar  a  la  Comisión  la  proforma  presupuestaria 

anual del  organismo; y,

c.Ejercer  las  demás  atribuciones  que  le  confieran  los  reglamentos 

o las delegaciones del  Presidente y de la Comisión.

Art. 15 Causales de destitución

Los  miembros  de  la  Comisión  podrán  ser  desti tuidos  por  el  pleno  de 

la misma, exclusivamente por las siguientes causales:

a .Haberse  dictado  en  su  contra  auto  de  apertura  de  la  etapa 

plenaria o sentencia  penal  condenatoria en juicio penal,  por del itos 

dolosos pesquisables de oficio;

b.Violar  la  reserva  a  que  están  sujetas  las  investigaciones  de  la 

Comisión;

c.Incurrir  en culpa grave en el  ejercicio  de sus funciones,  la  misma 

que  deberá  ser  calif icada  por  al  menos  las  dos  terceras  partes  de 

los miembros de la Comisión;

d.No  excusarse  de  participar  en  los  procesos  de  investigación  en 

los que tenga confl icto de intereses;

396



e.Obstacul izar  deliberadamente  trámites  e  investigaciones  de  la 

Comisión; y,

f .Haber  presentado denuncias  en  contra  de  otro  u  otros  miembros 

de  la  Comisión,  que  resultaren  cal if icadas  por  ésta  de  mal iciosas  o 

temerarias.

Art. 16 Causales de suspensión

Al  iniciarse  en  contra  de  un  miembro  de  la  Comisión,  un  proceso  de 

investigación,  juzgamiento  y  destitución,  por  las  causales  previstas  en 

los  l i terales  b),  c) ,  d)  y  e)  del  art ículo  anterior,  el  o  los  miembros 

cuestionados quedarán suspendidos en el  ejercicio de su función hasta 

que el pleno de la Comisión resuelva sobre su responsabi l idad.

TITULO V

DEL PROCESO DE INVESTIGACION, JUZGAMIENTO Y
DESTITUCION DE LOS MIEMBROS DE LA COMISION

Art. 17

Sin  perjuicio  de  las  acciones  administrat ivas,  civi les  y  penales  

 contempladas  en  la  Ley,  el  proceso de  investigación y  enjuiciamiento 

a  un  miembro  de  la  Comisión,  deberá  iniciarse  de  oficio  o  por 

denuncia,  en los casos previstos en el  art ículo 15 de esta Ley.  
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Art. 18

En los casos de  denuncia,  esta  deberá ser  previamente reconocida por 

el  denunciante, debiendo además observarse las s iguientes reglas:

a .Si  un miembro de la Comisión presentare una denuncia  en contra 

de  otro  miembro,  deberá  formalizarla  por  escrito,  señalando  sus 

fundamentos  y  acompañando  las  pruebas  materiales  o  documentos 

de que disponga;  y,

b.Si  otra  persona  conociese  que  un  miembro  de  la  Comisión,  se 

encuentra  incurso  en  una  de  las  causales  de  destitución  podrá 

presentar  su denuncia formalizada en los términos señalados en las 

normas precedentes.

Toda  denuncia  tendrá  que  ser  reconocida  ante  el  Presidente  de  la 

Comisión o quien haga sus veces.  El  contenido de la  denuncia  será  de 

carácter reservado.

El  denunciante  deberá  prestar  toda  la  cooperación  e  información 

requerida por la Comisión a f in de sustentar su denuncia.

Para las denuncias calif icadas en los términos del  l iteral  f)  del  art ículo 

15  de  esta  Ley,  que  provengan  de  cualquier  otra  persona,  se  estará  a 

lo dispuesto en el Código de Procedimiento Penal .

En todo caso queda a salvo la acción por daño moral .
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Art. 19

Reconocida la  denuncia,  la  Comisión podrá declarar  su  improcedencia 

y  ordenar  su  archivo,  mediante  resolución  debidamente 

fundamentada.

En  el  caso  contrario,  calificada  la  denuncia  y  aceptada  a  trámite,  se 

ordenará  la  inmediata  citación  al  miembro  de  la  Comisión 

denunciado,  dándole  el  término  de  quince  días  para  que  la  conteste 

por escrito.

Art. 20

Concluido el  término establecido  en  el  art ículo  anterior  dentro de  los 

tres  días  hábi les  s iguientes,  con  la  contestación  de  la  denuncia  o  en 

rebeldía,  la  Comisión  convocará  a  las  partes  para  que  presenten  las 

pruebas respectivas,  durante el  término de quince días.

Art. 21

Luego de actuadas las  pruebas,  la  Comisión,  dispondrá  del  término de 

diez  días  para  realizar  la  respectiva  valoración.  Concluido  dicho 

término  resolverá  sobre  la  responsabi l idad  del  denunciado  en  un 

término no superior a diez días.
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Art. 22

La  Comisión  adoptará  sus  resoluciones  por  mayoría  de  votos  de  sus 

miembros en una sola sesión.  La resolución solo será impugnable ante 

el  Tribunal Constitucional .

Art. 23 Financiamiento y Presupuesto

El Financiamiento de la  Comisión de Control  Cívico de la  Corrupción 

constará en el  Presupuesto General  del Estado. 
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA

El  Tribunal  Supremo  Electoral ,  convocará  a  los  colegios  electorales, 

dentro de los sesenta días posteriores,  contados a part ir  de la vigencia 

de la presente Ley.

SEGUNDA

Los miembros de la Comisión Cívico de la Corrupción designados por 

el  Presidente  de  la  República  en  virtud  de  la  Disposición  Transitoria 

Trigésima  de  la  Constitución  Polí t ica,  durarán  en  sus  funciones  hasta 

ser reemplazados de conformidad a la presente Ley.

DISPOSICION FINAL

De acuerdo a la  Constitución Polí t ica,  al  Presidente de la República le 

corresponderá  dictar  el  respectivo  Reglamento  de  aplicación  a  la 

presente Ley.
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P E R U

ANALISIS LEGISLATION PERU

Aportes adicionales ofrecidos por el  Punto Focal de Perú.

•ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO

•COHECHO

•CORRUPCIÓN Y TRAFICO DE DROGAS

•BLANQUEO DE DINERO

Facultades de los jueces y fiscales

Tratándose  de  los  magistrados  de  primera  instancia,  estos  del itos,  en 

virtud  a  la  grave  penalidad  con  que  son reprimidos,  con objeto  de  un 

procedimiento  de  trámite  ordinario,  en  donde  los  jueces  no  t ienen 

facultad   de  fal lo,  ya  que  solamente  se  l imitan  a  instruir ,  esto  es, 

acopio  de  medios  probatorios  en  la  primera  etapa  del  proceso, 

durando dicho procedimiento  4  meses,  pudiendo extenderse  a  60  días 
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mas,  vencido  éste,  los  autos  se  elevan  en  el  estado  en  que  se 

encuentren  a  la  Sala  Penal  Especial  a  quien  le  corresponde  el 

juzgamiento  de  dichos  deli tos,  y  luego  de  formularse  la  acusación 

escrita,  se  l leva  adelante  el  juicio  oral  dictándose  el  fal lo 

correspondiente y que en virtud de la instancia plural  reconocida en la 

Constitución,  fenece  en  la  Corte  Suprema de  Justicia  de  la  República, 

con el  l lamado “recurso de  nul idad”;  en este  caso  los  jueces  y  f iscales 

de  primera  instancia  sólo  actúan  como  meros  investigadores,  no 

emiten  opinión  sobre  el  fondo  de  la  cuestión  controvertida, 

encontrándose  sus  facultades  cercenadas,  pues  anteriormente  emitían 

un  informe  final  en  el  cual,  daban  a  conocer  al  Superior  su 

pronunciamiento  sobre  la  existencia  o  no  del  del ito  y  por  ende  la 

responsabil idad o no de los procesados.

•AYUDA JUDICIAL RECIPROCA Y COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL.  EXTRADICIÓN

Facultades de los jueces y fiscales

Los  jueces,  en  los  procesos  penales  que  son  de  su  conocimiento,  se 

encuentran  facultados  para  sol ici tar  la  extradición  activa  de  aquel los 

ciudadanos que se sepa,  estén radicando fuera de  nuestro país  y  se  les 

haya  formulado  requisitoria  escrita  por  el  Ministerio  Público, 

resultando  necesaria  su  presencia  al  proceso  para  responder  a  los 

cargos  que se  le  han formulado,  es  por  el lo  que requieren el  tratado y 

el  procedimiento  correspondiente  para  la  extradición  indicado 

primigeniamente,  además  de  cumplir  una  serie  de  requisitos  para  la 

403



formación  de  los  cuadernil los  correspondientes  tendentes  a  lograr  la 

extradición  activa  del  procesado,  por  tanto,  no  solamente  se  requiere 

la  part icipación  judicial ,  s ino  también  la  intervención  f inal  de 

gobierno  a  gobierno  quien  f inalmente  decidirá  s i  se  entrega  o  no  al 

extraditable  para  ser  sometido  a  la  jurisdicción  penal ;  en  este  caso  el 

Ministerio  Público  cumple  su  función  con  el  señalamiento  de  la 

acusación  correspondiente  y  deja  en  manos  del  juez  el  procesamiento 

del  cuaderno de extradición

•RECUPERACIÓN DE ACTIVOS Y OTRAS MEDIDAS 
SOBRE EL PRODUCTO DEL DELITO

Facultades de los jueces y fiscales

En  este  rubro  corresponde  a  los  jueces  una  ejecución  de  sentencia 

hacer  efectiva  la  incautación  y  devolución  de  los  bienes,  de  acuerdo 

con el  fal lo  emitido por  la  Sala  Penal  Especial  o  la  instancia  suprema, 

ya  que,  s i  se  absuelve  al  procesado  de  los  cargos  imputados,  se  le 

devolverán  los  bienes,  contrario  sensu,  de  ser  hal lado  culpable,  se 

incautarán  los  bienes  en  forma  definit iva,  a  favor  del  Estado, 

correspondiente  a  su  ejecución al  Juez  penal  de  la  causa  y  de  acuerdo 

con la normatividad glosada precedentemente.
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•INVESTIGACIÓN Y PROTECCIÓN DE TESTIGOS

Facultades de los jueces y fiscales

Los  procesos  por  colaboración  eficaz  son  de  carácter  reservado,  es 

decir ,  se  inician  en  la  Fiscal ía  preservándose  la  identidad  del 

colaborador  hasta  que  el  Juez  resuelva  mediante  el  fal lo 

correspondiente  el  levantamiento  de  su  identidad,  mientras  tanto, 

todo  el  proceso  investigatorio  iniciado  ante  el  Ministerio  Público  se 

mantiene  en  reserva  lejos  de  conocimiento  del  Juez  penal ;  que,  una 

vez  verif icada  la  información  del  colaborador  mediante  el  Ministerio 

Público  y  la  Fiscalía  se  elabora  un  pre  acuerdo  y  se  discute  entre  los 

interesados,  esto  es,  el  Ministerio  Público,  el  colaborador  y  la 

Procuraduría  del  Estado  correspondiente;  una  vez  l legado  al  acuerdo, 

éste  es  remitido  al  Juez  para  su  aprobación,  quien  solamente  controla 

la  legal idad  del  mismo  y  no  su  contenido,  aprobándolo  mediante 

sentencia,  susceptible  ésta  de  ser  impugnada  por  las  partes 

interesadas, feneciendo el  procedimiento en la Sala Penal Especial .

•RESPONSABILIDAD DE LAS PERSONAS JURÍDICAS

Facultades de los jueces y fiscales
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En este caso,  tratándose de un proceso de trámite  sumario,  los  plazos 

de  investigación  se  reducen  ostensiblemente,  pues  el  plazo  ordinario 

de  investigación  es  de  60  días  prorrogables  a  30  días  más  donde, 

luego  de  vencido  el  plazo,  el  Fiscal  emite  acusación  o  sol ici ta  el 

sobreseimiento  de  la  acción  penal,  de  ahí  el  Juez  puede,  de 

conformidad con el  Fiscal,  sobreseer la causa o si  discrepa disponer la 

elevación  de  los  actuados  a  la  Sala  Penal  Especial ;  que  formulada  la 

acusación  correspondiente  por  el  Fiscal  provincial ,  el  Juez  fal la 

dentro  de  los  quince  días  perentorios,  luego  de  poner  los  autos  a 

disposición  de  los  defensores  de  las  partes  para  sus  respectivos 

alegatos,  el  fal lo  del  magistrado de primera instancia  es  revisado en el 

recurso  de  apelación  por  la  Sala  Penal  Especial  terminando  ahí  el 

procedimiento.

Las garantías de defensa en los delitos mencionados 
arriba

Como  lo  hemos  indicado,  existe  una  serie  de  falencias  prejudiciales, 

que sumadas a  las  judiciales,  crean un cl ima poco propicio para que el 

abogado  ejerza  la  defensa  convenientemente,  pasando  a  enumerar  lo 

s iguiente:  se  requiere  urgentemente  que  el  detenido  o  investigado 

cuente  necesariamente  con  un  abogado  defensor,  desde  la  etapa 

inicial ,  s ituación  que  no  se  da  en  nuestro  país  con  suma  regularidad, 

que  al  abogado  defensor  tenga  acceso  a  la  documentación  que  viene 

confeccionándose  en  torno  a  la  imputación,  para  poder  así  ejercer  su 

derecho a  la  defensa  y  lo  que es  más  importante,  tomar  conocimiento 

sobre  los  alcances  de  la  misma;  el  acceso  a  las  entrevistas  con  los 

406



magistrados  en  forma regular,  también  es  deficiente,  la  exposición  de 

sus  puntos  de  vista  por  escrito  u  oralmente  no  están  prohibidos,  sin 

embargo,  no  se  ejercitan,  l imitándose  a  una  labor  meramente 

mecánica,  poco  técnica  de  defensa,  la  reserva  de  la  instrucción,  ya  en 

el  proceso penal,  implica que es  arcana solamente para los sujetos que 

no  están  comprendidos  en  el  proceso,  s in  embargo  las  actuaciones 

judiciales  muchas  veces  se  l levan  a  cabo  sin  que  el  abogado  tome 

conocimiento  de  las  mismas,  esto  es  en  la  mayoría  de  los  casos,  por 

una  deficiente  notif icación  de  los  actos  procesales,  que  no  permite 

que el  letrado se entere,  o en la  mayoría  de los casos,  el  expediente se 

encuentre  en  Fiscal ía ,  se  encuentre  en  Notif icaciones,  lejos  del 

alcance  y  conocimiento  del  letrado,  la  ley,  s i  bien  es  cierto,  permite 

que  una  determinada  prueba  se  mantenga  en  reserva  por  un  t iempo 

determinado, no lo es para todo el  proceso.

Medidas relativas a la cooperación internacional, 
incluyendo inter alia la asistencia judicial recíproca y 
la extradición

En  los  deli tos  de  corrupción  que  se  vienen  investigando  durante  la 

pasada  década,  han  sufrido  una serie  de  inconvenientes  para  recopi lar 

información  de  los  paraísos  f iscales  respecto  a  cuentas  cifradas,  dado 

que,  el  principal  escol lo,  es  que  no  existe  tratado  o  convenio  con  el 

país  que  nos  permitan  recibir  la  información  requerida  y  que  en 

mucho  de  los  casos  se  pierde  complicándose  la  investigación,  con  la 

reciente  aprobación  de  la  Convención  contra  la  Corrupción  se 

requiere  que  todos  los  países  que  la  han  firmado,  la  rat if iquen,  para 

hacer  de  esta  manera  más  fluida  la  comunicación  entre  los  países 
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suscribientes,  de  lo  contrario,  investigaciones  para  el  caso  de  lavado 

de  activos,  tráf icos  de  drogas  y  deli tos  de  corrupción,  sobornos,  se 

verán  truncados  por  esta  serie  de  inconveniencias.  Por  otro  lado,  la 

barrera  idiomática  es  un  serio  proceso,  ya  que  los  magistrados  de 

nuestra  región no manejan  el  inglés,  francés  o  alemán que permitir ían 

establecer  un  puente  con  otros  magistrados,  superando  la  barrera  del 

lenguaje,  por  lo  que  se  requiere  que  el  magistrado  también  tenga 

conocimiento  de  idiomas  extranjeros.  Finalmente  la  información  que 

se  solicita  a  otros  estados,  vía  cartas  rogatorias,  l lega  o  es  recibida 

luego  de  varios  meses  de  procesamiento,  y  en  muchos  de  los  casos 

cuando  la  investigación  ha  culminado,  conspirando  este  hecho  para 

una eficiente investigación.

Otros comentarios

Resulta  de  suma  importancia  la  cooperación  internacional.   En  este 

mundo  globalizado  no  podemos  vivir  ais lados,  s ino  más  bien  en 

comunidad  y  por  tanto,  la  información  que  se  requiera  para  una 

determinada  investigación  muy  bien  puede  cruzarse  a  nivel  de  la 

región,  a  través  de  medios  informáticos  y  tecnológicos   que  permitan 

que  jueces  de  dist intas  lat itudes  puedan  “hermanarse”  para  una 

determinada  investigación;  la  lucha  contra  la  corrupción,  el  tráf ico  de 

drogas y el  terrorismo es una  lucha supranacional,  no de un solo país , 

pues los carteles de la droga, y las organizaciones del ict ivas t ienen sus 

diversas  ramificaciones  a  nivel  mundial  y  no  actúan  aisladamente;  s i 

deseamos  enfrentar  estas  lacras  deben  abrirse  frentes  y  muy  bien  las 

convenciones  o  convenios  nos  sirven  para  abrir  fronteras  donde  la 
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información  que  no  podía  obtenerse  ahora,  en  virtud  a  los  tratados  o 

convenciones,  se  logran  acopiar,  es  por  el lo,  que  las  Naciones  Unidas 

t ienen  un  rol  muy  importante  para  aglutinar  a  los  países  que 

efectivamente  tengan  una  voluntad  pol ít ica  para  encara  estos 

problemas  mundiales,  la  creación  de  estrategias,  planificación, 

elaboración  de  objetivos  y  metas  a  corto,  mediano  y  largo  plazo, 

deben  a  futuro,  proporcionarnos  indicadores  s i  efectivamente 

venimos ganando la  batal la  o  nuestros  esfuerzos  son estéri les ,  pues la 

criminalidad  organizadas  cada  día  más  avanza,  copando  a  las 

instituciones más representativas del  Estado.
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DEL TRAFICO DE INFLUENCIAS

Art. 411 Tráfico de influencias de servidor público

“El  serv idor  públ ico  que  ut i l i c e  indebidamente ,  en  provecho  propio  o  de  un  

ter cero ,  inf luencias der ivadas de l  e j erc i c io  de l  cargo o  de  la func ión,  con e l  f in  de  

obtener  cualquier  bene f i c io  de  parte  de l  servidor  públ ico  en  asunto  que  és te  se  

encuentre  conoci endo o  haya de conocer ,  incurr irá en pri s ión de cuatro (4) a ocho  

(8)  años ,  multa  de  c ien  (100)  a  dosc ientos  (200)  sa larios  mínimos  legal es  

mensuales  v igentes ,  e  inhabil i tac ión  para  e l  e j erc i c io   de  derechos  y  func iones  

públ i cas de c inco (5) a ocho (8)  años .”

CAPITULO SEPTIMO
DEL PREVARICATO

Art. 413 Prevaricato por acción 

“El  serv idor  públ ico  que  prof i era  reso luc ión,  d ic tamen  o  concepto  

mani f i es tamente  contrar io  a  la  l ey ,  incurrirá  en  pr is ión  de  tres  (3)  a  ocho  (8)  

años ,  mul ta  de  c incuenta  (50)  a  dosc i entos  (200)  sa larios  mínimos  lega les  

mensuales  v igentes  , e  inhabil i tac ión  para  e l  e j erc i c io  de  derechos  y  funciones  

públ i cas de c inco (5) a ocho (8)  años .”
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JURISPRUDENCIA

No configura realización del t ipo penal,  cualquier error en que incurra 

el  funcionario,  s ino  que  se  requiere,  que  entre  lo  que  decidió  o 

dictaminó,  y  la  ley  o  el  derecho  apl icable,  se  presente  contradicción 

clara y  evidente.  Corte Suprema de Justicia ,  Casación Penal ,  Sentencia 

marzo 11/03. Rad. 18031. M.P. Fernando E. Arboleda Ripoll .

Art. 414 Prevaricato por omisión 

“El serv idor  públ ico  que omita,  re tarde ,  rehúse  o  deniegue  un acto  propio  de sus  

func iones ,  incurri rá en pris ión de dos (2)  a c inco  (5) años ,  multa de diez (10) a  

c incuenta  (50)  sa larios  mínimos  legal es  mensual es  v igentes ,  e  inhabi l i tac ión  

para e l  e j erc i c io  de derechos y func iones públ i cas por c inco  (5)  años .”

JURISPRUDENCIA

El  acto  omisivo  debe  ser  real izado  deliberadamente  al  margen  de  la 

ley.  Corte  Suprema  de  Justicia ,  Casación  Penal,  sentencia  Mayo  27 

/03. Rad. 18850.  M.P.  Yesid Ramírez Bastidas.
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Art. 415 Circunstancias de agravación punitiva

“Las  penas  es tablec idas  en  los  art í cu los  anter iores  se  aumentarán  hasta  en  una  

ter cera  parte  cuando  las  conduc tas  se  r eal i c en  en  actuac iones  judic ia les  o  

adminis trat ivas  que  e  ade lanten  por  los  de l i tos  de  genocidio,  homic id io ,  tortura,  

desplazamiento  forzado,  desapari c ión  forzada,  se cues tro ,  se cues tro  extors ivo,  

extors ión,  rebe l ión,  t er ror ismo,  conc ierto  para  de l inquir ,  narco trá f i co ,  

enriquecimiento  i l í c i to ,  lavado  de  act ivos ,  o  cualquiera  de  las  conduc tas  

contempladas en e l  t í tulo  II de es te  l ibro”

DE LOS ABUSOS DE AUTORIDAD Y OTRAS 
INFRACCIONES

Art. 416 Abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto

“El  servidor  públ ico  que  fuera  de  los  casos  espec ia lmente  previ s tos  como  

conductas punibles ,  con ocas ión de sus funciones o  excediéndose  en e l  e j er c i c io  de  

e l las ,  cometa  ac to  arbi trario  e  in justo,  incurr irá  en  multa  y  pérdida  de l  empleo  

o  cargo públ ico.”
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Art. 417 Abuso de autoridad por omisión de denuncia

“El  serv idor  públ ico  que  teniendo  conocimiento  de  la  comis ión  de  una  conducta  

punible  cuya  aver iguac ión  deba  ade lantarse  de  of i c io ,  no  dé  cuenta  a  la  

autoridad, incurri rá en multa y pérdida de l  empleo o  cargo públ ico.

La pena será  de  dos  (2)  a  cuatro  (4)  años  de  pris ión  s i  la  conducta  punible  que  

se  omit ier e  denunciar  sea  de  las  contempladas  en  e l  de l i to  de  omis ión  de  

denuncia de part i cular”.

Art. 418 Revelación de secreto

“El  serv idor  públ ico  que  indebidamente  dé  a  conocer  documento  o  not i c ia  que  

deba  mantener  en  secr e to  o  reserva,  incurrirá  en  multa  y  pérdida  de l  empleo  o  

cargo.

Si  de  la  conducta  resu l tare  per jui c io ,  la  pena  será  de  uno  (1)  a  tres  (3)  años  de  

pri s ión,  multa  de  quince  (15) a sesenta (60) sa larios  mínimos  legal es  mensual es  

v igentes ,  e  inhabil i tac ión  para  e l  e j erc i c io  de  derechos  y  func iones  públ i cas  por  

c inco  (5)  años .”

Art. 419 Utilización de asuntos sometidos a secreto o reserva

“El  servidor  públ ico  que  ut i l i c e  en  provecho  propio  o  a jeno,  descubr imiento  

c ient í f i co ,  u  o tra in formac ión  o  dato  l l egado a su conocimiento  por  razón de sus  

func iones  y  que  deban  permanecer  en  secr e to  o  reserva,  incurrirá  en  multa  y  
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pérdida de l  empleo  o  cargo  públ ico,  s iempre  que  las  conductas  no  const i tuya  otro  

de l i to sanc ionado con pena mayor .”

Art. 420 Util ización indebida de información privilegiada

“El  serv idor  públ ico  que  como  empleado  o  direc t ivo  o  miembro  de  una  junta  u  

órgano  de  adminis tración  de  cualquier  ent idad  públ i ca ,  que  haga  uso  indebido  

de información que haya conoc ido por razón o con ocas ión de sus func iones y  que  

no  sea  obje to  de  conoc imiento  públ ico,  con  e l  f in  de  obtener  provecho  para  s í  o  

para  un  ter cero ,  sea  és te  persona  natural  o  juríd i ca ,  incurr irá  en  multa  y  

pérdida de l  empleo  o cargo públ ico.”

Art. 421 Asesoramiento y otras actuaciones ilegales

“El  servidor  públ ico  que  i legalmente  represente,  l it igue,  gestione  o 

asesore  en  asunto  judicial ,  administrat ivo  o  pol icivo,  incurrirá  en 

multa y pérdida del  empleo o cargo público.

Si  el  responsable  fuere  servidor  de  la  rama  judicial  o  del  Ministerio 

Público  la  pena  será  de  pris ión  de  uno  (1)  a  tres  (3)  años,  e 

inhabi l i tación  para  el  ejercicio  de  derechos  y  funciones  públicas  por 

cinco (5) años.”

Art. 422 Intervención en política

“El  servidor  públ ico  que  e j erza  jur isdic c ión ,  autoridad  c iv i l  o  pol í t i ca ,  cargo  de  

direcc ión  adminis trat iva,   o  se  desempeñe  en  los  órganos  judic ia l ,  e l e c toral ,  de  

control ,  que  forma  parte  de  comités ,  juntas  o  dir ec tor ios  pol í t i cos ,  o  ut i l i ce  su  
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poder  para  favorec er  o  per judi car  e l e c toralmente  a  un  candidato,  part ido  o  

movimiento  pol í t i co ,  incurr irá en multa y pérdida de l  empleo  o cargo públ i co .

Se  exceptúan  de  lo  d i spuesto  en  e l  inc iso  anter ior  l os  miembros  de  las  

corporaciones públ icas de e l e c c ión popular.”

Art. 423 Empleo ilegal de la fuerza pública

“El  servidor  públ ico  que  obtenga  el  concurso  de  la  fuerza  públ ica  o 

emplee  la  que  tenga  a  su  disposición  para  consumar  acto  arbitrario  o 

injusto,  o  para  impedir  o  estorbar  el  cumplimiento  de  orden  legít ima 

de  otra  autoridad,  incurrirá  en  pris ión  de  uno  (1)  a  cuatro  (4)  años, 

multa de diez (10)  a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes  e  inhabil itación  para  el  ejercicio  de  derechos  y  funcione 

públicas  por  cinco  (5)  años,  siempre  que  la  conducta  no  constituya 

del ito sancionado con pena mayor.”

Art. 424 Omisión de apoyo

“El  agente  de  la  fuerza  públ ica  que  rehúse  o  demore  indebidamente  e l  apoyo  

pedido  por  autoridad  competente ,  en  la  forma es tabl ec ida  en  la  l ey ,  incurrirá  en  

pri s ión  de  uno  (1)  a  cuatro  (4)  años  e  inhabil i tac ión  para  e j erc i c io  de  derchos  y  

func iones públ icas por c inco (5)  años .”
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DE LA USURPACION Y ABUSO DE FUNCIONES 
PUBLICAS.

Art. 425 Usurpación de funciones públicas

“El part icular  que s in  autorización l ega l  e j erza func iones públ icas ,  incurrirá en  

pri s ión de uno (1) a dos (2) años .”

Art. 427 Circunstancias de agravación punitiva

“Las  penas  señaladas  en  los  anter ior es  art í culos  serán  de  uno  (1)  a  cuatro  (4)  

años cuando la conducta se  r eal i c e  con f ines  t errori s tas .”

Art. 428 Abuso de función pública

“El  servidor  públ ico  que  abusando  de  su  cargo  r eal i c e  funciones  públ i cas  

diversas de las  que lega lmente  l e  correspondan,  incurr irá en pri s ión de uno (1) a  

dos  (2)  años  e  inhabil i tac ión  para  e l  e j erc i c ios  de  derechos  y  func iones  públ i cas  

por c inco (5) años .” 
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DE LOS DELITOS CONTRA LOS SERVIDORES 
PUBLICOS.

Art. 429 Violencia contra servidor público

“El  que  e j erza  vio lenc ia  contra  servidor  publ ico,  para  obl igarlo  a  e j e cutar  u  

omit i r  al gún  ac to  propio  de  su  cargo  o  a  rea l izar  uno  contrario  a  sus  deberes  

o f i c ial es ,  incurrirá en pr is ión de uno (1) a tres  (3)  años .”

Art. 430 Perturbación de actos oficiales 

“El que  s imulando autoridad o invocando fa lsa  orden de la  misma,  o  val iéndose  

de  cualquier  o tra  maniobra  engañosa,  trate  de  impedir  o  perturbar  la  reunión  o  

e l  e j erc i c io  de  las  funciones  de  las  corporaciones  o  autoridades  l eg is lat ivas ,  

jurisdi cc ionales  o  adminis trat ivas ,  o  de  cualquier  o tra  autoridad  públ i ca ,  o  

pre tenda inf lu ir en sus dec i s iones  o de l iberaciones ,  incurr irá en multa .

El  que  rea l i c e  la  conducta  anter ior  por  medio  de  v iolencia  incurri rá  en  pri s ión  

de tres  (3)  a c inco  (5)  años .”
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DE LA UTILIZACIÓN INDEBIDA DE INFORMACIÓN Y DE 
INFLUENCIAS DERIVADAS DEL EJERCICIO DE 
FUNCION PÚBLICA.

Art. 431 Utilización indebida de información obtenida en el 
ejercicio de función pública

“El  que  habiéndose  desempeñado  como  servidor  públ ico  durante  e l  año  

inmediatamente  anter ior  ut i l i c e ,  en  provecho  propio  o  de  un terc ero,  informac ión  

obtenida en cal idad de  ta l  y  que no sea  obje to  de conoc imiento  públ ico,  incurri rá  

en multa .”

Art. 432 Util ización indebida de influencias derivadas del 
ejercicio de función pública

“El  que  habiéndose  desempeñado  como  servidor  públ ico  durante  e l  año  

inmediatamente  anter ior  ut i l i c e ,  en  provecho  propio  o  de  un  terc ero,  inf luenc ias  

der ivadas  de l  e j er c i c io  de l  cargo  o  de  la  función  cumplida,  con  e l  f in  de  obtener  

venta jas en un trámite  of i c ia l ,  incurri rá en multa .”

Art. 433 Soborno transnacional

“El  nacional  o  quien  con  res idenc ia  habitual  en  e l  país  y  con  empresas  

domic i l iadas  en  e l  mismo,  of rezca  a  un  servidor  públ ico  de  o tro  Estado,  d ir ec ta  

o  indirec tamente ,  cualquier  d inero,  ob je to  de  valor  pecuniario  u  o tra  ut i l idad  a  

cambio  que  és te  r eal i c e  u  omita  cualquier  ac to  en  e j erc i c io  de  sus  funciones ,  
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r e lac ionado  con  una  transacc ión  económica  o  comerc ia l ,  incurri rá  en  pris ión  de  

se i s  (6)  a  diez  (10)  años  y  mul ta  de  c incuenta  (50)  a  c ien  (100)  sa larios  

mínimos lega les  mensual es  v igentes .”

Art. 434 Asociación para la comisión de un delito contra la 
Administración pública

“El  servidor  públ ico  que  se  asoc ie  con  otro ,  o  con  un  part i cular ,  para  r eal izar  

un  de l i to  contra  la  adminis tración  públ ica,  incurr irá  por  és ta  so la  conducta  en  

pri s ión  de  uno  (1)  a  tr es  (3)  años ,  s i empre  que  la  misma  no  const i tuya  de l i to  

sanc ionado con pena mayor .

Si  in tervi ene un part i cular  se  l e  impondrá la misma pena.”

COMENTARIO

La  anterior  enunciación  de  los  diferentes  t ipos  penales,  es  la 

regulación  por  la  legislación  colombiana  ,  para  los  del itos  contra  la 

administración  pública.  Dentro  de  estos  ,  si  bien  es  cierto  van 

dirigidos  a  proteger  un  mismo  interés,  es  claro  que  en  la  practica,  se 

presenta  de  mayor  ocurrencia,  como  focos  de  corrupción  y  por  ende 

contribuyen  a  desangrar  las  arcas  del  Estado  Colombiano,  los  del itos 

de  PECULADO,  CONCUSION,  COHECHO,  PREVARICATO  y 

CELEBRACIÓN  INDEBIDA  DE  CONTRATOS,  siendo  este  últ imo 

los más denunciado o investigados de oficio.
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También  es  claro  mencionar  que  la  Ley  890  de  2.004,  aumentó  las 

penas en la tercera parte en el mínimo y en la mitad en el máximo,  en 

los t ipos penales de la parte especial ,  como los aquí mencionados.
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